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PRESENTACION 

 
En cumplimiento del compromiso con la vigencia de los derechos humanos que 

caracterizan tanto a la Legislatura como a la Defensoría del Pueblo, instituciones 

ambas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, cumplimos en poner en 

circulación ésta tercera edición del Digesto de Normas Antidiscriminatorias. 

 

La presente recopilación de normas nacionales y locales contra la discriminación 

en sus diversas variantes intenta convertirse en una contribución necesaria para 

aquellas instituciones públicas, organizaciones civiles y vecinos preocupados -y 

ocupados- en la promoción y defensa de las garantías ciudadanas. 

 

Esta tercera edición, que actualiza las dos primeras anteriormente patrocinadas 

por la Comisión de Derechos Humanos de la Legislatura, que para entonces 

presidíamos, incorpora ahora la normativa actualizada sobre el tema que hemos 

recopilado desde nuestro nuevo desempeño en la Defensoría del Pueblo porteña. 

 

Esperamos entonces que esta nueva versión resulte una herramienta apta para la 

preservación y desarrollo de las garantías ciudadanas, imprescindible para 

acceder a una sociedad cada día más equitativa y solidaria. 

 
                                             
 

Dra. Alicia Pierini 
                                           Defensora del Pueblo  

                                           de la Ciudad de Buenos Aires 
 
 
 
 
 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires, marzo de 2005  
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RESOLUCIÓN 96/2000 
 
 

  Artículo 1º - Procédase a sistematizar la normativa, tanto nacional 

como local, en un Digesto de Legislación Antidiscriminatoria.- 

 

  Artículo 2º -  La tarea estará a cargo de la Comisión de Derechos 

Humanos Garantías y Antidiscriminación, con la asistencia técnica del Cedom. 

 

  Artículo 3º -  Dicha  Comisión deberá expedirse dentro del plazo de 

noventa (90) días de su constitución y el trabajo, una vez finalizado, será editado 

en una tirada de diez mil ejemplares (10.000) con fondos de la partida 

presupuestaria correspondiente de la Legislatura. 

 

  Artículo 4º - Comuníquese, etc. 
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INDICE DIGESTO DE LEGISLACIÓN ANTIDISCRIMINATORIA 
NORMATIVA NACIONAL Y LOCAL 
 
 
 
1) Constitución Nacional: 
 
• arts. 16, 37, 43, 75 incs. 17, 19, 22 y 23, 86, y cláusula transitoria 2da. 
 
 
2) Tratados Internacionales con jerarquía Constitucional: 
 
• Declaración Americana de los Deberes y Derechos del Hombre: art. 2. 
• Declaración Universal de Derechos Humanos: arts. 1, 2 y 7. 
• Convención Americana de Derechos Humanos: arts. 1, 13, 17 y 24. 
• Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales: arts. 2, 3 y 7. 
• Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: arts. 1, 2, 3, 24, 26, 27. 
• Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio: arts. 1 y 2. 
• Convención Internacional sobre todas las formas de Discriminación Racial. 
• Convención Internacional sobre Eliminación de todas las formas de                 
      Discriminación contra la Mujer.  
• Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o  
      Degradantes: art.1.              
• Convención sobre los Derechos del Niño.: arts. 2 y 30. 
 
 
3) Tratados Internacionales: 
 
• Declaración de los Derechos del Niño: principio 1. 
• Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer ( 1952): Arts. 1, 2 y 3. 
• Convención Suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos e 

Instituciones y Prácticas Similares a la Esclavitud (1956): art.1. 
• Convención Relativa a la Lucha contra las discriminaciones en la esfera de la 

Enseñanza (1960): Arts. 1 al 10. 
• Convención Internacional sobre la Represión y el Castigo del Crimen de Apartheid 

(1973): Arts. 1 y 2. 
• Convención Americana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 

Mujer ( Belem do Pará, 1994) 
 
 
4) Leyes y decretos nacionales: 
 
• Código Penal: art. 80 inc. 4. 
• Ley 16.986 de Amparo. 
• Ley 20.744 de Contrato de Trabajo: arts. 17 y 81. 
• Ley 22.431 Protección Integral de las personas discapacitadas. 
• Ley 23.592 de Actos Discriminatorios.  
• Ley 24.284 sobre Defensoría del Pueblo de la Nación.  
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• Ley 24.314 Modificación de la ley nº 22.43. Accesibilidad de personas con movilidad 
reducida.  

• Ley 24.382 de "Día Nacional de Lucha contra las discriminaciones". 
• Ley 24.515 de Creación del Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y 

el Racismo. 
• Ley 24.901 Sistema de prestaciones básicas en habilitación y rehabilitación integral a 

favor de las personas con discapacidad. 
• Ley 25.013 de Reforma Laboral: Art. 11. 
• Dec. 254/98 Plan para Igualdad entre Varones y Mujeres en el mundo laboral. 
• Ley 25.280 Aprobación de la Convención Interamericana para la Eliminación de todas 

las formas de Discriminación contra las personas con Discapacidad. 
• Ley 25.404 Establecimiento de medidas especiales de protección para las personas 

que padecen epilepsia. 
• Ley 25.608 Incumplimiento en la Exhibición de Normas Antidiscriminatorias 
• Ley 25.616 Aprobación del Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos 

del Niño. 
• Ley 25.635 –Sistema de Protección Integral de las Personas con Discapacidad. 

Modificación de la Ley 22431 
• Ley 25.643 Turismo. Sistema de Protección Integral de las Personas con 

Discapacidad 
• Ley 25.672 Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo 
• Ley 25.673 Creación del Programa Nacional de Salud y Procreación Responsable 
• Ley 25.682 Uso de Bastón Verde para Personas con baja Visión 
• Ley 25.724 Programa de Nutrición y Alimentación Nacional 
• Ley 25.788 Modificación de la Ley 23.753. Diabetes 
• Ley 25.799 Modifica Ley 23.302 sobre Protección de Comunidades Aborígenes 
• Ley 25.800 Aprobación de un Convenio con la Organización Internacional del 

Trabajo sobre Trabajo a Domicilio 
• Ley 25801 Aprobación de un Convenio con la Organización Internacional del 

Trabajo sobre los Representantes de los Trabajadores 
• Ley 25.808 Modificación de la Ley 25.584 sobre Prohibición en 

Establecimientos de Educación Pública de Acciones que Impidan el Inicio o 
Continuidad del Ciclo  Escolar a Alumnas Embarazadas 

• Ley 25.811 Declaración de Utilidad Pública y Sujetas a Expropiación Tierras de 
Lapacho Moro 

• Ley 25.854 Creación del Registro Único de Aspirantes a Guarda con fines 
Adoptivos 

• Ley 25869 Beneficio para Hemofílicos Infectados del Retrovirus HIV 
• Ley 25.871 Política Migratoria Argentina 
• Ley 25.889 Aprobación del Protocolo al Convenio de Migración entre la 

República Argentina y la República del Perú 
• Ley 25.902 Aprobación del Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los 

Estados parte del MERCOSUR, Bolivia y Chile 
• Ley 25.903 Aprobación del Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los 

Estados partes del MERCOSUR 
• Ley 25.914 Indemnización para Niños y Niñas Nacidos en Cautiverio 
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• Ley 25.962 Maestros del Deporte. Incorporación de los Atletas con 
Necesidades Especiales Ganadores en Juegos Paralímpicos 

• Ley 25.974 Creación de un Fondo de Reparación Histórica para la Localización 
y Restitución de Niños Secuestrados o Nacidos en Cautiverio 

 
 
 
5) Constitución de la Ciudad de Buenos Aires: 
 
• arts. 10, 11, 14, 23, 36, 38, 40, 41, 42, 43, 62 y 137, y cláusula transitoria Vigésimo 

primera. 
 
 
6) Ordenanzas y Leyes de la Ciudad de Buenos Aires: 
 
• Ordenanza 17.858 Entradas gratuitas a los teatros municipales. 
• Ordenanza 35.102 Beneficios de la educación primaria para alumnos incapacitados 

para concurrir a escuelas comunes. 
• Ordenanza 39.892 Construcción obligatoria de vados o rampas. 
• Ordenanza 40.155 Símbolo internacional de acceso. 
• Ordenanza 45.236 (modificada por ley 135), sobre Requisitos de ingreso. 
• Ordenanza 47.818 Vados y rampas. 
• Ordenanza 48.829 Igualdad de oportunidades entre varones y mujeres; diseño 

curricular. 
• Ordenanza 48.868 Talleres de análisis. 
• Ordenanza 49.516 Automóviles de alquiler con taxímetro. Traslado. 
• Ordenanza 50.648 Prioridad de atención a personas con necesidades especiales y 

embarazadas. 
• Ordenanza 50.951 Estadios de fútbol; espacio exclusivo. 
• Ordenanza 51.608 Comercios. Prioridad de atención. 
• Ordenanza 52.111 Declaración de interés de la lucha contra la discriminación de la 

mujer. 
• Ley 3 sobre Defensoría del Pueblo.  
• Código de Convivencia (ley 10 y modificatorias): Arts. 42 y 43 bis. 
• Ley 22 sobre Personas con Necesidades Especiales.  
• Ley 28 de Espectáculos de concurrencia masiva. 
• Ley 64 Servicios de salubridad al público. Puertas acceso. Sistemas braille o siluetas 

en relieve. 
• Ley 66 Restaurantes; carta de menú en Braille. 
• Ley 81 Principios rectores de las políticas públicas para la tercera edad. 
• Ley 103 de Programa de Acciones Positivas en favor de las Jefas de Hogar y Mujeres 

Embarazadas.  
• Ley 114 sobre Protección integral de los Niños, Niñas y Adolescentes de la Ciudad: 

Arts. 20 y 21. 
• Ley 120 de Empleo: art. 2. 
• Ley 137 sobre Centros de Estudiantes Secundarios: art. 3 inc.d. 
• Ley 153 Básica de Salud: art. 4 inc.b. 
• Ley 161 Barreras arquitectónicas: art. 1. 
• Ley 175 de Programa de Reflexión y Capacitación sobre Igualdad de Oportunidades.  
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• Ley 188 de Creación premio "Lola Mora".  
• Ley 203 sobre Inscripción de alumnos indocumentados en las escuelas.  
• Decreto nº 62/02 Reglamentario de la Ley 203. 
• Ley 223 de Sistema Escolar de Convivencia: Art. 6. 
• Ley 265 de Policía del Trabajo: arts. 1 y 18.                                                                    
• Ley 421 de Protección Integral contra la discriminación por razones genéticas. 
• Ley 447 “Marco de las Políticas para la Participación de las Personas con 
      Necesidades Especiales”. 
• Ley 451 Régimen de Faltas: arts  4.1.10, 5.1.6 y 5.1.9.             
• Ley 471  de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la Ciudad 

Autónoma  de Buenos Aires: arts. 2 inc.c, 9 inc.d, 31 inc.c, 63 y 64. 
• Ley 474 de “Plan de igualdad real de oportunidades y de trato entre varones y  

mujeres”. 
• Ley 554 Excluir el test de embarazo del examen preocupacional. 
• Ley 672 Reconocimiento oficial del sistema de interpretación de señas. 
• Ley 709 Régimen especial de asistencia para alumnas embarazadas y alumnos en 

condición de paternidad. 
• Ley 712 Garantías del patrimonio genético humano. 
• Ley 732 Establecimiento en todos los organismos del G.C.A.B.A., en las áreas de 

atención al público, de contar con conocimiento de la lengua de Señas Argentina. 
• Ley 898 Obligatoriedad de la Educación de Nivel Medio 
• Ley 899 Pequeños Comercios para Personas con Necesidades Especiales en 

Estaciones de Subterráneos 
• Ley 917 Protección y Garantía del Pleno Ejercicio de sus Derechos a toda Persona 

que Padezca Epilepsia 
• Ley 918 – Aprobación del Convenio 29/02 con UNICEF 
• Ley 921 – Banco de Elementos Ortopédicos 
• Ley 930 Creación del Servicios de Salud y Asistencia Social de la Legislatura 
• Ley 937 Detección, Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil 
• Ley 955 Talleres Protegidos de Rehabilitación Psiquiátrica 
• Ley 962 Modificación al Código de la Edificación de la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires – Accesibilidad Física para todos 
• Ley 974 Régimen de los Talleres Protegidos de Producción para los Trabajadores 

Discapacitados 
• Ley 1004 Unión Civil 
• Ley 1041 Incorporación del uso Taller Protegido de Producción al Código de 

Edificación 
• Ley 1080 Estacionamiento de Vehículos de Personas con Necesidades Especiales 
• Ley 1156 Creación del Registro de Búsqueda de Personas Adultas con Padecimientos 

Mentales o Adultos Incapaces 
• Ley 1225 Prevención y Sanción de la Violencia Laboral 
• Ley 1279 Convenio de Cooperación Institucional para el Patrocinio Jurídico Gratuito a 

la Víctima de Delito 
• Ley 1281 Convenio de Cooperación entre el Ministerio de Desarrollo Social de la 

Nación y el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
• Ley 1340 
• Ley 1417 Registro Único de Aspirantes a Guarda con fines Adoptivos de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires 
• Ley 1441 Creación del Programa Porteño de Promoción de la Resiliencia 
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• Ley 1502 Incorporación de Personas con Necesidades Especiales al Sector Público 
de la Ciudad 

• Ley 1506 Apoyo al Ingreso Ciudadano Mediante Asistencia Alimentaria 
• Ley N° 1.521  Día de las Personas con Necesidades Especiales 
• Ley N° 1.523 Régimen para el Empleo de Personas con Necesidades Especiales en el 

Gobierno de la Ciudad 
 

CONSTITUCIÓN NACIONAL 
 
Artículo 16.- 
 La Nación Argentina no admite prerrogativas de sangre, ni de nacimiento: no hay 
en ella fueros personales ni títulos de nobleza.  Todos sus habitantes son iguales 
ante la ley, y admisibles en los empleos sin otra condición que la idoneidad.  La 
igualdad es la base del impuesto y de las cargas públicas. 
 
Artículo 37.- 
Esta Constitución garantiza el pleno ejercicio de los derechos políticos, con arreglo 
al principio de la soberanía popular y de las leyes que se dicten en consecuencia.  
El sufragio es universal, igual, secreto y obligatorio. 
  
La igualdad real de oportunidades entre varones y mujeres para el acceso a 
cargos electivos y partidarios se garantizará por acciones positivas en la 
regulación de los partidos políticos y en el régimen electoral. 
 
Artículo 43.- 
Toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que 
no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de 
autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, 
restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y 
garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley.  En el caso, el 
juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u 
omisión lesiva. 
  
Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo 
relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al 
consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el 
afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, 
registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su 
organización. 
  
Toda persona podrá interponer esta acción para tomar conocimiento de los datos 
a ella referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos de datos 
públicos, o los privados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o 
discriminación, para exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o 
actualización de aquellos.  No podrá afectarse el secreto de las fuentes de 
información periodística. 
  



 9 

Cuando el derecho lesionado, restringido, alterado o amenazado fuera la libertad 
física, o en caso de agravamiento ilegítimo en la forma o condiciones de 
detención, o en el de desaparición forzada de personas, la acción de hábeas 
corpus podrá ser interpuesta por el afectado o por cualquiera en su favor y el juez 
resolverá de inmediato, aun durante la vigencia del estado de sitio. 
 
Artículo 75.- 
Inc. 17 - Reconocer la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas 
argentinos. 
  
Garantizar el respeto a su identidad y el derecho a una educación bilingüe e 
intercultural; reconocer la personería jurídica de sus comunidades, y la posesión y 
propiedad comunitarias de las tierras que tradicionalmente ocupan; y regular la 
entrega de otras aptas y suficientes para el desarrollo humano; ninguna de ellas 
será enajenable, transmisible ni susceptible de gravámenes o embargos.  
Asegurar su participación en la gestión referida a sus recursos naturales y a los 
demás intereses que los afecten.  Las provincias pueden ejercer 
concurrentemente estas atribuciones. 
 
 
Inc. 19 - Proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso económico con 
justicia social, a la productividad de la economía nacional, a la generación de 
empleo, a la formación profesional de los trabajadores, a la defensa del valor de la 
moneda, a la investigación y al desarrollo científico y tecnológico, su difusión y 
aprovechamiento. 
  
Proveer al crecimiento armónico de la Nación y al poblamiento de su territorio; 
promover políticas diferenciadas que tiendan a equilibrar el desigual desarrollo 
relativo de provincias y regiones. Para estas iniciativas, el Senado será Cámara de 
origen. 
  
Sancionar leyes de organización y de base de la educación que consoliden la 
unidad nacional respetando las particularidades provinciales y locales: que 
aseguren la responsabilidad indelegable del Estado, la participación de la familia y 
la sociedad, la promoción de los valores democráticos y la igualdad de 
oportunidades y posibilidades sin discriminación alguna; y que garanticen los 
principios de gratuidad y equidad de la educación pública estatal y la autonomía y 
autarquía de las universidades nacionales. 
  
Dictar leyes que protejan la identidad y pluralidad cultural, la libre creación y 
circulación de las obras del autor; el patrimonio artístico y los espacios culturales y 
audiovisuales. 
 
Inc. 22 - Aprobar o desechar tratados concluidos con las demás naciones y con 
las organizaciones internacionales y los concordatos con la Santa Sede.  Los 
tratados y concordatos tienen jerarquía superior a las leyes. 
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La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración 
Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la 
Convención sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la 
Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación Racial; la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación contra la Mujer; la Convención contra la Tortura y otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la Convención sobre los Derechos del 
Niño; en las condiciones de su vigencia, tienen jerarquía constitucional, no 
derogan artículo alguno de la Primera Parte de esta Constitución y deben 
entenderse complementarios de los derechos y garantías por ella reconocidos.  
Sólo podrán ser denunciados, en su caso, por el Poder Ejecutivo nacional, previa 
aprobación de las dos terceras partes de la totalidad de los miembros de cada 
Cámara. 
  
Los demás tratados y convenciones sobre derechos humanos, luego de ser 
aprobados por el Congreso, requerirán del voto de las dos terceras partes de la 
totalidad de los miembros de cada Cámara para gozar de jerarquía constitucional. 
  
Inc. 23 - Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la 
igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los 
derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales 
vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las 
mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad. 
  
Dictar un régimen de seguridad social especial e integral en protección del niño en 
situación de desamparo, desde el embarazo hasta la finalización del período de 
enseñanza elemental, y de la madre durante el embarazo y el tiempo de lactancia. 
 
Artículo 86.- 
 El Defensor del Pueblo es un órgano independiente instituido en el ámbito del 
Congreso de la Nación, que actuará con plena autonomía funcional, sin recibir 
instrucciones de ninguna autoridad.  Su misión es la defensa y protección de los 
derechos humanos y demás derechos, garantías e intereses tutelados en esta 
Constitución y las leyes, ante hechos, actos u omisiones de la Administración; y el 
control del ejercicio de las funciones administrativas públicas. 
  
El Defensor del Pueblo tiene legitimación procesal.  Es designado y removido por 
el Congreso con el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de 
cada una de las Cámaras. Goza de las inmunidades y privilegios de los 
legisladores.  Durará en su cargo cinco años, pudiendo ser nuevamente designado 
por una sola vez. 
  
La organización y el funcionamiento de esta institución serán regulados por una 
ley especial. 
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Cláusula Transitoria Segunda.- Las acciones positivas a que alude el artículo 37 
en su último párrafo no podrán ser inferiores a las vigentes al tiempo de 
sancionarse esta Constitución y durarán lo que la ley determine. 
(Corresponde al artículo 37). 
 
 

TRATADOS INTERNACIONALES CON JERARQUÍA CONSTITUCIONAL  
(Art. 75 inc. 22  Constitución Nacional) 

 
 

DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS DERECHOS 
Y DEBERES DEL HOMBRE 

 
Aprobada en la Novena Conferencia Internacional Americana, Bogotá, Colombia, 
1948. 
  
Derecho de igualdad ante la Ley. 
 
Artículo II. Todas las personas son iguales ante la ley y tienen los derechos y 
deberes consagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, 
credo ni otra alguna. 
 
 

DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS 
 

Adoptada y proclamada por la Asamblea General en su resolución 217 A (III), del 
10 de diciembre de 1948 
 
Artículo 1 
 
 Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, 
dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los 
unos con los otros. 
 
Artículo 2 
 
 1. Toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en esta 
Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición. 
 
Artículo 7 
 
 Todos son iguales ante  la  ley  y  tienen,  sin  distinción,  derecho  a igual  
protección  de  la  ley. Todos  tienen  derecho  a  igual   protección contra toda  
discriminación  que  infrinja  esta  Declaración  y  contra  toda provocación a tal 
discriminación. 
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CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS 
 
Suscrita en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, en la 
Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos. 
 
Artículo 1 - Obligación de Respetar los Derechos 
1. Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los 
derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a 
toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier 
otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición social.  
  
2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano. 
 
Artículo 13 - Libertad de Pensamiento y de Expresión 
5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda 
apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la 
violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de 
personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen 
nacional. 
 
Artículo 17 - Protección a la Familia 
 4. Los Estados partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad 
de derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en 
cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo. En 
caso de disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la protección 
necesaria de los hijos, sobre la base única del interés y conveniencia de ellos. 
  
5. La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera de 
matrimonio como a los nacidos dentro del mismo. 
 
Artículo 24 - Igualdad ante la Ley 
Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin 
discriminación, a igual protección de la ley. 
 
 

PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y 
CULTURALES 

 
Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en 
su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966 
 
Parte II 
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Artículo 2 
1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar 
medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación 
internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo  de los 
recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios 
apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena 
efectividad de los derechos aquí reconocidos. 
  
2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el 
ejercicio de los derechos que en él se enuncia, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social.  
  
3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los derechos 
humanos y su economía nacional, podrán determinar en qué medida garantizarán 
los derechos económicos reconocidos en el presente Pacto a personas que no 
sean nacionales suyos. 
 
Artículo 3 
Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los 
hombres y a las mujeres igual título a gozar de todos los derechos económicos, 
sociales y culturales enunciados en el presente Pacto. 
 
Artículo 7 
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho  de toda persona 
al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren en 
especial: 
  
a) Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores: 
  
i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinciones de 
ninguna especie; en particular, debe asegurarse a las mujeres condiciones de 
trabajo no inferiores a las de los hombres, con salario igual por trabajo igual; 
  
ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias conforme a las 
disposiciones del  presente Pacto; 
b)  La seguridad y la higiene en el trabajo; 
  
c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su trabajo, a la 
categoría superior que les corresponda, sin más consideraciones que los factores 
de tiempo de servicio y capacidad; 
  
d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas de 
trabajo y las vacaciones periódicas pagadas, así como la remuneración de los días 
festivos. 
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PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS 

 
Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en 
su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966 
 
Parte I 
Artículo 1 
1. Todos los pueblos tiene el derecho de libre determinación.  En virtud de este 
derecho establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su 
desarrollo económico, social y cultural. 
  
2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus 
riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la 
cooperación económica internacional basada en el principio del beneficio 
recíproco, así como del derecho internacional.  En ningún caso podrá privarse a 
un  pueblo  de sus propios medios de subsistencia. 
  
3. Los Estados Partes en el  presente Pacto, incluso los que tienen la 
responsabilidad de administrar territorios no autónomos y territorios en 
fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre determinación, y 
respetarán este derecho de conformidad con las disposiciones de la Carta de las 
Naciones Unidas. 
 
 
Parte II 
Artículo 2 
1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a 
respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y 
estén sujetos a su jurisdicción, los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin 
distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra 
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social. 
  
2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas 
para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias 
para hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no 
estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter. 
 
3. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a 
garantizar que: 
  
a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto 
hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación 
hubiera sido cometida por personas que actuaban en ejercicio de sus funciones 
oficiales; 
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b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o cualquiera otra 
autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado, decidirá sobre los 
derechos de toda persona que interponga tal recurso, y desarrollará las 
posibilidades de recurso judicial; 
  
c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya estimado 
procedente el recurso. 
 
Artículo 3 
Los Estados Partes en el presente  Pacto se comprometen a garantizar a hombres 
y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y políticos 
enunciados en el presente Pacto. 
 
Artículo 24 
1. Todo  niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a 
las medidas de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de 
su familia como de la sociedad y del Estado. 
  
2. Todo niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y deberá 
tener un nombre. 
  
Todo niño tiene derecho a adquirir una nacionalidad. 
 
Artículo 26 
Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a 
igual  protección  de la ley.  A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y 
garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier 
discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones 
políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social. 
 
Artículo 27 
En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, no se 
negará a las personas que pertenezcan a dichas minorías el derecho que les 
corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia 
vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y a emplear su propio idioma. 
 
 

CONVENCIÓN INTERNACIONAL SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS 
FORMAS DE DISCRIMINACIÓN RACIAL 

 
Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su 
resolución 2106 A (XX), de 21 de diciembre de 1965. 
Entrada en Vigor: 4 de enero de 1969, de conformidad con el artículo 19. 
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Los Estados partes en la presente Convención,  
  
Considerando que la Carta de las Naciones Unidas está basada en los principios 
de la dignidad y la igualdad inherentes a todos los seres humanos y que todos los 
Estados Miembros se han comprometido a tomar medidas conjunta o 
separadamente, en cooperación con la Organización, para realizar uno de los 
propósitos de las Naciones Unidas, que es el de promover y estimular el respeto 
universal y efectivo de los derechos humanos y de las libertades fundamentales de 
todos, sin distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión,  
  
Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos proclama que 
todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos, y que 
toda persona tiene todos los derechos y libertades enunciados en la misma, sin 
distinción alguna, en particular por motivos de raza, color u origen nacional,  
  
Considerando que todos los hombres son iguales ante la ley y tienen derecho a 
igual protección de la ley contra toda discriminación y contra toda incitación a la 
discriminación,  
  
Considerando que las Naciones Unidas han condenado el colonialismo y todas las 
prácticas de segregación y discriminación que lo acompañan, cualquiera que sea 
su forma y dondequiera que existan, y que la Declaración sobre la concesión de la 
independencia a los países y pueblos coloniales, de 14 de diciembre de 1960 
[resolución 1514 (XV) de la Asamblea General], ha afirmado y solemnemente 
proclamado la necesidad de ponerles fin rápida e incondicionalmente,  
  
Considerando que la Declaración de las Naciones Unidas sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación racial, de 20 de noviembre de 1963 [ resolución 
1904 ( XVIII) de la Asamblea General] afirma solemnemente la necesidad de 
eliminar rápidamente en todas las partes del mundo la discriminación racial en 
todas sus formas y manifestaciones y de asegurar la comprensión y el respeto de 
la dignidad de la persona humana,  
  
Convencidos de que toda doctrina de superioridad basada en la diferenciación 
racial es científicamente falsa, moralmente condenable y socialmente injusta y 
peligrosa, y de que nada en la teoría o en la práctica permite justificar, en ninguna 
parte, la discriminación racial,  
  
Reafirmando que la discriminación entre seres humanos por motivos de raza, color 
u origen étnico constituye un obstáculo a las relaciones amistosas y pacíficas 
entre las naciones y puede perturbar la paz y la seguridad entre los pueblos, así 
como la convivencia de las personas aun dentro de un mismo Estado,  
  
Convencidos de que la existencia de barreras raciales es incompatible con los 
ideales de toda la sociedad humana,  
  



 17 

Alarmados por las manifestaciones de discriminación racial que todavía existen en 
algunas partes del mundo y por las políticas gubernamentales basadas en la 
superioridad o el odio racial, tales como las de apartheid, segregación o 
separación,  
  
Resueltos a adoptar todas las medidas necesarias para eliminar rápidamente la 
discriminación racial en todas sus formas y manifestaciones y a prevenir y 
combatir las doctrinas y prácticas racistas con el fin de promover el entendimiento 
entre las razas y edificar una comunidad internacional libre de todas las formas de 
segregación y discriminación raciales,  
  
Teniendo presentes el Convenio relativo a la discriminación en materia de empleo 
y ocupación aprobado por la Organización Internacional del Trabajo en 1958 y la 
Convención relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la 
enseñanza, aprobada por la Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura en 1960,  
  
Deseando poner en práctica los principios consagrados en la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial 
y con tal objeto asegurar que se adopten lo antes posible medidas prácticas,  
  
Han acordado lo siguiente:  
 
Parte I 
Artículo 1 
1. En la presente Convención la expresión "discriminación racial" denotará toda 
distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, 
linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o 
menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de 
los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, 
económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública.  
  
2. Esta Convención no se aplicará a las distinciones, exclusiones, restricciones o 
preferencias que haga un Estado parte en la presente Convención entre 
ciudadanos y no ciudadanos.  
  
3. Ninguna de las cláusulas de la presente Convención podrá interpretarse en un 
sentido que afecte en modo alguno las disposiciones legales de los Estados partes 
sobre nacionalidad, ciudadanía o naturalización, siempre que tales disposiciones 
no establezcan discriminación contra ninguna nacionalidad en particular.  
  
4. Las medidas especiales adoptadas con el fin exclusivo de asegurar el adecuado 
progreso de ciertos grupos raciales o étnicos o de ciertas personas que requieran 
la protección que pueda ser necesaria con objeto de garantizarles, en condiciones 
de igualdad, el disfrute o ejercicio de los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales no se considerarán como medidas de discriminación racial, 
siempre que no conduzcan, como consecuencia, al mantenimiento de derechos 



 18 

distintos para los diferentes grupos raciales y que no se mantengan en vigor 
después de alcanzados los objetivos para los cuales se tomaron. 
 
Artículo 2 
1. Los Estados partes condenan la discriminación racial y se comprometen a 
seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada 
a eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a promover el 
entendimiento entre todas las razas, y con tal objeto:  
  
a) Cada Estado parte se compromete a no incurrir en ningún acto o práctica de 
discriminación racial contra personas, grupos de personas o instituciones y a velar 
por que todas las autoridades públicas e instituciones públicas, nacionales y 
locales, actúen en conformidad con esta obligación;  
  
b) Cada Estado parte se compromete a no fomentar, defender o apoyar la 
discriminación racial practicada por cualesquiera personas u organizaciones;  
  
c) Cada Estado parte tomará medidas efectivas para revisar las políticas 
gubernamentales nacionales y locales, y para enmendar, derogar o anular las 
leyes y las disposiciones reglamentarias que tengan como consecuencia crear la 
discriminación racial o perpetuarla donde ya exista;  
  
d) Cada Estado parte prohibirá y hará cesar por todos los medios apropiados, 
incluso, si lo exigieran las circunstancias, medidas legislativas, la discriminación 
racial practicada por personas, grupos u organizaciones;  
  
e) Cada Estado parte se compromete a estimular, cuando fuere el caso, 
organizaciones y movimientos multirraciales integracionistas y otros medios 
encaminados a eliminar las barreras entre las razas, y a desalentar todo lo que 
tienda a fortalecer la división racial.  
  
2. Los Estados partes tomarán, cuando las circunstancias lo aconsejen, medidas 
especiales y concretas, en las esferas social, económica, cultural y en otras 
esferas, para asegurar el adecuado desenvolvimiento y protección de ciertos 
grupos raciales o de personas pertenecientes a estos grupos, con el fin de 
garantizar en condiciones de igualdad el pleno disfrute por dichas personas de los 
derechos humanos y de las libertades fundamentales. Esas medidas en ningún 
caso podrán tener como consecuencia el mantenimiento de derechos desiguales o 
separados para los diversos grupos raciales después de alcanzados los objetivos 
para los cuales se tomaron. 
 
Artículo 3 
Los Estados partes condenan especialmente la segregación racial y el apartheid y 
se comprometen a prevenir, prohibir y eliminar en los territorios bajo su jurisdicción 
todas las prácticas de esta naturaleza. 
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Artículo 4 
Los Estados partes condenan toda la propaganda y todas las organizaciones que 
se inspiren en ideas o teorías basadas en la superioridad de una raza o de un 
grupo de personas de un determinado color u origen étnico, o que pretendan 
justificar o promover el odio racial y la discriminación racial, cualquiera que sea su 
forma, y se comprometen a tomar medidas inmediatas y positivas destinadas a 
eliminar toda incitación a tal discriminación o actos de tal discriminación, y, con 
ese fin, teniendo debidamente en cuenta los principios incorporados en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, así como los derechos 
expresamente enunciados en el artículo 5 de la presente Convención, tomarán, 
entre otras, las siguientes medidas:  
  
a) Declararán como acto punible conforme a la ley toda difusión de ideas basadas 
en la superioridad o en el odio racial, toda incitación a la discriminación racial, así 
como todo acto de violencia o toda incitación a cometer tales actos contra 
cualquier raza o grupo de personas de otro color u origen étnico, y toda asistencia 
a las actividades racistas, incluida su financiación;  
  
b) Declararán ilegales y prohibirán las organizaciones, así como las actividades 
organizadas de propaganda y toda otra actividad de propaganda, que promuevan 
la discriminación racial e inciten a ella, y reconocerán que la participación en tales 
organizaciones o en tales actividades constituye un delito penado por la ley;  
  
c) No permitirán que las autoridades ni las instituciones públicas nacionales o 
locales promuevan la discriminación racial o inciten a ella. 
 
Artículo 5 
En conformidad con las obligaciones fundamentales estipuladas en el artículo 2 de 
la presente Convención, los Estados partes se comprometen a prohibir y eliminar 
la discriminación racial en todas sus formas y a garantizar el derecho de toda 
persona a la igualdad ante la ley, sin distinción de raza, color y origen nacional o 
étnico, particularmente en el goce de los derechos siguientes:  
  
a) El derecho a la igualdad de tratamiento en los tribunales y todos los demás 
órganos que administran justicia;  
  
b) El derecho a la seguridad personal y a la protección del Estado contra todo acto 
de violencia o atentado contra la integridad personal cometido por funcionarios 
públicos o por cualquier individuo, grupo o institución;  
  
c) Los derechos políticos, en particular el de tomar parte en elecciones, elegir y ser 
elegido, por medio del sufragio universal e igual, el de participar en el gobierno y 
en la dirección de los asuntos públicos en cualquier nivel, y el de acceso, en 
condiciones de igualdad, a las funciones públicas;  
  
d) Otros derechos civiles, en particular:  
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i) El derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un 
Estado;  
ii) El derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su país;  
iii) El derecho a una nacionalidad;  
iv) El derecho al matrimonio y a la elección del cónyuge;  
v)  El derecho a ser propietario, individualmente y en asociación con otros;  
vi) El derecho a heredar;  
vii) El derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión;  
viii ) El derecho a la libertad de opinión y de expresión;  
ix) El derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas;  
  
e) Los derechos económicos, sociales y culturales, en particular:  
  
i) El derecho al trabajo, a la libre elección de trabajo, a condiciones equitativas y 
satisfactorias de trabajo, a la protección contra el desempleo, a igual salario por 
trabajo igual y a una remuneración equitativa y satisfactoria;  
ii) El derecho a fundar sindicatos y a sindicarse;  
iii) El derecho a la vivienda;  
iv) El derecho a la salud pública, la asistencia médica, la seguridad social y los 
servicios sociales;  
v) El derecho a la educación y la formación profesional; 
vi ) El derecho a participar, en condiciones de igualdad, en las actividades 
culturales;  
  
f) El derecho de acceso a todos los lugares y servicios destinados al uso público, 
tales como los medios de transporte, hoteles, restaurantes, cafés, espectáculos y 
parques. 
 
Artículo 6 
Los Estados partes asegurarán a todas las personas que se hallen bajo su 
jurisdicción, protección y recursos efectivos, ante los tribunales nacionales 
competentes y otras instituciones del Estado, contra todo acto de discriminación 
racial que, contraviniendo la presente Convención, viole sus derechos humanos y 
libertades fundamentales, así como el derecho a pedir a esos tribunales 
satisfacción o reparación justa y adecuada por todo daño de que puedan ser 
víctimas como consecuencia de tal discriminación. 
 
Artículo 7 
Los Estados partes se comprometen a tomar medidas inmediatas y eficaces, 
especialmente en las esferas de la enseñanza, la educación, la cultura y la 
información, para combatir los prejuicios que conduzcan a la discriminación racial 
y para promover la comprensión, la tolerancia y la amistad entre las naciones y los 
diversos grupos raciales o étnicos, así como para propagar los propósitos y 
principios de la Carta de las Naciones Unidas, de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, de la Declaración de las Naciones Unidas sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación racial y de la presente 
Convención.  
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Parte II 
Artículo 8 
1. Se constituirá un Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial ( 
denominado en adelante el Comité) compuesto de dieciocho expertos de gran 
prestigio moral y reconocida imparcialidad, elegidos por los Estados partes entre 
sus nacionales, los cuales ejercerán sus funciones a título personal; en la 
constitución del Comité se tendrá en cuenta una distribución geográfica equitativa 
y la representación de las diferentes formas de civilización, así como de los 
principales sistemas jurídicos. 
  
2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de una lista de 
personas designadas por los Estados partes. Cada uno de los Estados partes 
podrá designar una persona entre sus propios nacionales.  
  
3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha de entrada en 
vigor de la presente Convención. Al menos tres meses antes de la fecha de cada 
elección, el Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los 
Estados partes invitándoles a que presenten sus candidaturas en un plazo de dos 
meses. El Secretario General preparará una lista por orden alfabético de todas las 
personas designadas de este modo, indicando los Estados partes que las han 
designado, y la comunicará a los Estados partes.  
  
4. Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de los Estados partes 
que será convocada por el Secretario General y se celebrará en la Sede de las 
Naciones Unidas. En esta reunión, para la cual formarán quórum dos tercios de 
los Estados partes, se considerarán elegidos para el Comité los candidatos que 
obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los 
representantes de los Estados partes presentes y votantes.  
  
5. a ) Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. No obstante, el 
mandato de nueve de los miembros elegidos en la primera elección expirará al 
cabo de dos años; inmediatamente después de la primera elección el Presidente 
del Comité designará por sorteo los nombres de esos nueve miembros;  
  
b ) Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado parte cuyo experto haya cesado 
en sus funciones como miembro del Comité, designará entre sus nacionales a otro 
experto, a reserva de la aprobación del Comité.  
  
6. Los Estados partes sufragarán los gastos de los miembros del Comité mientras 
éstos desempeñen sus funciones. 
 
Artículo 9 
1. Los Estados partes se comprometen a presentar al Secretario General de las 
Naciones Unidas, para su examen por el Comité, un informe sobre las medidas 
legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que hayan adoptado y que 
sirvan para hacer efectivas las disposiciones de la presente Convención: a ) dentro 
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del plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Convención para el Estado 
de que se trate; y b ) en lo sucesivo, cada dos años y cuando el Comité lo solicite. 
El Comité puede solicitar más información a los Estados partes.  
  
2. El Comité informará cada año, por conducto del Secretario General, a la 
Asamblea General de las Naciones Unidas sobre sus actividades y podrá hacer 
sugerencias y recomendaciones de carácter general basadas en el examen de los 
informes y de los datos transmitidos por los Estados partes. Estas sugerencias y 
recomendaciones de carácter general se comunicarán a la Asamblea General, 
junto con las observaciones de los Estados partes, si las hubiere. 
 
Artículo 10 
1. El Comité aprobará su propio reglamento.  
2. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años.  
3. El Secretario General de las Naciones Unidas facilitará al Comité los servicios 
de secretaría.  
4. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las 
Naciones Unidas. 
 
Artículo 11 
1. Si un Estado parte considera que otro Estado parte no cumple las disposiciones 
de la presente Convención, podrá señalar el asunto a la atención del Comité. El 
Comité transmitirá la comunicación correspondiente al Estado parte interesado. 
Dentro de los tres meses, el Estado que recibe la comunicación presentará al 
Comité explicaciones o declaraciones por escrito para aclarar la cuestión y 
exponer qué medida correctiva hubiere, en su caso, adoptado.  
  
2. Si el asunto no se resuelve a satisfacción de ambas partes, mediante 
negociaciones bilaterales o algún otro procedimiento adecuado, en un plazo de 
seis meses a partir del momento en que el Estado destinatario reciba la 
comunicación inicial, cualquiera de los dos Estados tendrá derecho a someter 
nuevamente el asunto al Comité mediante la notificación al Comité y al otro 
Estado.  
  
3. El Comité conocerá de un asunto que se le someta, de acuerdo con el párrafo 2 
del presente artículo, cuando se haya cerciorado de que se han interpuesto y 
agotado todos los recursos de jurisdicción interna, de conformidad con los 
principios del derecho internacional generalmente admitidos. No se aplicará esta 
regla cuando la substanciación de los mencionados recursos se prolongue 
injustificadamente.  
  
4. En todo asunto que se le someta, el Comité podrá pedir a los Estados partes 
interesados que faciliten cualquier otra información pertinente.  
  
5. Cuando el Comité entienda en cualquier asunto derivado del presente artículo, 
los Estados partes interesados podrán enviar un representante, que participará sin 
derecho a voto en los trabajos del Comité mientras se examine el asunto. 
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Artículo 12 
1. a ) Una vez que el Comité haya obtenido y estudiado toda la información que 
estime necesaria, el Presidente nombrará una Comisión Especial de Conciliación ( 
denominada en adelante la Comisión ), integrada por cinco personas que podrán o 
no ser miembros del Comité. Los miembros de la Comisión serán designados con 
el consentimiento pleno y unánime de las partes en la controversia y sus buenos 
oficios se pondrán a disposición de los Estados interesados a fin de llegar a una 
solución amistosa del asunto, basada en el respeto a la presente Convención;  
  
b ) Si, transcurridos tres meses, los Estados partes en la controversia no llegan a 
un acuerdo sobre la totalidad o parte de los miembros de la Comisión, los 
miembros sobre los que no haya habido acuerdo entre los Estados partes en la 
controversia serán elegidos por el Comité, de entre sus propios miembros, por 
voto secreto y por mayoría de dos tercios.  
  
2. Los miembros de la Comisión ejercerán sus funciones a título personal. No 
deberán ser nacionales de los Estados partes en la controversia, ni tampoco de un 
Estado que no sea parte en la presente Convención.  
  
3. La Comisión elegirá su propio Presidente y aprobará su propio reglamento.  
  
4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán normalmente en la Sede de las 
Naciones Unidas o en cualquier otro lugar conveniente que la Comisión decida.  
  
5. La secretaría prevista en el párrafo 3 del artículo 10 prestará también servicios a 
la Comisión cuando una controversia entre Estados partes motive su 
establecimiento.  
  
6. Los Estados partes en la controversia compartirán por igual todos los gastos de 
los miembros de la Comisión, de acuerdo con una estimación que hará el 
Secretario General de las Naciones Unidas.  
  
7. El Secretario General podrá pagar, en caso necesario, los gastos de los 
miembros de la Comisión, antes de que los Estados partes en la controversia 
sufraguen los costos de acuerdo con el párrafo 6 del presente artículo.  
  
8. La información obtenida y estudiada por el Comité se facilitará a la Comisión, y 
ésta podrá pedir a los Estados interesados que faciliten cualquier otra información 
pertinente. 
 
Artículo 13 
1. Cuando la Comisión haya examinado detenidamente el asunto, preparará y 
presentará al Presidente del Comité un informe en el que figuren sus conclusiones 
sobre todas las cuestiones de hecho pertinentes al asunto planteado entre las 
partes y las recomendaciones que la Comisión considere apropiadas para la 
solución amistosa de la controversia.  
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2. El Presidente del Comité transmitirá el informe de la Comisión a cada uno de los 
Estados partes en la controversia. Dentro de tres meses, dichos Estados 
notificarán al Presidente del Comité si aceptan o no las recomendaciones 
contenidas en el informe de la Comisión.  
  
3. Transcurrido el plazo previsto en el párrafo 2 del presente artículo, el Presidente 
del Comité comunicará el informe de la Comisión y las declaraciones de los 
Estados partes interesados a los demás Estados partes en la presente 
Convención. 
 
Artículo 14 
1. Todo Estado parte podrá declarar en cualquier momento que reconoce la 
competencia del Comité para recibir y examinar comunicaciones de personas o 
grupos de personas comprendidas dentro de su jurisdicción, que alegaren ser 
víctimas de violaciones, por parte de ese Estado, de cualquiera de los derechos 
estipulados en la presente Convención. El Comité no recibirá ninguna 
comunicación referente a un Estado parte que no hubiere hecho tal declaración.  
  
2. Todo Estado parte que hiciere una declaración conforme al párrafo 1 del 
presente artículo podrá establecer o designar un órgano, dentro de su 
ordenamiento jurídico nacional, que será competente para recibir y examinar 
peticiones de personas o grupos de personas comprendidas dentro de su 
jurisdicción, que alegaren ser víctimas de violaciones de cualquiera de los 
derechos estipulados en la presente Convención y hubieren agotado los demás 
recursos locales disponibles.  
  
3. La declaración que se hiciere en virtud del párrafo 1 del presente artículo y el 
nombre de cualquier órgano establecido o designado con arreglo al párrafo 2 del 
presente artículo serán depositados, por el Estado parte interesado, en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas, quien remitirá copias de los mismos a 
los demás Estados partes. Toda declaración podrá retirarse en cualquier momento 
mediante notificación dirigida al Secretario General, pero dicha notificación no 
surtirá efectos con respecto a las comunicaciones que el Comité tenga pendientes.  
  
4. El órgano establecido o designado de conformidad con el párrafo 2 del presente 
artículo llevará un registro de las peticiones y depositará anualmente, por los 
conductos pertinentes, copias certificadas del registro en poder del Secretario 
General, en el entendimiento de que el contenido de las mismas no se dará a 
conocer públicamente.  
  
5. En caso de que no obtuviere reparación satisfactoria del órgano establecido o 
designado con arreglo al párrafo 2 del presente artículo, el peticionario tendrá 
derecho a comunicar el asunto al Comité dentro de los seis meses.  
  
6. a ) El Comité señalará confidencialmente toda comunicación que se le remita a 
la atención del Estado parte contra quien se alegare una violación de cualquier 
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disposición de la presente Convención, pero la identidad de las personas o grupos 
de personas interesadas no se revelará sin su consentimiento expreso. El Comité 
no aceptará comunicaciones anónimas;  
  
b ) Dentro de los tres meses, el Estado que reciba la comunicación presentará al 
Comité explicaciones o declaraciones por escrito para aclarar la cuestión y 
exponer qué medida correctiva, si la hubiere, ha adoptado.  
  
7. a ) El Comité examinará las comunicaciones teniendo en cuenta todos los datos 
puestos a su disposición por el Estado parte interesado y por el peticionario. El 
Comité no examinará ninguna comunicación de un peticionario sin antes 
cerciorarse de que dicho peticionario ha agotado todos los recursos internos 
disponibles. Sin embargo, no se aplicará esta regla cuando la substanciación de 
los mencionados recursos se prolongue injustificadamente;  
  
b ) El Comité presentará al Estado parte interesado y al peticionario sus 
sugerencias y recomendaciones, si las hubiere.  
  
8. El Comité incluirá en su informe anual un resumen de tales comunicaciones y, 
cuando proceda, un resumen de las explicaciones y declaraciones de los Estados 
partes interesados, así como de sus propias sugerencias y recomendaciones.  
  
9. El Comité será competente para desempeñar las funciones previstas en este 
artículo sólo cuando diez Estados partes en la presente Convención, por lo menos, 
estuvieren obligados por declaraciones presentadas de conformidad con el párrafo 
1 de este artículo. 
 
Artículo 15 
1. En tanto no se alcancen los objetivos de la Declaración sobre la concesión de la 
independencia a los países y pueblos coloniales que figura en la resolución 1514 ( 
XV ) de la Asamblea General, de 14 de diciembre de 1960, las disposiciones de la 
presente Convención no limitarán de manera alguna el derecho de petición 
concedido a esos pueblos por otros instrumentos internacionales o por las 
Naciones Unidas y sus organismos especializados.  
  
2. a ) El Comité constituido en virtud del párrafo 1 del artículo 8 de la presente 
Convención recibirá copia de las peticiones de los órganos de las Naciones 
Unidas que entienden de asuntos directamente relacionados con los principios y 
objetivos de la presente Convención, y comunicará a dichos órganos, sobre dichas 
peticiones, sus opiniones y recomendaciones, al considerar las peticiones 
presentadas por los habitantes de los territorios bajo administración fiduciaria o no 
autónomos, y de cualesquiera otros territorios a los cuales se aplique la resolución 
1514 ( XV ) de la Asamblea General, relativas a asuntos tratados en la presente 
Convención y sometidos a examen de los mencionados órganos;  
  
b ) El Comité recibirá de los órganos competentes de las Naciones Unidas copia 
de los informes sobre las medidas legislativas, judiciales, administrativas o de otra 
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índole que, en relación directa con los principios y objetivos de esta Convención, 
hayan aplicado las Potencias administradoras en los territorios mencionados en el 
anterior inciso a, y comunicará sus opiniones y recomendaciones a esos órganos.  
  
3. El Comité incluirá en su informe a la Asamblea General un resumen de las 
peticiones e informes que haya recibido de los órganos de las Naciones Unidas y 
las opiniones y recomendaciones que les haya comunicado acerca de tales 
peticiones e informes.  
4. El Comité pedirá al Secretario General de las Naciones Unidas toda la 
información disponible que guarde relación con los objetivos de la presente 
Convención y que se refiera a los territorios mencionados en el inciso a del párrafo 
2 del presente artículo. 
 
Artículo 16 
Las disposiciones de la presente Convención relativas al arreglo de controversias 
o denuncias regirán sin perjuicio de otros procedimientos para solucionar las 
controversias o denuncias en materia de discriminación establecidos en los 
instrumentos constitucionales de las Naciones Unidas y sus organismos 
especializados o en convenciones aprobadas por ellos, y no impedirán que los 
Estados partes recurran a otros procedimientos para resolver una controversia, de 
conformidad con convenios internacionales generales o especiales que estén en 
vigor entre ellos.  
 
Parte III 
Artículo 17 
1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados 
Miembros de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo especializado, 
así como de todo Estado parte en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia 
y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas a ser parte en la presente Convención.  
2. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de 
ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 
 
Artículo 18 
1. La presente Convención quedará abierta a la adhesión de cualquiera de los 
Estados mencionados en el párrafo I del artículo 17 supra.  
  
2. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas. 
 
Artículo 19 
1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en 
que haya sido depositado el vigésimo séptimo instrumento de ratificación o de 
adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.  
  



 27 

2. Para cada Estado que ratifique la presente Convención o se adhiera a ella 
después de haber sido depositado el vigésimo séptimo instrumento de ratificación 
o de adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha 
en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión. 
 
Artículo 20 
1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los 
Estados que sean o lleguen a ser partes en la presente Convención los textos de 
las reservas formuladas por los Estados en el momento de la ratificación o de la 
adhesión. Todo Estado que tenga objeciones a una reserva notificará al Secretario 
General que no la acepta, y esta notificación deberá hacerse dentro de los 
noventa días siguientes a la fecha de la comunicación del Secretario General.  
  
2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la 
presente Convención, ni se permitirá ninguna reserva que pueda inhibir el 
funcionamiento de cualquiera de los órganos establecidos en virtud de la presente 
Convención. Se considerará que una reserva es incompatible o inhibitoria si, por lo 
menos, las dos terceras partes de los Estados partes en la Convención formulan 
objeciones a la misma.  
  
3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento, enviándose para ello 
una notificación al Secretario General. Esta notificación surtirá efecto en la fecha 
de su recepción. 
 
Artículo 21 
Todo Estado parte podrá denunciar la presente Convención mediante notificación 
dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto 
un año después de la fecha en que el Secretario General haya recibido la 
notificación. 
 
Artículo 22 
Toda controversia entre dos o más Estados partes con respecto a la interpretación 
o a la aplicación de la presente Convención, que no se resuelva mediante 
negociaciones o mediante los procedimientos que se establecen expresamente en 
ella, será sometida a la decisión de la Corte Internacional de Justicia a instancia 
de cualquiera de las partes en la controversia, a menos que éstas convengan en 
otro modo de solucionarla. 
 
Artículo 23 
1. Todo Estado parte podrá formular en cualquier tiempo una demanda de revisión 
de la presente Convención por medio de notificación escrita dirigida al Secretario 
General de las Naciones Unidas.  
  
2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá sobre las medidas que 
deban tomarse, si hubiere lugar, respecto a tal demanda. 
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Artículo 24 
El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados 
mencionados en el párrafo 1 del artículo 17 supra:  
  
a ) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en los 
artículos 17 y 18;  
  
b ) La fecha en que entre en vigor la presente Convención, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 19;  
c ) Las comunicaciones y declaraciones recibidas en virtud de los artículos 14, 20 
y 23;  
  
d ) Las denuncias recibidas en virtud del artículo 21. 
 
Artículo 25 
1. La presente Convención, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y ruso 
son igualmente auténticos, será depositada en los archivos de las Naciones 
Unidas.  
  
2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas de la 
presente Convención a todos los Estados pertenecientes a cualquiera de las 
categorías mencionadas en el párrafo 1 del artículo 17 supra. 
 
 
Aprobada por Ley Nº 17.722 del 26 de abril de 1968. 
Ratificada el 2 de octubre de 1968. 
 
 

CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE 
DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER 

 
Adoptada y abierta a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en 
su resolución 34/180, de 18 de diciembre de 1979. 
ENTRADA EN VIGOR: 3 de septiembre de 1981, de conformidad con el artículo 
27. 
 

Los Estados Partes en la presente Convención,  
  

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas reafirma la fe en los 
derechos humanos fundamentales, en la dignidad y el valor de la persona humana 
y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres,  
  

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos reafirma 
el principio de la no discriminación y proclama que todos los seres humanos nacen 
libres e iguales en dignidad y derechos y que toda persona puede invocar todos 
los derechos y libertades proclamados en esa Declaración, sin distinción alguna y, 
por ende, sin distinción de sexo,  
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Considerando que los Estados Partes en los Pactos Internacionales de 
Derechos Humanos tienen la obligación de garantizar a hombres y mujeres la 
igualdad en el goce de todos los derechos económicos, sociales, culturales, civiles 
y políticos,  
  

Teniendo en cuenta las convenciones internacionales concertadas bajo los 
auspicios de las Naciones Unidas y de los organismos especializados para 
favorecer la igualdad de derechos entre el hombre y la mujer,  
  

Teniendo en cuenta asimismo las resoluciones, declaraciones y 
recomendaciones aprobadas por las Naciones Unidas y los organismos 
especializados para favorecer la igualdad de derechos entre el hombre y la mujer,  
  

Preocupados, sin embargo, al comprobar que a pesar de estos diversos 
instrumentos las mujeres siguen siendo objeto de importantes discriminaciones,  
  

Recordando que la discriminación contra la mujer viola los principios de la 
igualdad de derechos y del respeto de la dignidad humana, que dificulta la 
participación de la mujer, en las mismas condiciones que el hombre, en la vida 
política, social, económica y cultural de su país, que constituye un obstáculo para 
el aumento del bienestar de la sociedad y de la familia y que entorpece el pleno 
desarrollo de las posibilidades de la mujer para prestar servicio a su país y a la 
humanidad,  
  

Preocupados por el hecho de que en situaciones de pobreza la mujer tiene 
un acceso mínimo a la alimentación, la salud, la enseñanza, la capacitación y las 
oportunidades de empleo, así como a la satisfacción de otras necesidades,  
  

Convencidos de que el establecimiento del nuevo orden económico 
internacional basado en la equidad y la justicia contribuirá significativamente a la 
promoción de la igualdad entre el hombre y la mujer,  
  

Subrayando que la eliminación del apartheid, de todas las formas de 
racismo, de discriminación racial, colonialismo, neocolonialismo, agresión, 
ocupación y dominación extranjeras y de la injerencia en los asuntos internos de 
los Estados es indispensable para el disfrute cabal de los derechos del hombre y 
de la mujer,  
  

Afirmando que el fortalecimiento de la paz y la seguridad internacionales, el 
alivio de la tensión internacional, la cooperación mutua entre todos los Estados 
con independencia de sus sistemas sociales y económicos, el desarme general y 
completo, en particular el desarme nuclear bajo un control internacional estricto y 
efectivo, la afirmación de los principios de la justicia, la igualdad y el provecho 
mutuo en las relaciones entre países y la realización del derecho de los pueblos 
sometidos a dominación colonial y extranjera o a ocupación extranjera a la libre 
determinación y la independencia, así como el respeto de la soberanía nacional y 
de la integridad territorial, promoverán el progreso social y el desarrollo y, en 
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consecuencia, contribuirán al logro de la plena igualdad entre el hombre y la 
mujer,  
  

Convencidos de que la máxima participación de la mujer en todas las 
esferas, en igualdad de condiciones con el hombre, es indispensable para el 
desarrollo pleno y completo de un país, el bienestar del mundo y la causa de la 
paz,  
  

Teniendo presentes el gran aporte de la mujer al bienestar de la familia y al 
desarrollo de la sociedad, hasta ahora no plenamente reconocido, la importancia 
social de la maternidad y la función tanto del padre como de la madre en la familia 
y en la educación de los hijos, y conscientes de que el papel de la mujer en la 
procreación no debe ser causa de discriminación, sino que la educación de los 
niños exige la responsabilidad compartida entre hombres y mujeres y la sociedad 
en su conjunto,  
  

Reconociendo que para lograr la plena igualdad entre el hombre y la mujer 
es necesario modificar el papel tradicional tanto del hombre como de la mujer en la 
sociedad y en la familia,  
  

Resueltos a aplicar los principios enunciados en la Declaración sobre la 
eliminación de la discriminación contra la mujer y, para ello, a adoptar las medidas 
necesarias a fin de suprimir esta discriminación en todas sus formas y 
manifestaciones,  
  

Han convenido en lo siguiente:  
 
Parte I 
 
Artículo 1 
  
A los efectos de la presente Convención, la expresión  " discriminación contra la 
mujer "  denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que 
tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o 
ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la 
igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en 
cualquier otra esfera. 
 
Artículo 2 
  
Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus 
formas, convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, 
una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y, con tal 
objeto, se comprometen a:  
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a ) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constituciones nacionales y en 
cualquier otra legislación apropiada el principio de la igualdad del hombre y de la 
mujer y asegurar por ley u otros medios apropiados la realización práctica de ese 
principio;  
  
b ) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las sanciones 
correspondientes, que prohíban toda discriminación contra la mujer;  
  
c ) Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base de 
igualdad con los del hombre y garantizar, por conducto de los tribunales 
nacionales competentes y de otras instituciones públicas, la protección efectiva de 
la mujer contra todo acto de discriminación;  
 d ) Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer 
y velar por que las autoridades e instituciones públicas actúen de conformidad con 
esta obligación;  
  
e ) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la 
mujer practicada por cualesquiera personas, organizaciones o empresas;  
  
f ) Adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para 
modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan 
discriminación contra la mujer;  
  
g ) Derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan 
discriminación contra la mujer. 
 
Artículo 3 
  
Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas 
política, social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de 
carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con 
el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre. 
 
Artículo 4 
  
1. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal 
encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se 
considerará discriminación en la forma definida en la presente Convención, pero 
de ningún modo entrañará, como consecuencia, el mantenimiento de normas 
desiguales o separadas; estas medidas cesarán cuando se hayan alcanzado los 
objetivos de igualdad de oportunidad y trato.  
  
2. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales, incluso las 
contenidas en la presente Convención, encaminadas a proteger la maternidad no 
se considerará discriminatoria. 
Artículo 5 
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Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para:  
  
a ) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con 
miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y 
de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o 
superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres 
y mujeres;  
  
b ) Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de la 
maternidad como función social y el reconocimiento de la responsabilidad común 
de hombres y mujeres en cuanto a la educación y al desarrollo de sus hijos, en la 
inteligencia de que el interés de los hijos constituirá la consideración primordial en 
todos los casos. 
 
Artículo 6 
  
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas, incluso de carácter 
legislativo, para suprimir todas las formas de trata de mujeres y explotación de la 
prostitución de la mujer.  
 
 
Parte II 
 
Artículo 7 
  
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en la vida política y pública del país y, en particular, 
garantizarán a las mujeres, en igualdad de condiciones con los hombres, el 
derecho a:  
  
a ) Votar en todas las elecciones y referéndum públicos y ser elegibles para todos 
los organismos cuyos miembros sean objeto de elecciones públicas;  
  
b ) Participar en la formulación de las políticas gubernamentales y en la ejecución 
de éstas, y ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones públicas en todos 
los planos gubernamentales;  
  
c ) Participar en organizaciones y asociaciones no gubernamentales que se 
ocupen de la vida pública y política del país. 
 
Artículo 8 
  
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar a la 
mujer, en igualdad de condiciones con el hombre y sin discriminación alguna, la 
oportunidad de representar a su gobierno en el plano internacional y de participar 
en la labor de las organizaciones internacionales. 



 33 

 
Artículo 9 
  
1. Los Estados Partes otorgarán a las mujeres iguales derechos que a los 
hombres para adquirir, cambiar o conservar su nacionalidad. Garantizarán, en 
particular, que ni el matrimonio con un extranjero ni el cambio de nacionalidad del 
marido durante el matrimonio cambien automáticamente la nacionalidad de la 
esposa, la conviertan en apátrida o la obliguen a adoptar la nacionalidad del 
cónyuge.  
  
2. Los Estados Partes otorgarán a la mujer los mismos derechos que al hombre 
con respecto a la nacionalidad de sus hijos. 
 
 
Parte III 
 
Artículo 10 
  
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer, a fin de asegurarle la igualdad de derechos con el 
hombre en la esfera de la educación y en particular para asegurar, en condiciones 
de igualdad entre hombres y mujeres:  
  
a ) Las mismas condiciones de orientación en materia de carreras y capacitación 
profesional, acceso a los estudios y obtención de diplomas en las instituciones de 
enseñanza de todas las categorías, tanto en zonas rurales como urbanas; esta 
igualdad deberá asegurarse en la enseñanza preescolar, general, técnica, 
profesional y técnica superior, así como en todos los tipos de capacitación 
profesional;  
  
b ) Acceso a los mismos programas de estudios, a los mismos exámenes, a 
personal docente del mismo nivel profesional y a locales y equipos escolares de la 
misma calidad;  
  
c ) La eliminación de todo concepto estereotipado de los papeles masculino y 
femenino en todos los niveles y en todas las formas de enseñanza, mediante el 
estímulo de la educación mixta y de otros tipos de educación que contribuyan a 
lograr este objetivo y, en particular, mediante la modificación de los libros y 
programas escolares y la adaptación de los métodos de enseñanza;  
  
d ) Las mismas oportunidades para la obtención de becas y otras subvenciones 
para cursar estudios;  
  
e ) Las mismas oportunidades de acceso a los programas de educación 
permanente, incluidos los programas de alfabetización funcional y de adultos, con 
miras en particular a reducir lo antes posible toda diferencia de conocimientos que 
exista entre hombres y mujeres;  
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f ) La reducción de la tasa de abandono femenino de los estudios y la organización 
de programas para aquellas jóvenes y mujeres que hayan dejado los estudios 
prematuramente;  
  
g ) Las mismas oportunidades para participar activamente en el deporte y la 
educación física;  
  
h ) Acceso al material informativo específico que contribuya a asegurar la salud y 
el bienestar de la familia, incluidos la información y el asesoramiento sobre 
planificación de la familia. 
 
Artículo 11 
  
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en la esfera del empleo a fin de asegurar a la mujer, 
en condiciones de igualdad con los hombres, los mismos derechos, en particular:  
  
a ) El derecho al trabajo como derecho inalienable de todo ser humano;  
  
b ) El derecho a las mismas oportunidades de empleo, inclusive a la aplicación de 
los mismos criterios de selección en cuestiones de empleo;  
  
c ) El derecho a elegir libremente profesión y empleo, el derecho al ascenso, a la 
estabilidad en el empleo y a todas las prestaciones y otras condiciones de servicio, 
y el derecho a la formación profesional y al readiestramiento, incluido el 
aprendizaje, la formación profesional superior y el adiestramiento periódico;  
  
d ) El derecho a igual remuneración, inclusive prestaciones, y a igualdad de trato 
con respecto a un trabajo de igual valor, así como a igualdad de trato con respecto 
a la evaluación de la calidad del trabajo;  
  
e ) El derecho a la seguridad social, en particular en casos de jubilación, 
desempleo, enfermedad, invalidez, vejez u otra incapacidad para trabajar, así 
como el derecho a vacaciones pagadas;  
  
f ) El derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones de 
trabajo, incluso la salvaguardia de la función de reproducción.  
  
2. A fin de impedir la discriminación contra la mujer por razones de matrimonio o 
maternidad y asegurar la efectividad de su derecho a trabajar, los Estados Partes 
tomarán medidas adecuadas para:  
  
a ) Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por motivo de embarazo o licencia 
de maternidad y la discriminación en los despidos sobre la base del estado civil;  
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b ) Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con prestaciones 
sociales comparables sin pérdida del empleo previo, la antigüedad o los beneficios 
sociales;  
  
c ) Alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para 
permitir que los padres combinen las obligaciones para con la familia con las 
responsabilidades del trabajo y la participación en la vida pública, especialmente 
mediante el fomento de la creación y desarrollo de una red de servicios destinados 
al cuidado de los niños;  
  
d ) Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo en los tipos de 
trabajos que se haya probado puedan resultar perjudiciales para ella.  
  
3. La legislación protectora relacionada con las cuestiones comprendidas en este 
artículo será examinada periódicamente a la luz de los conocimientos científicos y 
tecnológicos y será revisada, derogada o ampliada según corresponda. 
 
Artículo 12 
  
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin de asegurar, 
en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, el acceso a servicios de 
atención médica, inclusive los que se refieren a la planificación de la familia.  
  
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, los Estados Partes 
garantizarán a la mujer servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto 
y el período posterior al parto, proporcionando servicios gratuitos cuando fuere 
necesario, y le asegurarán una nutrición adecuada durante el embarazo y la 
lactancia. 
 
Artículo 13 
  
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en otras esferas de la vida económica y social a fin 
de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los mismos 
derechos, en particular:  
  
a ) El derecho a prestaciones familiares;  
  
b ) El derecho a obtener préstamos bancarios, hipotecas y otras formas de crédito 
financiero;  
  
c ) El derecho a participar en actividades de esparcimiento, deportes y en todos 
los aspectos de la vida cultural. 
Artículo 14 
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1. Los Estados Partes tendrán en cuenta los problemas especiales a que hace 
frente la mujer rural y el importante papel que desempeña en la supervivencia 
económica de su familia, incluido su trabajo en los sectores no monetarios de la 
economía, y tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar la aplicación de 
las disposiciones de la presente Convención a la mujer de las zonas rurales.  
  
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en las zonas rurales a fin de asegurar, en 
condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, su participación en el desarrollo 
rural y en sus beneficios, y en particular le asegurarán el derecho a:  
  
a ) Participar en la elaboración y ejecución de los planes de desarrollo a todos los 
niveles;  
  
b ) Tener acceso a servicios adecuados de atención médica, inclusive información, 
asesoramiento y servicios en materia de planificación de la familia;  
  
c ) Beneficiarse directamente de los programas de seguridad social;  
  
d ) Obtener todos los tipos de educación y de formación, académica y no 
académica, incluidos los relacionados con la alfabetización funcional, así como, 
entre otros, los beneficios de todos los servicios comunitarios y de divulgación a fin 
de aumentar su capacidad técnica;  
  
e ) Organizar grupos de autoayuda y cooperativas a fin de obtener igualdad de 
acceso a las oportunidades económicas mediante el empleo por cuenta propia o 
por cuenta ajena;  
  
f ) Participar en todas las actividades comunitarias;  
  
g ) Obtener acceso a los créditos y préstamos agrícolas, a los servicios de 
comercialización y a las tecnologías apropiadas, y recibir un trato igual en los 
planes de reforma agraria y de reasentamiento;  
  
h ) Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas de la 
vivienda, los servicios sanitarios, la electricidad y el abastecimiento de agua, el 
transporte y las comunicaciones. 
 
 
Parte IV 
 
Artículo 15 
  
1. Los Estados Partes reconocerán a la mujer la igualdad con el hombre ante la 
ley.  
2. Los Estados Partes reconocerán a la mujer, en materias civiles, una capacidad 
jurídica idéntica a la del hombre y las mismas oportunidades para el ejercicio de 
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esa capacidad. En particular, le reconocerán a la mujer iguales derechos para 
firmar contratos y administrar bienes y le dispensarán un trato igual en todas las 
etapas del procedimiento en las cortes de justicia y los tribunales.  
  
3. Los Estados Partes convienen en que todo contrato o cualquier otro instrumento 
privado con efecto jurídico que tienda a limitar la capacidad jurídica de la mujer se 
considerará nulo.  
  
4. Los Estados Partes reconocerán al hombre y a la mujer los mismos derechos 
con respecto a la legislación relativa al derecho de las personas a circular 
libremente y a la libertad para elegir su residencia y domicilio. 
 
Artículo 16 
  
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio 
y las relaciones familiares y, en particular, asegurarán en condiciones de igualdad 
entre hombres y mujeres:  
  
a ) El mismo derecho para contraer matrimonio;  
  
b ) El mismo derecho para elegir libremente cónyuge y contraer matrimonio sólo 
por su libre albedrío y su pleno consentimiento;  
  
c ) Los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio y con ocasión 
de su disolución;  
  
d ) Los mismos derechos y responsabilidades como progenitores, cualquiera que 
sea su estado civil, en materias relacionadas con sus hijos; en todos los casos, los 
intereses de los hijos serán la consideración primordial;  
  
e ) Los mismos derechos a decidir libre y responsablemente el número de sus 
hijos y el intervalo entre los nacimientos y a tener acceso a la información, la 
educación y los medios que les permitan ejercer estos derechos;  
  
f ) Los mismos derechos y responsabilidades respecto de la tutela, curatela, 
custodia y adopción de los hijos, o instituciones análogas cuando quiera que estos 
conceptos existan en la legislación nacional; en todos los casos, los intereses de 
los hijos serán la consideración primordial;  
  
g ) Los mismos derechos personales como marido y mujer, entre ellos el derecho 
a elegir apellido, profesión y ocupación;  
  
h ) Los mismos derechos a cada uno de los cónyuges en materia de propiedad, 
compras, gestión, administración, goce y disposición de los bienes, tanto a título 
gratuito como oneroso.  
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2. No tendrán ningún efecto jurídico los esponsales y el matrimonio de niños y se 
adoptarán todas las medidas necesarias, incluso de carácter legislativo, para fijar 
una edad mínima para la celebración del matrimonio y hacer obligatoria la 
inscripción del matrimonio en un registro oficial. 
 
 
PARTE V 
 
Artículo 17 
  
1. Con el fin de examinar los progresos realizados en la aplicación de la presente 
Convención, se establecerá un Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer ( denominado en adelante el Comité ) compuesto, en el momento 
de la entrada en vigor de la Convención, de dieciocho y, después de su ratificación 
o adhesión por el trigésimo quinto Estado Parte, de veintitrés expertos de gran 
prestigio moral y competencia en la esfera abarcada por la Convención. Los 
expertos serán elegidos por los Estados Partes entre sus nacionales, y ejercerán 
sus funciones a título personal; se tendrán en cuenta una distribución geográfica 
equitativa y la representación de las diferentes formas de civilización, así como los 
principales sistemas jurídicos.  
  
2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de una lista de 
personas designadas por los Estados Partes. Cada uno de los Estados Partes 
podrá designar una persona entre sus propios nacionales.  
  
3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha de entrada en 
vigor de la presente Convención. Al menos tres meses antes de la fecha de cada 
elección, el Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los 
Estados Partes invitándolos a presentar sus candidaturas en un plazo de dos 
meses. El Secretario General preparará una lista por orden alfabético de todas las 
personas designadas de este modo, indicando los Estados Partes que las han 
designado, y la comunicará a los Estados Partes.  
  
4. Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de los Estados Partes 
que será convocada por el Secretario General y se celebrará en la Sede de las 
Naciones Unidas. En esta reunión, para la cual formarán quórum dos tercios de 
los Estados Partes, se considerarán elegidos para el Comité los candidatos que 
obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los 
representantes de los Estados Partes presentes y votantes.  
  
5. Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. No obstante, el 
mandato de nueve de los miembros elegidos en la primera elección expirará al 
cabo de dos años; inmediatamente después de la primera elección el Presidente 
del Comité designará por sorteo los nombres de esos nueve miembros.  
  
6. La elección de los cinco miembros adicionales del Comité se celebrará de 
conformidad con lo dispuesto en los párrafos 2, 3 y 4 del presente artículo, 
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después de que el trigésimo quinto Estado Parte haya ratificado la Convención o 
se haya adherido a ella. El mandato de dos de los miembros adicionales elegidos 
en esta ocasión, cuyos nombres designará por sorteo el Presidente del Comité, 
expirará al cabo de dos años.  
  
7. Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado Parte cuyo experto haya cesado 
en sus funciones como miembro del Comité designará entre sus nacionales a otro 
experto a reserva de la aprobación del Comité.  
  
8. Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General, 
percibirán emolumentos de los fondos de las Naciones Unidas en la forma y 
condiciones que la Asamblea determine, teniendo en cuenta la importancia de las 
funciones del Comité.  
  
9. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los 
servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Comité en 
virtud de la presente Convención. 
 
Artículo 18 
  
1. Los Estados Partes se comprometen a someter al Secretario General de las 
Naciones Unidas, para que lo examine el Comité, un informe sobre las medidas 
legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que hayan adoptado para 
hacer efectivas las disposiciones de la presente Convención y sobre los progresos 
realizados en este sentido:  
  
a ) En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Convención para el 
Estado de que se trate;  
  
b ) En lo sucesivo por lo menos cada cuatro años y, además, cuando el Comité lo 
solicite.  
  
2. Se podrán indicar en los informes los factores y las dificultades que afecten al 
grado de cumplimiento de las obligaciones impuestas por la presente Convención. 
 
Artículo 19 
  
1. El Comité aprobará su propio reglamento.  
  
2. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. 
 
Artículo 20 
1. El Comité se reunirá normalmente todos los años por un período que no exceda 
de dos semanas para examinar los informes que se le presenten de conformidad 
con el artículo 18 de la presente Convención.  
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2. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las 
Naciones Unidas o en cualquier otro sitio conveniente que determine el Comité. 
 
Artículo 21 
  
1. El Comité, por conducto del Consejo Económico y Social, informará anualmente 
a la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre sus actividades y podrá 
hacer sugerencias y recomendaciones de carácter general basadas en el examen 
de los informes y de los datos transmitidos por los Estados Partes. Estas 
sugerencias y recomendaciones de carácter general se incluirán en el informe del 
Comité junto con las observaciones, si las hubiere, de los Estados Partes.  
  
2. El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá los informes del 
Comité a la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer para su 
información. 
 
Artículo 22 
  
Los organismos especializados tendrán derecho a estar representados en el 
examen de la aplicación de las disposiciones de la presente Convención que 
correspondan a la esfera de las actividades. El Comité podrá invitar a los 
organismos especializados a que presenten informes sobre la aplicación de la 
Convención en las áreas que correspondan a la esfera de sus actividades. 
 
Parte VI 
 
Artículo 23 
  
Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a disposición alguna que 
sea más conducente al logro de la igualdad entre hombres y mujeres y que pueda 
formar parte de:  
  
a ) La legislación de un Estado Parte; o  
  
b ) Cualquier otra convención, tratado o acuerdo internacional vigente en ese 
Estado. 
 
Artículo 24 
  
Los Estados Partes se comprometen a adoptar todas las medidas necesarias en el 
ámbito nacional para conseguir la plena realización de los derechos reconocidos 
en la presente Convención. 
 
Artículo 25 
  
1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados.  
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2. Se designa al Secretario General de las Naciones Unidas depositario de la 
presente Convención.  
  
3. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de 
ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas.  
  
4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados. La 
adhesión se efectuará depositando un instrumento de adhesión en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 
 
Artículo 26 
  
1. En cualquier momento, cualquiera de los Estados Partes podrá formular una 
solicitud de revisión de la presente Convención mediante comunicación escrita 
dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas.  
  
2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá las medidas que, en 
caso necesario, hayan de adoptarse en lo que respecta a esa solicitud. 
 
Artículo 27 
  
1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en 
que haya sido depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas 
el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión.  
  
2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de 
haber sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión, la 
Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado 
haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión. 
 
Artículo 28 
  
1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los 
Estados el texto de las reservas formuladas por los Estados en el momento de la 
ratificación o de la adhesión.  
  
2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la 
presente Convención.  
  
3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por medio de una 
notificación a estos efectos dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, 
quien informará de ello a todos los Estados. Esta notificación surtirá efecto en la 
fecha de su recepción. 
 
Artículo 29 
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1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con respecto a la 
interpretación o aplicación de la presente Convención que no se solucione 
mediante negociaciones se someterá al arbitraje a petición de uno de ellos. Si en 
el plazo de seis meses contados a partir de la fecha de presentación de solicitud 
de arbitraje las partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma del mismo, 
cualquiera de las partes podrá someter la controversia a la Corte Internacional de 
Justicia, mediante una solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la 
Corte.  
  
2. Todo Estado Parte, en el momento de la firma o ratificación de la presente 
Convención o de su adhesión a la misma, podrá declarar que no se considera 
obligado por el párrafo 1 del presente artículo. Los demás Estados Partes no 
estarán obligados por ese párrafo ante ningún Estado Parte que haya formulado 
esa reserva.  
  
3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva prevista en el párrafo 2 del 
presente artículo podrá retirarla en cualquier momento notificándolo al Secretario 
General de las Naciones Unidas. 
 
Artículo 30 
  
La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y 
ruso son igualmente auténticos, se depositarán en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas.  
  
EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente autorizados, firman 
la presente Convención. 
Aprobada por Ley Nº 23.179 del 8 de mayo de 1985. 
Ratificada con fecha 15 de julio de 1985 con la siguiente reserva: 
Reserva: 
El gobierno argentino manifiesta que no se considera obligado por el párrafo 1º del 
artículo 29 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer. 
 
 

CONVENCIÓN CONTRA LA TORTURA Y OTROS TRATOS O PENAS 
CRUELES, INHUMANOS O DEGRADANTES 

 
Adoptada y abierta a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General 
 en su resolución 39/46, del 10 de diciembre de 1984. 
Entrada en vigor: 26 de junio de 1987, de conformidad con el artículo 27 (1). 
 
1. A los efectos de la presente Convención, se entenderá por el término " tortura " 
todo acto por el cual se inflijan intencionadamente a una persona dolores o 
sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener de ella o de 
un tercero información o una confesión, de castigarla por un acto que haya 
cometido, o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa 



 43 

persona o a otras, o por cualquier razón basada en cualquier tipo de 
discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos sean infligidos por un 
funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a 
instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. No se considerarán 
torturas los dolores o sufrimientos que sean consecuencia únicamente de 
sanciones legítimas, o que sean inherentes o incidentales a estas.  
  
2. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de cualquier instrumento 
internacional o legislación nacional que contenga o pueda contener disposiciones 
de mayor alcance. 
 
 

CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO 
 

Adoptada y abierta a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en 
su resolución 44/25, de 20 de noviembre de 1989. 

 
Artículo 2 
  
1. Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente 
Convención y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin 
distinción alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la 
religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la 
posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra 
condición del niño, de sus padres o de sus representantes legales.  
  
2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar que 
el niño se vea protegido contra toda forma de discriminación o castigo por causa 
de la condición, las actividades, las opiniones expresadas o las creencias de sus 
padres, o sus tutores o de sus familiares. 
 
Artículo 30 
  
En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas o 
personas de origen indígena, no se negará a un niño que pertenezca a tales 
minorías o que sea indígena el derecho que le corresponde, en común con los 
demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y 
practicar su propia religión, o a emplear su propio idioma. 
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TRATADOS INTERNACIONALES 
 

DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS DEL NIÑO 

Proclamada por la Asamblea General en su resolución 1386 (XIV), de 20 de 
noviembre de 1959 

 
PREAMBULO  

Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la 
Carta su fe en los derechos fundamentales del hombre y en la dignidad y el 
valor de la persona humana, y su determinación de promover el progreso 
social y elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad,  
Considerando que las Naciones Unidas han proclamado en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos que toda persona tiene todos los derechos y 
libertades enunciados en ella, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, 
opinión política o de cualquiera otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición,  
Considerando que el niño, por su falta de madurez física y mental, necesita 
protección y cuidado especiales, incluso la debida protección legal, tanto antes 
como después del nacimiento,  
Considerando que la necesidad de esa protección especial ha sido enunciada 
en la Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño y 
reconocida en la Declaración Universal de Derechos Humanos y en los 
convenios constitutivos de los organismos especializados y de las 
organizaciones internacionales que se interesan en el bienestar del niño,  
Considerando que la humanidad debe al niño lo mejor que puede darle, 

  La Asamblea General,  
Proclama la presente Declaración de los Derechos del Niño a fin de que éste 
pueda tener una infancia feliz y gozar, en su propio bien y en bien de la 
sociedad, de los derechos y libertades que en ella se enuncian e insta a los 
padres, a los hombres y mujeres individualmente y a las organizaciones 
particulares, autoridades locales y gobiernos nacionales a que reconozcan 
esos derechos y luchen por su observancia con medidas legislativas y de otra 
índole adoptadas progresivamente en conformidad con los siguientes 
principios: 

 

Principio 1 
El niño disfrutará de todos los derechos enunciados en esta Declaración. Estos 
derechos serán reconocidos a todos los niños sin excepción alguna ni 
distinción o discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento u otra condición, ya sea del propio niño o de su familia. 
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CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS POLÍTICOS DE LA MUJER 

Abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su resolución 640 (VII), 
el 20 de diciembre de 1952. 
Entrada en vigor: 7 de julio de 1954, de conformidad con el art.6. 
 
Las Partes Contratantes,  

Deseando poner en práctica el principio de la igualdad de derechos de 
hombres y mujeres, enunciando en la Carta de Naciones Unidas,  
Reconociendo que toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de 
su país directamente o por conducto de representantes libremente escogidos, y 
a iguales oportunidades de ingreso en el servicio público de su país; y 
deseando igualar la condición del hombre y de la mujer en el disfrute y ejercicio 
de los derechos políticos, conforme a las disposiciones de la Carta de las 
Naciones Unidas y de la Declaración Universal de Derechos Humanos,  
Habiendo resuelto concertar una convención con tal objeto,  
Convienen por la presente en las disposiciones siguientes:  
Artículo I  
Las mujeres tendrán derecho a votar en todas las elecciones en igualdad de 
condiciones con los hombres, sin discriminación alguna. 

Artículo II 
Las mujeres serán elegibles para todos los organismos públicos electivos 
establecidos por la legislación nacional, en condiciones de igualdad con los 
hombres, sin discriminación alguna. 

Artículo III 
Las mujeres tendrán derecho a ocupar cargos públicos y a ejercer todas las 
funciones públicas establecidas por la legislación nacional, en igualdad de 
condiciones con los hombres, sin discriminación alguna. 
 

 

CONVENCIÓN SUPLEMENTARIA SOBRE LA ABOLICIÓN DE LA 
ESCLAVITUD, LA TRATA DE ESCLAVOS Y LAS INSTITUCIONES 

 Y PRÁCTICAS ANÁLOGAS A LA ESCLAVITUD 
 

Adoptada por una Conferencia de Plenipotenciarios convocada por el Consejo 
Económico y Social en su resolución 608 (XXI), del 30 de abril de 1956. 
Hecha en Ginebra el 7 de septiembre de 1956. 
Entrada en vigor: 30 de abril de 1957, de conformidad con el art. 13. 

 
 

Preámbulo  
Los Estados Partes en la presente Convención,  
Considerando que la libertad es un derecho innato de todo ser humano,  
Conscientes de que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la 
Carta su fe en la dignidad y el valor de la persona humana,  
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Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
proclamada por la Asamblea General como ideal común que todos los pueblos 
y naciones han de realizar, afirma que nadie estará sometido a esclavitud ni a 
servidumbre y que la esclavitud y la trata de esclavos están prohibidas en 
todas sus formas,  
Reconociendo que desde que se concertó en Ginebra, el 25 de septiembre de 
1926, el Convenio sobre la Esclavitud, encaminado a suprimir la esclavitud y la 
trata de esclavos, se han realizado nuevos progresos hacia ese fin,  
Teniendo en cuenta el Convenio sobre el Trabajo Forzoso, de 1930, y las 
medidas adoptadas después por la Organización Internacional del Trabajo en 
materia de trabajo forzoso u obligatorio,  
Advirtiendo, sin embargo, que la esclavitud, la trata de esclavos y las 
instituciones y prácticas análogas a la esclavitud no han sido aún suprimidas 
en todas las partes del mundo,  
Habiendo decidido, por ello, que el Convenio de 1926, que continúa en vigor, 
debe ser ampliado ahora por una convención suplementaria destinada a 
intensificar los esfuerzos nacionales e internacionales encaminados a abolir la 
esclavitud, la trata de esclavos y las instituciones y prácticas análogas a la 
esclavitud,  
Han convenido en lo siguiente: 

 
SECCION I. -- INSTITUCIONES Y PRACTICAS ANALOGAS A LA ESCLAVITUD  

Artículo 1 

Cada uno de los Estados Partes en la Convención adoptará todas aquellas 
medidas legislativas o de cualquier otra índole que sean factibles y necesarias 
para lograr progresivamente y a la mayor brevedad posible la completa 
abolición o el abandono de las instituciones y prácticas que se indican a 
continuación, dondequiera que subsistan, les sea o no aplicable la definición de 
esclavitud que figura en el artículo 1 del Convenio sobre la Esclavitud, firmado 
en Ginebra en 25 de septiembre de 1926:  
a) La servidumbre por deudas, o sea, el estado o la condición que resulta del 
hecho de que un deudor se haya comprometido a prestar sus servicios 
personales, o los de alguien sobre quien ejerce autoridad, como garantía de 
una deuda, si los servicios prestados, equitativamente valorados, no se aplican 
al pago de la deuda, o si no se limita su duración ni se define la naturaleza de 
dichos servicios;  
b) La servidumbre de la gleba, o sea, la condición de la persona que está 
obligada por la ley, por la costumbre o por un acuerdo a vivir y a trabajar sobre 
una tierra que pertenece a otra persona y a prestar a ésta, mediante 
remuneración o gratuitamente, determinados servicios, sin libertad para 
cambiar su condición;  
c) Toda institución o práctica en virtud de la cual:  
i) Una mujer, sin que la asista el derecho a oponerse, es prometida o dada en 
matrimonio a cambio de una contrapartida en dinero o en especie entregada a 
sus padres, a su tutor, a su familia o a cualquier otra persona o grupo de 
personas;  
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ii) El marido de una mujer, la familia o el clan del marido tienen el derecho de 
cederla a un tercero a título oneroso o de otra manera;  
iii) La mujer, a la muerte de su marido, puede ser transmitida por herencia a 
otra persona;  
d) Toda institución o práctica en virtud de la cual un niño o un joven menor de 
dieciocho años es entregado por sus padres, o uno de ellos, o por su tutor, a 
otra persona, mediante remuneración o sin ella, con el propósito de que se 
explote la persona o el trabajo del niño o del joven. 
 
 

CONVENCIÓN RELATIVA A LA LUCHA CONTRA LAS DISCRIMINACIONES 
EN LA ESFERA DE LA ENSEÑANZA 

 
Adoptada el 14 de diciembre de 1960 por la Conferencia General de la 
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura. 
Entrada en vigor: 22 de mayo de 1962, de conformidad con el art. 14. 
 
La Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura, en su undécima reunión, celebrada en 
París, del 14 de noviembre al 15 de diciembre de 1960,  

 
Recordando que la Declaración Universal de Derechos Humanos afirma el 
principio de que no deben establecerse discriminaciones y proclama el derecho de 
todos a la educación,  
Considerando que las discriminaciones en la esfera de la enseñanza constituyen 
una violación de derechos enunciados en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos,  
Considerando que, según lo previsto en su Constitución, la Organización de las 
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura se propone instituir la 
cooperación entre naciones a fin de asegurar el respeto universal de los derechos 
humanos y una igualdad de posibilidades de educación,  
Consciente de que, en consecuencia, incumbe a la Organización de las Naciones 
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, con el debido respeto a la 
diversidad de sistemas educativos nacionales, no sólo proscribir todas las 
discriminaciones en la esfera de la enseñanza, sino también procurar la igualdad 
de posibilidades y de trato para todas las personas en esa esfera,  
Habiendo recibido propuestas sobre los diferentes aspectos de las 
discriminaciones en la enseñanza, cuestión que constituye el punto 17.1.4 del 
orden del día de la reunión,  
Después de haber decidido, en su décima reunión, que esta cuestión sería objeto 
de una convención internacional y de recomendaciones a los Estados Miembros,  
Aprueba hoy, catorce de diciembre de 1960, la presente Convención: 
 
Artículo 1  
1. A los efectos de la presente Convención, se entiende por "discriminación" toda 
distinción, exclusión, limitación o preferencia fundada en la raza, el color, el sexo, 
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el idioma, la religión, las opiniones políticas o de cualquier otra índole, el origen 
nacional o social, la posición económica o el nacimiento, que tenga por finalidad o 
por efecto destruir o alterar la igualdad de trato en la esfera de la enseñanza y, en 
especial:  
a) Excluir a una persona o a un grupo del acceso a los diversos grados y tipos de 
enseñanza;  
b) Limitar a un nivel inferior la educación de una persona o de un grupo;  
c) A reserva de lo previsto en el artículo 2 de la presente Convención, instituir o 
mantener sistemas o establecimientos de enseñanza separados para personas o 
grupos; o  
d) Colocar a una persona o a un grupo de personas en una situación incompatible 
con la dignidad humana;  
 
2. A los efectos de la presente Convención, la palabra "enseñanza" se refiere a la 
enseñanza en sus diversos tipos y grados, y comprende el acceso a la enseñanza, 
el nivel y la calidad de ésta y las condiciones en que se da. 
 
Artículo 2  
En el caso de que el Estado las admita, las situaciones siguientes no serán 
consideradas como constitutivas de discriminación en el sentido del artículo 1 de 
la presente Convención:  
a) La creación o el mantenimiento de sistemas o establecimientos de enseñanza 
separados para los alumnos de sexo masculino y para los de sexo femenino, 
siempre que estos sistemas o establecimientos ofrezcan facilidades equivalentes 
de acceso a la enseñanza, dispongan de un personal docente igualmente 
calificado, así como de locales escolares y de un equipo de igual calidad y 
permitan seguir los mismos programas de estudio o programas equivalentes;  
b) La creación o el mantenimiento, por motivos de orden religioso o lingüístico, de 
sistemas o establecimientos separados que proporcionen una enseñanza 
conforme a los deseos de los padres o tutores legales de los alumnos, si la 
participación en esos sistemas o la asistencia a estos establecimientos es 
facultativa y si la enseñanza en ellos proporcionada se ajusta a las normas que las 
autoridades competentes puedan haber fijado o aprobado particularmente para la 
enseñanza del mismo grado;  
c) La creación o el mantenimiento de establecimientos de enseñanza privados, 
siempre que la finalidad de esos establecimientos no sea la de lograr la exclusión 
de cualquier grupo, sino la de añadir nuevas posibilidades de enseñanza a las que 
proporciona el poder público, y siempre que funcionen de conformidad con esa 
finalidad, y que la enseñanza dada corresponda a las normas que hayan podido 
prescribir o aprobar las autoridades competentes, particularmente para la 
enseñanza del mismo grado. 
 
Artículo 3  
A fin de eliminar o prevenir cualquier discriminación en el sentido que se da a esta 
palabra en la presente Convención, los Estados Partes se comprometen a:  
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a) Derogar todas las disposiciones legislativas y administrativas y abandonar todas 
las prácticas administrativas que entrañen discriminaciones en la esfera de la 
enseñanza;  
b) Adoptar las medidas necesarias, inclusive disposiciones legislativas, para que 
no se haga discriminación alguna en la admisión de los alumnos en los 
establecimientos de enseñanza;  
c) No admitir, en lo concerniente a los gastos de matrícula, la adjudicación de 
becas o cualquier otra forma de ayuda a los alumnos, ni en la concesión de 
permisos y facilidades que puedan ser necesarios para la continuación de los 
estudios en el extranjero, ninguna diferencia de trato entre nacionales por los 
poderes públicos, salvo las fundadas en el mérito o las necesidades;  
d) No admitir, en la ayuda, cualquiera que sea la forma que los poderes públicos 
puedan prestar a los establecimientos de enseñanza, ninguna preferencia ni 
restricción fundadas únicamente en el hecho de que los alumnos pertenezcan a un 
grupo determinado;  
e) Conceder, a los súbditos extranjeros residentes en su territorio, el acceso a la 
enseñanza en las mismas condiciones que a sus propios nacionales. 
 
Artículo 4  
Los Estados Partes en la presente Convención se comprometen, además, a 
formular, desarrollar y aplicar una política nacional encaminada a promover, por 
métodos adecuados a las circunstancias y las prácticas nacionales, la igualdad de 
posibilidades y de trato en la esfera de la enseñanza y, en especial, a:  
a) Hacer obligatoria y gratuita la enseñanza primaria, generalizar y hacer accesible 
a todos la enseñanza secundaria en sus diversas formas; hacer accesible a todos, 
en condiciones de igualdad total y según la capacidad de cada uno, la enseñanza 
superior; velar por el cumplimiento por todos de la obligación escolar prescrita por 
la ley;  
b) Mantener en todos los establecimientos públicos del mismo grado una 
enseñanza del mismo nivel y condiciones equivalentes en cuanto se refiere a la 
calidad de la enseñanza proporcionada;  
c) Fomentar e intensificar, por métodos adecuados, la educación de las personas 
que no hayan recibido instrucción primaria o que no la hayan recibido en su 
totalidad, y permitirles que continúen sus estudios en función de sus aptitudes;  
d) Velar por que, en la preparación para la profesión docente, no existan 
discriminaciones. 
 
Artículo 5  
1. Los Estados Partes en la presente Convención convienen:  
a) En que la educación debe tender al pleno desenvolvimiento de la personalidad 
humana y a reforzar el respeto de los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales, y que debe fomentar la comprensión, la tolerancia y la amistad 
entre todas las naciones y todos los grupos raciales o religiosos, y el desarrollo de 
las actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz;  
b) En que debe respetarse la libertad de los padres o, en su caso, de los tutores 
legales, 1º de elegir para sus hijos establecimientos de enseñanza que no sean 
los mantenidos por los poderes públicos, pero que respeten las normas mínimas 
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que puedan fijar o aprobar las autoridades competentes, y 2º de dar a sus hijos, 
según las modalidades de aplicación que determine la legislación de cada Estado, 
la educación religiosa y moral conforme a sus propias convicciones; en que, 
además, no debe obligarse a ningún individuo o grupo a recibir una instrucción 
religiosa incompatible con sus convicciones;  
c) En que debe reconocerse a los miembros de las minorías nacionales el derecho 
a ejercer actividades docentes que les sean propias, entre ellas la de establecer y 
mantener escuelas y, según la política de cada Estado en materia de educación, 
emplear y enseñar su propio idioma, siempre y cuando:  
i) Ese derecho no se ejerza de manera que impida a los miembros de las minorías 
comprender la cultura y el idioma del conjunto de la colectividad y tomar parte en 
sus actividades, ni que comprometa la soberanía nacional;  
ii) El nivel de enseñanza en estas escuelas no sea inferior al nivel general 
prescrito o aprobado por las autoridades competentes;  
iii) La asistencia a tales escuelas sea facultativa.  
2. Los Estados Partes en la presente Convención se comprometen a tomar todas 
las disposiciones necesarias para garantizar la aplicación de los principios 
enunciados en el párrafo 1 de este artículo. 
 
Artículo 6  
Los Estados Partes en la presente Convención se comprometen a prestar, en la 
aplicación de la misma, la mayor atención a las recomendaciones que pueda 
aprobar la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura con el fin de definir las medidas que hayan de 
adoptarse para luchar contra los diversos aspectos de las discriminaciones en la 
enseñanza y conseguir la igualdad de posibilidades y de trato en esa esfera. 
 
Artículo 7  
Los Estados Partes en la presente Convención deberían indicar, en informes 
periódicos que habrán de someter a la Conferencia General de la Organización de 
las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, en las fechas y en 
la forma en que ésta determine, las disposiciones legislativas o reglamentarias, y 
las demás medidas que hubieren adoptado para aplicar la presente Convención, 
inclusive las que hubieren adoptado para formular y desarrollar la política nacional 
definida en el artículo 4, los resultados obtenidos y los obstáculos que hayan 
encontrado en su aplicación. 
 
Artículo 8  
Cualquier controversia entre dos o varios Estados Partes en la presente 
Convención respecto a su interpretación o aplicación que no se hubiere resuelto 
mediante negociaciones, se someterá, a petición de las partes en la controversia, 
a la Corte Internacional de Justicia para que resuelva al respecto, a falta de otro 
procedimiento para resolver la controversia. 
 
Artículo 9  
No se admitirá ninguna reserva a la presente Convención. 
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Artículo 10  
La presente Convención no tendrá por efecto menoscabar los derechos de que 
disfruten los individuos o los grupos en virtud de acuerdos concertados entre dos o 
más Estados, siempre que esos derechos no sean contrarios a la letra o al espíritu 
de la presente Convención. 

 
 
 

CONVENCIÓN INTERNACIONAL SOBRE LA REPRESIÓN Y 
 EL CASTIGO DEL CRIMEN DE APARTHEID 

 
Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su 
resolución 3068 (XXVIII), el 30 de noviembre de 1973 
Entrada en vigor: 18 de julio de 1976, de conformidad con el art. 15. 
 
Los Estados Partes en la presente Convención,  

Recordando las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas, en virtud de 
la cual todos los Miembros se han comprometido a tomar medidas conjunta o 
separadamente, en cooperación con la Organización, para lograr el respeto 
universal de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos, 
sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión, y la efectividad 
de tales derechos y libertades,  
Considerando la Declaración Universal de Derechos Humanos, que proclama 
que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y 
que toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en la 
Declaración, sin distinción alguna, en particular de raza, color u origen 
nacional,  
Considerando la Declaración sobre la concesión de la independencia a los 
países y pueblos coloniales, en la que la Asamblea General señala que el 
proceso de liberación es irresistible e irreversible y que, en pro de la dignidad 
humana, del progreso y de la justicia, es preciso poner fin al colonialismo y a 
todas las prácticas de segregación y discriminación que lo acompañan,  
Observando que, conforme a la Convención Internacional sobre la Eliminación 
de todas las Formas de Discriminación Racial, los Estados condenan 
especialmente la segregación racial y el apartheid y se comprometen a 
prevenir, prohibir y eliminar todas las prácticas de esa naturaleza en los 
territorios bajo su jurisdicción,  
Observando que en la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito 
de Genocidio ciertos actos que pueden calificarse también de actos de 
apartheid constituyen un delito de derecho internacional;  
Observando que, conforme a la Convención sobre la imprescriptibilidad de los 
crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad, "los actos 
inhumanos debidos a la política de apartheid" están calificados de crímenes de 
lesa humanidad;  
Observando que la Asamblea General de las Naciones Unidas ha aprobado 
varias resoluciones en las que se condenan la política y las prácticas de 
apartheid como crímenes de lesa humanidad,  
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Observando que el Consejo de Seguridad ha subrayado que el apartheid y su 
intensificación y expansión constantes perturban y amenazan gravemente la 
paz y la seguridad internacionales,  
Convencidos de que una convención internacional sobre la represión y el 
castigo del crimen de apartheid permitiría adoptar medidas más eficaces, tanto 
en el plano internacional como en el nacional, con objeto de reprimir y castigar 
el crimen de apartheid, 

Han convenido en lo siguiente:  
Artículo I  

1. Los Estados Partes en la presente Convención declaran que el apartheid es 
un crimen de lesa humanidad y que los actos inhumanos que resultan de las 
políticas y prácticas de apartheid y las políticas y prácticas análogas de 
segregación y discriminación racial que se definen en el artículo II de la 
presente Convención son crímenes que violan los principios del derecho 
internacional, en particular los propósitos y principios de la Carta de las 
Naciones Unidas, y que constituyen una amenaza seria para la paz y la 
seguridad internacionales.  
2. Los Estados Partes en la presente Convención declaran criminales las 
organizaciones, las instituciones y los particulares que cometen el crimen de 
apartheid. 

Artículo II  
A los fines de la presente Convención, la expresión "crimen de apartheid", que 
incluirá las políticas y prácticas análogas de segregación y discriminación racial 
tal como se practican en el África meridional, denotará los siguientes actos 
inhumanos cometidos con el fin de instituir y mantener la denominación de un 
grupo racial de personas sobre cualquier otro grupo racial de personas y de 
oprimirlo sistemáticamente:  
a) La denegación a uno o más miembros de uno o más grupos raciales del 
derecho a la vida y a la libertad de la persona:  
i) Mediante el asesinato de miembros de uno o más grupos raciales;  
ii) Mediante atentados graves contra la integridad física o mental, la libertad o 
la dignidad de los miembros de uno o más grupos raciales, o su sometimiento 
a torturas o a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes;  
iii) Mediante la detención arbitraria y la prisión ilegal de los miembros de uno o 
más grupos raciales;  
b) La imposición deliberada a uno o más grupos raciales de condiciones de 
existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial;  
c) Cualesquiera medidas legislativas o de otro orden destinadas a impedir a 
uno o más grupos raciales la participación en la vida política, social, económica 
y cultural del país y a crear deliberadamente condiciones que impidan el pleno 
desarrollo de tal grupo o tales grupos, en especial denegando a los miembros 
de uno o más grupos raciales los derechos humanos y libertades 
fundamentales, entre ellos el derecho al trabajo, el derecho a formar 
asociaciones sindicales reconocidas, el derecho a la educación, el derecho a 
salir de su país y a regresar al mismo, el derecho a una nacionalidad, el 
derecho a la libertad de circulación y de residencia, el derecho a la libertad de 
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opinión y de expresión y el derecho a la libertad de reunión y de asociación 
pacíficas;  
d) Cualesquiera medidas, incluidas las de carácter legislativo, destinadas a 
dividir la población según criterios raciales, creando reservas y guetos 
separados para los miembros de uno o más grupos raciales, prohibiendo los 
matrimonios mixtos entre miembros de distintos grupos raciales y expropiando 
los bienes raíces pertenecientes a uno o más grupos raciales o a miembros de 
los mismos;  
e) La explotación del trabajo de los miembros de uno o más grupos raciales, en 
especial sometiéndolos a trabajo forzoso;  
f) La persecución de las organizaciones y personas que se oponen al apartheid 
privándolas de derechos y libertades fundamentales. 
 
 

CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y 
ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER 

 
"Convención de Belém do Pará". Hecha en la Ciudad de Belem do Pará, Brasil, el 
nueve de junio de mil novecientos noventa y cuatro. 
Entrada en Vigor: 5 de marzo de 1995 

 
 

LOS ESTADOS PARTES DE LA PRESENTE CONVENCIÓN, 
RECONOCIENDO que el respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido 
consagrado en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y reafirmado en otros 
instrumentos internacionales y regionales; 
AFIRMANDO que la violencia contra la mujer constituye una violación de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales y limita total o parcialmente a la 
mujer el reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y libertades; 
PREOCUPADOS porque la violencia contra la mujer es una ofensa a la dignidad 
humana y una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales 
entre mujeres y hombres; 
RECORDANDO la Declaración sobre la Erradicación de la Violencia contra la 
Mujer, adoptada por la Vigésimo quinta Asamblea de Delegadas de la Comisión 
Interamericana de Mujeres, y afirmando que la violencia contra la mujer 
transciende todos los sectores de la sociedad independientemente de su clase, 
raza o grupo étnico, nivel de ingresos, cultura, nivel educacional, edad o religión y 
afecta negativamente sus propias bases; 
CONVENCIDOS de que la eliminación de la violencia contra la mujer es condición 
indispensable para su desarrollo individual y social y su plena e igualitaria 
participación en todas las esferas de vida, y 
CONVENCIDOS de que la adopción de una convención para prevenir, sancionar y 
erradicar toda forma de violencia contra la mujer, en el ámbito de la Organización 
de los Estados Americanos, constituye una positiva contribución para proteger los 
derechos de la mujer y eliminar las situaciones de violencia que puedan afectarlas, 
HAN CONVENIDO en lo siguiente: 
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CAPÍTULO I 
DEFINICIÓN Y ÁMBITO DE APLICACIÓN 
Artículo 1 
Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la 
mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño 
o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público 
como en el privado.  
Artículo 2 
Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y 
psicológica: 

a. que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier 
otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya 
compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, 
violación, maltrato y abuso sexual; 

b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona 
y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de 
personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de 
trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o 
cualquier otro lugar, y 

c. que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, dondequiera 
que ocurra. 

CAPÍTULO II 
DERECHOS PROTEGIDOS 
Artículo 3 
Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito publico 
como en el privado. 
Artículo 4 
Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos 
los derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos 
regionales e internacionales sobre derechos humanos. Estos derechos 
comprenden, entre otros: 

a. el derecho a que se respete su vida; 

b. el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral; 

c. el derecho a la libertad y a la seguridad personales; 

d. el derecho a no ser sometida a torturas; 

e. el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se 
proteja a su familia; 

f. el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley; 
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g. el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, 
que la ampare contra actos que violen sus derechos; 

h. el derecho a libertad de asociación; 

i. el derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias propias 
dentro de la ley, y 

j. el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones publicas de su país 
y a participar en los asuntos públicos, incluyendo la toma de decisiones. 

Artículo 5 
Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales y contará con la total protección de esos 
derechos consagrados en los instrumentos regionales e internacionales sobre 
derechos humanos. Los Estados Partes reconocen que la violencia contra la mujer 
impide y anula el ejercicio de esos derechos. 
Artículo 6 
El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros: 

a. el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y 

b. el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones 
estereotipados de comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas 
en conceptos de inferioridad o subordinación. 

CAPÍTULO III 
DEBERES DE LOS ESTADOS 
Artículo 7 
Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y 
convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas 
orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo 
siguiente: 

a. abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y 
velar por que las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e 
instituciones se comporten de conformidad con esta obligación; 

b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la 
violencia contra la mujer; 

c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, 
así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas 
administrativas apropiadas que sean del caso; 

d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de 
hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer 
de cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su 
propiedad; 



 56 

e. tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo 
legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para 
modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la 
persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer; 

f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que 
haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de 
protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos; 

g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para 
asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a 
resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos 
y eficaces, y 

h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean 
necesarias para hacer efectiva esta Convención. 

Artículo 8 
Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas 
específicas, inclusive programas para: 

a. fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una 
vida libre de violencia, y el derecho de la mujer a que se respeten y protejan 
sus derechos humanos; 

b. modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y 
mujeres, incluyendo el diseño de programas de educación formales y no 
formales apropiados a todo nivel del proceso educativo, para contrarrestar 
prejuicios y costumbres y todo otro tipo de prácticas que se basen en la 
premisa de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los géneros o en 
los papeles estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o 
exacerban la violencia contra la mujer; 

c. fomentar la educación y capacitación del personal en la administración de 
justicia, policial y demás funcionarios encargados de la aplicación de la ley, 
así como del personal a cuyo cargo esté la aplicación de las políticas de 
prevención, sanción y eliminación de la violencia contra la mujer; 

d. suministrar los servicios especializados apropiados para la atención 
necesaria a la mujer objeto de violencia, por medio de entidades de los 
sectores público y privado, inclusive refugios, servicios de orientación para 
toda la familia, cuando sea del caso, y cuidado y custodia de los menores 
afectados; 

e. fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales y del 
sector privado destinados a concientizar al público sobre los problemas 
relacionados con la violencia contra la mujer, los recursos legales y la 
reparación que corresponda;  
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f. ofrecer a la mujer objeto de violencia acceso a programas eficaces de 
rehabilitación y capacitación que le permitan participar plenamente en la 
vida pública, privada y social; 

g. alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices adecuadas 
de difusión que contribuyan a erradicar la violencia contra la mujer en todas 
sus formas y a realzar el respeto a la dignidad de la mujer; 

h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás 
información pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la 
violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas 
para prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la mujer y de formular 
y aplicar los cambios que sean necesarios, y 

i. promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y 
experiencias y la ejecución de programas encaminados a proteger a la 
mujer objeto de violencia. 

Artículo 9 
Para la adopción de las medidas a que se refiere este capítulo, los Estados Partes 
tendrán especialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad a la violencia que 
pueda sufrir la mujer en razón, entre otras, de su raza o de su condición étnica, de 
migrante, refugiada o desplazada. En igual sentido se considerará a la mujer que 
es objeto de violencia cuando está embarazada, es discapacitada, menor de edad, 
anciana, o está en situación socioeconómica desfavorable o afectada por 
situaciones de conflictos armados o de privación de su libertad. 
CAPÍTULO IV 
MECANISMOS INTERAMERICANOS DE PROTECCIÓN 
Artículo 10 
Con el propósito de proteger el derecho de la mujer a una vida libre de violencia, 
en los informes nacionales a la Comisión Interamericana de Mujeres, los Estados 
Partes deberán incluir información sobre las medidas adoptadas para prevenir y 
erradicar la violencia contra la mujer, para asistir a la mujer afectada por la 
violencia, así como sobre las dificultades que observen en la aplicación de las 
mismas y los factores que contribuyan a la violencia contra la mujer. 
Artículo 11 
Los Estados Partes en esta Convención y la Comisión Interamericana de Mujeres, 
podrán requerir a la Corte Interamericana de Derechos Humanos opinión 
consultiva sobre la interpretación de esta Convención. 
Artículo 12 
Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente 
reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar 
a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos peticiones que contengan 
denuncias o quejas de violación del artículo 7 de la presente Convención por un 
Estado Parte, y la Comisión las considerará de acuerdo con las normas y los 
requisitos de procedimiento para la presentación y consideración de peticiones 
estipulados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en el 
Estatuto y el Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 
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CAPÍTULO V 
DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 13 
Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como 
restricción o limitación a la legislación interna de los Estados Partes que prevea 
iguales o mayores protecciones y garantías de los derechos de la mujer y 
salvaguardias adecuadas para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer. 
Artículo 14 
Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como 
restricción o limitación a la Convención Americana sobre Derechos Humanos o a 
otras convenciones internacionales sobre la materia que prevean iguales o 
mayores protecciones relacionadas con este tema. 
Artículo 15 
La presente Convención está abierta a la firma de todos los Estados miembros de 
la Organización de los Estados Americanos. 
Artículo 16 
La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación 
se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos. 
Artículo 17 
La presente Convención queda abierta a la adhesión de cualquier otro Estado. Los 
instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. 
Artículo 18 
Los Estados podrán formular reservas a la presente Convención al momento de 
aprobarla, firmarla, ratificarla o adherir a ella, siempre que: 

a. no sean incompatibles con el objeto y propósito de la Convención; 

b. no sean de carácter general y versen sobre una o más disposiciones 
específicas. 

Artículo 19 
Cualquier Estado Parte puede someter a la Asamblea General, por conducto de la 
Comisión Interamericana de Mujeres, una propuesta de enmienda a esta 
Convención. 
Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la 
fecha en que dos tercios de los Estados Partes hayan depositado el respectivo 
instrumento de ratificación. En cuanto al resto de los Estados Partes, entrarán en 
vigor en la fecha en que depositen sus respectivos instrumentos de ratificación. 
Artículo 20 
Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que rijan 
distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la presente 
Convención podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación o adhesión, 
que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o solamente a 
una o más de ellas. 
Tales declaraciones podrán ser modificadas en cualquier momento mediante 
declaraciones ulteriores, que especificarán expresamente la o las unidades 
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territoriales a las que se aplicará la presente Convención. Dichas declaraciones 
ulteriores se transmitirán a la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas. 
Artículo 21 
La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en 
que se haya depositado el segundo instrumento de ratificación. Para cada Estado 
que ratifique o adhiera a la Convención después de haber sido depositado el 
segundo instrumento de ratificación, entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 
fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o 
adhesión. 
Artículo 22 
El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la Organización 
de los Estados Americanos de la entrada en vigor de la Convención. 
Artículo 23 
El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos presentará 
un informe anual a los Estados miembros de la Organización sobre el estado de 
esta Convención, inclusive sobre las firmas, depósitos de instrumentos de 
ratificación, adhesión o declaraciones, así como las reservas que hubieren 
presentado los Estados Partes y, en su caso, el informe sobre las mismas. 
Artículo 24 
La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados 
Partes podrá denunciarla mediante el depósito de un instrumento con ese fin en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. Un año 
después a partir de la fecha del depósito del instrumento de denuncia, la 
Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante, quedando 
subsistente para los demás Estados Partes. 
Artículo 25 
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, 
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, la que enviará 
copia certificada de su texto para su registro y publicación a la Secretaría de las 
Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones 
Unidas. 
EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados 
por sus respectivos gobiernos, firman el presente Convenio, que se llamará 
"Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y erradicar la Violencia 
contra la Mujer "Convención de Belém do Pará". 
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LEGISLACION NACIONAL 
 

Código Penal 
Art. 80 inc.4:  
Se impondrá reclusión o prisión perpetua, pudiendo aplicarse lo dispuesto en el 
art.52, al que matare: 
 
4. Por placer, codicia, odio racial o religioso. 
 
LEY 16.986 Acción de Amparo 
ARTICULO 1. - La acción de amparo será admisible contra todo acto u omisión de 
autoridad pública que, en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o 
amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, los derechos o garantías 
explícita o implícitamente reconocidas por la Constitución Nacional, con excepción 
de la libertad individual tutelada por el habeas corpus.  
ARTICULO 2. - La acción de amparo no será admisible cuando: a)Existan 
recursos o remedios judiciales o administrativos que permitan obtener la 
protección del derecho o garantía constitucional de que se trate; b)El acto 
impugnado emanara de un órgano del Poder Judicial o haya sido adoptado por 
expresa aplicación de la Ley 16970; c)La intervención judicial comprometiera 
directa o indirectamente la regularidad, continuidad y eficacia de la prestación de 
un servicio público, o el desenvolvimiento de actividades esenciales del Estado; 
d)La determinación de la eventual invalidez del acto requiriese una mayor amplitud 
de debate o de prueba o la declaración de inconstitucionalidad de leyes, decretos 
u ordenanzas; e)La demanda no hubiese sido presentada dentro de los quince 
días hábiles a partir de la fecha en que el acto fue ejecutado o debió producirse.  
ARTICULO 3.- Si la acción fuese manifiestamente inadmisible, el juez la rechazará 
sin sustanciación, ordenando el archivo de las actuaciones.  
ARTICULO 4. - Será competente para conocer de la acción de amparo el juez de 
Primera Instancia con jurisdicción en el lugar en que el acto se exteriorice o tuviere 
o pudiere tener efecto. Se observarán, en lo pertinente, las normas sobre 
competencia por razón de la materia, salvo que aquéllas engendraran dudas 
razonables al respecto, en cuyo caso el juez requerido deberá conocer de la 
acción. Cuando un mismo acto u omisión afectare el derecho de varias personas, 
entenderá en todas esas acciones el juzgado que hubiese prevenido, 
disponiéndose la acumulación de autos, en su caso.  
ARTICULO 5.- La acción de amparo podrá deducirse por toda persona individual o 
jurídica, por sí o por apoderados, que se considere afectada conforme los 
presupuestos establecidos en el artículo 1 Podrá también ser deducida, en las 
mismas condiciones, por las asociaciones que sin revestir el carácter de personas 
jurídicas justificaren, mediante la exhibición de sus estatutos, que no contrarían 
una finalidad de bien público.  
ARTICULO 6.- La demanda deberá interponerse por escrito y contendrá: a)El 
nombre, apellido y domicilios real y constituido del accionante; b)La 
individualización, en lo posible, del autor del acto u omisión impugnados c)La 
relación circunstanciada de los extremos que hayan producido o estén en vías de 
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producir la lesión del derecho o garantía constitucional; d)La petición, en términos 
claros y precisos.  
ARTICULO 7.- Con el escrito de interposición, el accionante acompañará la 
prueba instrumental de que disponga, o la individualizará si no se encontrase en 
su poder, con indicación del lugar en donde se encuentre. Indicará, asimismo, los 
demás medios de prueba de que pretenda valerse. El número de testigos no podrá 
exceder de cinco por cada parte, siendo carga de éstas hacerlos comparecer a su 
costa a la audiencia, sin perjuicio de requerir el uso de la fuerza pública en caso 
de necesidad. No se admitirá la prueba de absolución de posiciones.  
ARTICULO 8.- Cuando la acción fuera admisible, el juez requerirá la autoridad que 
corresponda un informe circunstanciado acerca de los antecedentes y fundamento 
de la medida impugnada, el que deberá ser evacuado dentro del plazo prudencial 
que fije. La omisión del pedido de informe es causa de nulidad del proceso. El 
requerido deberá cumplir la carga de ofrecer prueba en oportunidad de contestar 
el informe, en la forma establecida para el actor. Producido el informe o vencido el 
plazo otorgado sin su presentación, no habiendo prueba del accionante a tramitar, 
se dictará sentencia fundada dentro de las 48 horas, concediendo o denegando el 
amparo.  
ARTICULO 9.- Si alguna de las partes hubiese ofrecido prueba, deberá ordenarse 
su inmediata producción, fijándose la audiencia respectiva, la que deberá tener 
lugar dentro del tercer día.  
ARTICULO 10. - Si el actor no compareciera a la audiencia por sí o por 
apoderado, se lo tendrá por desistido, ordenándose el archivo de las actuaciones, 
con imposición de costas. Si fuere el accionado quien no concurriere, se recibirá la 
prueba del actor si la hubiere, y pasarán los autos para dictar sentencia.  
ARTICULO 11.- Evacuado el informe a que se refiere el artículo 8 o realizada, en 
su caso, la audiencia de prueba, el juez dictará sentencia dentro del tercer día. Si 
existiera prueba pendiente de producción por causas ajenas a la diligencia de las 
partes, el juez podrá ampliar dicho término por igual plazo.  
ARTICULO 12.- La sentencia que admita la acción deberá contener: a)La mención 
concreta de la autoridad contra cuya resolución, acto u omisión se concede el 
amparo; b) La determinación precisa de la conducta a cumplir, con las 
especificaciones necesarias para su debida ejecución; c) El plazo para el 
cumplimiento de lo resuelto.  
ARTICULO 13.- La sentencia firme declarativa de la existencia o existencia de la 
lesión, restricción, alteración o amenaza arbitraria o manifiestamente ilegal de un 
derecho o garantía constitucional, hace cosa juzgada respecto del amparo, 
dejando subsistente el ejercicio de las acciones o recursos que puedan 
corresponder a las partes, con independencia del amparo.  
ARTICULO 14.- Las costas se impondrán al vencido. No habrá condena en costas 
si antes del plazo fijado para la contestación del informe a que se refiere el artículo 
8, cesara el acto u omisión en que se fundó el amparo.  
ARTICULO 15. - Sólo serán apelables la sentencia definitiva, las resoluciones 
previstas en el artículo 3 y las que dispongan medidas de no innovar o la 
suspensión de los efectos del acto impugnado. El recurso deberá interponerse 
dentro de 48 horas de notificada la resolución impugnada y será fundado, 
debiendo denegarse o concederse en ambos efectos dentro de las 48 horas. En 
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este último caso se elevará el expediente al respectivo Tribunal de Alzada dentro 
de las 24 horas de ser concedido. En caso de que fuera denegado, entenderá 
dicho Tribunal en el curso directo que deberá articularse dentro de las 24 horas de 
ser notificada la denegatoria, debiendo dictarse sentencia dentro del tercer día.  
ARTICULO 16.- Es improcedente la recusación sin causa y no podrán articularse 
cuestiones de competencia, excepciones previas, ni incidentes.  
ARTICULO 17.- Son supletorias de las normas precedentes las disposiciones 
procesales en vigor.  
ARTICULO 18.- Esta ley será de aplicación en la Capital Federal y en el territorio 
de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur. Asimismo, será aplicada 
por los jueces federales de las provincias en los casos en que el acto impugnado 
mediante la acción de amparo provenga de una autoridad nacional. 
ARTICULO 19.- La presente ley comenzará a regir desde el día de su publicación 
en el Boletín Oficial. 
ARTICULO 20.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del 
Registro Oficial y archívese. 
rt. 1) La acción de amparo será admisible contra todo acto u omisión de autoridad 
pública que, en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o amenace, con 
arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, los derechos o garantías explícita o 
implícitamente reconocidos por la Constitución Nacional, con excepción de la 
libertad individual tutelada por el "hábeas corpus". 
 
 
LEY 20.744  de Contrato de Trabajo 
Prohibición de hacer discriminaciones. 
Art. 17: Por esta ley se prohíbe cualquier tipo de discriminación entre los 
trabajadores por motivo de sexo, raza, nacionalidad, religiosos, políticos, 
gremiales o de edad. 
 
Igualdad de trato. 
Art.81: El empleador debe dispensar a todos los trabajadores igual trato en 
identidad de situaciones. Se considerará que existe trato desigual cuando se 
produzcan discriminaciones arbitrarias fundadas en razones de sexo, religión o 
raza, pero no cuando el diferente tratamiento responda a principios de bien 
común, como el que se sustente en la mayor eficacia, laboriosidad o contracción a 
sus tareas por parte del trabajador.  
 
LEY 22.431 Institución del sistema de protección integral de las personas 
discapacitadas 
TITULO I  
NORMAS GENERALES  
 
CAPITULO I  
OBJETIVO, CONCEPTO Y CALIFICACION DE LA DISCAPACIDAD 
 
ARTICULO  1.  -  Institúyese  por  la  presente  Ley,  un sistema de protección  
integral  de  las  personas discapacitadas, tendiente a asegurar a éstas su 
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atención médica,  su  educación  y  su seguridad social,  así  como  a  concederles  
las franquicias y estímulos  que permitan en lo posible neutralizar la desventaja 
que la discapacidad les provoca y les den oportunidad, mediante su esfuerzo, de 
desempeñar en la comunidad un rol equivalente al que ejercen las personas 
normales. 
ARTICULO  2. - A los efectos de esta Ley, se considera discapacitada a toda 
persona  que  padezca  una  alteración funcional permanente o prolongada, física 
o mental, que en  relación  a  su  edad  y  medio social  implique  desventajas  
considerables  para  su  integración familiar, social, educacional o laboral. 
ARTICULO  3.  - La Secretaría de Estado de Salud Pública certificará en cada 
caso la  existencia  de  la discapacidad, su naturaleza y su grado, así como las 
posibilidades  de  rehabilitación  del afectado. Dicha Secretaría de Estado indicará 
también, teniendo en  cuenta  la personalidad  y los antecedentes del afectado, 
qué tipo de actividad laboral o profesional puede desempeñar. El certificado  que  
se expida acreditará plenamente la discapacidad en todos los supuestos  en  que  
sea  necesario  invocarla, salvo lo dispuesto en el artículo 19 de la presente Ley. 
 
CAPITULO II  
 SERVICIOS DE ASISTENCIA, PREVENCION, ORGANO RECTOR 
 
ARTICULO  4.  -  El Estado, a través de sus organismos, prestará a las personas 
con discapacidad no incluidas dentro del sistema de las  obras sociales, en la 
medida que aquellas o las personas de quienes dependan  no  puedan  
afrontarlas, los siguientes servicios: 
   a) Rehabilitación integral, entendida  como  el  desarrollo  de  las capacidades 
de la persona discapacitada. 
   b) Formación laboral o profesional. 
   c)  Préstamos  y  subsidios  destinados  a  facilitar  su  actividad laboral o 
intelectual. 
   d) Regímenes diferenciales de seguridad social. 
   e)   Escolarización  en  establecimientos  comunes  con  los  apoyos necesarios    
previstos    gratuitamente,    o  en  establecimientos especiales  cuando  en  razón  
del grado de discapacidad  no  puedan cursar la escuela común. 
   f)  Orientación  o  promoción  individual,    familiar    y  social. 
 
ARTICULO  5.  -  Asígnanse  al  Ministerio de Bienestar Social de la Nación las 
siguientes funciones: 
   a)  Actuar  de  oficio  para lograr el  pleno  cumplimiento  de  las medidas 
establecidas en la presente Ley. 
   b) Reunir toda la información  sobre  problemas  y  situaciones  que plantea la 
discapacidad. 
   c)   Desarrollar  planes  estatales  en  la  materia  y  dirigir  la investigación en el 
área de la discapacidad. 
   d) Prestar  asistencia  técnica  y financiera a las provincias. 
   e)  Realizar  estadísticas que no lleven  a  cabo  otros  organismos estatales. 
   f) Apoyar y coordinar  la  actividad  de  las entidades privadas sin fines de lucro 
que orienten sus acciones en  favor  de  las personas discapacitadas. 
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   g)  Proponer  medidas adicionales a las establecidas en la  presente Ley, que 
tiendan a mejorar la situación de las personas discapacitadas, y a prevenir las 
discapacidades y sus consecuencias. 
   h) Estimular a  través de los medios de comunicación el uso efectivo de  los 
recursos y  servicios  existentes,  así  como  propender  al desarrollo  del  sentido  
de  solidaridad  social  en  esta materia. 
 
TITULO II  
 NORMAS ESPECIALES  
 
CAPITULO I  
 SALUD Y ASISTENCIA SOCIAL  
 
ARTICULO  6. -  El Ministerio de Bienestar Social de la Nación y la   Municipalidad 
de la  Ciudad  de  Buenos  Aires  pondrán en ejecución programas a través de los 
cuales se habiliten, en  los hospitales de sus  jurisdicciones,  de  acuerdo  a  su 
grado de complejidad  y  al ámbito territorial a cubrir, servicios  especiales  
destinados a las personas discapacitadas. Promoverán también la creación  de 
talleres protegidos  y  terapéuticos  y  tendrán  a su cargo su habilitación, registro y 
supervisión. 
 
ARTICULO  7.-  El  Ministerio  de  Bienestar  Social  de la Nación apoyará la 
creación de hogares con internación total o parcial  para personas  discapacitadas  
cuya atención sea dificultosa a través del grupo familiar. reservandose  en  todos  
los  casos  la  facultad de reglamentar    y    fiscalizar   su  funcionamiento.  Serán  
tenidas especialmente en cuenta, para prestar  ese apoyo, las actividades de la 
entidades privadas sin fines de lucro. 
 
CAPITULO II  
 TRABAJO Y EDUCACION  
 
ARTICULO  8.- El Estado Nacional, sus organismos descentralizados o    
autárquicos,  los  entes  públicos  no  estatales,  las empresas del Estado  y  la  
Municipalidad  de  la  Ciudad de Buenos Aires,  están obligados a ocupar 
personas discapacitadas  que  reúnan  condiciones de idoneidad para el cargo, en 
una proporción no inferior  al CUATRO por ciento (4%) de la totalidad de su 
personal. 
ARTICULO  9.-  El  desempeño  de  determinada  tarea  por parte de personas 
discapacitadas deberá ser autorizado y fiscalizado  por  el Ministerio  de  Trabajo  
teniendo  en cuenta la indicación efectuada por  la  Secretaría  de Estado de Salud  
Pública, dispuesta en el artículo 3. Dicho Ministerio  fiscalizará además lo 
dispuesto en el artículo 8. 
ARTICULO  10.- Las personas discapacitadas que se desempeñen en los entes 
indicados  en  el artículo 8, gozarán de los mismos derechos y estarán  sujetas  a  
las  mismas  obligaciones  que  la  legislación laboral aplicable prevé para el 
trabajador normal. 
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*ARTICULO 11.-  EL  Estado  Nacional,  los entes descentralizados y    
autárquicos, las empresas mixtas y del Estado  y la Municipalidad de la Ciudad de 
Buenos Aires están obligados a otorgar  en concesión, a personas con 
discapacidad, espacios para pequeños comercios  en toda sede administrativa.    
Se  incorporarán  a  este  régimen las empresas privadas que brinden servicios 
públicos.  Será nula de nulidad absoluta  la  concesión adjudicada sin respetar la  
obligatoriedad  establecida  en  el    presente  artículo. El Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social,  de oficio o a petición de parte, requerirá la revocación por 
ilegítima,  de  tal concesión. 
ARTICULO  12.-  El  Ministerio  de  Trabajo apoyará la creación de talleres 
protegidos de producción y tendrá a su cargo su habilitación, registro y 
supervisión. Apoyará  también  la  labor de las  personas  discapacitadas  a  través  
del  régimen  de trabajo a domicilio. El  citado  Ministerio  propondrá  al  Poder  
Ejecutivo Nacional  el régimen  laboral  al  que  habrá  de subordinarse la  labor  
en  los talleres protegidos de producción. 
ARTICULO  13.-  El  Ministerio  de Cultura y Educación tendrá a su cargo: 
   a) Orientar las derivaciones y controlar  los  tratamientos  de  los educandos    
discapacitados,  en  todos  los  grados  educacionales, especiales, oficiales  o  
privados,  en  cuanto  dichas  acciones se vinculen  con  la escolarización de los 
discapacitados, tendiendo  a su integración al sistema educativo. 
   b)  Dictar  las  normas  de  ingreso  y  egreso  a  establecimientos educacionales  
para  personas  discapacitadas,   las  cuales  se extenderán  desde  la detección 
de los déficits hasta los  casos  de discapacidad profunda,  aún cuando ésta no 
encuadre en el régimen de la escuelas de educación especial. 
   c) Crear centros de valuación  y  orientación  vocacional  para  los educandos 
discapacitados. 
   d)  Coordinar  con  las  autoridades competentes las derivaciones de los 
educandos discapacitados  a  tareas  competitivas  o  a talleres protegidos. 
   e)  Formar  personal  docente  y  profesionales  especializados para todos  los  
grados educacionales de los discapacitados,  promoviendo los recursos  humanos  
necesarios para la ejecución de los programas de asistencia, docencia e 
investigación en materia de rehabilitación. 
 
 CAPITULO III  
 SEGURIDAD SOCIAL  
 
   ARTICULO  14.-  En  materia de seguridad social se aplicarán a las personas 
discapacitadas  las normas generales o especiales previstas en  los respectivos 
regímenes  y  en  las  Leyes  20.475  y  20.888. 
   ARTICULO 19.- En materia de jubilaciones y pensiones, la discapacidad se 
acreditará con arreglo a lo dispuesto en los artículos 33 y 35 de la Ley 18.037 
(T.O. 1976 y 23 de la Ley 18.038 (T.O. 1980). 
 
CAPITULO IV  
 Accesibilidad al medio físico. (artículos 20 al 22) 
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*ARTICULO  20.-  Establécese  la  prioridad de supresión de barreras físicas en 
los ámbitos urbanos, arquitectónicos  y de transporte que se realicen o en los 
existentes que remodelen o sustituyan  en forma total  o  parcial  sus elementos 
constitutivos, con el fin de lograr la  accesibilidad para  las  personas  con  
movilidad  reducida,  y mediante  la  aplicación  de  las  normas  contenidas en el 
presente capítulo. 
   A  los  fines  de la presente ley, entiéndese por  accesibilidad  la posibilidad de 
las  personas  con movilidad reducida de gozar de las adecuadas  condiciones  de  
seguridad   y  autonomía  como  elemento primordial para el desarrollo de las 
actividades  de la vida diaria, sin restricciones derivadas del ámbito físico urbano,   
arquitectónico o del transporte, para su integración  y equiparación de 
oportunidades. Entiéndese por barreras físicas urbanas las existentes  en  las vías 
   y  espacios  libres  públicos,  a  cuya  supresión se tenderá por el cumplimiento 
de los siguientes criterios: 
   a) Itinerarios peatonales, contemplarán una  anchura mínima en  todo su 
recorrido que permita el paso de dos personas,  una  de  ellas en silla  de  ruedas. 
Los pisos serán antideslizantes, sin resaltos  ni aberturas que  permitan  el  
tropiezo  de  personas  con  bastones o sillas  de ruedas. los desniveles de todo 
tipo tendrán un diseño  y grado de  inclinación  que permita la transitabilidad, 
utilización y seguridad de las personas con movilidad reducida; 
   b) Escaleras y rampas: las  escaleras  deberán ser de escalones cuya  
dimensión  vertical  y  horizontal  facilite    su  utilización  por personas  con  
movilidad reducida, y estarán dotadas  de  pasamanos. Las rampas tendrán  
características señaladas para los desniveles en el apartado a); 
   c) Parques, jardines,  plazas  y  espacios libres: deberán observar en  sus  
itinerarios  peatonales las normas  establecidas  para  los mismos en el apartado 
a).  Los baños públicos deberán ser accesibles y utilizables por personas de 
movilidad reducida; 
   d) Estacionamientos: tendrán  zonas  reservadas  y señalizadas para vehículos 
que transporten personas con movilidad reducida,  cercanas a los accesos 
peatonales; 
   e)  Señales  verticales  y elementos urbanos varios: las señales  de tráfico, 
semáforos, postes  de iluminación y cualquier otro elemento vertical de 
señalización o de  mobiliario  urbano  se  dispondrán de forma  que  no constituyan 
obstáculos para los no videntes  y  para las personas que se desplacen en silla de 
ruedas; 
   f) Obras en la  vía  pública:  Estarán  señalizadas y protegidas por vallas 
estables y continuas y luces rojas  permanentes,  disponiendo los  elementos  de  
manera  que  los  no videntes puedan detectar  a tiempo la existencia del 
obstáculo. En  las  obras  que  reduzcan la sección  transversal  de  la acera se 
deberá construir un itinerario peatonal  alternativo  con  las   características  
señaladas  en  el apartado a). 
*ARTICULO 21.- Entiéndese  por  barreras  arquitectónicas  las existentes  en  los 
edificios  de  uso  público,  sea  su  propiedad pública o privada,  y en los edificios 
de vivienda; a cuya supresión se tenderá por la observancia  de  los  criterios  
contenidos  en el presente artículo. 
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   Entiéndese  por  adaptabilidad,  la  posibilidad  de modificar en el tiempo el 
medio físico, con el fin de hacerlo completa  y fácilmente accesible a las personas 
con movilidad reducida.  
   Entiéndese por practicabilidad, la adaptación limitada a condiciones  mínimas de 
los ámbitos físicos para ser utilizados  por las personas con movilidad reducida. 
   Entiéndese  por visitabilidad, la  accesibilidad  estrictamente limitada  al  ingreso  
y  uso de los espacios  comunes  y  un  local sanitario, que permita la vida  en  
relación  de  las  personas  con movilidad reducida: 
   a)  Edificios  de  uso  público:  deberán  observar  en  general  la accesibilidad  y 
posibilidad de uso en todas sus partes por personas de movilidad reducida; y en 
particular la existencia de estacionamientos    reservados  y  señalizados  para  
vehículos  que transporten a dichas  personas,  cercanos  a los accesos 
peatonales; por  lo  menos  un  acceso al interior del edificio  desprovisto  de   
barreras arquitectónicas;  espacios  de  circulación  horizontal que permitan el 
desplazamiento y maniobra de dichas personas,  al  igual que  comunicación  
vertical  accesible  y utilizable por las mismas, mediante   elementos  constructivos  
o  mecánicos;    y    servicios sanitarios   adaptados.  Los  edificios  destinados  a  
espectáculos deberán tener  zonas  reservadas, señalizadas y adaptadas al uso 
por personas con sillas de  ruedas.  Los  edificios en que se garanticen   
plenamente  las  condiciones  de  accesibilidad   ostentarán  en  su exterior  un 
símbolo indicativo de tal hecho. Las áreas  sin  acceso de  público  o  las  
correspondientes  a  edificios  industriales  y comerciales  tendrán  los  grados  de  
adaptabilidad necesarios para permitir  el  empleo  de  personas  con  movilidad   
reducida. 
   b)  Edificios  de  viviendas: las viviendas colectivas con  ascensor deberán 
contar con un  itinerario  practicable  por las personas con movilidad reducida, que 
una la edificación con la  vía pública y con las  dependencias  de  uso común. 
Asimismo, deberán observar  en  su diseño y ejecución o en  su  remodelación,  la  
adaptabilidad  a las personas  con  movilidad  reducida,  en  los  términos  y 
grados que establezca la reglamentación. 
   En  materia  de  diseño  y  ejecución  o  remodelación de viviendas   individuales,  
los  códigos  de  edificación  han  de  observar  las disposiciones    de  la  presente  
ley  y  su  reglamentación.  En las viviendas colectivas  existentes  a la fecha de 
sanción de la presente ley, deberán desarrollarse condiciones  de  adaptabilidad y 
practicabilidad en los grados y plazos que establezca la reglamentación. 
*ARTICULO 22.- Entiéndese por barreras en los transportes, aquellas    existentes 
en  el  acceso  y utilización de los medios de transporte público terrestres, aéreos 
y  acuáticos  de  corta,  media  y  larga distancia,  y  aquellas  que  dificulten el uso 
de medios propios de transporte  por  las  personas  con    movilidad  reducida;  a  
cuya supresión se tenderá por observancia de  los  siguientes  criterios: 
   a) Vehículos de transporte público: tendrán dos asientos reservados, 
señalizados y cercanos a la puerta por cada coche,  para personas con movilidad 
reducida. Dichas personas estarán autorizadas  para  descender  por  cualquiera  
de  las  puertas. Los coches contarán con piso antideslizante y espacio para 
ubicación  de bastones, muletas, sillas de ruedas y otros elementos de utilización  
por  tales  personas.  En los transportes aéreos deberá privilegiarse la asignación 
de ubicaciones  próximas  a  los accesos para pasajeros con movilidad reducida. 
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   Las  empresas  de  transporte  colectivo  terrestre  sometidas  al  contrapersonas  
con  movilidad  reducida  en  el  trayecto que medie entre  el  domicilio de las 
mismas y el establecimiento  educacional y/o de rehabilitación  a  los que deban 
concurrir. La reglamentación establecerá las comodidades  que  deben  otorgarse 
a las mismas, las características  de los pases que deberán exhibir  y  las  
sanciones aplicables a los transportistas  en  caso  de  inobservancia de esta  
norma.  La  franquicia será extensiva a un acompañante  en  caso  de necesidad 
documentada. Las empresas  de transportes deberán incorporar gradualmente, en 
los plazos y proporciones  que  establezca  la  reglamentación, unidades   
especialmente adaptadas para el  transporte  de personas con movilidad reducida. 
   Estaciones  de  transportes: contemplarán un itinerario peatonal con las 
características  señaladas,  en  el  artículo 20 apartado a), en toda  su  extensión;  
bordes  de  andenes de textura  reconocible  y antideslizante; paso alternativo a  
molinetes;  sistema  de anuncios por  parlantes; y servicios sanitarios adaptados. 
En los aeropuertos se preverán  sistemas  mecánicos  de ascenso y descenso de 
pasajeros con movilidad reducida; 
   c) Transportes propios: las personas  con movilidad reducida tendrán derecho  a 
libre tránsito y estacionamiento  de  acuerdo  a  lo  que establezcan  las  
respectivas disposiciones municipales, las que no podrán excluir de esas 
franquicias a los automotores patentados en otras jurisdicciones. Dichas 
franquicias  serán  acreditadas  por el distintivo de identificación a que se refiere el 
artículo 12 de  la ley 19.279. 
 
 TITULO III  
 DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS  
 
*ARTICULO  23.- Los  empleadores  que  concedan  empleo  a personas  
discapacitadas tendrán derecho al cómputo, a opción del contribuyente,  de  una 
deducción especial en la determinación  del Impuesto a las ganancias  o  sobre  
los  capitales,  equivalente  al SETENTA  POR  CIENTO  (70%) de las 
retribuciones correspondientes al personal discapacitado en cada período fiscal. 
   El cómputo del porcentaje  antes mencionado deberá hacerse al cierre de cada 
período. Se  tendrán  en  cuenta  las personas  discapacitadas  que  realicen 
trabajo a domicilio. A los efectos de la deducción  a que se refiere el párrafo 
anterior, también  se  considerará  las  personas   que  realicen  trabajos  a  
domicilio. 
 ARTICULO  24.-  La  Ley  de  Presupuesto determinará anualmente el monto que 
se destinará para dar  cumplimiento  a  lo  previsto en el artículo  4,  inciso  c)  de  
la  presente  Ley.  La  reglamentación determinará  en  qué  jurisdicción  
presupuestaria  se realizará  la erogación. 
 ARTICULO  25.-  Sustitúyese  en  el  texto  de  la  Ley  20.475 la expresión 
"minusválidos" por "discapacitados". 
   Aclárase la citada Ley 20.475, en el sentido de que a partir  de  la vigencia  de la 
Ley 21.451 no es aplicable el artículo 5 de aquélla, sino lo establecido  en  el 
artículo 49, punto 2 de la Ley 18.037 (t o. 1976). 
ARTICULO  26.-  Deróganse  las  Leyes  13.926,  20.881  y  22.923. 
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ARTICULO 27.-  El  Poder  Ejecutivo  Nacional  propondrá  a  las provincias la  
sanción en sus jurisdicciones de regímenes normativos que establezcan  
principios  análogos a los de la presente Ley.  En el acto de adhesión a esta  Ley,  
cada  provincia establecerá los organismos  que  tendrán  a  su cargo en el ámbito  
provincial,  las actividades previstas en los artículos  6,  7  y  13  que anteceden. 
   Determinarán  también  con  relación  a  los  organismos públicos  y empresas 
provinciales, así como respecto a los  bienes  del  dominio público  o  privado  del  
estado  provincial y de sus municipios, el alcance de las normas contenidas en  los  
artículos  8  y  11  de la presente Ley. 
   Asimismo,  se  invitará  a las provincias a adherir y/o a incorporar en sus 
respectivas normativas  los  contenidos  en los artículos 20, 21 y 22 de la 
presente. 
ARTICULO  28.-  El  Poder  Ejecutivo  Nacional  reglamentará  las disposiciones  
de la presente Ley dentro de los CIENTO OCHENTA (180) días de su 
promulgación. Las prioridades  y  plazos  de  las adecuaciones establecidas en los 
   artículos 20 y 21 relativas a barreras  urbanas y en edificios de uso  público  
serán  determinadas  por  la reglamentación,  pero  su ejecución total no podrá 
exceder un plazo  de tres (3) años desde la fecha de sanción de la presente ley. 
   En toda obra nueva o de remodelación de edificios  de  vivienda,  la aprobación  
de los planos requerirá imprescindiblemente la inclusión en los mismos  de las 
normas establecidas en el artículo 21 apartado b), su reglamentación  y  las  
respectivas disposiciones municipales en la materia. 
   Las  adecuaciones  establecidas en  el  transporte  público  por  el artículo 22 
apartados  a) y b) deberán ejecutarse en un plazo máximo de un año a partir de 
reglamentada  la  presente.  Su incumplimiento podrá determinar la cancelación 
del servicio. 
ARTICULO   29.-  Comuníquese,  publíquese,  dése  a  la  Dirección 
   Nacional del Registro Oficial y archívese. 
 
 
LEY 23.592 Penalización de Actos Discriminatorios  
ARTICULO 1.- Quien arbitrariamente impida, obstruya, restrinja o  de algún  modo 
menoscabe el pleno ejercicio sobre bases igualitarias de  los  derechos y garantías  
fundamentales  reconocidos  en  la Constitución Nacional,  será  obligado,  a 
pedido del damnificado, a dejar sin efecto el acto discriminatorio o  cesar  en su 
realización y a reparar el daño moral y material ocasionados. 
A los efectos del presente artículo se considerarán  particularmente los  actos  u  
omisiones  discriminatorios determinados por  motivos tales  como  raza,  religión,    
nacionalidad,   ideología,  opinión política  o  gremial, sexo, posición económica, 
condición  social  o caracteres físicos. 
 
ARTICULO  2.-  Elévase  en un tercio el mínimo y en un medio el máximo de la 
escala penal de todo  delito  reprimido  por  el Código Penal o Leyes 
complementarias cuando sea cometido por persecución  u odio  a  una  raza,  
religión  o  nacionalidad,  o  con el objeto de destruir  en todo o en parte a un 
grupo nacional, étnico,  racial  o religioso.  En  ningún  caso se podrá exceder del 
máximo legal de la especie de pena de que se trate. 
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ARTICULO 3.- Serán reprimidos con prisión de un mes a tres años los que  
participaren  en  una  organización o realizaren propaganda basados en ideas o 
teorías de superioridad  de  una  raza  o  de  un grupo  de  personas  de 
determinada religión, origen étnico o color, que tengan por objeto la justificación o 
promoción de la discriminación  racial    o   religiosa  en  cualquier  forma. 
En igual pena incurrirán quienes  por  cualquier  medio  alentaren o iniciaren a la 
persecución o el odio contra una persona o  grupos de personas  a  causa  de  su  
raza,  religión,  nacionalidad  o  ideas políticas. 
 
 *ARTICULO 4.- Se declara la obligatoriedad de exhibir en el ingreso a los locales 
bailables, de recreación, salas de espectáculos, bares, restaurantes u otros de 
acceso público, en forma clara y visible el texto del artículo 16 de la Constitución 
Nacional, junto con el de la ley. ( artículo agregado por ley 24.782) 
 
ARTICULO 5.- El texto señalado en el artículo anterior, tendrá una dimensión, 
como mínimo de treinta centímetros (30) de ancho, por cuarenta (40) de alto y 
estará dispuesto verticalmente. 
En el mismo al pie, deberá incluirse un recuadro destacado con la siguiente 
leyenda: "Frente a cualquier acto discriminatorio, usted puede recurrir a la 
autoridad policial y/o juzgado civil de turno, quienes tienen la obligación de tomar 
su denuncia." ( artículo agregado por ley 24782) 
 
 
LEY 24.284 Defensoría del Pueblo 
 
TITULO I  
Creación. Nombramiento. Cese y condiciones  
CAPITULO I  
Carácter y elección 
ARTICULO 1º-Creación. Se crea en el ámbito del Poder Legislativo de la Nación la 
Defensoría del Pueblo, la cual ejerce las funciones que establece la presente ley, 
sin recibir instrucciones de ninguna autoridad. 
El objetivo fundamental de esta institución es el de proteger los derechos e 
intereses de los individuos y la comunidad frente a los actos, hechos y omisiones 
de la administración pública nacional, que se mencionan en el artículo 14. 
ARTICULO 2º-Titular. Forma de elección. Es titular de ese organismo un 
funcionario denominado Defensor del Pueblo quien es elegido por el Congreso de 
la Nación de acuerdo con el siguiente procedimiento:  
a) Ambas Cámaras del Congreso deben elegir una comisión bicameral 
permanente, integrada por siete (7) senadores y siete (7) diputados cuya 
composición debe mantener la proporción de la representación del cuerpo; 
b) En un plazo no mayor de treinta (30) días a contar desde la promulgación de la 
presente ley, la comisión bicameral reunida bajo la Presidencia del presidente del 
Senado, debe proponer a las Cámaras de uno a tres candidatos para ocupar el 
cargo de Defensor del pueblo. 
Las decisiones de la comisión bicameral se adoptan por mayoría simple; 
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c) Dentro de los treinta (30) días siguientes al pronunciamiento de la comisión 
bicameral, ambas Cámaras eligen por el voto de dos tercios de sus miembros 
presentes a uno de los candidatos propuestos; 
d) Si en la primera votación ningún candidato obtiene la mayoría requerida en el 
inciso anterior debe repetirse la votación hasta alcanzarse; 
e) Si los candidatos propuestos para la primera votación son tres y se diera el 
supuesto del inciso d) las nuevas votaciones se deben hacer sobre los dos 
candidatos más votados en ella. 
ARTICULO 3º-Duración. La duración del mandato del Defensor del Pueblo es de 
cinco años, pudiendo ser reelegido por una sola vez según el procedimiento 
establecido en el artículo anterior. 
ARTICULO 4º-Calidades para ser elegido. Puede ser elegido Defensor del Pueblo 
toda persona que reúna las siguientes calidades: 
a) Ser argentino nativo o por opción;  
b) Tener 30 años de edad como mínimo.  
ARTICULO 5º-Nombramiento. Forma. El nombramiento del Defensor del Pueblo 
se instrumenta en resolución conjunta suscrita por los presidentes de las Cámaras 
de Senadores y de Diputados, la que debe publicarse en el Boletín Oficial y en el 
Diario de Sesiones de ambas Cámaras. 
El Defensor del Pueblo toma posesión de su cargo ante las autoridades de ambas 
Cámaras prestando juramento de desempeñar debidamente el cargo. 
ARTICULO 6º-Remuneración. El Defensor del Pueblo percibe la remuneración 
que establezca el Congreso de la Nación. Por resolución de los Presidentes de 
ambas cámaras. Goza de la exención prevista en el artículo 20, inciso q) de la ley 
nacional de impuesto a las ganancias y sus modificaciones. 
CAPITULO II  
Incompatibilidades. Cese. Sustitución. Prerrogativas  
ARTICULO 7º-Incompatibilidades. El cargo de Defensor del Pueblo es 
incompatible con el desempeño de cualquier otra actividad pública o comercial, 
docente o profesional, estándole vedada asimismo la actividad política partidaria. 
La incompatibilidad para acceder a cargos electivos subsiste durante los dos años 
posteriores al cese de las funciones. 
Son de aplicación al defensor del pueblo, en lo pertinente, las normas en materia 
de recusación y excusación previstas en el Código Procesal Civil y Comercial de la 
Nación. 
ARTICULO 8º-Actividad. La actividad de la Defensoría del Pueblo no se 
interrumpe en el período de receso del Congreso. 
ARTICULO 9º-Incompatibilidad. Cese. Dentro de los diez (10) días siguientes a su 
nombramiento y antes de tomar posesión del cargo, el Defensor del Pueblo debe 
cesar en toda situación de incompatibilidad que pudiere afectarlo presumiéndose, 
en caso contrario, que no acepta el nombramiento. 
ARTICULO 10º-Cese. Causales. El Defensor del Pueblo cesa en sus funciones 
por alguna de las siguientes causas: 
a) Por renuncia;  
b) Por vencimiento del plazo de su mandato;  
c) Por incapacidad sobreviniente;  
d) Por haber sido condenado mediante sentencia firme por delito doloso;  



 72 

e) Por notoria negligencia en el cumplimiento de los deberes del cargo o por haber 
incurrido en la situación de incompatibilidad prevista por esta ley. 
ARTICULO 11º-Cese y Formas. En los supuestos previstos por los incisos a), c) y 
d) del artículo 10 el cese será dispuesto por los Presidentes de ambas cámaras. 
En los supuestos previstos por los incisos c) y e) del mismo artículo, el cese se 
decide por el voto de los dos tercios de los miembros presentes de ambas 
cámaras, previo debate y audiencia del interesado. En el caso del inciso c) la 
incapacidad sobreviniente deberá acreditarse de modo fehaciente. 
En caso de muerte del Defensor del Pueblo se procederá a su reemplazo 
provisorio según las normas establecidas en el artículo 13, promoviéndose en el 
más breve plazo la designación del titular en la forma prevista en el artículo 2. 
ARTICULO 12º-Inmunidades. El Defensor del Pueblo gozará de las inmunidades 
establecidas por la Constitución Nacional para los miembros del Congreso. No 
podrá ser arrestado desde el día de su designación hasta el de su cese o 
suspensión, excepto en el caso de ser sorprendido in fraganti en la ejecución de 
un delito doloso, de lo que se debe dar cuenta a los Presidentes de ambas 
cámaras con la información sumaria del hecho. 
Cuando se dicte auto de procesamiento por la justicia competente contra el 
Defensor del Pueblo por delito doloso, podrá ser suspendido en sus funciones por 
ambas Cámaras hasta que se dicte sobreseimiento definitivo a su favor. 
CAPITULO III  
De los adjuntos 
ARTICULO 13º-Adjuntos. A propuesta del Defensor del Pueblo la comisión 
bicameral prevista en el artículo 2, inciso a) debe designar dos adjuntos que 
auxiliarán a aquél en su tarea, pudiendo reemplazarlo provisoriamente en los 
supuestos de cese, muerte, suspensión o imposibilidad temporal, en el orden que 
la comisión determine al designarlos. 
Para ser designado adjunto del Defensor del Pueblo son requisitos, además de los 
previstos en el artículo 4 de la presente ley: 
a) Ser abogado con ocho años en el ejercicio de la profesión como mínimo o tener 
una antigüedad computable, como mínimo, en cargos del Poder Judicial, Poder 
Legislativo, de la administración pública o de la docencia universitaria; 
b) Tener acreditada reconocida versación en derecho público. 
A los adjuntos les es de aplicación, en lo pertinente, lo dispuesto en los artículos 3, 
5, 7, 10, 11 y 12 de la presente ley. 
Perciben la remuneración que al efecto establezca el Congreso de la Nación. 
TITULO II  
Del procedimiento  
CAPITULO I  
Competencia. Iniciación y contenido de la investigación 
ARTICULO 14º-Actuación. Forma y alcance. El Defensor del Pueblo puede iniciar 
y proseguir de oficio o a petición del interesado cualquier investigación conducente 
al esclarecimiento de los actos, hechos u omisiones de la administración pública 
nacional y sus agentes, que impliquen el ejercicio ilegítimo, defectuoso, irregular, 
abusivo, arbitrario, discriminatorio, negligente, gravemente inconveniente o 
inoportuno de sus funciones, incluyendo aquellos capaces de afectar los intereses 
difusos o colectivos. 
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Los legisladores, tanto Provinciales como Nacionales, podrán receptar quejas de 
los interesados de las cuales darán traslado en forma inmediata al Defensor del 
Pueblo.  
ARTICULO 15º-Comportamientos sistemáticos y generales. El Defensor del 
Pueblo, sin perjuicio de las facultades previstas por el artículo 14 de la presente 
ley, debe prestar especial atención a aquellos comportamientos que denoten una 
falla sistemática y general de la administración pública, procurando prever los 
mecanismos que permitan eliminar o disminuir dicho carácter. 
ARTICULO 16º-Competencia. Dentro del concepto de administración pública 
nacional, a los efectos de la presente ley, quedan comprendidas la administración 
centralizada y descentralizada; entidades autárquicas; empresas del Estado; 
sociedades del Estado; sociedades de economía mixta; sociedades con 
participación estatal mayoritaria; y todo otro organismo del Estado nacional 
cualquiera fuere su naturaleza jurídica, denominación, ley especial que pudiera 
regirlo, o lugar del país donde preste sus servicios. 
Quedan exceptuados del ámbito de competencia de la Defensoría del Pueblo, el 
Poder Judicial, el Poder Legislativo, la Municipalidad de la Ciudad de Buenos 
Aires, y los organismos de defensa y seguridad. 
ARTICULO 17º-Otros ámbitos de competencias. Quedan comprendidas dentro de 
la competencia de la Defensoría del Pueblo, las personas jurídicas públicas no 
estatales que ejerzan prerrogativas públicas y las privadas prestadoras de 
servicios públicos. En este caso, y sin perjuicio de las restantes facultades 
otorgadas por esta ley, el Defensor del Pueblo puede instar de las autoridades 
administrativas competentes el ejercicio de las facultades otorgadas por ley. 
ARTICULO 18º-Legitimación. Puede dirigirse al Defensor del Pueblo toda persona 
física o jurídica que se considere afectada por los actos, hechos u omisiones 
previstos en el artículo 14. No constituye impedimento para ello la nacionalidad, 
residencia, internación en centro penitenciario o de reclusión y, en general, 
cualquier relación de dependencia con el Estado. 
CAPITULO II  
Tramitación de la queja  
ARTICULO 19º-Queja. Forma. Toda queja se debe presentar en forma escrita y 
firmada por el interesado, con indicación de su nombre, apellido y domicilio en el 
plazo máximo de un año calendario, contado a partir del momento en que 
ocurriere el acto, hecho u omisión motivo de la misma. 
No se requiere al interesado el cumplimiento de otra formalidad para presentar la 
queja. 
Todas las actuaciones ante el Defensor del Pueblo son gratuitas para el 
interesado, quien no está obligado a actuar con patrocinio letrado. 
ARTICULO 20º-Derivación. Facultad. Si la queja se formula contra personas, 
actos, hechos y omisiones que no están bajo la competencia del Defensor del 
Pueblo, o si se formula fuera del término previsto por el artículo 19, el Defensor del 
Pueblo está facultado para derivar la queja a la autoridad competente informando 
de tal circunstancia al interesado. 
ARTICULO 21º-Rechazo. Causales. El Defensor del Pueblo no debe dar curso a 
las quejas en los siguientes casos: 
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a) Cuando advierta mala fe, carencia de fundamentos, inexistencia de pretensión o 
fundamento fútil o trivial;  
b) Cuando, respecto de la cuestión planteada, se encuentre pendiente resolución 
administrativa o judicial.  
Puede rechazar también aquellas quejas cuya tramitación irrogue perjuicio al 
legítimo derecho de tercera persona. 
Si iniciada la actuación se interpusiere por persona interesada recurso 
administrativo o acción judicial, el Defensor del Pueblo debe suspender su 
intervención.  
Ninguno de los supuestos previstos por el presente artículo impide la investigación 
sobre los problemas generales planteados en las quejas presentadas. En todos 
los casos se comunicará al interesado la resolución adoptada.  
ARTICULO 22º-Irrecurribilidad. Interrupción. Las decisiones sobre la admisibilidad 
de las quejas presentadas son irrecurribles. 
La queja no interrumpe los plazos para interponer los recursos administrativos o 
acciones judiciales previstos por el ordenamiento jurídico. 
ARTICULO 23º-Procedimiento. Admitida la queja, el Defensor del Pueblo debe 
promover la investigación sumaria, en la forma que establezca la reglamentación, 
para el esclarecimiento de los supuestos de aquélla. En todos los casos debe dar 
cuenta de su contenido al organismo o entidad pertinente, a fin de que por 
intermedio de autoridad responsable y en el plazo máximo de treinta (30) días, se 
remita informe escrito. 
Tal plazo puede ser ampliado hasta un máximo de 60 días cuando concurran 
circunstancias que lo aconsejen a juicio del Defensor del Pueblo. 
Respondida la requisitoria, si las razones alegadas por el informante fueren 
justificadas a criterio del Defensor del Pueblo, éste dará por concluida la actuación 
comunicando al interesado la circunstancia. 
CAPITULO III  
Obligación de colaboración. Régimen de responsabilidad  
ARTICULO 24º-Obligación de colaboración. Todos los organismos públicos, 
persona físicas o jurídicas públicas o privadas están obligadas a prestar 
colaboración, con carácter preferente, a la Defensoría del Pueblo en sus 
investigaciones e inspecciones. 
A esos efectos el Defensor del Pueblo o sus adjuntos están facultados para: 
a) Solicitar expedientes, informes, documentos, antecedentes y todo otro elemento 
que estimen útil a los efectos de la fiscalización, dentro del término que se fije. No 
se puede oponer disposición alguna que establezca el secreto de lo requerido. La 
negativa sólo es justificada cuando ella se fundamenta en la salvaguarda de un 
interés atinente a la seguridad nacional.  
b) Realizar inspecciones, verificaciones y, en general, determinar la producción de 
toda otra medida probatoria conducente al esclarecimiento de la investigación. 
ARTICULO 25º-Obstaculización. Entorpecimiento. Todo aquel que impida la 
efectivización de una denuncia ante el Defensor del Pueblo u obstaculice las 
investigaciones a su cargo, mediante la negativa al envío de los informes 
requeridos o impida el acceso a expedientes o documentación necesaria para el 
curso de la investigación, incurre en el delito de desobediencia que prevé el 
artículo 240 del Código Penal. El Defensor del Pueblo debe dar traslado de los 
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antecedentes respectivos al Ministerio Público Fiscal para el ejercicio de las 
acciones pertinentes. 
La persistencia en una actitud entorpecedora de la labor de investigación de la 
Defensoría del Pueblo, por parte de cualquier organismo o autoridad 
administrativa, puede ser objeto de un informe especial cuando justificadas 
razones así lo requieran, además de destacarla en la sección correspondiente del 
Informe anual previsto en el artículo 31 de la presente ley. 
El defensor del pueblo puede requerir la intervención de la Justicia para obtener la 
remisión de la documentación que le hubiere sido negada por cualquier institución 
pública o privada. 
ARTICULO 26º-Hechos delictivos. Cuando el Defensor del Pueblo, en razón del 
ejercicio de las funciones propias de su cargo, tenga conocimiento de hechos 
presumiblemente delictivos de acción pública, los debe comunicar de inmediato al 
Procurador General de la Nación. Este deberá informar, en cualquier caso y de 
manera periódica al Defensor del Pueblo, o cuando éste lo solicite, el estado en 
que se hallan las actuaciones promovidas por su intermedio.  
TITULO III  
De las resoluciones 
CAPITULO UNICO  
Alcance de las resoluciones  
Comunicaciones. Informes 
ARTICULO 27º-Límites de su competencia. El Defensor del Pueblo no es 
competente para modificar, sustituir o dejar sin efecto las decisiones 
administrativas. Sin perjuicio de ello, puede proponer la modificación de los 
criterios utilizados para su producción. 
Si como consecuencia de sus investigaciones llega al convencimiento de que el 
cumplimiento riguroso de una norma puede provocar situaciones injustas o 
perjudiciales para los administrados, puede proponer al Poder Legislativo o a la 
administración pública la modificación de la misma. 
ARTICULO 28º-Advertencia y recomendaciones. Procedimiento. El Defensor del 
Pueblo puede formular con motivo de sus investigaciones, advertencias, 
recomendaciones, recordatorios de sus deberes legales y funcionales, y 
propuestas para la adopción de nuevas medidas. En todos los casos, los 
responsables estarán obligados a responder por escrito en el término máximo de 
un mes. 
Si formuladas las recomendaciones, dentro de un plazo razonable no se produce 
una medida adecuada en tal sentido por la autoridad administrativa afectada, o 
ésta no informe al Defensor del Pueblo de las razones que estime para no 
adoptarlas, éste puede poner en conocimiento del ministro del área, o de la 
máxima autoridad de la entidad involucrada, los antecedentes del asunto y las 
recomendaciones propuestas. 
Si tampoco así obtiene una justificación adecuada, debe incluir tal asunto en su 
informe anual o especial, con mención de los nombres de las autoridades o 
funcionarios que hayan adoptado tal actitud. 
ARTICULO 29º-Comunicación de la investigación. El Defensor del Pueblo debe 
comunicar al interesado el resultado de sus investigaciones y gestiones así como 
la respuesta que hubiese dado al organismo o funcionario implicados, salvo en el 
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caso que ésta por su naturaleza sea considerada como de carácter reservado o 
declarada secreta. 
Asimismo, debe poner en conocimiento de la Auditoría General de la Nación, en 
los casos que corresponda, los resultados de sus investigaciones en los 
organismos sometidos a su control. 
ARTICULO 30º-Relaciones con el Congreso. La comisión bicameral prevista en el 
inciso a) del artículo 2º, de la presente ley, es la encargada de relacionarse con el 
Defensor del Pueblo e informar a las Cámaras en cuantas ocasiones sea 
necesario. 
ARTICULO 31º-Informes. El Defensor del Pueblo da cuenta anualmente a las 
Cámaras de la labor realizada en un informe que les presenta antes del 31 de 
mayo de cada año. 
Cuando la gravedad o urgencia de los hechos lo aconsejen podrá presentar un 
informe especial. 
Copia de los informes mencionados debe ser enviada para su conocimiento al 
Poder Ejecutivo. 
ARTICULO 32º-Contenido del informe. El Defensor del Pueblo en su informe anual 
da cuenta del número y tipo de quejas presentadas; de aquellas que hubiesen sido 
rechazadas y sus causas, así como de las que fueron objeto de investigación y el 
resultado de las mismas. 
En el informe no deben constar datos personales que permitan la pública 
identificación de los interesados en el procedimiento investigador, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el artículo 26 . 
El informe debe contener un anexo, cuyos destinatarios serán las Cámaras, en el 
que se debe hacer constar la rendición de cuentas del presupuesto de la 
institución en el período que corresponda. 
En el informe anual, el Defensor del Pueblo puede proponer al Congreso de la 
Nación las modificaciones a la presente ley que resulten de su aplicación para el 
mejor cumplimiento de sus funciones. 
TITULO IV  
Recursos humanos y materiales 
CAPITULO UNICO  
Personal. Recursos económicos. Plazos 
ARTICULO 33º-Estructura. Funcionarios y empleados. Designación. Dentro de los 
noventa (90) días de promulgada la presente ley la comisión bicameral prevista en 
el artículo 2º debe establecer la estructura orgánica-funcional y administrativa de 
la Defensoría del Pueblo. 
Para cubrir todos los cargos de funcionarios y empleados de la Defensoría, el 
defensor del pueblo debe proponer a los presidentes de ambas Cámaras la 
nómina del personal que desea se le asigne funciones en dicho organismo. Ese 
personal debe revistar con anterioridad en la planta permanente de cualquiera de 
las Cámaras del Congreso Nacional. 
ARTICULO 34º-Reglamento interno. El reglamento interno de la Defensoría del 
Pueblo debe ser dictado por su titular y aprobado por la comisión prevista en el 
inciso a) del artículo 2º de la presente ley. 
ARTICULO 35º-Plazos. Modo del cómputo. Salvo disposición expresa en contrario 
los plazos previstos en esta ley se deben contar en días hábiles administrativos. 
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ARTICULO 36º-Presupuesto. Los recursos para atender todos los gastos que 
demande el cumplimiento de la presente ley provienen de las partidas que las 
leyes de presupuesto asignan al Poder Legislativo de la Nación.  
ARTICULO 37º-Comuníquese al Poder Ejecutivo.- 
 
LEY 24.314 Accesibilidad de personas con movilidad reducida.  
Modificación de la ley nº 22.431 
 
ARTICULO 1º -Sustitúyese el capítulo IV y sus artículos componentes 20 21 y 22 
por el siguiente texto: 

CAPITULO IV 
Accesibilidad al medio Físico 

Artículo 20-Establécese la prioridad de la supresión de barreras físicas en 
los ámbitos urbanos arquitectónicos y del transporte que se realicen o en los 
existentes que remodelen o sustituyan en forma total o parcial sus elementos 
constitutivos con le fin de lograr la accesibilidad para las personas con movilidad 
reducida y mediante la aplicación de las normas contenidas en el presente 
capítulo. 
A los fines de la presente ley. entiéndese por accesibilidad la posibilidad de las 
personas con movilidad reducida de gozar de las adecuadas condiciones de 
seguridad y autonomía como elemento primordial para el desarrollo de las 
actividades de la vida diaria sin restricciones derivadas del ámbito físico urbano, 
arquitectónico o del transporte. para su integración y equiparación de 
oportunidades. 
Entiéndese por barreras físicas urbanas las existentes en las vías y espacios libres 
públicos a cuya supresión se tenderá por el cumplimiento de los siguientes 
criterios: 
a) Itinerarios peatonales: contemplarán una anchura mínima en todo su recorrido 
que permita el paso de dos personas, una de ellas en silla de ruedas Los pisos 
serán antideslizantes sin resaltos ni aberturas que permitan el tropiezo de 
personas con bastones o sillas de ruedas. 
Los desniveles de todo tipo tendrán un diseño y grado de inclinación que permita 
la transitabilidad, utilización y seguridad de las personas con movilidad reducida: 
b) Escaleras y rampas: las escaleras deberán ser de escalones cuya dimensión 
vertical y horizontal facilite su utilización por personas con movilidad reducida y 
estarán dotadas de pasamanos Las rampas tendrán las características señaladas 
para los desniveles en el apartado a) 
c)Parques, jardines plazas y espacios libres: deberán observar en sus itinerarios 
peatonales las normas establecidas para los mismos en el apartado a). Los baños 
públicos deberán ser accesibles y utilizables por personas de movilidad reducida: 
d)Estacionamientos: tendrán zonas reservadas y señalizadas para vehículos que 
transporten personas con movilidad reducida cercanas a los accesos peatonales: 
e)Señales verticales y elementos urbanos varios: las señales de tráfico semáforos 
postes de iluminación y cualquier otro elemento vertical de señalización o de 
mobiliario urbano se dispondrán de forma que no constituyan obstáculos para los 
no videntes y para las personas que se desplacen en silla de ruedas: 
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f)Obras en la vía pública: Estarán señalizadas y protegidas por vallas estables y 
continuas y luces rojas permanentes, disponiendo los elementos de manera que 
los no videntes puedan detectar a tiempo la existencia del obstáculo. En las obras 
que reduzcan la sección transversal de la acera se deberá construir un itinerario 
peatonal alternativo con las características señaladas en el apartado a) 

Artículo 21.-Entiéndese por barreras arquitectónicas las existentes en los 
edificios de uso público sea su propiedad pública o privada. y en los edificios de 
vivienda: a cuya supresión tenderá por la observancia de los criterios contenidos 
en el presente artículo. 
Entiéndase por adaptabilidad, la posibilidad de modificar en el tiempo el medio 
físico con el fin de hacerlo completa y facilmente accesible a las personas con 
movilidad reducida. 
Entiéndese por practicabilidad la adaptación limitada a condiciones mínimas de los 
ámbitos básicos para ser utilizados por las personas con movilidad reducida. 
Entiéndese por visitabilidad la accesibilidad estrictamente limitada al Ingreso y uso 
de los espacios comunes y un local sanitario que permita la vida de relación de las 
personas con movilidad reducida: 
a) Edificios de uso público: deberán observar en general la accesibilidad y 
posibilidad de uso en todas sus partes por personas de movilidad reducida y en 
particular la existencia de estacionamientos reservados y señalizados para 
vehículos que transporten a dichas personas cercanos a los accesos peatonales; 
por lo menos un acceso al interior del edificio desprovisto de barreras 
arquitectónicas espacios de circulación horizontal que permitan el desplazamiento 
y maniobra de dichas personas al igual que comunicación vertical accesible y 
utilizable por las mismas mediante elementos constructivos o mecánicos y 
servicios sanitarios adaptados. Los edificios destinados a espectáculos deberán 
tener zonas reservadas, señalizadas y adaptadas al uso por personas con sillas 
de ruedas. Los edificios en que se garanticen plenamente las condiciones de 
accesibilidad ostentarán en su exterior un símbolo indicativo de tal hecho. Las 
áreas sin acceso de público o las correspondientes a edificios industriales y 
comerciales tendrán los grados de adaptabilidad necesarios para permitir el 
empleo de personas con movilidad reducida. 
b) Edificios de viviendas: las viviendas colectivas con ascensor deberán contar con 
un itinerario practicable por las personas con movilidad reducida, que una la 
edificación con la vía pública y con las dependencias de uso común. Asimismo 
deberán observar en su diseño y ejecución o en su remodelación la adaptabilidad 
a las personas con movilidad reducida en los términos y grados que establezca la 
reglamentación. 
En materia de diseño y ejecución o remodelación de viviendas individuales, los 
códigos de edificación han de observar las disposiciones de la presente ley y su 
reglamentación. 
En las viviendas colectivas existentes a la fecha de sanción de la presente ley, 
deberán desarrollarse condiciones de adaptabilidad y practicabilidad en los grados 
y plazos que establezca la reglamentación. 

Artículo 22 -Entiéndese por barreras en los transportes aquellas existentes 
en el acceso y utilización de los medios de transporte público terrestres, aéreos y 
acuáticos de corta, media y larga distancia y aquellas que dificulten el uso de 
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medios propios de transporte por las personas con movilidad educida a cuya 
supresión se tenderá por observancia de los siguientes criterios: 
a) Vehículos de transporte público tendrán dos asientos reservados señalizados y 
cercanos a la puerta por cada coche, para personas con movilidad reducida. 
Dichas personas estarán autorizadas para descender por cualquiera de las 
puertas. Los coches contarán con piso antideslizante y espacio para ubicación de 
bastones, muletas, sillas de ruedas y otros elementos de utilización por tales 
personas. En los transportes aéreos deberá privilegiarse la asignación de 
ubicaciones próximas a los accesos para pasajeros con movilidad reducida. 
Las empresas de transporte colectivo terrestre sometidas al contralor de autoridad 
nacional deberán transportar gratuitamente a las personas con movilidad reducida 
en el trayecto que medie entre el domicilio de las mismas y el establecimiento 
educacional y/o de rehabilitación a los que deban concurrir. La reglamentación 
establecerá las comodidades que deben otorgarse a las mismas, las 
características de los pases que deberán exhibir y las sanciones aplicables a los 
transportistas en caso de inobservancia de esta norma. La franquicia será 
extensiva a un acompañante en caso de necesidad documentada. 
Las empresas de transportes deberán incorporar gradualmente en los plazos y 
proporciones que establezca la reglamentación, unidades especialmente 
adaptadas para el transporte de personas con movilidad reducida: 
b)Estaciones de transportes: contemplarán un itinerario peatonal con las 
características señaladas en el artículo 20 apartado a). en toda su extensión; 
bordes de andenes de textura reconocible y antideslizante: paso alternativo a 
molinetes; los sistemas de anuncios por parlantes y servicios sanitarios 
adaptados. En los aeropuertos se preverán sistemas mecánicos de ascenso y 
descenso de pasaje con movilidad reducida en el caso que no hubiera métodos 
alternativos. 
c) Transportes propios: las personas con movilidad reducida tendrán derecho a 
libre transito y estacionamiento de acuerdo a lo que establezcan las respectivas 
disposiciones municipales las que no podrán excluir de esas franquicias a los 
automotores patentados en otras jurisdicciones. Dichas franquicias serán 
acreditadas por el distintivo de Identificación a que se refiere el artículo 12 de la 
ley 19.279. 
 
ARTICULO 2º- Agrégase al final del artículo 28 de la ley 22.431 el siguiente texto: 
Las prioridades y plazos de las adecuaciones establecidas en los artículos 20 y 21 
relativas a barreras urbanas y en edificios de uso público serán determinadas por 
la reglamentación, pero su ejecución total no podrá exceder un plazo de tres (3) 
años desde la fecha de sanción de la presente ley. 
En toda obra nueva o de remodelación de edificios de vivienda, la aprobación de 
los planos requerirá imprescindiblemente la inclusión en los mismos de las normas 
establecidas en el artículo 21 apartado b), su reglamentación y las respectivas 
disposiciones municipales en la materia. 
Las adecuaciones establecidas en el transporte público por el artículo 22 
apartados a) y b) deberán ejecutarse en un plazo máximo de un año a partir de 
reglamentada la presente. Su incumplimiento podrá determinar la cancelación del 
servicio. 
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ARTICULO 3º-Agréguese al final del artículo 27 el siguiente texto: 
Asimismo, se invitará a las provincias a adherir y/o a incorporar en sus respectivas 
normativas los contenidos de los artículos 20. 21 y 22 de la presente. 
 
ARTICULO 4°-Deróganse las disposiciones de las leyes 13.512 y 19.279 que se 
opongan a la presente, así como toda otra norma a ella contraria. 
 
ARTICULO 5º -Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
 
LEY 24.382 Día Nacional de Lucha en Contra de las Discriminaciones 
 
Artículo 1º - Instituyese el día 17 de marzo del calendario anual de nuestro país, 
como el “Día Nacional de Lucha en Contra de las Discriminaciones”. 
 
Artículo 2º - El Poder Ejecutivo a través de la Secretaría de Derechos Humanos de 
la Nación, promoverá y facilitará a instituciones intermedias todo el material y 
apoyo necesario para la divulgación de la presente conmemoración 
 
Artículo 3º - Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
 
LEY 24.515 Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el 
Racismo 
 
Creación, objeto y Domicilio. Atribuciones y Funciones. Autoridades. Recursos. 
Disposiciones Finales.  
Sancionada: Julio 5 de 1995.  
Promulgada de Hecho: Julio 28 de 1995.  
B.O.: 3/8/95  
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc., sancionan con fuerza de Ley:  
CAPITULO I  
CREACION, OBJETO Y DOMICILIO  
ARTICULO 1º -Créase el Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia 
y el Racismo (INADI), como entidad descentralizada en jurisdicción del Ministerio 
del Interior.  
ARTICULO 2º -El INADI tendrá por objeto elaborar políticas nacionales y medidas 
concretas para combatir la discriminación, la xenofobia y el racismo, impulsando y 
llevando a cabo acciones a tal fin.  
ARTICULO 3º -El INADI funcionará en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires.  
CAPITULO II  
ATRIBUCIONES Y FUNCIONES  
ARTICULO 4º -Corresponde al INADI:  
a) Actuar como organismo de aplicación de la presente ley, velando por su 
cumplimiento y la consecución de sus objetivos, a través del análisis de la realidad 
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nacional en materia de discriminación, xenofobia y racismo y la elaboración de 
informes y propuestas con respecto a dichos temas;  
b) Difundir los principios normados por la Ley 23.592, normas concordantes y 
complementarias, así como los resultados de los estudios que realice o promueva 
y las propuestas que formule;  
c) Diseñar e impulsar campañas educativas tendientes a la valorización del 
pluralismo social y cultural, y a la eliminación de actitudes discriminatorias, 
xenofóbicas o racistas; participando en la ejecución de esas campañas;  
d) Recopilar y mantener actualizada la información sobre el Derecho Internacional 
y extranjero en materia de discriminación, xenofobia y racismo, estudiar esos 
materiales y elaborar informes comparativos sobre los mismos;  
e) Recibir y centralizar denuncias sobre conductas discriminatorias, xenofóbicas o 
racistas y llevar un registro de ellas;  
f) Constituir un registro en el que se reunirán todos los documentos, pruebas y 
evidencias vinculadas con los objetivos del INADI;  
g) Brindar un servicio de asesoramiento integral y gratuito para personas o grupos 
discriminados o víctimas de xenofobia o racismo;  
h) Proporcionar patrocinio gratuito y, a pedido de parte interesada, solicitar vistas 
de las actuaciones judiciales o administrativas relativas a los temas de su 
competencia;  
i) Proporcionar al Ministerio Público y a los tribunales judiciales asesoramiento 
técnico especializado en los asuntos relativos a la temática de su competencia;  
j) Informar a la opinión pública sobre actitudes y conductas discriminatorias, 
xenofóbicas o racistas que pudieran manifestarse en cualquier ámbito de la vida 
nacional, especialmente en las áreas de educación, salud, acción social y empleo; 
provengan ellas de autoridades públicas o entidades o personas privadas;  
k) Constatar -prima facie- la existencia en el territorio argentino de personas que 
durante la Segunda Guerra Mundial o que posteriormente a ella participaron en el 
exterminio de pueblos, o en la muerte y persecución de personas o grupos de 
personas a causa de su raza, religión, nacionalidad u opinión política; y cuando 
corresponda, efectuar las denuncias ante las autoridades competentes;  
l) Promover e impulsar cuando existan suficientes evidencias y de acuerdo a lo 
previsto en el artículo 43 de la Constitución Nacional, las acciones judiciales y 
administrativas pertinentes con relación a las personas comprendidas en el inciso 
anterior;  
m) Establecer vínculos de colaboración con organismos nacionales o extranjeros, 
públicos o privados, que tengan similares objetivos a los asignados al presente 
Instituto;  
n) Proponer, al organismo competente, la celebración de nuevos tratados sobre 
extradición;  
ñ) Celebrar convenios con organismos y/o entidades públicas o privadas, 
nacionales o internacionales, a efectos de propender a dar cabal cumplimiento a 
los objetivos asignados a este Instituto.  
ARTICULO 5º -El INADI podrá solicitar al Archivo General de la Nación y a todos 
los organismos del Estado Nacional y de los Estados Provinciales la consulta y 
extracción de fotocopias de la documentación relacionada con la existencia en el 
territorio argentino de personas que durante la Segunda Guerra Mundial, o que 



 82 

posteriormente a ella, participaron en el exterminio de pueblos, o en la muerte y 
persecución de personas a causa de su raza, religión, nacionalidad u opinión 
política.  
CAPITULO III  
AUTORIDADES  
Sección Primera - Órganos  
ARTICULO 6º -El INADI estará dirigido y administrado por un Directorio, asistido 
por un Consejo Asesor con funciones consultivas.  
Sección Segunda - Directorio  
ARTICULO 7º -El Directorio estará integrado por nueve miembros: un (1) 
Presidente, un (1) Vicepresidente y siete (7) Directores.  
ARTICULO 8º -El Presidente y Vicepresidente serán designados por el Poder 
Ejecutivo Nacional a propuesta en terna por el Congreso de la Nación.  
ARTICULO 9º -El Directorio estará integrado por siete miembros. Cuatro 
Directores serán representantes del Poder Ejecutivo Nacional, correspondiendo 
uno a cada uno de los siguientes Ministerios: del Interior; de Relaciones 
Exteriores, Comercio Internacional y Culto; de Justicia; y de Educación. Las 
designaciones deberán recaer en uno de los subsecretarios de cada Ministerio y 
serán efectuadas por el Ministro respectivo.  
Los tres Directores restantes serán representantes de Organizaciones no 
Gubernamentales que cuenten con reconocida trayectoria en la lucha por los 
derechos humanos, contra la discriminación, la xenofobia y el racismo y se 
encuentren incorporadas en un registro especial público que se llevará en el 
Ministerio del Interior conforme establezca la reglamentación. Serán designados 
por el Ministerio del Interior a propuesta de las Organizaciones no 
Gubernamentales inscritas en el Registro previsto en este artículo y que resulten 
sorteadas. Durarán cuatro años en sus cargos.  
ARTICULO 10. -El Directorio tiene a su cargo la dirección y supervisión de las 
actividades del Instituto, y corresponde al mismo:  
a) Establecer los planes y programas de actividades del Instituto;  
b) Crear centros de estudios y capacitación; otorgar becas y promover la 
realización de estudios e investigaciones relacionadas con los fines del organismo;  
c) Aprobar su reglamento interno y dictar las normas relativas a la gestión 
administrativa y específica del Instituto;  
d) Proponer el presupuesto anual de gastos, cálculo de recursos y cuentas de 
inversión y elevarlo a las autoridades competentes para su aprobación;  
e) Aprobar la memoria y balance general al finalizar cada ejercicio;  
f) Elaborar y aprobar el reglamento interno del Consejo Asesor;  
g) Autorizar, de acuerdo con la normativa vigente en la materia, la contratación de 
servicios para la realización de tareas especiales que no puedan ser realizadas 
por el personal del organismo.  
ARTICULO 11. -El Directorio deberá sesionar por lo menos una vez por mes. La 
convocatoria la realizará el Presidente por medios fehacientes. Para sesionar y 
adoptar decisiones se requerirá como mínimo la presencia de cinco (5) miembros. 
Las decisiones se adoptarán por el voto de más de la mitad de los miembros 
presentes. En caso de empate, el Presidente tendrá doble voto.  
Sección Tercera - Presidente y Vicepresidente  
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ARTICULO 12. -Corresponde al Presidente:  
a) Coordinar y conducir el conjunto de las actividades del Instituto a efectos de 
lograr el mejor cumplimiento de los fines de la Ley N. 23.592, sus concordantes y 
complementarias, y de la presente;  
b) Nombrar, promover, remover y aplicar sanciones disciplinarias al personal del 
organismo, así como asignarle tareas y controlar su desempeño;  
c) Administrar los fondos del Instituto y llevar el inventario de todos sus bienes, de 
acuerdo con las normas establecidas por el Directorio y la legislación vigente en la 
materia;  
d) Ejercer la representación legal del Instituto en todos sus actos, pudiendo a tales 
fines delegar sus atribuciones en cualquier miembro del Directorio, y otorgar 
mandatos generales o especiales;  
e) Convocar y presidir las reuniones del Directorio, con voz y voto;  
f) Invitar a participar en las reuniones de Directorio, con voz pero sin voto, a los 
miembros del Consejo Asesor y representantes de sectores interesados cuando 
esté previsto tratar temas específicos de sus áreas de acción;  
g) Proponer al Directorio, con la previa conformidad del Consejo Asesor, los 
planes y programas de actividades del Instituto;  
h) Proponer al Directorio la creación de nuevas funciones, así como la 
modificación, ampliación o supresión de las existentes, y la celebración de 
convenios acordes con la finalidad del Instituto;  
i) Elaborar propuestas y documentos sobre todos los demás asuntos que sean 
competencia del Directorio; pudiendo adoptar por sí mismo decisiones cuando 
justificadas razones de urgencia lo exijan, debiendo dar cuenta de ello al Directorio 
en la primera reunión que se celebrase;  
j) Elaborar y proponer al Directorio, para su aprobación, el reglamento interno del 
Consejo Asesor;  
k) Proponer al Directorio la estructura orgánica-funcional del Instituto;  
l) Ejercer las demás atribuciones y funciones que el Directorio le delegue o 
encomiende.  
ARTICULO 13. -El Vicepresidente desempeñará las funciones que el Presidente le 
delegue o encomiende, y lo reemplazará en caso de ausencia, impedimento o 
vacancia del cargo.  
Sección Cuarta - Consejo Asesor  
ARTICULO 14. -El Consejo Asesor estará integrado por un máximo de diez (10) 
miembros, que se desempeñarán con carácter "ad honorem". Serán designados 
por el Ministerio del Interior y durarán cuatro (4) años en sus funciones.  
Las designaciones deberán recaer en personas representativas de 
Organizaciones no Gubernamentales y que cuenten con reconocida trayectoria en 
la lucha por los derechos humanos y contra la discriminación, la xenofobia y el 
racismo.  
El conjunto de los miembros del Consejo Asesor deberá reflejar la variedad de 
áreas o sectores afectados por las problemáticas de la discriminación, la xenofobia 
y el racismo.  
ARTICULO 15. -Corresponderá al Consejo Asesor proporcionar al Directorio 
asesoramiento sobre los asuntos de competencia del INADI, ante consultas 
concretas o por propia iniciativa.  
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CAPITULO IV  
RECURSOS  
ARTICULO 16. -Los recursos del INADI se integrarán con:  
a) Las partidas que se le asignen en el Presupuesto General de la Nación, 
Jurisdicción 30 - Ministerio del Interior;  
b) Los legados y donaciones que reciba, los cuales quedarán exentos de todo 
tributo, cualquiera sea su naturaleza;  
c) Todo tipo de aporte, subsidio o contribución en dinero o en especie proveniente 
de entidades oficiales o privadas; ya sean de equipamiento, gastos de 
funcionamiento o programas de actividades;  
d) Los intereses y rentas de sus bienes, el producto de la venta de publicaciones o 
de la cesión de derechos de propiedad intelectual;  
e) Todo otro ingreso compatible con la naturaleza y finalidades del organismo.  
CAPITULO V  
DISPOSICIONES FINALES  
ARTICULO 17. -El Instituto que por esta ley se crea continuará las gestiones del 
actual "Programa Contra la Discriminación", del Ministerio del Interior, quedándole 
afectados íntegramente sus bienes, personal, derechos y obligaciones.  
ARTICULO 18. -El Poder Ejecutivo Nacional reglamentará esta ley y adoptará las 
medidas necesarias para que el INADI se halle constituido y en funcionamiento en 
un plazo no mayor de noventa (90) días a partir de la fecha de promulgación de la 
presente.  
La reglamentación deberá incluir las causales de remoción de los miembros del 
Directorio y del Consejo Asesor.  
ARTICULO 19. -La presente ley entrará en vigencia el día de su promulgación.  
ARTICULO 20. -Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.  
 
 
LEY 24.901 Sistema de prestaciones básicas en habilitación y rehabilitación 
integral a favor de las personas con discapacidad 
 

Sistema de prestaciones básicas en habilitación y rehabilitación  
integral a favor de las personas con discapacidad 

CAPITULO I  
Objetivo  
ARTICULO 1º-Institúyese por la presente ley un sistema de prestaciones básicas 
de atención integral a favor de las personas con discapacidad, contemplando 
acciones de prevención, asistencia, promoción y protección, con el objeto de 
brindarles una cobertura integral a sus necesidades y requerimientos.  
CAPITULO II  
Ámbito de aplicación  
ARTICULO 2º-Las obras sociales, comprendiendo por tal concepto las entidades 
enunciadas en el artículo 1º de la ley 23.660, tendrán a su cargo con carácter 
obligatorio, la cobertura total de las prestaciones básicas enunciadas en la 
presente ley, que necesiten las personas con discapacidad afiliadas a las mismas.  
ARTICULO 3º-Modifícase, atento la obligatoriedad a cargo de las obras sociales 
en la cobertura determinada en el artículo 2º de la presente ley, el artículo 4º, 
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primer párrafo de la ley 22.431, en la forma que a continuación se indica:  
El Estado, a través de sus organismos, prestará a las personas con discapacidad 
no incluidas dentro del sistema de las obras sociales, en la medida que aquellas o 
las personas de quienes dependan no puedan afrontarlas, los siguientes servicios.  
ARTICULO 4º - Las personas con discapacidad que carecieren de cobertura de 
obra social tendrán derecho al acceso a la totalidad de las prestaciones básicas 
comprendidas en la presente norma, a través de los organismos dependientes del 
Estado.  
ARTICULO 5º-Las obras sociales y todos aquellos organismos objeto de la 
presente ley, deberán establecer los mecanismos necesarios para la capacitación 
de sus agentes y la difusión a sus beneficiarios de todos los servicios a los que 
pueden acceder, conforme al contenido de esta norma.  
ARTICULO 6º-Los entes obligados por la presente ley brindarán las prestaciones 
básicas a sus afiliados con discapacidad mediante servicios propios o contratados, 
los que se evaluarán previamente de acuerdo a los criterios definidos y 
preestablecidos en la reglamentación pertinente.  
ARTICULO 7º-Las prestaciones previstas en esta ley se financiarán del siguiente 
modo. Cuando se tratare de: 
a) Personas beneficiarias del Sistema Nacional del Seguro de Salud 
comprendidas en el inciso a) del artículo 5º de la ley 23.661, con excepción de las 
incluidas en el inciso b) del presente artículo, con recursos provenientes del Fondo 
Solidario de Redistribución a que se refiere el artículo 22 de esa misma ley:  
b) Jubilados y pensionados del Régimen Nacional de Previsión y del Sistema 
Integrado de Jubilaciones y Pensiones, con los recursos establecidos en la ley 
19.032, sus modificatorias y complementarias, 
c) Personas comprendidas en el artículo 49 de la ley 24.241, con recursos 
provenientes del Fondo para Tratamiento de Rehabilitación Psicofísica y 
Recapacitación Laboral previsto en el punto 6 del mismo artículo;  
d) Personas beneficiarias de las prestaciones en especie previstas en el artículo 
20 de la ley 24.557 estarán a cargo de las aseguradoras de riesgo del trabajo o del 
régimen de autoseguro comprendido en el artículo 30 de la misma ley;  
e) Personas beneficiarias de pensiones no contributivas y/o graciables por 
invalidez, excombatientes ley 24.310 y demás personas con discapacidad no 
comprendidas en los incisos precedentes que no tuvieren cobertura de obra social, 
en la medida en que las mismas o las personas de quienes dependan no puedan 
afrontarlas, con los fondos que anualmente determine el presupuesto general de la 
Nación para tal fin. 
ARTICULO 8º-El Poder Ejecutivo propondrá a las provincias la sanción en sus 
jurisdicciones de regímenes normativos que establezcan principios análogos a los 
de la de la presente ley. 
CAPITULO III 
Población beneficiaria  
ARTICULO 9º-Entiéndese por persona con discapacidad, conforme lo establecido 
por el artículo 2º de la ley 22.431, a toda aquella que padezca una alteración 
funcional permanente o prolongada, motora, sensorial o mental, que en relación a 
su edad y medio social implique desventajas considerables su integración familiar, 
social, educacional o laboral. 
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ARTICULO 10.-A los efectos de la presente ley, la discapacidad deberá 
acreditarse conforme a lo establecido por el artículo 3º de la ley 22.431 y por leyes 
provinciales análogas: 
ARTICULO 11.- Las personas con discapacidad afiliadas a obras sociales 
accederán a través de las mismas, por medio de equipos interdisciplinarios 
capacitados a tales efectos, a acciones de evaluación y orientación individual, 
familiar y grupal, programas preventivo-promocionales de carácter comunitario, y 
todas aquellas acciones que favorezcan la integración social de las personas con 
discapacidad y su inserción en el sistema de prestaciones básicas. 
ARTICULO 12.-La permanencia de una persona con discapacidad en un servicio 
determinado deberá pronosticarse estimativamente de acuerdo a las pautas que 
establezca el equipo interdisciplinario y en concordancia con los postulados 
consagrados en la presente ley. 
Cuando una persona con discapacidad presente cuadros agudos que le 
imposibiliten recibir habilitación o rehabilitación deberá ser orientada a servicios 
específicos.  
Cuando un beneficiario presente evidentes signos de detención o estancamiento 
en su cuadro general evolutivo, en los aspectos terapéuticos, educativos o 
rehabilitatorios, y se encuentre en una situación de cronicidad, el equipo 
interdisciplinario deberá orientarlo invariablemente hacia otro tipo de servicio 
acorde con sus actuales posibilidades. 
Asimismo, cuando una persona con discapacidad presente signos de evolución 
favorable, deberá orientarse a un servicio que contemple su superación.  
ARTICULO 13.-Los beneficiarios de la presente ley que se vean imposibilitados 
por diversas circunstancias de usufructuar del traslado gratuito en transportes 
colectivos entre su domicilio y el establecimiento educacional o de rehabilitación 
establecido por el artículo 22 inciso a) de la ley 24.314, tendrán derecho a requerir 
de su cobertura social un transporte especial, con el auxilio de terceros cuando 
fuere necesario. 
CAPITULO IV 
Prestaciones básicas  
ARTICULO 14.-Prestaciones preventivas. La madre y el niño tendrán garantizados 
desde el momento de la concepción, los controles, atención y prevención 
adecuados para su óptimo desarrollo físico-psíquico y social. 
En caso de existir además, factores de riesgo, se deberán extremar los esfuerzos 
en relación con los controles, asistencia, tratamientos y exámenes 
complementarios necesarios, para evitar patología o en su defecto detectarla 
tempranamente.  
Si se detecta patología discapacitante en la madre o el feto, durante el embarazo o 
en el recién nacido en el período perinatal, se pondrán en marcha además, los 
tratamientos necesarios para evitar discapacidad o compensarla, a través de una 
adecuada estimulación y/u otros tratamientos que se puedan aplicar.  
En todos los casos, se deberá contemplar el apoyo psicológico adecuado del 
grupo familiar.  
ARTICULO 15.-Prestaciones de rehabilitación. Se entiende por prestaciones de 
rehabilitación aquellas que mediante el desarrollo de un proceso continuo y 
coordinado de metodologías y técnicas específicas, instrumentado por un equipo 
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multidisciplinario, tienen por objeto la adquisición y/o restauración de aptitudes e 
intereses para que una persona con discapacidad, alcance el nivel psicofísico y 
social más adecuado para lograr su integración social; a través de la recuperación 
de todas o la mayor parte posible de las capacidades motoras, sensoriales, 
mentales y/o viscerales, alteradas total o parcialmente por una o más afecciones, 
sean estas de origen congénito o adquirido (traumáticas, neurológicas, 
reumáticas, infecciosas, mixtas o de otra índole), utilizando para ello todos los 
recursos humanos y técnicos necesarios. 
En todos los casos se deberá brindar cobertura integral en rehabilitación, 
cualquiera fuere el tipo y grado de discapacidad, con los recursos humanos, 
metodologías y técnicas que fuere menester, y por el tiempo y las etapas que cada 
caso requiera.  
ARTICULO 16.-Prestaciones terapéuticas educativas. Se entiende por 
prestaciones terapéuticas educativas, a aquellas que implementan acciones de 
atención tendientes a promover la restauración de conductas desajustadas, 
adquisición de adecuados niveles de autovalimiento e independencia, e 
incorporación de nuevos modelos de interacción, mediante el desarrollo 
coordinado de metodologías y técnicas de ámbito terapéutico-pedagógico y 
recreativo. 
ARTICULO 17.-Prestaciones educativas. Se entiende por prestaciones educativas 
a aquellas que desarrollan acciones de enseñanza- aprendizaje mediante una 
programación sistemática específicamente diseñada, para realizarlas en un 
período predeterminado e implementarlas según requerimientos de cada tipo de 
discapacidad.  
Comprende escolaridad, en todos sus tipos, capacitación laboral, talleres de 
formación laboral y otros. Los programas que se desarrollen deberán estar 
inscriptos y supervisados por el organismo oficial competente que correspondiere.  
ARTICULO 18.-Prestaciones asistenciales. Se entiende por prestaciones 
asistenciales a aquellas que tienen por finalidad la cobertura de los requerimientos 
básicos esenciales de la persona con discapacidad (habitat-alimentación atención 
especializada) a los que se accede de acuerdo con el tipo de discapacidad y 
situación socio-familiar que posea el demandante. 
Comprenden sistemas alternativos al grupo familiar a favor de las personas con 
discapacidad sin grupo familiar o con grupo familiar no continente.  
CAPITULO V 
Servicios específicos  
ARTICULO 19.-Los servicios específicos desarrollados en el presente capítulo al 
solo efecto enunciativo, integrarán las prestaciones básicas que deberán brindarse 
a favor de las personas con discapacidad en concordancia con criterios de 
patología (tipo y grado), edad y situación socio-familiar, pudiendo ser ampliados y 
modificados por la reglamentación.  
La reglamentación establecerá los alcances y características específicas de estas 
prestaciones.  
ARTICULO 20.-Estimulación temprana. Estimulación temprana es el proceso 
terapéutico -educativo que pretende promover y favorecer el desarrollo armónico 
de las diferentes etapas evolutivas del niño con discapacidad. 
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ARTICULO 21.-Educación inicial. Educación inicial es el proceso educativo 
correspondiente a la primera etapa de la escolaridad, que se desarrolla entre los 3 
y 6 años, de acuerdo con una programación especialmente elaborada y aprobada 
para ello. Puede implementarse dentro de un servicio de educación común, en 
aquellos casos que la integración escolar sea posible e indicada.  
ARTICULO 22.-Educación general básica. Educación general básica es el proceso 
educativo programado y sistematizado que se desarrolla entre los 6 y 14 años de 
edad aproximadamente, o hasta la finalización del ciclo, dentro de un servicio 
escolar especial o común.  
El límite de edad no implica negar el acceso a la escolaridad a aquellas personas 
que, por cualquier causa o motivo, no hubieren recibido educación.  
El programa escolar que se implemente deberá responder a lineamientos 
curriculares aprobados por los organismos oficiales competentes en materia de 
educación y podrán contemplar los aspectos de integración en escuela común, en 
todos aquellos casos que el tipo y grado de discapacidad así lo permita.  
ARTICULO 23.-Formación laboral. Formación laboral es el proceso de 
capacitación cuya finalidad es la preparación adecuada de una persona con 
discapacidad para su inserción en el mundo del trabajo.  
El proceso de capacitación es de carácter educativo y sistemático y para ser 
considerado como tal debe contar con un programa específico, de una duración 
determinada y estar aprobado por organismos oficiales competentes en la materia.  
ARTICULO 24.-Centro de día. Centro de día es el servicio que se brindará al niño, 
joven o adulto con discapacidad severa o profunda, con el objeto de posibilitar el 
más adecuado desempeño en su vida cotidiana, mediante la implementación de 
actividades tendientes a alcanzar el máximo desarrollo posible de sus 
potencialidades.  
ARTICULO 25.-Centro educativo terapéutico. Centro educativo terapéutico es el 
servicio que se brindará a las personas con discapacidad teniendo como objeto la 
incorporación de conocimiento y aprendizaje de carácter educativo a través de 
enfoques, metodologías y técnicas de carácter terapéutico. 
El mismo está dirigido a niños y jóvenes cuya discapacidad motriz, sensorial y 
mental, no les permita acceder a un sistema de educación especial sistemático y 
requieren este tipo de servicios para realizar un proceso educativo adecuado a sus 
posibilidades.  
ARTICULO 26.-Centro de rehabilitación psicofísica. Centro de rehabilitación 
psicofísica es el servicio que se brindará en una Institución especializada en 
rehabilitación mediante equipos interdisciplinarios, y tiene por objeto estimular, 
desarrollar y recuperar al máximo nivel posible las capacidades remanentes de 
una persona con discapacidad. 
ARTICULO 27.-Rehabilitación motora. Rehabilitación motora es el servicio que 
tiene por finalidad la prevención, diagnóstico y tratamiento de las enfermedades 
discapacitantes de orden predominantemente motor. 
a) Tratamiento rehabilitatorio: las personas con discapacidad ocasionada por 
afecciones neurológicas, osteo-articulomusculares, traumáticas, congénitas, 
tumorales, inflamatorias, infecciosas, metabólicas, vasculares o de otra causa, 
tendrán derecho a recibir atención especializada, con la duración y alcances que 
establezca la reglamentación: 
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b) Provisión de órtesis, prótesis, ayudas técnicas u otros aparatos ortopédicos: se 
deberán proveer los necesarios de acuerdo con las características del paciente, el 
período evolutivo de la discapacidad, la integración social del mismo y según 
prescripción del médico especialista en medicina física y rehabilitación y/o equipo 
tratante o su eventual evaluación ante la prescripción de otro especialista.  
ARTICULO 28. - Las personas con discapacidad tendrán garantizada una atención 
odontológica integral, que abarcará desde la atención primaria hasta las técnicas 
quirúrgicas complejas y de rehabilitación.  
En aquellos casos que fuere necesario, se brindará la cobertura de un anestesista.  
CAPITULO VI 
Sistemas alternativos al grupo familiar 
ARTICULO 29. -En concordancia con lo estipulado en el artículo 11 de la presente 
ley, cuando una persona con discapacidad no pudiere permanecer en su grupo 
familiar de origen, a su requerimiento o el de su representante legal, podrá 
incorporarse a uno de los sistemas alternativos al grupo familiar, entendiéndose 
por tales a: residencias, pequeños hogares y hogares.  
Los criterios que determinarán las características de estos recursos serán la edad, 
tipo y grado de discapacidad, nivel de autovalimiento e independencia.  
ARTICULO 30.-Residencia. Se entiende por residencia al recurso institucional 
destinado a cubrir los requerimientos de vivienda de las personas con 
discapacidad con suficiente y adecuado nivel de autovalimiento e independencia 
para abastecer sus necesidades básicas.  
La residencia se caracteriza porque las personas con discapacidad que la habitan, 
poseen un adecuado nivel de autogestión, disponiendo por si mismas la 
administración y organización de los bienes y servicios que requieren para vivir.  
ARTICULO 31.-Pequeños hogares. Se entiende por pequeño hogar al recurso 
institucional a cargo de un grupo familiar y destinado a un número limitado de 
menores, que tiene por finalidad brindar cobertura integral a los requerimientos 
básicos esenciales para el desarrollo de niños y adolescentes con discapacidad, 
sin grupo familiar propio o con grupo familiar no continente. 
ARTICULO 32.-Hogares. Se entiende por hogar al recurso institucional que tiene 
por finalidad brindar cobertura integral a los requerimientos básicos esenciales 
(vivienda, alimentación, atención especializada) a personas con discapacidad sin 
grupo familiar propio o con grupo familiar no continente.  
El hogar estará dirigido preferentemente a las personas cuya discapacidad y nivel 
de autovalimiento e independencia sea dificultosa a través de los otros sistemas 
descritos, y requieran un mayor grado de asistencia y protección.  
CAPITULO VII  
Prestaciones complementarias.  
ARTICULO 33.-Cobertura económica. Se otorgará cobertura económica con el fin 
de ayudar económicamente a una persona con discapacidad y/o su grupo familiar 
afectados por una situación económica deficitaria, persiguiendo los siguientes 
objetivos:  
a) Facilitar la permanencia de la persona con discapacidad en el ámbito social 
donde reside o elija vivir; 
b) Apoyar económicamente a la persona con discapacidad y su grupo familiar ante 
situaciones atípicas y de excepcionalidad, no contempladas en las distintas 
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modalidades de las prestaciones normadas en la presente ley, pero esenciales 
para lograr su habilitación y/o rehabilitación e inserción socio-laboral, y posibilitar 
su acceso a la educación, capacitación y/o rehabilitación.  
El carácter transitorio del subsidio otorgado lo determinará la superación, 
mejoramiento o agravamiento de la contingencia que lo motivó, y no plazos 
prefijados previamente en forma taxativa.  
ARTICULO 34.-Cuando las personas con discapacidad presentaren dificultades en 
sus recursos económicos y/o humanos para atender sus requerimientos cotidianos 
y/o vinculados con su educación, habilitación, rehabilitación y/o reinserción social, 
las obras sociales deberán brindar la cobertura necesaria para asegurar la 
atención especializada domiciliaria que requieren, conforme la evaluación y 
orientación estipulada en el artículo 11 de la presente ley.  
ARTICULO 35.-Apoyo para acceder a las distintas prestaciones. Es la cobertura 
que tiende a facilitar y/o permitir la adquisición de elementos y/o instrumentos de 
apoyo que se requieren para acceder a la habilitación y/o rehabilitación, 
educación, capacitación laboral y/o inserción social, inherente a las necesidades 
de las personas con discapacidad. 
ARTICULO 36.-Iniciación laboral. Es la cobertura que se otorgará por única vez a 
la persona con discapacidad una vez finalizado su proceso de habilitación, 
rehabilitación y/o capacitación, y en condiciones de desempeñarse laboralmente 
en una tarea productiva, en forma individual y/o colectiva, con el objeto de 
brindarle todo el apoyo necesario, a fin de lograr su autonomía e integración 
social.  
ARTICULO 37.-Atención psiquiátrica. La atención psiquiátrica de las personas con 
discapacidad se desarrolla dentro del marco del equipo multidisciplinario y 
comprende la asistencia de los trastornos mentales, agudos o crónicos, ya sean 
estos la única causa de discapacidad o surjan en el curso de otras enfermedades 
discapacitantes, como complicación de las mismas y por lo tanto interfieran los 
planes de rehabilitación. 
Las personas con discapacidad tendrán garantizada la asistencia psiquiátrica 
ambulatoria y la atención en internaciones transitorias para cuadros agudos, 
procurando para situaciones de cronicidad, tratamientos integrales, psicofísicos y 
sociales, que aseguren su rehabilitación e inserción social.  
También se cubrirá el costo total de los tratamientos prolongados, ya sean 
psicofarmacológicos o de otras formas terapéuticas.  
ARTICULO 38.-En caso que una persona con discapacidad requiriera, en función 
de su patología, medicamentos o productos dietoterápicos específicos y que no se 
produzcan en el país, se le reconocerá el costo total de los mismos.  
ARTICULO 39.-Será obligación de los entes que prestan cobertura social, el 
reconocimiento de los siguientes servicios a favor de las personas con 
discapacidad:  
a) Atención a cargo de especialistas que no pertenezcan a su cuerpo de 
profesionales y deban intervenir imprescindiblemente por las características 
específicas de la patología, conforme así o determine las acciones de evaluación y 
orientación estipuladas en el artículo 11 de la presente ley:  
b) Aquellos estudios de diagnóstico y de control que no estén contemplados 
dentro de los servicios que brinden los entes obligados en la presente ley, 
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conforme así lo determinen las acciones de evaluación y orientación estipuladas 
en el artículo 11 de la presente ley: 
c) Diagnóstico, orientación y asesoramiento preventivo para los miembros del 
grupo familiar de pacientes que presentan patologías de carácter genético-
hereditario.  
ARTICULO 40.-El Poder Ejecutivo reglamentará las disposiciones de la presente 
ley dentro de los ciento ochenta días de su promulgación.  
ARTICULO 41.-Comuníquese al Poder Ejecutivo.  
 
 
LEY 25.013 Reforma Laboral 
 
Art. 11: Será considerado despido discriminatorio el originado en motivos de raza, 
sexo y religión. 
En este supuesto la prueba estará a cargo de quién invoque la causal. La 
indemnización prevista en el art. 7 de esta ley se incrementará en un treinta ( 30) 
por ciento y no se aplicará el tope establecido en el segundo párrafo del mismo. 
 
 
Decreto 254/98 
 
Artículo 1º-Apruébase el "Plan para la Igualdad de Oportunidades entre Varones y 
Mujeres en el Mundo Laboral". que como Anexo I, forma parte integrante del 
presente Decreto. 
 
Art. 2º -El CONSEJO NACIONAL DE LA MUJER, organismo dependiente de la 
SECRETARIA 
GENERAL de la PRESIDENCIA DE LA NACION, tendrá a su cargo las tareas de 
coordinación 
del Plan que se aprueba por el artículo 1º. 
 
Art. 3º-Los organismos de la Administración Pública Nacional, centralizada y 
descentralizada, deberán en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones, adoptar 
todas las medidas que fuere menester a fin de dar cumplimiento a los objetivos 
enunciados en el Plan para la igualdad de Oportunidades entre Varones y Mujeres 
en el Mundo Laboral.  
 
 
                                                                ANEXO I 
    PLAN PARA LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES ENTRE VARONES Y 
MUJERES EN EL MUNDO LABORAL 
 
1.-ACORDAR ENTRE EL CONSEJO NACIONAL DE LA MUJER Y EL 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL PROPUESTAS A FIN DE 
PROMOVER LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES Y DE TRATO ENTRE 
MUJERES Y VARONES EN EL AMBITO DEL TRABAJO. 
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1.1. -Diseñar e implementar políticas, planes y programas operativos que 
promuevan la incorporación de la mujer al trabajo en igualdad de oportunidades y 
de trato con los varones. 
 
1.1.1.-Capacitar a quienes se encarguen del diseño, formulación y ejecución de 
programas y proyectos, para facilitar la equiparación de oportunidades de acceso 
y participación de las mujeres en el empleo y la formación profesional. 
 
1.1.2.-Asistir técnicamente a organismos gubernamentales y no gubernamentales 
para el diseño y formulación de proyectos de generación de puestos de trabajo, 
que contemplen las necesidades e intereses de las mujeres. 
 
1.1.3.-Diseñar y ejecutar un programa de orientación laboral para mujeres a nivel 
provincial y municipal para facilitar la búsqueda de empleo y la diversificación de 
opciones ocupacionales. 
 
1.1.4.-Impulsar la representación equitativa de las mujeres en los programas de 
empleo, incluidos los dirigidos a actividades no tradicionales. 
 
1.1.5.-Impulsar la incorporación de políticas de igualdad de oportunidades entre 
mujeres y varones en los acuerdos de integración regional. 
 
1.2.-Promover la formación profesional y técnica de las mujeres para la 
diversificación de sus opciones profesionales para que amplíen sus posibilidades 
de inserción laboral. 
 
1.2.1.-Garantizar la participación equitativa de las mujeres en los programas de 
capacitación o entrenamiento continuo. 
 
1.2.2.-Diseñar módulos que incorporen temas relacionados con el desarrollo 
personal y social de las mujeres, fortalecimiento grupal y organizacional y nuevas 
opciones profesionales. 
 
1.2.3.-Facilitar la incorporación de las mujeres, especialmente las más jóvenes, en 
todos los cursos de formación, incluidos los referidos a ocupaciones no 
tradicionales y a nuevas tecnologías. 
 
1.3- Promover la participación de las mujeres en la producción, estimulando su 
actividad emprendedora. 
 
1.3.1.-Desarrollar materiales y metodologías de inducción y acompañamiento para 
mujeres que quieran generar su propio empleo en forma individual o asociada. 
 
1.3.2.-Estimular la operatoria de líneas de financiación favorables para el 
desarrollo de microemprendimientos productivos liderados por mujeres. 
 



 93 

1.3.3.-Capacitar a las mujeres para la gestión y administración de su propio 
microemprendimiento, con el fin optimizar su competitividad para una mejor 
inserción en el mercado, en el medio urbano así como en el rural. 
 
1.4.-Difundir los derechos de las mujeres trabajadoras y estimular su ejercicio. 
 
1.4.1.-Difundir entre las mujeres trabajadoras y los empleadores, los derechos y 
obligaciones derivados de la relación laboral, con el fin de evitar y eliminar 
discriminaciones y aplicar el principio de igualdad de oportunidades. 
 
1.4.2.-Articular con las organizaciones sindicales y empresarias a efectos de 
definir estrategias con el fin de propiciar la aplicación del derecho a una 
remuneración igual por trabajo de igual valor, para varones y mujeres. 
 
1.4.3.-Propiciar la sanción de una normativa que penalice el acoso sexual en las 
relaciones de trabajo del sector privado. 
 
1.4.4.-Promover la regularización del empleo doméstico mediante la revisión de la 
legislación vigente, con el fin de favorecer los mecanismos de inserción laboral, 
disminuir los riesgos de marginalidad social y transparentar la relación laboral. 
 
1.5.-Generar instancias administrativas que garanticen la igualdad de 
oportunidades y de trato de las mujeres en las relaciones laborales. 
 
1.5.1.-Reforzar los órganos de control existentes en materia laboral para que 
vigilen el efectivo cumplimiento del principio de no discriminación de las mujeres 
en el ámbito laboral. 
 
1.5.2.-Capacitar a las personas destinadas a estas instancias sobre la legislación 
vigente en el país que garantiza la no discriminación de las mujeres en el trabajo. 
 
1.6.-Promover la conciliación de la vida familiar y laboral. 
 
1.6.1.-Elaborar propuestas de normativas que recojan las disposiciones de la Ley 
Nº 23.451, que ratifica el Convenio 156 de la OIT sobre trabajadores con 
responsabilidades familiares. 
 
1.6.2.-Elaborar propuestas tendientes a compatibilizar la legislación vigente a fin 
de incrementar la oferta de servicios y atención a la infancia, con horarios amplios 
y flexibles, utilizando recursos existentes y opciones disponibles. 
 
1.6.3.-Impulsar en el ámbito de la Administración Pública Nacional el cumplimiento 
del Decreto Nº 1363/97. 
 
1.7.-Analizar y difundir la situación y el aporte de las mujeres trabajadoras. 
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1.7.1.-Interesar a los organismos encargados de la producción de información 
sobre la necesidad de desagregar ampliamente por sexo los datos referentes al 
mercado de trabajo. 
 
1.7.2.-Diseñar indicadores que permitan transparentar la situación de las mujeres 
en el mercado de trabajo y la seguridad social. 
 
1.7.3.-Realizar estudios de diagnóstico sobre cantidad de mujeres en puestos 
jerárquicos, con poder de decisión y en actividades no tradicionales. Difundir los 
resultados. 
 
1.7.4.-Realizar estudios con el fin de ampliar el conocimiento de la situación de las 
mujeres en relación con el trabajo, identificando los obstáculos que se les 
presentan. 
 
1.7.5.-Realizar un relevamiento sobre la existencia y el funcionamiento de jardines 
maternales y guarderías. 
 
1.7.6.-Difundir los resultados de los estudios, análisis e investigaciones realizadas. 
 
1.8.-Efectuar el monitoreo y la evaluación de las intervenciones planificadas. 
 
1.8.1.-Elaborar indicadores específicos e instrumentos de evaluación para 
dimensionar y visualizar el grado de alcance de los objetivos propuestos, así como 
la eficacia y la eficiencia de la implementación del Plan, para efectuar las 
correcciones necesarias. 
 
1.8.2.- Realizar un análisis comparativo de los resultados obtenidos y los objetivos 
propuestos, con el fin de transferir las buenas prácticas identificadas a las Áreas 
Mujer provinciales. 
 
 
LEY 25.280  Aprobación de la Convención Interamericana para la Eliminación 
de todas las formas de Discriminación contra las personas con Discapacidad 
 
ARTICULO  1  -  Apruébase  la  CONVENCION  INTERAMERICANA  PARA LA 
ELIMINACION  DE  TODAS  LAS  FORMAS  DE  Discriminación  CONTRA LAS 
PERSONAS  CON  DISCAPACIDAD,  suscripta en Guatemala -REPUBLICA  DE 
GUATEMALA-  el  8 de junio de 1999,  que  consta  de  CATORCE  (14) artículos, 
cuya fotocopia  autenticada  forma  parte de la presente ley.  
 
 ARTICULO 2 - Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.  
 

ANEXO A: 
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CONVENCION INTERAMERICANA PARA LA ELIMINACION DE TODAS LAS 
FORMAS DE DISCRIMINACION CONTRA LAS PERSONAS CON 
DlSCAPACIDAD  
   
 ARTICULO I: Para  los  efectos de la presente Convención, se entiende  por: 1. 
Discapacidad  El  término  "discapacidad" significa una deficiencia física, mental o 
sensorial,  ya  sea  de  naturaleza permanente  o temporal,  que limita la 
capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de  la vida diaria, que 
puede ser causada o agravada por el entorno económico y social.2. 
Discriminación  contra  las  personas  con  discapacidad  a)  El término  
"discriminación"  contra  las  personas  con discapacidad" significa toda distinción, 
exclusión o restricción  basada  en  una discapacidad,    antecedente    de  
discapacidad,  consecuencia  de discapacidad anterior o percepción  de  una 
discapacidad presente o pasada,  que tenga el efecto o propósito de  impedir  o  
anular  el reconocimiento,  goce  o  ejercicio  por  parte de las personas con 
discapacidad,  de  sus derechos humanos y libertades  fundamentales. b)  No  
constituye  discriminación   la  distinción  o  preferencia adoptada  por  un  Estado 
parte a fin de  promover  la  integración social o el desarrollo  personal  de las 
personas con discapacidad, siempre que la distinción o preferencia  no  limite  en 
sí misma el derecho a la igualdad de las personas con discapacidad  y  que  los 
individuos  con  discapacidad  no  se  vean obligados a aceptar tal distinción  o  
preferencia.  En  los casos en  que  la legislación interna prevea la figura de la 
declaratoria de interdicción, cuando sea necesaria y apropiada para su  bienestar,  
ésta  no constituirá discriminación.  
 
 ARTICULO 2:Los  objetivos  de  la  presente  Convención  son  la prevención  y 
eliminación  de  todas  las  formas  de  discriminación contra  las personas con 
discapacidad y propiciar su plena  integración  en  la sociedad.  
 
 ARTICULO 3:Para  lograr los objetivos de esta Convención, los Estados Parte se 
comprometen  a: 1. Adoptar  las  medidas de carácter legislativo, social, educativo, 
laboral o de cualquier  otra  índole, necesarias para eliminar la discriminación 
contra las personas con discapacidad  y  propiciar su  plena  integración en la  
sociedad, incluidas las que se enumeran a continuación,  sin que la lista sea 
taxativa: a) Medidas para eliminar progresivamente la discriminación  y promover  
la  integración  por  parte    de  las autoridades gubernamentales y/o entidades 
privadas en la prestación o  suministro  de  bienes,  servicios,  instalaciones,  
programas y actividades, tales como el empleo, el transporte, las comunicaciones,  
la  vivienda,  la  recreación,  la  educación,  el deporte, el acceso a la justicia y los 
servicios policiales,  y las actividades políticas y de administración; b) Medidas 
para que  los edificios, vehículos e instalaciones que se constituyan o fabriquen en    
sus  territorios  respectivos faciliten  el  transporte,  la comunicación  y  el  acceso  
para las personas con discapacidad; c) Medidas para eliminar, en la medida  de  lo 
posible, los obstáculos arquitectónicos, de transporte y comunicaciones que 
existan, con la finalidad  de  facilitar  el  acceso y uso para las  personas  con 
discapacidad,  y d)  Medidas  para    asegurar  que  las  personas encargadas de 
aplicar  la presente Convención  y  la  legislación interna  sobre esta  materia,    
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estén  capacitados  para  hacerlo.2. Trabajar  prioritariamente  en  las  siguientes  
áreas: a) La prevención de todas las formas de discapacidad  prevenibles; b) La 
detección  temprana  e intervención,  tratamiento, rehabilitación, educación,  
formación  ocupacional y el suministro de  servicios globales  para  asegurar  un  
nivel óptimo de independencia  y  de calidad  de  vida  para las personas  con 
discapacidad;  y c) La sensibilización de la  población, a través de campañas 
deeducación encaminadas a eliminar prejuicios,  estereotipos  yotras actitudes que  
atentan  contra  el  derecho  de  las personasa ser  iguales, propiciando  de  esta  
forma el respeto y laconvivencia  con  las personas con discapacidad.  
 
 ARTICULO 4:Para lograr los objetivos  de esta Convención, los Estados Parte se 
comprometen a:1. Cooperar entre  sí  para  contribuir a prevenir y eliminar  la 
discriminación contra las personas  con  discapacidad.2. Colaborar de  manera 
efectiva en: a) la investigación científica y tecnológica relacionada  con la 
prevención de las discapacidades, el tratamiento, la rehabilitación e  integración  a 
la sociedad de las  personas  con  discapacidad; Y b) el desarrollo de  medios  y 
recursos diseñados para facilitar o promover la vida independiente, autosuficiencia 
e integración total, en condiciones de igualdad, a la sociedad de las personas con 
discapacidad.  
 
 ARTICULO 5:1. Los Estados Parte promoverán, en la medida en que sea 
compatible con sus respectivas legislaciones nacionales,  la  participación de 
representantes  de  organizaciones  de  personas  con discapacidad, 
organizaciones no gubernamentales que trabajan en este  campo o, si no 
existieren dichas organizaciones, personas con discapacidad,  en la  elaboración, 
ejecución y evaluación de medidas y políticas para aplicar la presente 
Convención.2. Los  Estados  Parte crearán canales de comunicación eficaces que 
permitan difundir  entre las organizaciones públicas y privadas que trabajan con 
las personas con discapacidad los avances normativos y jurídicos que se logren  
para  la  eliminación de la discriminación contra las personas con discapacidad.  
 
 ARTICULO 6:1. Para dar seguimiento a los compromisos adquiridos en la 
presente Convención se establecerá un Comité  para  la  Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación contra las Personas  con Discapacidad, integrado  por  
un  representante  designado por cada Estado Parte.2. El Comité celebrará su 
primera reunión  dentro  de  los  90 días siguientes al depósito del undécimo 
instrumento de ratificación. Esta reunión será convocada por la Secretaría General 
de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos  y  la  misma se celebrará  en 
su sede, a menos que un Estado parte ofrezca la  sede.3. Los Estados  Parte  se  
comprometen  en  la  primera  reunión  a presentar  un informe al Secretario 
General de la Organización para que lo transmita  al  Comité  para ser analizado y 
estudiado. En lo sucesivo, los informes se presentarán cada cuatro años.4. Los 
informes preparados en virtud  del  párrafo anterior deberán incluir las medidas 
que los Estados miembros  hayan  adoptado en la aplicación  de  esta  
Convención  y  cualquier  progreso que  hayan realizado los Estados Parte en la 
eliminación de todas  las formas de   discriminación  contra  las  personas  con  
discapacidad.  Los informes  también  contendrán  cualquier circunstancia o 
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dificultad que  afecte  el  grado  de cumplimiento  derivado  de  la  presente 
Convención.5. El Comité será el foro  para  examinar el progreso registrado en la  
aplicación de la Convención e intercambiar  experiencias  entre los Estados  Parte. 
Los informes que elabore el Comité recogerán el debate e incluirán  información  
sobre  las medidas que los Estados Parte  hayan  adoptado  en  aplicación  de  
esta Convención,  los progresos que hayan realizado en la eliminación de todas 
las formas de  discriminación  contra  las  personas  con  discapacidad,   las 
circunstancias o dificultades que hayan tenido con la implementación   de  la  
Convención,  así  como  las  conclusiones, observaciones y sugerencias generales 
del Comité para el cumplimiento progresivo de la misma.6. El Comité elaborará  su  
reglamento  interno  y  lo aprobará por mayoría absoluta.7. El Secretario General 
brindará al Comité el apoyo  que  requiera para el cumplimiento de sus funciones.  
 
 ARTICULO 7:No se interpretará que disposición alguna de la presente 
Convención restrinja  o  permita que los Estados Parte limiten el disfrute  de los 
derechos de  las  personas  con discapacidad reconocidos por el derecho 
internacional consuetudinario o los instrumentos internacionales  por  los  cuales 
un  Estado  Parte  está  obligado.  
 
 ARTICULO 8:1.  La  presente Convención estará  abierta  a  todos  los  Estados 
miembros  para su firma, en la ciudad de Guatemala, Guatemala, el 8 de junio de 
1999 y, a partir de esa fecha, permanecerá abierta a la firma de todos  los  
Estados  en  la sede de la Organización de los Estados Americanos hasta su 
entrada en vigor.2. La presente Convención está sujeta a ratificación.3.  La  
presente  Convención  entrará en  vigor  para  los  Estados ratificantes el trigésimo 
día a  partir  de la fecha en que se haya depositado  el  sexto  instrumento  de 
ratificación  de  un  Estado miembro de la Organización de los Estados 
Americanos.  
 
 ARTICULO 9:Después  de  su  entrada  en vigor, la presente  Convención  estará 
abierta a la adhesión de todos  los Estados que no la hayan firmado.  
 
 ARTICULO 10:1. Los instrumentos de ratificación y adhesión se depositarán en la 
Secretaría General de la Organización  de  los  Estados  Americanos.2. Para cada 
Estado que ratifique o adhiera a la Convención después de que se haya 
depositado el sexto instrumento de ratificación,  la Convención  entrará  en vigor el 
trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya  depositado su 
instrumento de ratificación o de adhesión.  
 
 ARTICULO 11:1. Cualquier Estado Parte  podrá  formular propuestas de 
enmienda a esta  Convención.  Dichas  propuestas    serán   presentadas  a  la 
Secretaría  General de la OEA para su distribución  a  los  Estados Parte.2. Las 
enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en  la  
fecha  en  que  dos tercios de los Estados Parte hayan  depositado  el respectivo 
instrumento  de  ratificación.  En cuanto al resto de los Estados Parte, entrarán en 
vigor en la fecha en  que  depositen sus  respectivos  instrumentos  de ratificación.  
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 ARTICULO 12:Los Estados  podrán  formular  reservas a la presente Convención 
al momento de ratificarla o adherirse  a  ella,  siempre  que  no sean incompatibles  
con  el objeto y propósito de la Convención y versen sobre una o más 
disposiciones específicas.  
 
 ARTICULO 13:La presente Convención  permanecerá  en vigor indefinidamente, 
pero cualquiera de los Estados Parte podrá  denunciarla.  El instrumento de  
denuncia  será  depositado  en  la  Secretaría  General  de  la Organización  de  
los  Estados  Americanos.  Transcurrido  un  año, contado  a  partir  de  la  fecha  
de  depósito  del instrumento de denuncia,  la  Convención  cesará  en  sus 
efectos para  el  Estado denunciante, y permanecerá en vigor para  los  demás 
Estados Parte. Dicha denuncia no eximirá al Estado Parte de las  obligaciones  
que le impone  la  presente  Convención  con  respecto a toda acción u omisión 
ocurrida antes de la fecha en que haya  surtido  efecto  la denuncia.  
  
ARTICULO 14:1.  El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos 
en español,  francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será 
depositado  en la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos,  la  que  enviará  copia auténtica de su texto, para  su registro y 
publicación, a la Secretaría  de  las  Naciones Unidas,  de  conformidad  con  el  
Artículo  102 de la Carta de las Naciones Unidas.2.  La  Secretaría  General  de  la  
Organización  de  los  Estados Americanos notificará a los Estados miembros de 
dicha Organización y a los Estados que se hayan adherido a la Convención, las  
firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así 
como las reservas que hubiesen. 
 
 
LEY 25.404 Establécense medidas especiales de protección para las 
personas que padecen epilepsia. 
 
ARTICULO 1º  La presente ley garantiza a toda persona que padece epilepsia el 
pleno ejercicio de sus derechos, proscribe todo acto que la discrimine y dispone 
especiales medidas de protección que requiere su condición de tal. 
 
ARTICULO 2º  La epilepsia no será considerada impedimento para la postulación, 
el ingreso y desempeño laboral, salvo lo expresado en el artículo 7º. 
 
ARTICULO 3º  Todo paciente epiléptico tiene derecho a acceder a la educación en 
sus distintos niveles sin limitación alguna que reconozca como origen su 
enfermedad. 
 
ARTICULO 4º  El paciente epiléptico tiene derecho a recibir asistencia médica 
integral y oportuna. 
 
ARTICULO 5º  El desconocimiento de los derechos emergentes de los artículos 2º 
y 3º de la presente ley será considerado acto discriminatorio en los términos de la 
ley Nº 23.592. 
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ARTICULO 6º  Las prestaciones médicoasistenciales a que hace referencia la 
presente ley quedan incorporadas de pleno derecho al Programa Médico 
Obligatorio aprobado por resolución Nº 939/00 del Ministerio de Salud, sin 
perjuicio de aplicar, cuando correspondiere, lo dispuesto por las leyes Nº 22.431 y 
Nº 24.901 y sus normas reglamentarias y complementarias. 
 
ARTICULO 7º  El médico tratante extenderá al paciente, a requerimiento de éste, 
una acreditación de su aptitud laboral, en la que se indicarán, si fuere necesario, 
las limitaciones y las recomendaciones del caso. 
 
ARTICULO 8º  En toda controversia judicial o extrajudicial en la cual el carácter de 
epiléptico fuere invocado para negar, modificar y extinguir derechos subjetivos de 
cualquier naturaleza, será imprescindible el dictamen de los profesionales 
afectados al programa a que se refiere el artículo 9º de la presente, el que no 
podrá ser suplido por otras medidas probatorias. 
 
ARTICULO 9º  El Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Salud en su 
calidad de autoridad de aplicación de la presente, llevará a cabo un programa 
especial en lo relacionado con la epilepsia, que tendrá los siguientes objetivos, 
sin perjuicio de otros que se determinen por vía reglamentaria: 
a) Entender en todo lo referente a la investigación, docencia, prevención, 
diagnóstico, tratamiento y seguimiento de la enfermedad en sus aspectos 
médicos, sociales y laborales; 
b) Dictar las normas que desde el ámbito de su competencia permitan el mejor 
cumplimiento del objeto de la presente; c) Realizar estudios estadísticos que 
abarquen a todo el país; 
d) Llevar adelante campañas educativas destinadas a la comunidad en general y a 
grupos específicos tendientes a crear conciencia sobre la enfermedad, a alertar 
sobre la necesidad de tratamiento oportuno y a evitar la discriminación de los 
pacientes; 
e) Prestar colaboración científica y técnica a las autoridades provinciales y de la 
ciudad de Buenos Aires a fin de elaborar sus programas regionales; 
f) Promover la concertación de acuerdos internacionales, especialmente con los 
países signatarios del Tratado de Asunción, para la formulación y desarrollo de 
programas comunes relacionados con los fines de esta ley; 
g) Realizar convenios de mutua colaboración en la materia, con las autoridades 
provinciales y de la Ciudad de Buenos Aires; 
h) Asegurar a los pacientes sin cobertura médico asistencial y carentes de 
recursos económicos la provisión gratuita de la medicación requerida; 
i) Realizar todas las demás acciones emergentes de lo dispuesto en la presente y 
su reglamentación. 
 
ARTICULO 10.  Déjase sin efecto toda norma que se oponga a lo dispuesto en la 
presente. 
 



 100 

ARTICULO 11.  Los gastos que demande la presente se tomarán de los créditos 
que correspondan a la partida presupuestaria del Ministerio de Salud. 
 
ARTICULO 12.  Invítase a las provincias y a la ciudad de Buenos Aires a dictar 
para el ámbito de sus respectivas jurisdicciones normas de similar naturaleza. 
 
ARTICULO 13.  Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 

LEY 25.608 - Incumplimiento en la Exhibición de Normas 
Antidiscriminatorias 
 
ARTICULO 1º — Incorpórase como artículo 6º de la Ley Nº 23.592 el siguiente: 

"Se impondrá multa de $ 500 a $ 1.000 al propietario, organizador o responsable 
de locales bailables, de recreación, salas de espectáculos u otros de acceso 
público que no cumpliere estrictamente con lo dispuesto en los artículos 4º y 5º de 
la presente ley." 

ARTICULO 2º — Modifícase la numeración del articulado de la Ley Nº 23.592, 
pasando el actual artículo 6º —de forma— como artículo 7º.  

 
ARTICULO 3º — Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
LEY 25.616 – Aprobación del Protocolo Facultativo de la Convención sobre 
los Derechos del Niño.  
 
 El Senado y Cámara  de  Diputados de la Nación Argentina reunidos 
 en Congreso, etc., sancionan con fuerza de Ley:   
 
ARTICULO 1º - Apruébase el  PROTOCOLO  FACULTATIVO  DE LA 
CONVENCION  SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO RELATIVO A LA 
PARTICIPACION DE NIÑOS EN  LOS  CONFLICTOS  ARMADOS, adoptado por 
la Asamblea General  de  las  Naciones Unidas el  25  de  mayo  de 2000, que 
consta de TRECE (13) artículos, cuya fotocopia autenticada  forma  parte  de la 
presente ley. 
 
PROTOCOLO FACULTATIVO  
DE LA CONVENCION SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO 
 RELATIVO A LA PARTICIPACION DE NIÑOS EN LOS CONFLICTOS 
ARMADOS 
 
Los Estados Partes en el presente Protocolo,  
 
Alentados por el apoyo abrumador que ha merecido la Convención 
sobre los Derechos del Niño, lo que demuestra que existe una voluntad general de 
luchar por la promoción y la protección de los derechos del niño,   
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Reafirmando que los derechos del niño requieren una protección  especial y que, 
para ello, es necesario seguir mejorando la situación de los niños sin distinción y 
procurar que éstos se desarrollen y sean educados en condiciones de paz y 
seguridad,  
 
Preocupados por los efectos perniciosos y generales que tienen para los niños los 
conflictos armados, y por sus consecuencias a largo plazo para la paz, la 
seguridad y el desarrollo duraderos,   
 
Condenando el hecho de que en las situaciones de conflicto armado los niños se 
conviertan en un blanco, así como los ataques directos contra bienes protegidos 
por el derecho internacional, incluidos los lugares donde suele haber una 
considerable presencia infantil, como escuelas y hospitales,   
 
Tomando nota de la adopción del Estatuto de la Corte Penal Internacional, en 
particular la inclusión entre los crímenes de guerra en conflictos armados, tanto 
internacionales como no internacionales, del reclutamiento o alistamiento de niños 
menores de 15 años o su utilización para participar activamente en las 
hostilidades,  
 
Considerando que para seguir promoviendo la realización de los derechos 
reconocidos en la Convención sobre los Derechos del Niño es necesario aumentar 
la protección de los niños con miras a evitar que participen en conflictos armados,
  
 
Observando que el artículo 1 de la Convención sobre los Derechos del Niño 
precisa que, para los efectos de esa Convención se entiende por niño todo ser 
humano menor de 18 años de edad, salvo que, en virtud de la ley aplicable, haya 
alcanzado antes la mayoría de edad,   
 
Convencidos de que un protocolo facultativo de la Convención por el que se eleve 
la edad mínima para el reclutamiento de personas en las fuerzas armadas y su 
participación directa en las hostilidades contribuirá eficazmente a la aplicación del 
principio de que el interés superior del niño debe ser una consideración primordial 
en todas las decisiones que lo conciernan,  
 
Tomando nota de que en diciembre de 1995 la XXVI Conferencia Internacional de 
la Cruz Roja y de la Media Luna Roja recomendó a las partes en conflicto que 
tomaran todas las medidas viables para que los niños menores de 18 años no 
participaran en hostilidades,  
 
Tomando nota con satisfacción de la aprobación unánime, en junio de 1999, del 
Convenio de la Organización Internacional del Trabajo No. 182 sobre la 
prohibición de las peores formas trabajo infantil y la acción inmediata para su 
eliminación, en el que se prohíbe, entre otros, el reclutamiento forzoso u 
obligatorio de niños para utilizarlos en conflictos amados,   
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Condenando con suma preocupación el reclutamiento, adiestramiento y utilización 
dentro y fuera de las fronteras nacionales de niños en hostilidades por parte de 
grupos amados distintos de las fuerzas de un Estado, y reconociendo la 
responsabilidad de quienes reclutan, adiestran y utilizan niños de este modo,  
 
Recordando que todas las partes en un conflicto armado tienen la obligación de 
observar las disposiciones del derecho internacional humanitario,   
 
Subrayando que el presente Protocolo se entenderá sin perjuicio de los objetivos y 
principios que contiene la Carta de las Naciones Unidas, incluido su Artículo 51 y 
las normas pertinentes del derecho humanitario,  
 
Teniendo presente que, para lograr la plena protección de los niños, en particular 
durante los conflictos armados y la ocupación extranjera, es indispensable que se 
den condiciones de paz y seguridad basadas en el pleno respeto de los propósitos 
y principios de la Carta de las Naciones Unidas y se observen los instrumentos 
vigentes en materia de derechos humanos,  
 
Reconociendo las necesidades especiales de los niños que están especialmente 
expuestos al reclutamiento o utilización en hostilidades, contra lo dispuesto en el 
presente Protocolo, en razón de su situación económica o social o de su sexo,  
 
Conscientes de la necesidad de tener en cuenta las causas económicas, sociales 
y políticas que motivan la participación de niños en conflictos armados,  
 
Convencidos de la necesidad de fortalecer la cooperación internacional en la 
aplicación del presente Protocolo, así como de la rehabilitación física y psicosocial 
y la reintegración social de los niños que son víctimas de conflictos 
armados,  
 
Alentando la participación de las comunidades y, en particular, de los niños y de 
las víctimas infantiles en la difusión de programas de información y de educación 
sobre la aplicación del Protocolo,  
 
Han convenido en lo siguiente: 
    
 Artículo 1 
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para que  
ningún miembro de sus fuerzas armadas menor de 18 años participe  
directamente en hostilidades.  
 
 Artículo 2 
Los Estados Partes velarán por que no se reclute obligatoriamente en sus fuerzas 
armadas a ningún menor de 18 años.  
 
 Artículo 3 
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.1.  Los Estados Partes elevarán la edad mínima para el reclutamiento  
 voluntario de personas en sus fuerzas armadas nacionales por encima  
 de la fijada en el párrafo 3 del artículo 38 de la Convención sobre  
 los Derechos del Niño, teniendo en cuenta los principios formulados  
 en dicho artículo, y reconociendo que en virtud de esa Convención  
 los menores de 18 años tienen derecho a una protección especial. 
 2.  Cada Estado Parte depositará, al ratificar el presente Protocolo o adherirse a 
él, una declaración vinculante en la que se establezca la edad mínima en que 
permitirá el reclutamiento voluntario en sus fuerzas armadas nacionales y se 
ofrezca una descripción de las salvaguardias que haya adoptado para asegurarse 
de que no se realiza ese reclutamiento por la fuerza o por coacción.  
 3.  Los Estados Partes que permitan el reclutamiento voluntario sus fuerzas 
armadas nacionales de menores de 18 años establecerán medidas de 
salvaguardia que garanticen, como mínimo, que:  
     a) Ese reclutamiento es auténticamente voluntario,  
     b) Ese reclutamiento se realiza con el consentimiento informado de los padres 
o las personas que tengan su custodia legal;  
     c) Esos menores están plenamente informados de los deberes que supone ese 
servicio militar;  
     d) Presentan pruebas fiables de su edad antes de ser aceptados en el servicio 
militar nacional , 
 4.  Cada Estado Parte podrá ampliar su declaración en cualquier momento 
mediante notificación a tal efecto dirigida al Secretario General de las Naciones 
Unidas, el cual informará a todos los Estados Partes. La notificación surtirá efecto 
desde la fecha en que sea recibida por el Secretario General.  
 5.  La obligación de elevar la edad según se establece en el párrafo 1 del 
presente artículo no es aplicable a las escuelas gestionadas o situadas bajo el 
control de las fuerzas armadas de los Estados Partes, de conformidad con los 
artículos 28 y 29 de la Convención sobre los Derechos del Niño.  
 
 Artículo 4 
1.  Los grupos armados distintos de las fuerzas armadas de un Estado no deben 
en ninguna circunstancia reclutar o utilizar en hostilidades a menores de 18 años.
  
 2.  Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para impedir ese 
reclutamiento y utilización, con inclusión de la adopción de las medidas legales 
necesarias para prohibir y castigar esas prácticas.  
 3.  La  aplicación del presente articulo no afectará la situación jurídica de ninguna 
de las partes en un conflicto armado.  
 
 Artículo 5 
Ninguna disposición del presente Protocolo se interpretará de manera que impida 
la aplicación de los preceptos del ordenamiento de un Estado Parte  o de 
instrumentos internacionales o del derecho humanitario internacional cuando esos 
preceptos sean más propicios a la realización de los derechos del niño.  
 
 Artículo 6 
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 1.  Cada Estado Parte adoptará todas las medidas legales, administrativas y de 
otra índole necesarias para garantizar la aplicación efectiva y la vigilancia del 
cumplimiento efectivo de las disposiciones del presente Protocolo dentro de su 
jurisdicción.  
 
 2.  Los Estados Partes se comprometen a difundir y promover por los medios 
adecuados, entre adultos y niños por igual, los principios y disposiciones del 
presente Protocolo.  
 3.  Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para que las 
personas que estén bajo su jurisdicción y hayan sido reclutadas o utilizadas  en 
hostilidades en contradicción con el presente Protocolo sean desmovilizadas o 
separadas del servicio de otro modo.  De ser necesario, los Estados Partes 
prestarán a esas personas toda la asistencia conveniente para su recuperación 
física y psicológica y su reintegración social.   
 
 Artículo 7 
1. Los Estados Partes cooperarán en la aplicación del presente Protocolo, en 
particular en la prevención de cualquier actividad contraria al mismo y la 
rehabilitación y reintegración social de las personas que sean víctimas de actos 
contrarios al presente Protocolo, entre otras cosas mediante la cooperación 
técnica y la asistencia financiera.   
Esa asistencia y esa cooperación se llevarán a cabo en consulta con los Estados 
Partes afectados y las organizaciones internacionales pertinentes. 
 2.  Los Estados Partes que estén en condiciones de hacerlo prestarán esa 
asistencia mediante los programas multilaterales, bilaterales o de otro tipo 
existentes o, entre otras cosas, mediante un fondo voluntario establecido de 
conformidad con las normas de la Asamblea General.   
 
 Artículo 8 
1.  A más tardar dos años después de la entrada en vigor del Protocolo respecto 
de un Estado Parte, éste presentará al Comité de los Derechos del Niño un 
informe que contenga una exposición general de las medidas que haya adoptado 
para dar cumplimiento a las disposiciones del Protocolo, incluidas las medidas 
adoptadas con objeto de aplicar las disposiciones relativas a la participación y el 
reclutamiento.  
 2.  Después de la presentación del informe general, cada Estado Parte incluirá en 
los informes que presente al Comité de los Derechos del Niño de conformidad con 
el artículo 44 de la Convención la información adicional de que disponga sobre la 
aplicación del Protocolo. Otros Estados Partes en el Protocolo presentarán un 
informe cada cinco años.  
 3.  El Comité de los Derechos del Niño podrá pedir a los Estados Partes más 
información sobre la aplicación del presente Protocolo. 
 
 
LEY 25.635 –Sistema de Protección Integral de las Personas con 
Discapacidad. Modificación de la Ley 22431 
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Artículo 3º.- El Ministerio de Salud de la Nación certificará en cada caso la 
existencia de la discapacidad, su naturaleza y su grado, así como las posibilidades 
de rehabilitación del afectado.  Dicho ministerio indicará también, teniendo en 
cuenta la personalidad y los antecedentes del afectado, qué tipo de actividad 
laboral o profesional puede desempeñar.   
El certificado que se expida se denominará Certificado Único de Discapacidad y 
acreditará plenamente la discapacidad en todo el territorio nacional en todos los 
supuestos en que sea necesario invocarla, salvo lo dispuesto en el artículo 19 de 
la presente ley.   
Idéntica validez en cuanto a sus efectos tendrán los certificados emitidos por las 
provincias adheridas a la Ley 24.901, previo cumplimiento de los requisitos y 
condiciones que se establezcan por reglamentación. 
   
Artículo 5º.- Asígnanse al Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente de la 
Nación las siguientes funciones:   
 a)  Actuar de oficio para lograr el pleno cumplimiento de las medidas establecidas 
en la presente Ley.   
 b)  Reunir toda la información sobre problemas y situaciones que plantea la 
discapacidad.   c)  Desarrollar planes estatales en la materia y dirigir la 
investigación en el área de la discapacidad.   
 d)  Prestar asistencia técnica y financiera a las provincias.   
 e)  Realizar estadísticas que no lleven a cabo otros organismos estatales.   
 f)  Apoyar y coordinar la actividad de las entidades privadas sin fines de lucro que 
orienten sus acciones en favor de las personas discapacitadas.   
 g)  Proponer medidas adicionales a las establecidas en la presente Ley, que 
tiendan a mejorar la situación de las personas discapacitadas, y a prevenir las 
discapacidades y sus consecuencias. 
 h)  Estimular a través de los medios de comunicación el uso efectivo 
de los recursos y servicios existentes, así como propender al 
desarrollo del sentido de solidaridad social en esta materia. 
   
TITULO II  
NORMAS ESPECIALES (artículos 6 al 22) 
CAPITULO I  
SALUD Y ASISTENCIA SOCIAL (artículos 6 al 7) 
 
Artículo 6º.- El Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente de la Nación 
pondrán en ejecución programas a través de los cuales se habiliten, en los 
hospitales de sus jurisdicciones, de acuerdo a su grado de complejidad y al ámbito 
territorial a cubrir, servicios especiales destinados a las personas discapacitadas. 
Promoverán también la creación de talleres protegidos y terapéuticos y tendrán a 
su cargo su habilitación, registro y supervisión. 
   
Artículo 7º.- El Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente de la Nación 
apoyará la creación de hogares con internación total o parcial  para personas 
discapacitadas cuya atención sea dificultosa a través del grupo familiar. 
reservándose en todos los casos la facultad de reglamentar y fiscalizar su 
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funcionamiento. Serán tenidas especialmente en cuenta, para prestar ese apoyo, 
las actividades de la entidades privadas sin fines de lucro. 
   
CAPITULO II  
TRABAJO Y EDUCACION (artículos 8 al 13) 
 
Artículo 8º.- El Estado nacional entendiéndose por tal los tres poderes que lo 
constituyen, sus organismos descentralizados o autárquicos, los entes públicos no 
estatales, las empresas del Estado y las empresas privadas concesionarias de 
servicios públicos- Están obligados a ocupar personas con discapacidad que 
reúnan condiciones de idoneidad para el cargo en una proporción no inferior al 
cuatro por ciento (4%) de la totalidad de su 
personal y a establecer reservas de puestos de trabajo a ser exclusivamente 
ocupados por ellas.   
El porcentaje determinado en el párrafo anterior será de cumplimiento obligatorio 
para el personal de planta efectiva, para los contratados cualquiera sea la 
modalidad de contratación y para todas aquellas situaciones en que hubiere 
tercerización de servicios. Asimismo, y a los fines de un efectivo cumplimiento de 
dicho 4% las vacantes que se produzcan dentro de las distintas modalidades de 
contratación en los entes arriba indicados deberán prioritariamente reservarse a 
las personas con 
discapacidad que acrediten las condiciones para puesto o cargo que 
deba cubrirse.   
Dichas vacantes deberán obligatoriamente ser informadas junto a una descripción 
del perfil del puesto a cubrir al Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación de 
Recursos Humanos quien actuará, con la participación de la Comisión Nacional 
Asesora para la Integración de Personas Discapacitadas, como veedor de los 
concursos.   
En caso de que el ente que efectúa una convocatoria para cubrir puestos de 
trabajo no tenga relevados y actualizados sus datos sobre la cantidad de cargos 
cubiertos con personas con discapacidad, se considerará que incumplen el 4% y 
los postulantes con discapacidad podrán hacer valer de pleno derecho su prioridad 
de ingreso a igualdad de mérito. Los responsables de los entes en los que se 
verifique dicha situación se 
considerará que incurren en incumplimiento de los deberes de funcionario público, 
correspondiendo idéntica sanción para los funcionarios de los organismos de 
regulación y contralor de las empresas privadas concesionarias de servicios 
públicos.   
 El Estado asegurará que los sistemas de selección de personal  garanticen las 
condiciones establecidas en el presente artículo y proveerá las ayudas técnicas y 
los programas de capacitación y adaptación necesarios para una efectiva 
integración de las personas con discapacidad a sus puestos de trabajo. 
 
Artículo 9º.- El desempeño de determinada tarea por parte de personas 
discapacitadas deberá ser autorizado y fiscalizado por el Ministerio de Trabajo 
teniendo  en cuenta la indicación efectuada por la Ministerio de Salud de la 



 107 

Nación, dispuesta en el artículo 3. Dicho Ministerio fiscalizará además lo dispuesto 
en el artículo 8. 
 
Artículo 11º.- El Estado Nacional, los entes descentralizados y autárquicos, las 
empresas mixtas y del Estado están obligados a otorgar en concesión, a personas 
con discapacidad, espacios para pequeños comercios  en toda sede 
administrativa.   
Se incorporarán a este régimen las empresas privadas que brinden servicios 
públicos.   
Será nula de nulidad absoluta la concesión adjudicada sin respetar la 
obligatoriedad establecida en el presente artículo.   
El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de oficio o a petición de parte, 
requerirá la revocación por ilegítima, de tal concesión. 
  
Artículo 13º.- El Ministerio de Educación de la Nación tendrá a su cargo:   
 a)  Orientar las derivaciones y controlar los tratamientos de los educandos 
discapacitados, en todos los grados educacionales, especiales, oficiales o 
privados, en cuanto dichas acciones se vinculen con la escolarización de los 
discapacitados, tendiendo a su integración al sistema educativo.   
 b) Dictar las normas de ingreso y egreso a establecimientos educacionales para 
personas discapacitadas, las cuales se extenderán desde la detección de los 
déficits hasta los casos de discapacidad profunda, aún cuando ésta no encuadre 
en el régimen de las escuelas de educación especial.   
 c)  Crear centros de valuación y orientación vocacional para los educandos 
discapacitados.  
 d)  Coordinar con las autoridades competentes las derivaciones de los educandos 
discapacitados a tareas competitivas o a talleres protegidos.  
 e)  Formar personal docente y profesionales especializados para todos los grados 
educacionales de los discapacitados, promoviendo los recursos  humanos 
necesarios para la ejecución de los programas de asistencia, docencia e 
investigación en materia de rehabilitación. 
 
Artículo 22º.- Entiéndese por barreras en los transportes, aquellas existentes en el 
acceso y utilización de los medios de transporte público terrestres, aéreos y 
acuáticos de corta, media y larga distancia, y aquellas que dificulten el uso de 
medios propios de transporte por las personas con movilidad reducida; a cuya 
supresión se tenderá por observancia de los siguientes criterios:  
  
 a) Vehículos de transporte público: tendrán dos asientos reservados, señalizados 
y cercanos a la puerta por cada coche, para personas con movilidad reducida. 
Dichas personas estarán autorizadas para descender  por cualquiera de las 
puertas. Los coches contarán con piso antideslizante y espacio para ubicación de 
bastones, muletas, sillas de ruedas y otros elementos de utilización por tales 
personas. En los transportes aéreos deberá privilegiarse la asignación de 
ubicaciones próximas a los accesos para pasajeros con movilidad reducida.  
Las empresas de transporte colectivo terrestre sometidas al contralor de autoridad 
nacional deberán transportar gratuitamente a las personas con discapacidad en el 
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trayecto que medie entre el domicilio de las mismas y cualquier destino al que 
deban concurrir por razones familiares, asistenciales, educacionales, laborales o 
de cualquier otra índole que tiendan a favorecer su plena integración social.  La 
reglamentación establecerá las comodidades que deben otorgarse a las mismas, 
las características de los pases que deberán exhibir y las sanciones aplicables a 
los transportistas en caso de inobservancia de esta norma. La franquicia será 
extensiva a un acompañante en caso de 
 necesidad documentada.  
 Las empresas  de transportes deberán incorporar gradualmente, en los plazos y 
proporciones que establezca la reglamentación, unidades especialmente 
adaptadas para el transporte de personas con movilidad reducida.   
b) A efectos de promover y garantizar el uso de estas unidades especialmente 
adaptadas por parte de las personas con movilidad reducida, se establecerá un 
régimen de frecuencias diarias mínimas fijas.   
Estaciones de transportes: contemplarán un itinerario peatonal conlas 
características señaladas, en el artículo 20 apartado a), en toda su extensión; 
bordes de andenes de textura reconocible y antideslizante; paso alternativo a 
molinetes; sistema de anuncios por parlantes; y servicios sanitarios adaptados. En 
los aeropuertos se preverán sistemas mecánicos de ascenso y descenso de 
pasajeros con movilidad reducida;   
 c) Transportes propios: las personas con movilidad reducida tendrán derecho a 
libre tránsito y estacionamiento de acuerdo a lo que establezcan las respectivas 
disposiciones municipales, las que no podrán excluir de esas franquicias a los 
automotores patentados en otras jurisdicciones. Dichas franquicias serán 
acreditadas por el distintivo de identificación a que se refiere el artículo 12 de la ley 
19.279. 
 
Artículo 27º.- El Poder Ejecutivo Nacional propondrá a las provincias la sanción en 
sus jurisdicciones de regímenes normativos que establezcan principios análogos a 
los de la presente Ley.   
En el acto de adhesión a esta Ley, cada provincia establecerá los organismos que 
tendrán a su cargo en el ámbito provincial, las actividades previstas en los 
artículos 6, 7 y 13 que anteceden. Determinarán también con relación a los 
organismos públicos y empresas provinciales, así como respecto a los bienes del 
dominio público o privado del estado provincial y de sus municipios, el alcance de 
las normas contenidas en los artículos 8 y 11  de la presente Ley.   
Asimismo se invitará a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a 
adherir y/o incorporar en sus respectivas normativas los contenidos en los 
artículos 20, 21 y 22 de la presente. 
 
LEY 25643 Turismo. Sistema de Protección Integral de las Personas con 
Discapacidad 
 
 El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc., sancionan con fuerza de Ley:   
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Artículo 1º.- Turismo accesible es el complejo de actividades originadas durante el 
tiempo libre, orientado al turismo y la recreación, que posibilitan la plena 
integración -desde la óptica funcional y psicológica- de las personas con movilidad 
y/o comunicación reducidas, obteniendo durante las mismas la satisfacción 
individual y social del visitante y una mejor calidad de vida.   
 
Artículo 2º.- A los fines de la presente ley se entiende por persona con movilidad 
y/o comunicación reducidas a las comprendidas en el artículo 2º de la Ley 22.431, 
como también aquellas que padezcan alteraciones funcionales por circunstancias 
transitorias, cronológicas y/o antropométricas. 
 
Artículo 3º.- Será obligación de las Agencias de Viajes informar a las personas con 
movilidad y/o comunicación reducidas y/o grupo familiar y/o acompañante sobre 
los inconvenientes e impedimentos que pudiere encontrar en la planificación de un 
viaje que obstaculizaran su integración física, funcional o social y, a su vez, 
comunicar a los prestadores de servicios turísticos sobre las circunstancias 
referidas en el artículo 2º a los fines de que adopten las medidas que las mismas 
requieran.   
 
Artículo 4º.- Las prestaciones de servicios turísticos deberán adecuarse de 
conformidad con los criterios del diseño universal establecidos en la Ley  24.314 y 
decreto reglamentario  914/97, gradualmente en los plazos y proporciones que 
establezca la reglamentación.   
 Los prestadores que cumplimenten las condiciones del párrafo anterior deberán 
ser identificados con los símbolos de accesibilidad adoptados por Ley 19.279 y 
normas IRAM 3722, 3723 y 3724, emitido por la Secretaría de Turismo de la 
Nación y/o los organismos en quienes las provincias deleguen dichas funciones, 
previa consulta con la autoridad competente. 
 
Artículo 5º.-  Se deberá adecuar el material institucional de difusión de la 
República Argentina para la comprensión gráfica, visual y/o auditiva por parte de 
las personas con movilidad y/o comunicación reducidas.   
Artículo 6º.-  Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a 
adherir e incorporar en  sus respectivas normativas los contenidos de la presente 
ley.   
 
Artículo 7º.-  El Poder Ejecutivo nacional reglamentará las disposiciones de la 
presente ley dentro de los sesenta (60) días contados a partir de la fecha de su 
promulgación.   
 
Artículo 8º.-  Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
 
LEY 25672 Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el 
Racismo 
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 El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc., sancionan con fuerza de Ley:   
 
Artículo 1º.-  Derógase  el  artículo  39  de  la  Ley  24.938. 
 
Artículo 4º.-  Hasta tanto se apruebe el primer Presupuesto del INADI como 
organismo descentralizado, las erogaciones necesarias para el desenvolvimiento 
del mismo serán atendidas con cargo a las partidas Presupuestarias de la 
Jurisdicción 30-Ministerio del Interior.   
 
Artículo 5º.- Dentro del plazo de treinta (30) días de publicada la presente ley, el 
INADI deberá enviar al Ministerio de Economía su primer Presupuesto Anual de 
Gastos y Cálculo  de  Recursos.   
 
Artículo 6º.- Dentro del plazo de noventa (90) días de publicada la presente ley 
deberá estar aprobada la estructura orgánica del INADI.   
 
Artículo 7º.-  Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 
 
 
LEY 25.673 Creación del Programa Nacional de Salud y Procreación 
Responsable 
 
Artículo 2º.- Serán objetivos de este programa:  
 a) Alcanzar para la población el nivel más elevado de salud sexual y procreación 
responsable con el fin de que pueda adoptar decisiones libres de discriminación, 
coacciones o violencia;  
 b) Disminuir la morbimortalidad materno-infantil;  
 c) Prevenir embarazos no deseados;   
 d) Promover la salud sexual de los adolescentes;  
 e) Contribuir a la prevención y detección precoz de enfermedades de transmisión 
sexual, de vih/sida y patologías genital y mamarias;   
 f) Garantizar a toda la población el acceso a la información, orientación, métodos 
y prestaciones de servicios referidos a la salud sexual y procreación responsable; 
g) Potenciar la participación femenina en la toma de decisiones relativas a su 
salud sexual y procreación responsable.   
 
Artículo 3º.- El programa está destinado a la población en general, sin 
discriminación alguna.   
 
Artículo 4º.- La presente ley se inscribe en el marco del ejercicio de los derechos y 
obligaciones que hacen a la patria potestad. En todos los casos se considerará 
primordial la satisfacción del interés superior del niño en el pleno goce de sus 
derechos y garantías consagrados en la Convención Internacional de los 
Derechos del Niño (Ley 23.849). 
 
 



 111 

LEY 25.682 Uso de Bastón Verde para Personas con baja Visión 
 
 El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc. sancionan con fuerza de Ley:   
 
Artículo 1º.-Adóptese a partir de la presente ley, el uso del bastón verde en todo el 
territorio de la República Argentina como instrumento de orientación y 
movilidad para las personas con baja visión.   
El mismo tendrá iguales características en peso, longitud, empuñadura elástica, 
rebatibilidad y anilla fluorescente que los bastones blancos utilizados por las 
personas ciegas.   
 
Artículo 2º.- Podrán hacer uso del bastón verde las personas con discapacidad 
visual que así lo acrediten conforme lo establecido en el artículo 3º de la Ley 22 
431, y se encuentren comprendidos dentro de las condiciones y características 
señaladas por la Organización Mundial de la Salud para las personas con baja 
visión. 
 
Artículo 3º.-  El bastón verde será considerado como elemento y/o instrumento de 
apoyo en los términos del artículo 35 de la Ley 24.901 y su cobertura será 
obligatoria para todos los agentes mencionados en los artículos 2 y 3 de la 
referida ley. 
 
Artículo 4º.- Facúltese al Poder Ejecutivo nacional a instrumentar los mecanismos 
necesarios para la implementación de una masiva campaña de difusión nacional 
acerca de las ventajas de la utilización del bastón verde para las personas con 
baja visión y de su significado para comprensión de toda la ciudadanía. 
 
 
LEY 25.724 Programa de Nutrición y Alimentación Nacional 
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc. sancionan con fuerza de Ley:    
 
Título I. De la creación  
  
Artículo 1º.- Créase el Programa Nacional de Nutrición y Alimentación en 
cumplimiento del deber indelegable del Estado de garantizar el derecho a la 
alimentación de toda la ciudadanía.   
 
Artículo 2º.- Dicho Programa en la emergencia, está destinado a cubrir los 
requisitos nutricionales de niños hasta los 14 años, embarazadas, discapacitados 
y ancianos desde los 70 años en situación de pobreza. A tal efecto se considera 
pertinente la definición de línea de pobreza del Instituto Nacional de Estadística y 
Censos (INDEC). Se prioriza a las mujeres embarazadas y a los niños hasta los 5 
(cinco) años de edad.   
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Título II. De la autoridad de aplicación  
 
Artículo 3º.- La autoridad de aplicación es ejercida en forma conjunta por los 
Ministerios de Salud y de Desarrollo Social de la Nación.   
 
Título III. De la coordinación 
 
Artículo 4º.-  Créase para la coordinación del Programa:  
 a) La Comisión Nacional de Nutrición y Alimentación que está integrada por 
representantes de los Ministerios de Salud, de Desarrollo Social y Medio 
Ambiente, de Educación, de Economía, de Trabajo, Empleo y Formación de 
Recursos Humanos, de Producción y de Organizaciones no gubernamentales 
debidamente acreditadas en el área.  
b) Comisiones Provinciales con similares integrantes.  
c) Comisiones municipales y/o comunales con similares integrantes.   
 
Artículo 5º.-  Son funciones de la Comisión Nacional de Nutrición y Alimentación 
entre otras:   
a) Diseñar las estrategias para la implementación del presente Programa.  
b) Fijar los criterios de acceso al Programa y las condiciones para su permanencia 
en el mismo.  
 c) Asegurar equidad en las prestaciones alimentarias y en el cuidado de la 
salud.  
 d) Fijar los mecanismos de control que permitan una evaluación permanente de la 
marcha del Programa y de sus resultados como así también del cumplimiento por 
parte de los beneficiarios de las exigencias para permanecer en el mismo.  
 e) Dar la más amplia difusión del Programa, indicando fundamentalmente la 
información necesaria para acceder al plan de una manera simple y  directa.  
 f) Implementar un Programa de educación alimentaria nutricional como 
herramienta imprescindible para estimular el desarrollo de conductas permanentes 
que permitan a la población decidir sobre una alimentación saludable desde la 
producción, selección, compra, manipulación y utilización biológica de los 
alimentos.  
 g) Establecer un Sistema Permanente para la Evaluación del Estado Nutricional 
de la Población, articulando con los organismos gubernamentales con 
competencia en materia alimentaria y nutricional y el Instituto Nacional de 
Estadística y Censos (INDEC), la elaboración de un mapa de situación de riesgo.
   
 h) Incorporar todos los mecanismos de control necesarios que garanticen que los 
fondos sean destinados a la atención de los beneficiarios. Para ello se deberá 
implementar un Registro Unico de beneficiarios.  
 i) Promover la lactancia materna exclusiva hasta los seis (6) meses de edad, 
incluyendo el apoyo nutricional a las madres hasta los doce (12) meses de vida de 
sus hijos en los casos en que fuera necesario.  
 j) Asegurar el desarrollo de actividades de estimulación temprana en los niños 
hasta los cinco años de edad en situación de abandono, que integren familias de 
riesgo.  
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 k) Asegurar la asistencia social y orientación a las familias en cuanto a la 
atención de sus hijos y el cuidado durante el embarazo.  
 l) Suscribir convenios de gestión con las distintas jurisdicciones a fin de 
fijar las metas y objetivos a cumplir.  En caso de verificarse incumplimientos a lo 
establecido precedentemente, el Poder Ejecutivo podrá rescindir dicho convenio.   
 
Artículo 6º.- Dicha Comisión Nacional de Nutrición y Alimentación será asesorada 
por 
entidades científicas, universitarias, asistenciales, y eclesiásticas, con amplia 
participación en el control e implementación de la ley de referencia, estando 
regulada su actuación por la reglamentación.   
 
Título IV. De la ejecución  
 
Artículo 7º.- Las comisiones provinciales tienen las siguientes funciones entre 
otras: 
 a) Implementar y coordinar las acciones necesarias con la Comisión Nacional de 
Nutrición y Alimentación para asegurar el cumplimiento del Programa en cada 
jurisdicción. 
 b)Elaborar un listado de alimentos que cubran las necesidades nutricionales 
básicas de los beneficiarios que tenga en cuenta la edad, características 
alimentarias regionales, así como un listado de los complementos nutricionales 
que correspondan, vitaminas, oligoelementos y minerales, que deberán ser 
provistos por el Ministerio de Salud de la Nación. 
 c) Efectuar la rendición de cuentas a la Comisión Nacional de Nutrición y 
Alimentación de todas las actividades del programa realizadas a nivel 
jurisdiccional. 
 d) Estimular el desarrollo de la producción alimentaria regional a fin de 
abastecer de los insumos necesarios a los programas de asistencia alimentaria 
locales, respetando y revalorizando la identidad cultural y las estrategias de 
consumo locales.  
 e) Impulsar la generación de políticas de abastecimiento alimentario en los 
niveles locales a fin de garantizar la accesibilidad de toda la población, 
especialmente a los grupos mencionados en el artículo 1º y promover la creación 
de centros de provisión y compra regionales.  
 f) Promover la organización de redes sociales posibilitando el intercambio 
dinámico entre sus integrantes y con los de otros grupos sociales, 
 potenciando los recursos que poseen.   
 
Artículo 8º.- Los municipios tienen las siguientes funciones, entre otras:  
a) Inscripción de los beneficiarios en un Registro Unico de Beneficiarios.  
b) Administrar los recursos en forma centralizada a través de la contratación de los 
insumos y servicios necesarios.  
c) Implementar una red de distribución de los recursos, promoviendo la 
comensalidad familiar, siempre que ello sea posible, o a los distintos comedores 
comunitarios donde se brinde el servicio alimentario, a fin de garantizar el 
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 1º de la presente ley.  Dicha red estará 
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integrada por instituciones educativas y sanitarias, entidades eclesiásticas, 
Fuerzas Armadas y de Seguridad, entidades intermedias debidamente 
acreditadas, voluntariado calificado y beneficiarios seleccionados del Plan Jefas y 
Jefes de Hogar o similares.  
d) Implementar mecanismos de control sanitarios y nutricionales de los 
beneficiarios.  
e) Capacitar a las familias en nutrición, lactancia materna, desarrollo infantil y 
economato.   
 
Título V. Del control y financiamiento 
 
Artículo 9º.- Créase el Fondo Especial de Nutrición y Alimentación Nacional el que 
tendrá carácter de intangible y se aplicará a la implementación del programa 
establecido por la presente ley. Dicho fondo se integrará de la siguiente manera:
  
a) Con las partidas presupuestarias que se asignarán anualmente en la ley de 
Presupuesto Nacional.   
En los supuestos en que las mismas resultaren insuficientes para dar 
cumplimiento a los objetivos de la presente ley, facúltase al señor Jefe de 
Gabinete de Ministros a reasignar las partidas que fueren necesarias.  
b) Con los aportes o financiamiento de carácter específico, que el Estado nacional 
obtenga de organismos e instituciones internacionales o de otros Estados.   
  
Artículo 10º.- El presente Programa será auditado mensualmente por los 
organismos de control nacionales establecidos por ley.   
 
Artículo 11º.- Los planes nutricionales deben ser elaborados dentro de los treinta 
(30) días de promulgarse la presente ley a efectos de su inmediata aplicación.   
 
Artículo 12º.- Se dispone la unificación y coordinación, a partir de la sanción de la 
presente ley, de todos los programas vigentes, financiados con fondos nacionales 
en todo el territorio nacional destinados a este efecto, a los fines de evitar la 
superposición de partidas dinerarias presupuestadas que quedarán afectadas al 
cumplimiento de esta ley, cuyo objetivo es desterrar la desnutrición en todo el 
territorio nacional.   
 
Artículo 13º.- La Nación acordará con las provincias y la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires el desarrollo y la ejecución del presente programa y la integración 
con los programas ya existentes.   
Dichos acuerdos y los convenios que se celebren en cumplimiento del artículo 5º 
inciso 1) de la presente ley, contemplarán expresas garantías de ejecución regular 
de los fondos destinados a comedores escolares por cada provincia, y la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires. 
 
LEY 25.788 Modificación de la Ley 23.753. Diabetes 
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Artículo 2º.- La diabetes no será causal de impedimento para el ingreso laboral, 
tanto en el ámbito público, como en el privado.   
El desconocimiento de este derecho será considerado acto discriminatorio en los 
términos de la Ley N 23.592. 
 
LEY 25.799 Modifica Ley 23.302 sobre Protección de Comunidades 
Aborígenes 
 
Artículo 23º.- El Instituto Nacional de Asuntos Indígenas gestionará la habilitación 
de planes especiales para la construcción de viviendas rurales y urbanas para los 
titulares de las tierras adjudicadas por esta ley, ante organismos nacionales e 
internacionales que desarrollen planes habitacionales de fomento. 
 
Artículo 23º bis.- Promuévese en el marco de la presente ley, la conservación de 
la cultura e inserción socioeconómica de comunidades aborígenes, considerando 
los siguientes aspectos relacionados con la generación de la infraestructura social 
básica y el posicionamiento económico de base primaria: 
 a) Desarrollo de nuevas destrezas aplicables a los proyectos sociales, a través de 
la capacitación laboral;  
 b) Incorporación de mano de obra propia; 
 c) Desarrollo de la cultura y fomento de la autogestión comunitaria; y 
 d) Respeto y adaptación de las técnicas y costumbres de cada comunidad. 
 
 
LEY 25.800 Aprobación de un Convenio con la Organización Internacional 
del Trabajo sobre Trabajo a Domicilio 
 
 EL Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc. sancionan con fuerza de ley:    
 
Artículo 1º.- Apruébase el Convenio sobre el trabajo a domicilio (1996, número 
177) adoptado en la 83 Reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, cuya 
copia autenticada forma parte de la presente ley.   
 
CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO 
Convenio 177 
CONVENIO SOBRE EL TRABAJO A DOMICILIO 
 
 La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo: 
 Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina 
 Internacional del Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 4 de junio de 1996, en 
su octogésima tercera reunión;  
 Recordando que muchos convenios y recomendaciones internacionales del 
trabajo que establecen normas de aplicación general relativas a las condiciones de 
trabajo son aplicables a los trabajadores a domicilio; Tomando nota de que las 
condiciones particulares que caracterizan al trabajo a domicilio incitan a mejorar la 
aplicación de esos convenios y recomendaciones a los trabajadores a domicilio, 
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así como a  complementarlos con normas que tengan en cuenta las características 
propias del trabajo a domicilio;  
 
Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas al trabajo a 
domicilio, tema que constituye el cuarto punto del orden del día de la reunión, y 
Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un 
convenio internacional, adopta, con fecha veinte de junio de mil novecientos 
noventa y seis, el siguiente Convenio, que podrá ser citado como el Convenio 
sobre el trabajo a domicilio, 1996:    
 
Artículo 1 
A los efectos del presente Convenio:  
 a) la expresión "trabajo a domicilio" significa el trabajo que una persona, 
designada como trabajador a domicilio, realiza:  
  i) en su domicilio o en otros locales que escoja, distintos de los locales 
de trabajo del empleador;  
  ii) a cambio de una remuneración;  
  iii) con el fin de elaborar un producto o prestar un servicio  conforme a las 
especificaciones del empleador, independientemente de quien proporcione el 
equipo, los materiales u otros elementos utilizados para ello, a menos que esa 
persona tenga el grado de autonomía y de independencia económica necesario 
para ser considerada como trabajador independiente en virtud de la legislación 
nacional o de decisiones judiciales;  
 b) una persona que tenga la condición de asalariado no se considerará trabajador 
a domicilio a los efectos del presente Convenio por el mero hecho de realizar 
ocasionalmente su trabajo como asalariado en su domicilio en vez de realizarlo en 
su lugar de trabajo habitual; 
 c) la palabra "empleador" significa una persona física o jurídica que, de modo 
directo o por conducto de un intermediario, este o no prevista esta figura en la 
legislación nacional, da trabajo a domicilio por cuenta de su empresa.   
 
Artículo 2 
El presente Convenio se aplica a toda persona que realiza trabajo a domicilio, tal y 
como se define en el anterior artículo 1.   
 
Artículo 3 
Todo Miembro que ratifique el presente Convenio deberá adoptar, aplicar y revisar 
periódicamente una política nacional en materia de trabajo a domicilio destinada a 
mejorar la situación de los trabajadores a domicilio, en consulta con las 
organizaciones de empleadores y de trabajadores más representativas y, cuando 
las haya, con las  organizaciones que se ocupan de los trabajadores a domicilio y 
las organizaciones de los empleadores que recurren a trabajadores a domicilio.   
 
Artículo 4 
1.  En la medida de lo posible, la política nacional en materia de trabajo a domicilio 
deberá promover la igualdad de trato entre los trabajadores a domicilio y los otros 
trabajadores asalariados, teniendo en cuenta las características particulares del 
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trabajo a domicilio y, cuando proceda, las condiciones aplicables a un tipo de 
trabajo idéntico o similar efectuado en una empresa. 
 2.  La igualdad de trato deberá fomentarse, en particular, respecto de: 
 a) el derecho de los trabajadores a domicilio a constituir o a afiliarse a las 
organizaciones que escojan y a participar en sus actividades;  
 b) la protección de la discriminación en el empleo y en la ocupación;  
 c) la protección en materia de seguridad y salud en el trabajo;  
 d) la remuneración;  
 e) la protección por regímenes legales de seguridad social;  
 f) el acceso a la formación;  
 g) la edad mínima de admisión al empleo o al trabajo;  
 h) la protección de la maternidad.   
 
Artículo 5 
La política nacional en materia de trabajo a domicilio deberá aplicarse por medio 
de la legislación, de convenios colectivos, de laudos arbitrales o de cualquier otra 
vía procedente y compatible con la práctica nacional.   
 
Artículo 6 
Deberán tomarse medidas apropiadas para que, siempre que sea posible, las 
estadísticas del trabajo abarquen el trabajo a domicilio.   
 
Artículo 7 
La legislación nacional en materia de seguridad y salud en el trabajo deberá 
aplicarse al trabajo a domicilio teniendo en cuenta las características propias de 
éste y deberá determinar las condiciones en que, por razones de seguridad y 
salud, ciertos tipos de trabajo y la utilización de determinadas sustancias podrán 
prohibirse en el trabajo a domicilio.   
 
Artículo 8 
Cuando esté permitido el recurso a intermediarios en el trabajo a 
domicilio, las responsabilidades respectivas de los empleadores y 
de los intermediarios deberán determinarse mediante la legislación 
o decisiones judiciales, de conformidad con la práctica nacional.   
 
Artículo 9 
1.  Un sistema de inspección compatible con la legislación y la práctica nacionales 
deberá garantizar el cumplimiento de la legislación aplicable al trabajo a domicilio.
  
2.  Deberán preverse y aplicarse de manera efectiva medidas apropiadas, que 
incluyan, cuando proceda, sanciones, para los casos de infracción de dicha 
legislación.   
 
Artículo 10 
 El presente Convenio no menoscaba las disposiciones más favorables que sean 
aplicables a los trabajadores a domicilio en virtud de otros convenios 
internacionales del trabajo.   
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Artículo 15 
El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al 
Secretario General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de 
conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una 
información completa sobre, todas las ratificaciones, declaraciones y actas de 
denuncia que haya registrado de acuerdo con los artículos precedentes.   
 
Artículo 16 
Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la Oficina 
Internacional del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la 
aplicación del Convenio, y considerará la conveniencia de incluir en el orden del 
día de la Conferencia la cuestión de su revisión total o parcial. 
 
LEY 25801 Aprobación de un Convenio con la Organización Internacional del 
Trabajo sobre los Representantes de los Trabajadores 
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc. sancionan con fuerza de Ley:    
 
Artículo 1º.- Apruébase el Convenio sobre los representantes de los trabajadores 
(1971, número 135), adoptado en la 56 Reunión de la Conferencia Internacional 
del Trabajo, cuya copia autenticada forma parte de la presente ley.   
 
QUINCUAGESIMA SEXTA REUNION 
(GINEBRA, 2 - 23 DE JUNIO DE 1971) 
CONVENIO 135 
Convenio relativo a la protección y facilidades que deben otorgarse 
a los representantes de los trabajadores en la empresa 
 
La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo: Convocada 
en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del 
Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 2 de junio de 1971 en su quincuagésima 
sexta reunión; 
Teniendo en cuenta las disposiciones del Convenio sobre el derecho de 
sindicación y de negociación colectiva, 1949, que protege a los trabajadores 
contra todo acto de discriminación tendiente a menoscabar la libertad sindical en 
relación con su empleo; 
Considerando que es deseable adoptar disposiciones complementarias con 
respecto a los representantes de los trabajadores; 
Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas a la 
protección y facilidades concedidas a los representantes de los trabajadores en la 
empresa, cuestión que constituye el quinto punto del orden del día de la reunión, y  
Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un 
convenio internacional, adopta, con fecha veintitrés de junio de mil novecientos 
setenta y uno, el presente Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre 
los representantes de los trabajadores, 1971:    
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Artículo 1 
Los representantes de los trabajadores en la empresa deberán gozar de 
protección eficaz contra todo acto que pueda perjudicarlos, incluido el despido por 
razón de su condición de representantes de los trabajadores, de sus actividades 
como tales, de su afiliación al sindicato, o de su participación en la actividad 
sindical, siempre que dichos representantes actúen conforme a las leyes, 
contratos colectivos u otros acuerdos comunes en vigor. 
 
LEY 25.808 – Modificación de la Ley 25.584 sobre Prohibición en 
Establecimientos de Educación Pública de Acciones que Impidan el Inicio o 
Continuidad del Ciclo  Escolar a Alumnas Embarazadas 
 
Artículo 1º.- Se prohíbe a los directivos o responsables de los establecimientos 
oficiales y privados de educación pública en todo el país, en todos los niveles del 
sistema y de cualquier modalidad, la adopción de acciones institucionales que 
impidan o perturben el inicio o prosecución normal de sus estudios a las 
estudiantes en estado de gravidez o durante el período de lactancia y a los 
estudiantes en su carácter de progenitores. Las autoridades educativas del 
respectivo establecimiento estarán obligadas, en cuanto a la estudiante 
embarazada, a autorizar los permisos que, en razón de su estado sean necesarios 
para garantizar tanto su salud física y psíquica como la del ser durante su 
gestación y el correspondiente período de lactancia. 
 
LEY 25.811 Declaración de Utilidad Pública y Sujetas a Expropiación Tierras 
de Lapacho Moro 
 
 El Senado y Cámara de Diputados  de  la Nación Argentina reunidos en 
Congreso, etc., sancionan con fuerza de Ley:   
 
Artículo 1º.- Extiéndese a tres (3) años el plazo establecido en el artículo 33 de la 
Ley N 21.499 para promover el juicio de expropiación en relación, única y 
exclusivamente, a la declaración de utilidad pública y sujeción a expropiación 
dispuesta por la Ley N 25.549. 
 
Artículo 2º.-  El Poder Ejecutivo dispondrá de la transferencia de las tierras 
enumeradas en el artículo 3 de la Ley 25.549 a la autoridad de aplicación - 
Instituto Nacional de Asuntos Indígenas (INAI) para su adjudicación en propiedad 
comunitaria a la Comunidad  Indígena del Pueblo Wichi Hoktek T'oi con personería 
jurídica registrada mediante Resolución 2166 -SDSPN- 96, con asiento en km. 18 
(ruta 86) Lapacho Mocho, Tartagal, Salta, en los términos de los artículos 3º y 12 
de la Ley 23.302. 
 
Artículo 3º.-  Las tierras expropiadas corresponden al inmueble denominado 
Lapacho Mocho, ubicado en el km. 18 (ruta 86), Tartagal, Departamento de San 
Martín, Provincia de Salta, sobre una superficie de 2936 hectáreas identificadas 
como Matrícula 17.564, Matrícula 17.569, Matrícula 17.570 y Matrícula 17.571. 
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LEY 25.854 Creación del Registro Unico de Aspirantes a Guarda con fines 
Adoptivos 
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc. sancionan con fuerza de Ley: 
 
CAPITULO III 
DISPOSICION ESPECIAL (artículo 12) 
 
Artículo 12º.- Se dará trámite preferente a las solicitudes de aspirantes a guardas 
con fines de adopción de personas menores de más de cuatro años, grupos de 
hermanos o menores que padezcan discapacidades, patologías psíquicas o 
físicas. 
 
LEY 25.869 Beneficio para Hemofílicos Infectados del Retrovirus HIV 
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc., sancionan con fuerza de Ley: 
 
Artículo 1º.- Toda persona con hemofilia que, como consecuencia de haber 
recibido tratamientos con hemoderivados entre los años 1979 y 1985 inclusive, 
hubiera sido infectada con el retrovirus de inmunodeficiencia humana -HIV-, tendrá 
derecho a percibir el beneficio establecido por la presente ley. El beneficio 
acordado será extensivo al cónyuge o concubino, con una convivenda pública u  
continua de mas de dos (2) años, de los beneficiarios señalados en el párrafo 
anterior y que hubieren sido por ellos contagiados con el virus HIV. Asimismo, será 
acordado el beneficio a los hijos de los beneficiarios antes señalados que hubieran 
sido infectados con el virus HIV, por transmisión perinatal. 
 
Artículo 2º.- El beneficio acordado en la presente ley consistirá en una suma 
mensual equivalente al total de la asignación salarial básica de los agentes del 
nivel D del escalafón para el personal civil de la administración pública nacional 
aprobado por el decreto 1669/93. 
 
Artículo 7º.- La percepción del beneficio establecido por la presente ley no 
resultará incompatible con cualquier otra asignación pública que el beneficiario se 
encuentre percibiendo o tuviere derecho a percibir. 
 
Artículo 8º.- Los pagos que el Estado Nacional efectúe en el marco de la presente 
ley no exime de responsabilidad a las empresas y/o laboratorios farmacéuticos 
que hubieren participado en la producción, distribución o comercialización a título 
oneroso o gratuito de hemoderivados durante el período comprendido entre los 
años 1979 y 1985 que hayan infectado a personas hemofílicas con el retrovirus de 
inmudeficiencia humana (HIV), hayan o no contraído el síndrome de inmudefiencia 
adquirida (SIDA).  El Estado Nacional tendrá derecho a repetir contra los 
responsables las sumas abonadas a los beneficiarios de la presente ley. 
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LEY 25.871 Política Migratoria Argentina 
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc. sancionan con fuerza de Ley: 
 
TITULO PRELIMINAR 
CAPITULO I AMBITO DE APLICACIÓN 
 
Artículo 1º.- La admisión, el ingreso, la permanencia y el egreso de personas se 
rigen por las disposiciones de la presente ley y su reglamentación. 
 
Artículo 2º.- A los fines de la presente ley se entiende por "inmigrante" todo aquel 
extranjero que desee ingresar, transitar, residir o establecerse definitiva, 
temporaria o transitoriamente en el país conforme a la legislación vigente. 
 
CAPITULO II PRINCIPIOS GENERALES 
 
Artículo 3º.- Son objetivos de la presente ley:  
  
 a) Fijar las líneas políticas fundamentales y sentar las bases estratégicas en 
materia migratoria, y dar cumplimiento a los compromisos internacionales de la 
República en materia de derechos humanos, integración y movilidad de los 
migrantes;  
  
d) Garantizar el ejercicio del derecho a la reunificación familiar; 
 
 e) Promover la integración en la sociedad argentina de las personas que hayan 
sido admitidas como residentes permanentes;  
  
 f) Asegurar a toda persona que solicite ser admitida en la República Argentina de 
manera permanente o temporaria, el goce de criterios y procedimientos de 
admisión no discriminatorios en términos de los derechos y garantías establecidos 
por la Constitución Nacional, los tratados internacionales, los convenios bilaterales 
vigentes y las leyes;  
  
 g) Promover y difundir las obligaciones, derechos y garantías de los migrantes, 
conforme a lo establecido en la Constitución Nacional, los compromisos 
internacionales y las leyes, manteniendo en alto su tradición humanitaria y abierta 
con relación a los migrantes y sus familias;  
  
TITULO I DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS EXTRANJEROS   
CAPITULO I DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES DE LOS EXTRANJEROS 
 
Artículo 4º.- El derecho a la migración es esencial e inalienable de la persona y la 
República Argentina lo garantiza sobre la base de los principios de igualdad y 
universalidad. 
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Artículo 5º.- El Estado asegurará las condiciones que garanticen una efectiva 
igualdad de trato a fin de que los extranjeros puedan gozar de sus derechos y 
cumplir con sus obligaciones, siempre que satisfagan las condiciones establecidas 
para su ingreso y permanencia, de acuerdo a las leyes vigentes. 
 
Artículo 6º.- El Estado en todas sus jurisdicciones, asegurará el acceso igualitario 
a los inmigrantes y sus familias en las mismas condiciones de protección, amparo 
y derechos de los que gozan los nacionales, en particular lo referido a servicios 
sociales, bienes públicos, salud, educación, justicia, trabajo, empleo y seguridad 
social. 
 
Artículo 7º.- En ningún caso la irregularidad migratoria de un extranjero impedirá 
su admisión como alumno en un establecimiento educativo, ya sea este público o 
privado; nacional, provincial o municipal; primario, secundario, terciario o 
universitario.  Las autoridades de los establecimientos educativos deberán brindar 
orientación y asesoramiento respecto de los trámites correspondientes a los 
efectos de subsanar la irregularidad migratoria. 
 
Artículo 8º.- No podrá negársele o restringírsele en ningún caso, el acceso al 
derecho a la salud, la asistencia social o atención sanitaria a todos los extranjeros 
que lo requieran, cualquiera sea su situación migratoria.  Las autoridades de los 
establecimientos sanitarios deberán brindar orientación y asesoramiento respecto 
de los trámites correspondientes a los efectos de subsanar la irregularidad 
migratoria. 
 
Artículo 10º.- El Estado garantizará el derecho de reunificación familiar de los 
inmigrantes con sus padres, cónyuges, hijos solteros menores o hijos mayores con 
capacidades diferentes. 
 
Artículo 11º.- La República Argentina facilitará, de conformidad con la legislación 
nacional y provincial en la materia, la consulta o participación de los extranjeros en 
las decisiones relativas a la vida pública y a la administración de las comunidades 
locales donde residan. 
 
Artículo 12º.- El Estado cumplimentará todo lo establecido en las convenciones 
internacionales y todas otras que establezcan derechos y obligaciones de los 
migrantes, que hubiesen sido debidamente ratificadas. 
 
Artículo 13º.- A los efectos de la presente ley se considerarán discriminatorios 
todos los actos u omisiones determinados por motivos tales como etnia, religión, 
nacionalidad, ideología, opinión política o gremial, sexo, género, posición 
económica o caracteres físicos, que arbitrariamente impidan, obstruyan, restrinjan 
o de algún modo menoscaben el pleno ejercicio sobre bases igualitarias de los 
derechos y garantías fundamentales reconocidos en la Constitución Nacional, los 
Tratados Internacionales y las leyes. 
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Artículo 14º.- El Estado en todas sus jurisdicciones, ya sea nacional, provincial o 
municipal, favorecerá las iniciativas tendientes a la integración de los extranjeros 
en su comunidad de residencia, especialmente las tendientes a:  
  
 b) La difusión de información útil para la adecuada inserción de los extranjeros en 
la sociedad argentina, en particular aquella relativa a sus derechos y obligaciones;  
  
 c) Al conocimiento y la valoración de las expresiones culturales, recreativas, 
sociales, económicas y religiosas de los inmigrantes;  
  
 d) La organización de cursos de formación, inspirados en criterios de convivencia 
en una sociedad multicultural y de prevención de comportamientos 
discriminatorios, destinados a los funcionarios y empleados públicos y de entes 
privados. 
 
TITULO II DE LA ADMISION DE EXTRANJEROS  
A LA REPUBLICA ARGENTINA Y SUS EXCEPCIONES   
CAPITULO I DE LAS CATEGORIAS Y PLAZOS DE ADMISION  
 
Artículo 23º.- Se considerarán "residentes temporarios" todos aquellos extranjeros 
que, bajo las condiciones que establezca la reglamentación, ingresen al país en 
las siguientes subcategorías:  
  
 h) Pacientes bajo tratamientos médicos: para atender problemas de salud en 
establecimientos sanitarios públicos o privados, con autorización para permanecer 
en el país por un año, prorrogable, con entradas y salidas múltiples.  En caso de 
personas menores de edad, discapacitados o enfermos que por la importancia de 
su patología debieran permanecer con acompañantes, esta autorización se hará 
extensiva a los familiares directos, representante legal o curador;  
  
k) Asilados y refugiados: Aquellos que fueren reconocidos como refugiados o 
asilados se les concederá autorización para residir en el país por el término de dos 
(2) años, prorrogables cuantas veces la autoridad de aplicación en materia de 
asilo y refugio lo estime necesario, atendiendo a las circunstancias que determine 
la legislación vigente en la materia;  
  
m) Razones Humanitarias: Extranjeros que invoquen razones humanitarias que 
justifiquen a juicio de la Dirección Nacional de Migraciones un tratamiento 
especial;  
  
Artículo 28º.- Los extranjeros incluidos en Acuerdos o Convenios de Migraciones 
suscriptos por la República Argentina se regirán por lo dispuesto en los mismos y 
por esta ley, en el supuesto más favorable para la persona migrante.  El principio 
de igualdad de trato no se considerará afectado por la posibilidad que tiene el 
Estado, conforme a los procedimientos establecidos en la Constitución y las leyes, 
de firmar acuerdos bilaterales de alcance general y parcial, que permitan atender 
fenómenos específicos, como el de la migración laboral fronteriza, ni por la 
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posibilidad de establecer esquemas diferenciados de tratamiento entre los países 
que con la Argentina forman parte de una región respecto de aquellos países que 
resulten terceros dentro del proceso de regionalización, priorizando las medidas 
necesarias para el logro del objetivo final de la libre circulación de personas en el 
MERCOSUR. 
 
TITULO III DEL INGRESO Y EGRESO DE PERSONAS 
CAPITULO I DEL INGRESO Y EGRESO 
 
Artículo 34º.- El ingreso y egreso de personas al territorio nacional se realizará 
exclusivamente por los lugares habilitados por la Dirección Nacional de 
Migraciones, sean éstos terrestres, fluviales, marítimos o aéreos, oportunidad y 
lugar en que serán sometidos al respectivo control migratorio.  
Se podrá autorizar la entrada al país de los extranjeros que no reúnan los 
requisitos establecidos en la ley y su reglamentación, cuando existan razones 
excepcionales de índole humanitaria, interés público o cumplimiento de 
compromisos adquiridos por la Argentina. 
 
CAPITULO II DE LAS OBLIGACIONES  
DE LOS MEDIOS DE TRANSPORTE INTERNACIONAL 
 
Artículo 42º.- Los artículos precedentes no serán de aplicación en el supuesto de 
extranjeros que soliciten el status de refugio o asilo en el país; en estos casos, la 
obligación para las personas que describen los artículos 40 y 41 se reducirá a dar 
cuenta de inmediato de tal situación a la autoridad con competencia en materia de 
refugio y asilo. 
 
TITULO VI DEL REGIMEN DE LOS RECURSOS 
CAPITULO I DEL REGIMEN DE LOS RECURSOS 
 
Artículo 86º.- Los extranjeros que se encuentren en territorio nacional y que 
carezcan de medios económicos, tendrán derecho a asistencia jurídica gratuita en 
aquellos procedimientos administrativos y judiciales que puedan llevar a la 
denegación de su entrada, al retorno a su país de origen o a la expulsión del 
territorio argentino.  
Además tendrán derecho a la asistencia de intérprete/s si no comprenden o 
hablan el idioma oficial.  
Las reglamentaciones a la presente, que en su caso se dicten, deberán resguardar 
el ejercicio del Derecho Constitucional de defensa. 
 
Artículo 87º.- La imposibilidad de pago de las tasas establecidas para la 
interposición de recursos no podrán obstaculizar el acceso al régimen de recursos 
establecido en el presente Título. 
 
Artículo 88º.- La imposibilidad del pago de la tasa prevista para la interposición de 
los recursos, no será obstáculo para acceder al régimen recursivo previsto en el 
presente capítulo. 
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Artículo 89º.- El recurso judicial previsto en el artículo 84, como la consecuente 
intervención y decisión del órgano judicial competente para entender respecto de 
aquéllos, se limitarán al control de legalidad, debido proceso y de razonabilidad del 
acto motivo de impugnación. 
 
CAPITULO II DE LA REVISION DE LOS ACTOS DECISORIOS 
 
Artículo 90º.- El Ministerio del Interior y la Dirección Nacional de Migraciones 
podrán rever, de oficio o a petición de parte, sus resoluciones y las de las 
autoridades que actúen por delegación.  
  
Serán susceptibles de revisión las decisiones cuando se comprueben casos de 
error, omisión o arbitrariedad manifiesta, violaciones al debido proceso, o cuando 
hechos nuevos de suficiente entidad justifiquen dicha medida. 
 
LEY 25.889 Aprobación del Protocolo al Convenio de Migración entre la 
República Argentina y la República del Perú 
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc. sancionan con fuerza de Ley: 
 
Artículo 1º.- Apruébase el PROTOCOLO ADICIONAL AL CONVENIO DE 
MIGRACION ENTRE LA REPUBLICA ARGENTINA Y LA REPUBLICA DEL 
PERU, suscripto en Buenos Aires, el 16 de diciembre de 2002, que consta de 
ONCE (11) artículos, cuya fotocopia autenticada forma parte de la presente ley. 
 
PROTOCOLO ADICIONAL AL CONVENIO DE MIGRACION ENTRE LA 
REPUBLICA ARGENTINA Y LA REPUBLICA DEL PERU 
 
El Gobierno de la República Argentina y el Gobierno de la República del Perú en 
adelante "Las Partes",  
Tomando en consideración lo dispuesto en el Convenio de Migración entre la 
República Argentina y la República del Perú del 12 de agosto de 1998, en 
adelante "el Convenio",  
  
 Acuerdan lo siguiente: 
 
Artículo 1: AMBITO DE APLICACION 
Sustitúyese el Artículo 2 del Convenio por el siguiente: 
  
 "El presente Convenio modificado por el Protocolo Adicional se aplica a:  
  
 c) Nacionales de una Parte que sean cónyuge, padres o hijos solteros menores 
de 21 años o discapacitados de connacionales que se hubieren acogido al 
Convenio, que deseen ingresar o regularizarse en virtud de este último y que 
presenten, dentro del plazo de vigencia del Convenio, ante la sede consular 
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respectiva o servicio de migración según corresponda, la documentación que se 
determina en el Artículo 4 inciso b) del Convenio modificado por el Protocolo 
Adicional.  
  
 d) Nacionales de una Parte que deseen ingresar o regularizarse en virtud del 
presente Convenio y sean cónyuge, padres o hijos solteros menores de 21 años o 
discapacitados de connacionales que se encuentren residiendo en el país de 
recepción como temporario o permanente en virtud del régimen común establecido 
en la respectiva legislación interna y que presenten, dentro del plazo de vigencia 
del Convenio, ante la sede consular respectiva o servicio de migración, según 
corresponda, la documentación que se determina en el Artículo 4 inciso b) del 
Convenio modificado por el Protocolo Adicional.  
  
 e) Nacionales de una Parte que deseen ingresar o regularizarse en virtud del 
Convenio y sean cónyuge, padres o hijos de nacionales de la otra que residan en 
ésta y que presenten, dentro del plazo de vigencia del Convenio, ante la sede 
consular respectiva o servicio de migración, según corresponda, la documentación 
que se determina en el Artículo 4 inciso c) del Convenio modificado por el 
Protocolo Adicional.  
  
 A los fines del inciso b) del presente Artículo la expresión "irregular" significa la 
permanencia de nacionales de una Parte en el territorio de la otra, que no cumplen 
los requisitos vigentes en las respectivas legislaciones migratorias internas.  
  
 En el caso de los incisos a) y b), el cónyuge, los padres e hijos solteros menores 
de 21 años o discapacitados de las personas incluidas en ellos podrán presentar 
su solicitud simultáneamente con el titular. 
 
LEY 25.902 Aprobación del Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de 
los Estados parte del MERCOSUR, Bolivia y Chile 
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc. sancionan con fuerza de Ley: 
 
Artículo 1º.- Apruébase el ACUERDO SOBRE RESIDENCIA PARA NACIONALES 
DE LOS ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR, BOLIVIA Y CHILE, suscripto en 
Brasilia -REPUBLICA FEDERATIVA DEL BRASIL- el 6 de diciembre de 2002, que 
consta de DIECISEIS (16)    artículos, cuya fotocopia autenticada forma parte de la 
presente ley. 
 
ANEXO 
  
ACUERDO SOBRE RESIDENCIA PARA NACIONALES DE LOS ESTADOS 
PARTES DEL MERCOSUR, BOLIVIA Y CHILE 
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La República Argentina, la República Federativa del Brasil, la República de 
Paraguay y la República Oriental del Uruguay, Estados Partes del MERCOSUR, la 
República de Bolivia y la República de Chile, Estados Asociados. 
  
 CONSIDERANDO el Tratado de Asunción firmado el 26 de marzo de 1991 entre 
la República Argentina, la República Federativa del Brasil, la República del 
Paraguay y la República Oriental del Uruguay y el Protocolo de Ouro Preto, sobre 
la estructura institucional del MERCOSUR firmado el 17 de diciembre de 1994 por 
esos mismos Estados. 
  
 ATENDIENDO la decisión del Consejo del Mercado Común del MERCOSUR Nº 
14/96 "Participación de Terceros Países Asociados en reuniones del 
MERCOSUR" y la Nº 12/97 "Participación de Chile en reuniones del 
MERCOSUR". 
  
 EN CONCORDANCIA con la Decisión Nº 07/96 (XI CMC - Fortaleza, 17/96) que 
motivó la necesidad de avanzar en la elaboración de mecanismos comunes, para 
profundizar la cooperación en las áreas de competencia de los respectivos 
Ministerios del Interior o equivalentes. 
  
 REAFIRMANDO el deseo de los Estados Partes y Asociados del MERCOSUR de 
fortalecer y profundizar el proceso de integración así como los fraternales vínculos 
existentes entre ellos. 
  
 TENIENDO PRESENTE que la implementación de una política de libre circulación 
de personas en la región es esencial para la consecución de esos objetivos. 
  
 BUSCANDO solucionar la situación migratoria de los nacionales de los Estados 
Partes y Asociados en la región a fin de fortalecer los lazos que unen a la 
comunidad regional. 
  
 CONVENCIDOS de la importancia de combatir el tráfico de personas para fines 
de explotación laboral y aquellas situaciones que impliquen degradación de la 
dignidad humana, buscando soluciones conjuntas y conciliadoras para los graves 
problemas que asolan a los Estados Partes y Asociados y a la comunidad como 
un todo, en consonancia con el compromiso firmado en el Plan General de 
Cooperación y Coordinación de Seguridad Regional. 
  
 RECONOCIENDO el compromiso de los Estados Partes de armonizar sus 
legislaciones para lograr el fortalecimiento del proceso de integración, tal cual 
fuera dispuesto en el artículo 1º del Tratado de Asunción. 
  
 PROCURANDO establecer reglas comunes para la tramitación de la autorización 
de residencia de los nacionales de los Estados Partes y Asociados del 
MERCOSUR. 
  
 ACUERDAN: 
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Artículo 7: INTERCAMBIO DE INFORMACION 
Las Partes se comunicarán sus respectivas reglamentaciones nacionales sobre 
inmigración, así como, en caso de producirse sus ulteriores modificaciones, y 
asegurarán a los ciudadanos de los otros Estados Partes que hubiesen obtenido 
su residencia, un tratamiento igualitario en cuanto a derechos civiles de acuerdo 
con sus respectivas legislaciones internas. 
 
Artículo 9: DERECHOS DE LOS INMIGRANTES Y DE LOS MIEMBROS DE SUS 
FAMILIAS 
 1.  IGUALDAD DE DERECHOS CIVILES: Los nacionales de las Partes y sus 
familias que hubieren obtenido residencia en los términos del presente Acuerdo 
gozarán de los mismos derechos y libertades civiles, sociales, culturales y 
económicas de los nacionales del país de recepción, en particular el derecho a 
trabajar; y ejercer toda actividad lícita en las condiciones que disponen las leyes; 
peticionar a las autoridades; entrar, permanecer, transitar y salir del territorio de 
las Partes; asociarse con fines lícitos y profesar libremente su culto, de 
conformidad a las leyes que reglamenten su ejercicio. 
  
 2.  REUNION FAMILIAR: A los miembros de la familia que no ostenten la 
nacionalidad de uno de los Estados Partes, se les expedirá una residencia de 
idéntica vigencia de aquella que posea la persona de la cual dependan, siempre y 
cuando presenten la documentación que se establece en el artículo 3, y no posean 
impedimentos. Si por su nacionalidad los miembros de la familia necesitan 
visación para ingresar al país, deberán tramitar la residencia ante la autoridad 
consular, salvo que de conformidad con la normativa interna del país de recepción 
este último requisito no fuere necesario. 
  
 3.  TRATO IGUALITARIO CON NACIONALES: Los inmigrantes gozarán en el 
territorio de las Partes, de un trato no menos favorable que el que reciben los 
nacionales del país de recepción, en lo que concierne a la aplicación de la 
legislación laboral, especialmente en materia de remuneraciones, condiciones de 
trabajo y seguros sociales. 
  
6.  DERECHO DE LOS HIJOS DE LOS INMIGRANTES: Los hijos de los 
inmigrantes que hubieran nacido en el territorio de una de las Partes tendrán 
derecho a tener un nombre, al registro de su nacimiento y a tener una 
nacionalidad, de conformidad con las respectivas legislaciones internas.  
  
 Los hijos de los inmigrantes gozarán en el territorio de las Partes, del derecho 
fundamental de acceso a la educación en condiciones de igualdad con los 
nacionales del país de recepción. El acceso a las instituciones de enseñanza 
preescolar o a las escuelas públicas no podrá denegarse o limitarse a causa de la 
circunstancial situación irregular de la permanencia de los padres. 
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Hecho en la ciudad de Brasilia, República Federativa del Brasil, a los seis (6) días 
del mes de diciembre de 2002, en un original, en los idiomas español y portugués, 
siendo ambos textos igualmente auténticos. 
 
 
LEY 25.903 Aprobación del Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de 
los Estados partes del MERCOSUR 
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc. sancionan con fuerza de Ley: 
 
Artículo 1º.- Apruébase el ACUERDO SOBRE RESIDENCIA PARA NACIONALES 
DE LOS ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR, suscripto en Brasilia -
REPUBLICA FEDERATIVA DEL BRASIL - el 6 de diciembre de 2002, que consta 
de DIECISEIS (16) artículos, cuya fotocopia autenticada forma parte de la 
presente ley. 
 
ANEXO 
  
 ACUERDO SOBRE RESIDENCIA PARA NACIONALES DE LOS ESTADOS 
PARTES DEL MERCOSUR 
 
La República Argentina, la República Federativa del Brasil, la República de 
Paraguay y la República Oriental del Uruguay, Estados Partes del MERCOSUR, 
CONSIDERANDO el Tratado de Asunción firmado el 26 de marzo de 1991 entre la 
República Argentina, la República Federativa del Brasil, la República del Paraguay 
y la República Oriental del Uruguay y el Protocolo de Ouro Preto, sobre la 
estructura institucional del MERCOSUR firmado el 17 de diciembre de 1994 por 
esos mismos Estados. 
  
 EN CONCORDANCIA con la Decisión CMC Nº 07/96 (XI CMC - Fortaleza, 17/96) 
que motivó la necesidad de avanzar en la elaboración de mecanismos comunes, 
para profundizar la cooperación en las áreas de competencia de los respectivos 
Ministerios del Interior o equivalentes. 
  
 REAFIRMANDO el deseo de los Estados Partes del MERCOSUR de fortalecer y 
profundizar el proceso de integración así como los fraternales vínculos existentes 
entre ellos. 
  
 TENIENDO PRESENTE que la implementación de una política de libre circulación 
de personas en la región es esencial para la consecución de esos objetivos. 
  
 BUSCANDO solucionar la situación migratoria de los nacionales de los Estados 
Partes en la región a fin de fortalecer los lazos que unen a la comunidad regional. 
  
 CONVENCIDOS de la importancia de combatir el tráfico de personas para fines 
de explotación laboral y aquellas situaciones que impliquen degradación de la 
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dignidad humana, buscando soluciones conjuntas y conciliadoras para los graves 
problemas que asolan a los Estados Partes y a la comunidad como un todo, en 
consonancia con el compromiso firmado en el Plan General de Cooperación y 
Coordinación de Seguridad Regional. 
  
 RECONOCIENDO el compromiso de los Estados Partes de armonizar sus 
legislaciones para lograr el fortalecimiento del proceso de integración, tal cual 
fuera dispuesto en el artículo 1º del Tratado de Asunción. 
  
 PROCURANDO establecer reglas comunes para la tramitación de la autorización 
de residencia de los nacionales de los Estados Partes del MERCOSUR, 
 ACUERDAN: 
 
Artículo 7: INTERCAMBIO DE INFORMACION 
Las Partes se comunicarán sus respectivas reglamentaciones nacionales sobre 
inmigración, así como, en caso de producirse sus ulteriores modificaciones, y 
asegurarán los ciudadanos de los otros Estados Partes que hubiesen obtenido su 
residencia, un tratamiento igualitario en cuanto a derechos civiles de acuerdo con 
sus respectivas legislaciones internas. 
 
Artículo 9: DERECHOS DE LOS INMIGRANTES Y DE LOS MIEMBROS DE SUS 
FAMILIAS IGUALDAD DE DERECHOS CIVILES 
 
 1. : Los nacionales de las Partes y sus familias que hubieren obtenido residencia 
en los términos del presente Acuerdo gozarán de los mismos derechos y 
libertades civiles, sociales, culturales y económicas de los nacionales del país de 
recepción, en particular el derecho a trabajar; y ejercer toda actividad lícita en las 
condiciones que disponen las leyes; peticionar a las autoridades; entrar, 
permanecer, transitar y salir del territorio de las Partes; asociarse con fines lícitos y 
profesar libremente su culto, de conformidad a las leyes que reglamenten su 
ejercicio. 
  
 2.  REUNION FAMILIAR: A los miembros de la familia que no ostenten la 
nacionalidad de uno de los Estados Parte, se les expedirá una residencia de 
idéntica vigencia de aquella que posea de la persona de la cual dependan, 
siempre y cuando presenten la documentación que se establece en el artículo 3º, 
y no posean impedimentos. Si por su nacionalidad los miembros de la familia 
necesitan visación para ingresar al país, deberán tramitar la residencia ante la 
autoridad consular, salvo que de conformidad con la normativa interna del país de 
recepción este último requisito no fuere necesario. 
  
 3.  TRATO IGUALITARIO CON NACIONALES: Los inmigrantes gozarán en el 
territorio de las Partes, de un trato no menos favorable que el que reciben los 
nacionales del país de recepción, en lo que concierne a la aplicación de la 
legislación laboral, especialmente en materia de remuneraciones, condiciones de 
trabajo y seguros sociales. 
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6.  DERECHO DE LOS HIJOS DE LOS INMIGRANTES: Los hijos de los 
inmigrantes que hubieran nacido en el territorio de una de las Partes tendrán 
derecho a tener un nombre, al registro de su nacimiento y a tener una 
nacionalidad, de conformidad con las respectivas legislaciones internas. Los hijos 
de los inmigrantes gozarán en el territorio de las Partes, del derecho fundamental 
de acceso a la educación en condiciones de igualdad con los nacionales del país 
de recepción. El acceso a las instituciones de enseñanza preescolar o a las 
escuelas públicas no podrá denegarse o limitarse a causa de la circunstancial 
situación irregular de la permanencia de los padres. 
 
Hecho en la ciudad de Brasilia, República Federativa del Brasil, a los seis (6) días 
del mes de diciembre de 2002, en un original; en los idiomas español y portugués, 
siendo ambos textos igualmente auténticos. 
 
Ley 25.914 Indemnización para Niños y Niñas Nacidos en Cautiverio 
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc. sancionan con fuerza de Ley: 
 
ARTICULO 1° —  Las personas que hubieren nacido durante la privación de la 
libertad de su madre, o que, siendo menores, hubiesen permanecido en cualquier 
circunstancia detenidos en relación a sus padres, siempre que cualquiera de éstos 
hubiese estado detenido y/o detenido-desaparecido por razones políticas, ya sea a 
disposición del Poder Ejecutivo nacional y/o tribunales militares y/o áreas militares, 
con independencia de su situación judicial, podrán acogerse a los beneficios 
instituidos en la presente ley. 
Las personas que por alguna de las circunstancias establecidas en la presente, 
hayan sido víctimas de sustitución de identidad recibirán la reparación que esta ley 
determina. 
El presente beneficio es incompatible con cualquier indemnización percibida en 
virtud de sentencia judicial, con motivo de los hechos contemplados en la 
presente. 
 
ARTICULO 2° —  Para acogerse a los beneficios de esta ley, las personas 
mencionadas en el artículo anterior deberán acreditar ante la autoridad de 
aplicación, el cumplimiento de los siguientes requisitos:  
a) Para quienes hayan nacido durante la detención y/o cautiverio de su madre, 
constancia de la fecha de nacimiento, anterior al 10 de diciembre de 1983, y 
acreditación, por cualquier medio de prueba, de que su madre se encontraba 
detenida y/o desaparecida por razones políticas a disposición del Poder Ejecutivo 
nacional, y/o tribunales militares y/o áreas militares, con independencia de su 
situación judicial;  
b) En el supuesto de menores nacidos fuera de los establecimientos carcelarios 
y/o de cautiverio, acreditar por cualquier medio de prueba su permanencia en los 
mismos y las condiciones requeridas en el artículo 1° de la presente ley en alguno 
de sus padres;  
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c) Sentencia judicial rectificatoria de la identidad en los casos del segundo párrafo 
del artículo 1°. Quedan exceptuados de acompañar tal sentencia aquellos que 
encontrándose en esta situación hayan sido adoptados plenamente y de buena fe, 
debiendo probar por cualquier medio la desaparición forzada de sus padres. 
 
ARTICULO 3° —  La solicitud del beneficio se hará ante el Ministerio de Justicia, 
Seguridad y Derechos Humanos, en su condición de autoridad de aplicación de la 
presente ley, el que comprobará en forma sumarísima el cumplimiento de los 
recaudos exigidos en los artículos anteriores. En caso de duda sobre el 
otorgamiento del beneficio previsto en esta ley, deberá estarse a lo que sea más 
favorable a las víctimas o sus derechohabientes, conforme al principio de buena 
fe. 
La resolución que deniegue en forma total o parcial el beneficio será recurrible 
dentro de los DIEZ (10) días de notificada, por ante la Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal de la Capital Federal. El 
recurso se presentará fundado en el Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos 
Humanos el que lo elevará a la Cámara con su opinión, en el término de CINCO 
(5) días. La Cámara decidirá sin más trámite dentro del plazo de VEINTE (20) días 
de recibidas las actuaciones. 
 
ARTICULO 4° —  El beneficio que establece la presente ley consistirá en el pago 
por única vez de una suma equivalente a VEINTE (20) veces la remuneración 
mensual de los agentes Nivel A, Grado 8, del Sistema Nacional de la Profesión 
Administrativa Decreto N° 993/91 t.o. 1995. Se considera remuneración mensual a 
la totalidad de los rubros que integran el salario del agente sujeto a aportes 
jubilatorios. Cuando, en las circunstancias y épocas señaladas en los artículos 1° y 
2°, al beneficiario se le hubiere sustituido la identidad, recibirá por todo concepto 
una indemnización equivalente a la fijada por la Ley N° 24.411, sus 
complementarias y modificatorias. 
Si, en virtud de las circunstancias establecidas en el artículo 1°, el beneficiario 
hubiese sufrido lesiones graves o gravísimas, según la clasificación del Código 
Penal, o hubiese fallecido, el beneficio será incrementado en un CINCUENTA 
POR CIENTO (50%), SETENTA POR CIENTO (70%) y CIEN POR CIENTO 
(100%) respectivamente. 
 
ARTICULO 5° —  El pago del beneficio importa la renuncia a todo derecho de 
indemnización por daños y perjuicios fundado en las causales previstas por esta 
ley y, es excluyente de todo otro beneficio o indemnización por el mismo concepto. 
 
ARTICULO 6° —  El Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos tendrá 
a su cargo el pago de la indemnización que la presente ley establece, mediante 
depósito en bancos oficiales dentro de la jurisdicción que corresponda al domicilio 
de los beneficiarios, a su orden. 
 
ARTICULO 7° —  La indemnización que prevé esta ley estará exenta de 
gravámenes, así como también, en su caso, estarán exentas de tasas las 
tramitaciones judiciales o administrativas que tuvieren por finalidad la acreditación 
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de las circunstancias o de vínculo, en jurisdicción nacional. La publicación de 
edictos en el Boletín Oficial de la República Argentina será gratuita. 
 
ARTICULO 8° —  Invítase a las provincias a sancionar las leyes o a dictar los actos 
administrativos que correspondan para, en su caso, eximir del pago de la tasa de 
justicia y tasa administrativa a los trámites judiciales y/o administrativos y 
publicaciones de rigor, necesarios para la percepción del beneficio que se 
instituye. 
 
ARTICULO 9° —  Los gastos que demande el cumplimiento de la presente ley se 
imputarán a las partidas presupuestarias asignadas al Ministerio de Justicia, 
Seguridad y Derechos Humanos, a cuyos efectos, el señor Jefe de Gabinete de 
Ministros efectuará las reestructuraciones presupuestarias correspondientes. 
 
ARTICULO 10. —  Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
Ley 25.962 Maestros del Deporte. Incorporación de los Atletas con 
Necesidades Especiales Ganadores en Juegos Paralímpicos 
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc. sancionan con fuerza de Ley: 
ARTICULO 1° —  Modifícase el artículo 1° de la Ley 23.891, el que quedará 
redactado de la siguiente manera:  
“Artículo 1°: En virtud de haber logrado títulos olímpicos o paralímpicos que 
quedan en la historia mundial, para la gloria del deporte argentino, quienes han 
obtenido u obtengan el primero, segundo o tercer puesto (medalla de oro, plata o 
bronce) son considerados maestros del deporte a partir de la puesta en vigencia 
de esta ley.” 
ARTICULO 2° —  Modifícase el artículo 2° de la Ley 23.891, el que quedará 
redactado de la siguiente manera:  
“Artículo 2°: Las personas que obtengan títulos olímpicos o paralímpicos podrán 
ser convocadas por los organismos del Estado que requieran su colaboración para 
asesoramiento y promoción del deporte amateur. También podrán ser solicitadas 
en clubes y colegios a efectos de dar charlas y conferencias sobre la importancia 
del deporte y/o cualquier otro tema relacionado con el mismo.” 
ARTICULO 3° —  Modifícase el artículo 4° de la Ley 23.891, el cual quedará 
redactado de la siguiente manera:  
“Artículo 4°: Las pensiones establecidas en la presente ley podrán ser percibidas 
en el caso de los deportistas olímpicos cuando el beneficiario alcance la edad de 
50 años. Para los deportistas paralímpicios cuando el beneficiario alcance la edad 
de 40 años.” 
ARTICULO 4° —  El gasto que demande el cumplimiento de la presente ley se 
atenderá según lo dispuesto en el artículo 8° de la Ley 23.891. 
ARTICULO 5° —  El Poder Ejecutivo nacional reglamentará la presente ley dentro 
de los sesenta días de su promulgación. 
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LEY 25.974 Creación de un Fondo de Reparación Histórica para la 
Localización y Restitución de Niños Secuestrados o Nacidos en Cautiverio 
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc. sancionan con fuerza de Ley: 
 Articulo 1º.- Créase en el ámbito del Poder Legislativo Nacional el  "Fondo de 
Reparación Histórica para la Localización y Restitución de  Niños Secuestrados o 
Nacidos en Cautiverio en Argentina", destinado a solventar los gastos que 
demande la labor de localización, identificación y restitución que lleva a cabo la 
"Asociación Abuelas de Plaza de Mayo". 
 
Artículo 2º.-El monto destinado al fondo mencionado en el artículo 1 deberá 
ascender a PESOS QUINCE MIL ($ 15.000) mensuales, y será otorgado por el 
término de DOS (2) años.   
 
Artículo 3º.- Los fondos destinados al "Fondo de Reparación Histórica para la 
Localización y Restitución de Niños Secuestrados o Nacidos en Cautiverio en 
Argentina", serán con cargo al crédito anual aprobado y hasta el 0,1% asignado al 
Poder Legislativo nacional por la Ley de Presupuesto Anual de la Nación.   
 
Artículo 4º.- Dentro de los TREINTA (30) días de cumplido el plazo de DOS (2) 
años previsto en el artículo 2, la "Asociación Abuelas de Plaza de Mayo" deberá 
poner a disposición pública y para conocimiento de cualquier ciudadano que lo 
solicite, la documentación del Archivo Histórico, entregando una copia de un 
ejemplar del mismo para ser custodiado por el Poder Legislativo nacional. 
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CONSTITUCION DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 

 
 
 ARTICULO 10. - Rigen todos los derechos, declaraciones y garantías de la 
Constitución Nacional, las leyes de la Nación y los tratados internacionales 
ratificados y que se ratifiquen. Estos y la presente Constitución se interpretan de 
buena fe. Los derechos y garantías no pueden ser negados ni limitados por la 
omisión o insuficiencia de su reglamentación y esta no puede cercenarlos. 
 
 ARTICULO 11. - Todas las personas tienen idéntica dignidad y son iguales 
ante la ley. 

Se reconoce y garantiza el derecho a ser diferente, no admitiéndose 
discriminaciones que tiendan a la segregación por razones o con pretexto de raza, 
etnia, género, orientación sexual, edad, religión, ideología, opinión, nacionalidad, 
caracteres físicos, condición psicofísica, social, económica o cualquier 
circunstancia que implique distinción, exclusión, restricción o menoscabo. 

La Ciudad promueve la remoción de los obstáculos de cualquier orden que, 
limitando de hecho la igualdad y la libertad, impidan el pleno desarrollo de la 
persona y la efectiva participación en la vida política, económica o social de la 
comunidad. 
 
ARTICULO 14. - Toda persona puede ejercer acción expedita, rápida y gratuita de 
amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u 
omisión de autoridades públicas o de particulares que en forma actual o inminente, 
lesione, restrinja, altere o amenace con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, 
derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional, los tratados 
internacionales, las leyes de la Nación, la presente Constitución, las leyes dictadas 
en su consecuencia y los tratados interjurisdiccionales en los que la Ciudad sea 
parte. 

Están legitimados para interponerla cualquier habitante y las personas 
jurídicas defensoras de derechos o intereses colectivos, cuando la acción se 
ejerza contra alguna forma de discriminación, o en los casos en que se vean 
afectados derechos o intereses colectivos, como la protección del ambiente, del 
trabajo y la seguridad social, del patrimonio cultural e histórico de la Ciudad, de la 
competencia, del usuario o del consumidor. 

El agotamiento de la vía administrativa no es requisito para su procedencia. 
El procedimiento está desprovisto de formalidades procesales que afecten 

su operatividad. Todos los plazos son breves y perentorios. Salvo temeridad o 
malicia, el accionante está exento de costas. 

Los jueces pueden declarar de oficio la inconstitucionalidad de la norma en 
que se funda el acto u omisión lesiva. 
 
ARTICULO 23. - La Ciudad reconoce y garantiza un sistema educativo inspirado 
en los principios de la libertad, la ética y la solidaridad, tendiente a un desarrollo 
integral de la persona en una sociedad justa y democrática. 
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Asegura la igualdad de oportunidades y posibilidades para el acceso, 
permanencia, reinserción y egreso del sistema educativo. Respeta el derecho 
individual de los educandos, de los padres o tutores, a la elección de la orientación 
educativa según sus convicciones y preferencias. 

Promueve él más alto nivel de calidad de la enseñanza y asegura políticas 
sociales complementarias que posibiliten el efectivo ejercicio de aquellos 
derechos. 
 Establece los lineamientos curriculares para cada uno de los niveles 
educativos. 

La educación tiene un carácter esencialmente nacional con especial 
referencia a la Ciudad, favoreciendo la integración con otras culturas. 
 
ARTICULO 36. - La Ciudad garantiza en el ámbito público y promueve en el 
privado la igualdad real de oportunidades y trato entre varones y mujeres en el 
acceso y goce de todos los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y 
culturales, a través de acciones positivas que permitan su ejercicio efectivo en 
todos los ámbitos, organismos y niveles y que no serán inferiores a las vigentes al 
tiempo de sanción de esta Constitución. 

Los partidos políticos deben adoptar tales acciones para el acceso efectivo 
a cargos de conducción y al manejo financiero, en todos los niveles y áreas.  
 Las listas de candidatos a cargos electivos no pueden incluir más del 
setenta por ciento de personas del mismo sexo con probabilidades de resultar 
electas. Tampoco pueden incluir a tres personas de un mismo sexo en orden 
consecutivo. 

En la integración de los órganos colegiados compuestos por tres o más 
miembros, la Legislatura concede acuerdos respetando el cupo previsto en el 
párrafo anterior. 
 
ARTICULO 38. - La Ciudad incorpora la perspectiva de género en el diseño y 
ejecución de sus políticas públicas y elabora participativamente un plan de 
igualdad entre varones y mujeres. 
Estimula la modificación de los patrones socioculturales estereotipados con el 
objeto de eliminar prácticas basadas en el prejuicio de superioridad de cualquiera 
de los géneros; promueve que las responsabilidades familiares sean compartidas; 
fomenta la plena integración de las mujeres a la actividad 

productiva, las acciones positivas que garanticen la paridad en relación con 
el trabajo remunerado, la eliminación de la segregación y de toda forma de 
discriminación por estado civil o maternidad; facilita a las mujeres único sostén de 
hogar, el acceso a la vivienda, al empleo, al crédito y a los sistemas de cobertura 
social; desarrolla políticas respecto de las niñas y adolescentes embarazadas, las 
ampara y garantiza su permanencia en el sistema educativo; provee a la 
prevención de violencia física, psicológica y sexual contra las mujeres y brinda 
servicios especializados de atención; ampara a las víctimas de la explotación 
sexual y brinda servicios de atención; promueve la participación de las 
organizaciones no gubernamentales dedicadas a las temáticas de las mujeres en 
el diseño de las políticas públicas.  
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ARTICULO 40. - La Ciudad garantiza a la juventud la igualdad real de 
oportunidades y el goce de sus derechos a través de acciones positivas que 
faciliten su integral inserción política y social y aseguren, mediante procedimientos 
directos y eficaces, su participación en las decisiones que afecten al conjunto 
social o a su sector. 
 Promueve su acceso al empleo, vivienda, créditos y sistema de cobertura 
social. 

Crea en el ámbito del Poder Ejecutivo y en las Comunas, áreas de gestión 
de políticas juveniles y asegura la integración de los jóvenes.  

Promueve la creación y facilita el funcionamiento del Consejo de la 
Juventud, de carácter consultivo, honorario, plural e independiente de los poderes 
públicos. 
 
ARTICULO 41. - La Ciudad garantiza a las personas mayores la igualdad de 
oportunidades y trato y el pleno goce de sus derechos. Vela por su protección y 
por su integración económica y sociocultural, y promueve la potencialidad de sus 
habilidades y experiencias. Para ello desarrolla políticas sociales que atienden sus 
necesidades específicas y elevan su calidad de vida; las ampara frente a 
situaciones de desprotección y brinda adecuado apoyo al grupo familiar para su 
cuidado, protección, seguridad y subsistencia; promueve alternativas a la 
institucionalización. 
 
ARTICULO 42. - La Ciudad garantiza a las personas con necesidades especiales 
el derecho a su plena integración, a la información y a la equiparación de 
oportunidades. 

Ejecuta políticas de promoción y protección integral, tendientes a la 
prevención, rehabilitación, capacitación, educación e inserción social y laboral. 

Prevé el desarrollo de un hábitat libre de barreras naturales, culturales, 
lingüísticas, comunicacionales, sociales, educacionales, arquitectónicas, 
urbanísticas, del transporte y de cualquier otro tipo, y la eliminación de las 
existentes. 
 
ARTICULO 43. - La Ciudad protege el trabajo en todas sus formas. Asegura al 
trabajador los derechos establecidos en la Constitución Nacional y se atiene a los 
convenios ratificados y considera las recomendaciones de la Organización 
Internacional del Trabajo. La Ciudad provee a la formación profesional y cultural 
de los trabajadores y procura la observancia de su derecho a la información y 
consulta. 

Garantiza un régimen de empleo público que asegura la estabilidad y 
capacitación de sus agentes, basado en la idoneidad funcional. Se reconocen y 
organizan las carreras por especialidad a las que se ingresa y en las que se 
promociona por concurso público abierto. Asegura un cupo del cinco por ciento del 
personal para las personas con necesidades especiales, con incorporación 
gradual en la forma que la ley determine. En todo contrato de concesión de 
servicios o de transferencia de actividades al sector privado, se preverá la 
aplicación estricta de esta disposición.  
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Reconoce a los trabajadores estatales el derecho de negociación colectiva 
y procedimientos imparciales de solución de conflictos, todo según las normas que 
los regulen. 

El tratamiento y la interpretación de las leyes laborales debe efectuarse 
conforme a los principios del derecho del trabajo. 
ARTICULO 62.- La Ciudad garantiza el pleno ejercicio de los derechos políticos 
inherentes a la ciudadanía, conforme a los principios republicano, democrático y 
representativo, según las leyes que reglamenten su ejercicio. 
 El sufragio es libre, igual, secreto, universal, obligatorio y no acumulativo. 
Los extranjeros residentes gozan de este derecho, con las obligaciones 
correlativas, en igualdad de condiciones que los ciudadanos argentinos 
empadronados en este distrito, en los términos que establece la ley. 
7. Legisla y promueve medidas de acción positiva que garanticen la igualdad 
 real de oportunidades y de trato entre varones y mujeres; niñez, adolescencia, 
 juventud, sobre personas mayores y con necesidades especiales. 

 
DEFENSORIA DEL PUEBLO 

 
 ARTICULO 137.- La Defensoría del Pueblo es un órgano unipersonal e 
independiente con autonomía funcional y autarquía financiera, que no recibe 
instrucciones de ninguna autoridad.  
 Es su misión la defensa, protección y promoción de los derechos humanos 
y demás derechos e intereses individuales, colectivos y difusos tutelados en la 
Constitución Nacional, las leyes y esta Constitución, frente a los actos, hechos u 
omisiones de la administración o de prestadores de servicios públicos. 
 Tiene iniciativa legislativa y legitimación procesal. Puede requerir de las 
autoridades públicas en todos sus niveles la información necesaria para el mejor 
ejercicio de sus funciones sin que pueda oponérsele reserva alguna. 
 Está a cargo de un Defensor o Defensora del Pueblo que es asistido por 
adjuntos cuyo número, áreas y funciones específicas y forma de designación son 
establecidas por la ley. 
 Es designado por la Legislatura por el voto de las dos terceras partes del 
total de sus miembros, en sesión especial y pública convocada al efecto. 
 Debe reunir las condiciones establecidas para ser legislador y goza de 
iguales inmunidades y prerrogativas. Le alcanzan las inhabilidades e 
incompatibilidades de los jueces. 
 Su mandato es de cinco años; puede ser designado en forma consecutiva 
por una sola vez, mediante el procedimiento señalado en el párrafo quinto. Sólo 
puede ser removido por juicio político. 
 El Defensor del Pueblo vela por la defensa y protección de los derechos y 
garantías de los habitantes frente a hechos, actos u omisiones de las fuerzas que 
ejerzan funciones de policía de seguridad local. 
 
Cláusula transitoria Vigésimo primera:  
Los ex combatientes de la guerra del Atlántico Sur residentes en la Ciudad y que 
carezcan de suficiente cobertura social, tendrán preferencia en los servicios o 
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programas de salud, vivienda, trabajo, educación, capacitación profesional y en el 
empleo público. 
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ORDENANZAS Y LEYES DE LA CIUDAD 
 
 
 
Ordenanza 17.858 
 
Art. 1) El Departamento Ejecutivo podrá autorizar a las direcciones de los teatros 
municipales la distribución gratuita de entradas para los espectáculos a favor de 
entidades que agrupen minorados físicos , no videntes o ancianos de escasos 
recursos económicos, cuando la venta de boletería lo permita sin afectar la 
demanda de público. 
 
Ordenanza 35.102  
 
Art. 1) Extiéndase los beneficios de la educación primaria, que brindan las 
escuelas de hospitales y domiciliarias a los alumnos que por su estado físico estén 
incapacitados para concurrir a escuelas comunes, habiendo superado el límite de 
catorce años y hasta completar el ciclo primario regular. 
 
Ordenanza 39.892 
 
Art.1) Se establece con carácter obligatorio la construcción de vados o rampas en 
las aceras, destinadas a facilitar la transitabilidad de personas con distintos grados 
de discapacitación, para la ambulación en todo el ámbito de la Ciudad de Buenos 
Aires. 
Será de construcción obligatoria, también en los accesos de: edificios de 
administración pública y municipal, comisarías, correos y telégrafos, estaciones 
terminales e intermedias de transporte de media y larga distancia, subterráneos, 
cines y teatros, de la educación en todos los niveles, centros de salud y 
asociaciones de discapacitados, instituciones deportivas, cementerios, bancos, 
bibliotecas, museos, plazas y todos aquellos espacios previstos como acceso para 
el público. 
 
(ver texto completo de la ordenanza en B.M. 17.348, Digesto Municipal Vol. II pág. 
296) 
 
Ordenanza 40.155  
 
Art.1) Adóptase el Símbolo Internacional del Acceso y modificaciones 
complementarias según quedan definidas en los Anexos I, II, III, IV, V y VI 
(obrantes a fs. 3/8 del Expediente N 2.198-C-84), que pasan a formar parte 
integrante del cuerpo de esta ordenanza. 
Art.2) El símbolo tendrá por objeto:  
a) Informar en edificios y ámbitos públicos, que el acceso de personas con 

movilidad restringida por discapacitación no presenta impedimentos. 
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b) Informar sobre disposiciones y facilidades de estacionamiento para vehículos 
de discapacitados, de instalaciones de teléfonos y medios de elevación para 
los mismos. 

Art.3) El Departamento Ejecutivo procederá a reglamentar esta ordenanza en el 
término de sesenta  (60) días a contar desde la fecha de promulgación.  
 
( ver anexos de la ordenanza en B.M. 17.434 ) 
 
Ordenanza 45.236 
 
Art. 1: En todos los locales de espectáculos, audición, baile y diversiones públicas 
habilitados o a habilitarse deberá exhibirse al frente de la boletería o entrada de 
acceso, en lugar visible, los requisitos exigidos para el ingreso y un cartel que 
indique el valor de la entrada. 
En el billete, comprobante de ingreso y/o entrada, deberá estar impreso el 
correspondiente precio o valor” ( texto según ley 135)  
Art.2: Dichos requisitos no deberán impedir, obstruir, restringir o de algún modo 
menoscabar el pleno ejercicio de los derechos y garantías fundamentales 
reconocidas en la Constitución Nacional, considerándose como discriminatorios 
aquellos determinados por motivos de raza, religión, nacionalidad, ideología, 
opinión política o gremial, sexo, posición económica, condición social o caracteres 
físicos. 
Art.3: Los responsables de los locales de espectáculos, audición, baile y diversión 
pública deberán cumplimentar lo dispuesto en el art. 1 de la presente ordenanza 
dentro de los quince (15) días de su promulgación o al momento de efectuar la 
solicitud de habilitación. 
Art.4: La falta de cumplimiento de lo dispuesto en la presente ordenanza será 
sancionada de acuerdo al Capítulo X del Régimen de Penalidades ( este artículo 
está derogado) 
Art.7: Derógase la ordenanza 45.106. 
 
Ordenanza 47.818  
 
Agrégase a la ordenanza 39.982 el siguiente texto: " toda obra nueva que implique 
el tránsito de personas desde y hacia la vía pública, deberá contar con 
instalaciones adecuadas para el desplazamiento de discapacitados que utilicen 
sillas de ruedas. Estas instalaciones permitirán unir el espacio que medie entre la 
línea municipal y los medios de circulación vertical del edificio. Quedan excluidas 
del cumplimiento de este punto las viviendas unifamiliares". 
 
Ordenanza 48.829 
 
Art.1) Incorpórase al Diseño Curricular de las escuelas de nivel primario 
dependientes de la Municipalidad de Buenos Aires, a partir del ciclo lectivo 1995 y 
con carácter de actividad sugerida, la realización de experiencias de reflexión 
sobre el tema "Igualdad de Oportunidades y Responsabilidades de Mujeres y 
Varones en los ámbitos Públicos y Privados" 
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Art. 2) El Departamento Ejecutivo, a través de la Secretaría de Educación y 
Cultura, promoverá la realización de cursos especiales, grupos de estudio, 
seminarios y reuniones explicativas y la difusión de publicaciones adecuadas a 
efectos de proporcionar, completar o perfeccionar los conocimientos teórico-
prácticos de los docentes sobre la problemática en cuestión, con reconocimiento 
de los puntajes que correspondan según la normativa vigente. 
 
Art.3) A los fines del mejor cumplimiento de lo dispuesto en el artículo anterior, el 
Departamento Ejecutivo solicitará el asesoramiento y la colaboración del PRIOM, 
Programa Nacional de Promoción de la Igualdad de Oportunidades para la Mujer 
en el Área Educativa. 
 
Art.4) Los maestros de 1º a 7º grado planificarán actividades, dirigidas a padres y 
alumnos, tendientes a generar un espacio de reflexión en torno a las siguientes 
consignas. 
a) Varones y mujeres pueden desarrollar plenamente sus aptitudes y capacidades 
sólo en virtud de una auténtica igualdad de oportunidades. 
b) La asignación de atributos y roles sociales fijos para varones y mujeres dan 
lugar a la formación de estereotipos que transmiten una visión distorsionada de la 
realidad y restringen las posibilidades de desarrollo de cada persona. 
c) La sociedad se beneficia si las relaciones en la familia son más igualitarias. 
 
 
Ordenanza 48.868  
 
Art. 1)  En todas las escuelas de nivel primario común y especial, y medio, 
dependientes de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, se desarrollarán 
talleres de análisis, interpretación y reflexión sobre "La discriminación como hecho 
individual y colectivo en el pasado y en la sociedad contemporánea". 
Art.2) Los talleres se realizarán por calendario escolar, en forma anual y 
participativa, dentro del período de los meses de agosto y septiembre. 
Art.3) La Secretaría de Educación y Cultura de la Municipalidad de Buenos Aires, 
formalizará la integración y preparación de un equipo pedagógico especializado en 
la temática de la "discriminación". Dependerá de la Dirección de Capacitación, 
Perfeccionamiento y Actualización Docente, y deberá tener en cuenta los diversos 
aportes de los organismos nacionales e internacionales, incluidos los no 
gubernamentales, coma así también los fundamentos establecidos por 
Declaraciones y Tratados internacionales. 
Art.4) Los docentes tendrán el rol de orientar y guiar a los alumnos en la 
profundización y abordaje del tema. El tema incluirá todo tipo de discriminación, 
tales como racial religiosa, política, étnica, en razón de la edad, el género u 
orientación sexual, discapacidad física y/o psíquica, origen y condición social y 
económica, etcétera, que puedan ser ejercidas en los más diversos ámbitos ( 
laboral, educativo, recreativo,  sanitario, publicitario, etc.) 
Art.5) La duración de los talleres será estipulada de acuerdo a la planificación de 
cada escuela, con la participación de profesionales y entidades que aborden la 
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problemática, como así también de padres de alumnos, teniendo en cuenta la 
integración de todas las áreas educativas. 
Art.6) Los trabajos resultantes de los talleres, como monografías, composiciones, 
videos, afiches, etcétera, serán expuestos y difundidos en los diversos ámbitos 
sociales ( escuelas, organismos públicos, instituciones públicas y privadas, 
organizaciones barriales, etcétera). 
 
Ordenanza 49.516  
 
Artículo 1º - Dispónese la obligatoriedad de la prestación de traslado y/o transporte 
de personas discapacitadas con sillas de ruedas o aparatos ortopédicos, 
cualquiera fuera el tipo o características, en todos los vehículos afectados al 
servicio de automóviles de alquiler con taxímetro y otros similares habilitados en la 
ciudad de Buenos Aires. 
 
Art. 2º - Los prestadores de dichos servicios no podrán negarse a cumplir con la 
prestación, cuando les fuere requerida, bajo ningún pretexto. 
 
Art. 3º - La silla de ruedas o aparato ortopédico del discapacitado podrá ser 
transportado en el baúl o en algún accesorio (parrilla) que esté ubicado sobre la 
tapa del baúl o en el techo del vehículo. 
 
Art. 4º - El conductor colaborará con el ascenso y descenso del discapacitado al 
vehículo y con el desarmado y armado de la silla de ruedas, si fuera necesario. 
 
Art. 5º - En caso de incumplimiento de la presente ordenanza, el discapacitado 
podrá asentar la pertinente denuncia ante la delegación de la autoridad de 
aplicación más próxima o ante el Tribunal Municipal de Faltas, debiendo 
acompañar la mayor información posible sobre el prestatario infractor. 
 
Art. 6º - Las infracciones a lo establecido por la presente ordenanza serán 
sancionadas con arreglo al artículo 40, Capítulo X de las Penalidades, Ordenanza 
Nº 40815, Boletín Municipal Nº 17950. 
 
Art. 7º - La presente entrará en vigencia inmediatamente a su aplicación en el 
Boletín Municipal, debiendo publicarse además por un día en dos medios gráficos 
de mayor tirada que circulan en el ámbito de esta ciudad. 
 
Art. 8º - Comuníquese, etcétera. 
 
 
Ordenanza 50.648 
 
Art.1) Dispónese que tendrán prioridad de atención en todas las oficinas de la 
administración pública municipal, las personas con discapacidades físicas y las 
mujeres embarazadas, debiendo proveérseles de un asiento durante el tiempo 
necesario para su gestión. 
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Art. 3) La parte dispositiva de esta ordenanza deberá ser expuesta en lugar visible, 
en todas las dependencias de la administración municipal donde se atienda al 
público. 
 
Ordenanza 50.951 
 
Art. 1) Establécese en todos los estadios de fútbol ubicados en la Ciudad de 
Buenos Aires donde se realicen torneos organizados por la Asociación de Fútbol 
Argentino se deberá destinar, en el terreno adyacente al campo de juego o en otro 
lugar del estadio, un espacio exclusivo para discapacitados motrices permanentes. 
Art.2) El espacio establecido en el art. 1 deberá estar emplazado de tal forma que 
permita visualizar claramente el desarrollo del juego. 
 
Ordenanza 51.608  
 
Art. 1) En todos los establecimientos comerciales habilitados en la ciudad de 
Buenos Aires, los cuales presten atención al público en cualquier forma y/o 
modalidad, dispondrán la atención prioritaria de mujeres embarazadas y 
discapacitados. 
Art.2) Dichos establecimientos deberán exhibir con carácter de obligatorio y a la 
vista del público, el siguiente texto: 
" Tendrá prioridad en su atención toda mujer embarazada o persona 
discapacitada. 
Art.3) Las disposiciones precedentes son aplicables a todos aquellos 
establecimientos públicos de la Ciudad de Buenos Aires, que brinden atención al 
público, conforme lo determina el art. 1. 
 
Ordenanza 52.111 
 
Art. 1) Declárase de Interés de la Ciudad la lucha contra la Discriminación de la 
Mujer. 
 
 
Ley 3  Defensoría del Pueblo de la Ciudad 

 
TITULO I. Designación. Cese y condiciones. Atribuciones 
 
 Art. 1º - La Defensoría del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
es un órgano unipersonal e independiente con autonomía funcional y autarquía 
financiera. Ejerce las funciones  establecidas por la ley sin recibir instrucciones de 
ninguna autoridad. 
 
 Art. 2º - Es misión de la Defensoría la defensa, protección y promoción de 
los derechos humanos y demás derechos y garantías e intereses individuales, 
colectivos y difusos tutelados en la Constitución Nacional, la Constitución de la 
Ciudad y las leyes, frente a los actos, hechos u omisiones de la administración, de 
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prestadores de servicios públicos y de las fuerzas que ejerzan funciones de policía 
de seguridad local. 
Quedan comprendidos también los actos de naturaleza administrativa de los 
poderes Judicial, Legislativo y de los Órganos de control. 
 
 Art. 3º - La Defensoría está a cargo de un Defensor o Defensora  del  
Pueblo designado por Resolución de la Legislatura de la Ciudad por el voto de las 
dos terceras partes del total de sus miembros, en sesión especial y pública 
convocada al efecto con diez días de anticipación.  
  
Art. 4º - Previo a la convocatoria de la sesión, la Legislatura, a través de la Junta 
de Ética, Acuerdos y Organismos de Control, debe abrir por un periodo de diez 
(10) días un registro para que los ciudadanos, por si o a través de organizaciones 
no gubernamentales, hagan sus propuestas respecto de postulantes con 
antecedentes curriculares que las fundamenten. Sólo son considerados 
candidatos aquellos postulantes que sean propuestos por algún legislador. 
Con una antelación no menor de tres (3) días y durante tres (3) días deben ser 
anunciadas las fechas de apertura y cierre del registro de postulantes y la 
celebración de la audiencia pública, por la  emisora radial de la Ciudad de Buenos 
Aires y el Boletín Oficial y al menos en tres (3) diarios de amplia circulación, en 
una emisora de radiodifusión de A.M. y en una de televisión abierta. 
Vencido el plazo de cierre del registro debe darse a publicidad durante dos (2) 
días y en igual forma que la detallada en el párrafo anterior, la nómina de 
candidatos propuestos por los Diputados y Diputadas y los postulantes anotados 
en el Registro. 
La totalidad de los antecedentes curriculares presentados deben estar a 
disposición de la ciudadanía. 
Quienes deseen formular impugnaciones u observaciones respecto de los 
candidatos propuestos, deben hacerlo por escrito en los siguientes cinco (5) días, 
bajo su firma y fundarlas en circunstancias objetivas que puedan acreditarse por 
medios fehacientes. Los candidatos tienen acceso a las mismas durante los tres 
(3) días siguientes. 
Cumplido lo expuesto en el párrafo anterior, la Comisión de Asuntos 
Constitucionales y la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control deben 
celebrar la audiencia pública a efectos de considerar las impugnaciones con la 
participación de los candidatos.  
 
 Art. 5º - La Resolución que designa al Defensor o Defensora del Pueblo 
debe publicarse en el Boletín Oficial. 
El Defensor o Defensora del Pueblo toma posesión de su cargo ante la Legislatura 
prestando juramento o compromiso de desempeñar debidamente el cargo. 
 
 Art. 6º - El Defensor o Defensora del Pueblo debe reunir las condiciones 
establecidas para ser legislador y goza de iguales inmunidades y prerrogativas. Le 
alcanzan las inhabilidades e incompatibilidades de los Jueces. Le está vedada la 
actividad político partidaria.   
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 Art. 7º - La duración del mandato del Defensor o Defensora del Pueblo es 
de cinco (5) años, pudiendo ser designado en forma consecutiva por una sola vez. 
 
 Art. 8º - El Defensor o Defensora del Pueblo percibe igual remuneración 
que los diputados o diputadas de la Ciudad. 
 
 Art. 9º - Son de aplicación al Defensor o Defensora del Pueblo, en lo 
pertinente, las normas en materia de recusación y excusación previstas en el 
Código Procesal Civil y Comercial vigente en la Ciudad. 
Dentro de los diez (10) días siguientes a su designación y antes de tomar 
posesión del cargo, el Defensor o Defensora del Pueblo debe cesar en toda 
situación de incompatibilidad que pudiere afectarlo. 
 
 Art. 10º - La actividad de la Defensoría del Pueblo no se interrumpe en el 
período de receso de la Legislatura ni durante la feria judicial. 
 
 Art. 11º - El Defensor o Defensora del Pueblo cesa en sus funciones por 
alguna de las siguientes causas: 
a) Muerte. 
b) Por vencimiento del plazo de su mandato; 
c) Por renuncia presentada y aceptada por la Legislatura. 
d)Por remoción, a través de juicio político, fundado en las causales que prevé el 
art. 92 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires. 
 
 Art. 12º - En caso de muerte, renuncia o remoción del Defensor o 
Defensora del Pueblo, la Legislatura debe iniciar en el plazo máximo de 10 días el 
procedimiento tendiente a la designación del nuevo titular. 
 
 Art. 13º - Para el cumplimiento de sus funciones el Defensor o Defensora 
del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires tendrá las siguientes atribuciones: 
a) Comprobar el respeto a los derechos humanos en 
unidades carcelarias y penitenciarias, dependencias policiales e institutos de 
internación o guarda, tanto públicos como privados sujetos al control de la 
administración. 
b) Solicitar vista de expedientes, informes, documentos, antecedentes y todo otro 
elemento que estime útil a los efectos de la investigación, aun aquellos 
clasificados como reservados o secretos, sin violar el carácter de estos últimos. 
c) Realizar inspecciones a oficinas, archivos y registros de los entes y organismos 
bajo su control. 
d) Solicitar la comparencia personal de los presuntos responsables, testigos, 
denunciantes y de cualquier particular o funcionario que pueda proporcionar 
información sobre los hechos o asuntos que se investigan. 
e) Ordenar la realización de los estudios, pericias y la producción de toda otra 
medida probatoria conducente al esclarecimiento de la investigación. 
f) Fijar los plazos para la remisión de informes y antecedentes y para la realización 
de diligencias. 
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g) Requerir la intervención de la Justicia para obtener la remisión de la 
documentación que le hubiere sido negada. 
h) Promover  acciones administrativas y judiciales en todos los fueros, inclusive el 
federal. 
i) Ejercer la iniciativa legislativa. 
j) Proponer la modificación o sustitución de normas y criterios administrativos. 
k) Solicitar, para la investigación de uno o varios casos determinados, el concurso 
de empleados y funcionarios de la Administración. 
l) Requerir el auxilio de la fuerza publica para el desempeño de su labor de 
investigación. 
m) Asistir a las  comisiones y juntas de la Legislatura, en las cuestiones relativas a 
su incumbencia con voz pero sin derecho a voto   
n) Dictar el reglamento interno, nombrar y remover a sus empleados y proyectar y 
ejecutar su presupuesto. 
ñ) Determinar la estructura orgánico-funcional, la dotación de personal 
permanente y transitorio, el nivel de sus remuneraciones y el régimen de concurso 
público abierto por el cual se selecciona al personal permanente.  
o) Realizar toda otra acción conducente al mejor ejercicio de sus funciones. 
 
 
 Art. 14º - Las actuaciones del Defensor o Defensora del Pueblo están 
exentas del pago de cualquier tasa administrativa o judicial. También está eximido 
del pago de las costas cuando la Defensoría del Pueblo litigue contra entes 
públicos o empresas prestadoras de servicios públicos. 
 
TITULO II. De los Adjuntos 
 

Art. 15º -. El Defensor o Defensora es asistido por cuatro (4) adjuntas o 
adjuntos que lo sustituyen provisoriamente en forma rotativa, en el orden en que lo 
establezca el Reglamento interno, en caso de ausencia o inhabilidad temporal o 
permanente. Las adjuntas o adjuntos no pueden ser todos del mismo sexo. 
 
 Art. 16º  Las adjuntas o adjuntos son designados por la Legislatura 
mediante el mismo procedimiento, en la misma oportunidad y por el mismo 
período que el Defensor o Defensora del Pueblo.  
 
 Art. 17º - Rigen para las adjuntas o adjuntos las mismas condiciones, 
inmunidades, prerrogativas, inhabilidades e incompatibilidades que para el 
Defensor o Defensora del Pueblo. 
 

Art. 18º - Las adjuntas o adjuntos sólo cesan en sus funciones por las 
causas enunciadas en los incisos a), b) y c) del artículo 11 o por remoción por 
causa de mal desempeño, resuelta por la Legislatura con el voto de las dos 
terceras partes del total de sus miembros en sesión especial y pública convocada 
al efecto.  
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 Art. 19º - Las áreas de especialización de las adjuntas o adjuntos, en virtud 
de los derechos, garantías y políticas especiales enumeradas en el Preámbulo y 
en el Libro Primero de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, son:  
a) Políticas sociales en general; y en particular destinadas a personas mayores, 
personas con necesidades especiales, trabajo, seguridad social, turismo y 
mediación comunitaria 
b) Administración pública y prestación de los servicios públicos de la Ciudad en 
general; y en particular políticas de salud, cultura, educación, ciencia y tecnología, 
juventud, deporte, consumidores, usuarios, economía, finanzas y presupuesto;  
c) Seguridad y derechos humanos, fuerzas policiales y de seguridad, institutos 
carcelarios, igualdad entre varones y mujeres, derechos de los niños y 
adolescentes, y derechos de las minorías  
;d) Ambiente, comunicaciones, hábitat y urbanismo. 
 
 Art. 20º - Son atribuciones de las adjuntas o adjuntos, sin perjuicio de las 
que les asigne el Defensor o Defensora del Pueblo, las que enuncian los incisos 
a), b), c), d), e), f), l) del artículo 13, respecto del área de su incumbencia. 
 
 Art. 21º - Las adjuntas o adjuntos perciben una retribución equivalente al 
80% de la remuneración del titular. 
 
TITULO III. Del procedimiento 
 
 Art. 22º - El Defensor o Defensora del Pueblo debe dictar el Reglamento 
Interno de los aspectos procesales de su actuación, dentro de los límites fijados 
por esta Ley y respetando los siguientes principios: 
a) Impulsión e instrucción de oficio; 
b) Informalidad; 
c) Gratuidad; 
d) Celeridad; 
e) Imparcialidad; 
f) Inmediatez; 
g) Accesibilidad; 
h) Confidencialidad 
i) Publicidad 
j) Pronunciamiento obligatorio. 
 
 Art. 23º - El Defensor o Defensora del Pueblo puede iniciar y proseguir, de 
oficio o a petición del interesado, cualquier investigación conducente al 
esclarecimiento o rectificación de los actos, hechos u omisiones de la 
administración, de prestadores de servicios públicos o de las fuerzas que ejerzan 
funciones de policía de seguridad local que impliquen el ejercicio ilegítimo, 
defectuoso, irregular, abusivo, arbitrario, discriminatorio o negligente de sus 
funciones y que sean susceptibles de afectar derechos y garantías e intereses 
individuales, difusos o colectivos. 
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 Art. 24º - Cuando el Defensor o Defensora del Pueblo detecte fallas 
sistemáticas o generales de la administración, debe dar intervención al órgano de 
control que corresponda, sin perjuicio de poder continuar con su actuación. 
 
 Art. 25º - Puede dirigirse al Defensor o Defensora del Pueblo cualquier 
persona física o jurídica que se considere afectada por los actos, hechos u 
omisiones previstos en el artículo 2. No constituye impedimento ni restricción 
alguna para ello la nacionalidad, el lugar de residencia, la edad, la internación en 
centro penitenciario o de reclusión. 
La correspondencia entre el Defensor o Defensora del Pueblo y los reclusos y las 
conversaciones telefónicas que el Defensor o Defensora del Pueblo mantenga con 
ellos no puede ser objeto de ningún tipo de censura. 
 
 Art. 26º - La actuación ante el Defensor o Defensora del Pueblo no está 
sujeta a formalidad alguna. Procede de oficio o por denuncia del damnificado o de 
terceros. En caso de ser oral, el funcionario que la reciba debe labrar un acta. 
Todas las actuaciones  ante el Defensor o Defensora del Pueblo son gratuitas 
para el interesado y no requieren  patrocinio letrado. En todos los casos debe 
acusar recibo del hecho, queja o denuncia recibida. El rechazo debe hacerse por 
escrito fundado, dirigido al reclamante por medio fehaciente, pudiendo sugerirle 
alternativas de acción. En caso de presentarse denuncia o queja anónima, sólo se 
le debe dar curso si se verifica la verosimilitud de los hechos denunciados. 
El quejoso puede pedir que su reclamo sea confidencial o su identidad reservada. 
El Defensor o Defensora  debe informar sin demora a la persona que envíe la 
queja el curso que dio a la misma. 
 
 Art. 27º - Si la queja se formula contra personas u organismos, o por actos, 
hechos u omisiones que no están bajo su competencia, el Defensor o Defensora 
del Pueblo está obligado a derivar la queja a la autoridad competente. 
 
 Art. 28º - El Defensor o Defensora del Pueblo no debe dar curso a las 
quejas en los siguientes casos:   
a) Cuando advierta mala fe, carencia de fundamentos, inexistencia de pretensión o 
fundamento fútil o trivial.   
b) Asuntos ya juzgados. 
Ninguno de los supuestos previstos por el presente artículo impide la investigación 
sobre los problemas generales planteados en las quejas presentadas. 
 
 Art. 29º - Las decisiones sobre la admisibilidad de las quejas presentadas 
son irrecurribles.  
 
 Art. 30º - La queja no interrumpe los plazos para interponer los recursos 
administrativos o acciones judiciales previstos por el ordenamiento jurídico, 
circunstancia que en todos los casos debe advertirse al quejoso. 
 
 Art. 31º  - Cuando el Defensor o Defensora del Pueblo tome conocimiento 
de una posible afectación de los derechos por parte de algún organismo o ente 
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bajo su competencia, debe promover una investigación sumaria, en la forma que 
establezca el Reglamento interno.  En todos los casos debe dar cuenta de su 
contenido al organismo o ente involucrada, a  fin de que por intermedio de 
autoridad responsable se remita respuesta por escrito. Respondida  la  
requisitoria,  si  las razones  alegadas  por  el informante son justificadas a criterio 
del Defensor o Defensora del Pueblo, éste debe dar por concluida la actuación. 
 
 Art. 32º - Todos los organismos, los entes y sus agentes  contemplados en 
el artículo 2, y los particulares, están obligados a prestar colaboración, con 
carácter preferente, a la Defensoría del Pueblo en sus investigaciones e 
inspecciones. En ningún caso puede impedirse u obstaculizarse la presentación 
de una queja o el desarrollo de una investigación. 
 
 Art. 33º - El incumplimiento de lo prescrito en el artículo anterior por parte 
de un empleado o funcionario público, es causal de mal desempeño y falta grave, 
quedando habilitado el Defensor o Defensora del Pueblo para propiciar la sanción 
administrativa  pertinente, sin perjuicio de las acciones penales que puedan 
corresponder.  
 
 Art. 34º - Cuando el Defensor o Defensora del Pueblo, en razón del ejercicio 
de las funciones propias de su cargo, tome conocimiento de hechos 
presumiblemente delictivos de acción pública, debe denunciarlo de inmediato al 
juez competente. 
 
 Art. 35º -  El Defensor o Defensora del Pueblo debe comunicar al interesado 
el resultado de sus investigaciones y gestiones, así como la respuesta que 
hubiese dado el organismo o funcionario  implicados, salvo  en  el caso que ésta, 
por su  naturaleza, sea  considerada de carácter reservado o secreta. 
Asimismo, debe poner en conocimiento del órgano de control pertinente, en los 
casos que corresponda, los resultados de sus investigaciones. 
 
 Art. 36º - Con motivo de sus investigaciones, el Defensor o Defensora del 
Pueblo puede formular advertencias, recomendaciones, recordatorios de los 
deberes de los funcionarios, y propuestas para la adopción de nuevas medidas. 
Las recomendaciones no son vinculantes, pero si dentro del plazo fijado la 
autoridad administrativa afectada no  produce una medida adecuada, o no informa 
de las razones que estime para no adoptarla, el Defensor o Defensora del Pueblo 
puede poner en conocimiento del ministro o secretario del área, o de la máxima 
autoridad de la entidad involucrada, los antecedentes del asunto y las 
recomendaciones propuestas. 
 Si tampoco así obtiene una justificación adecuada, debe incluir tal asunto en su 
informe anual o especial a la Legislatura, con mención de los nombres de las 
autoridades o funcionarios que hayan adoptado tal actitud. 
 
TITULO IV. Del informe 
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 Art. 37º -  El  Defensor o Defensora del  Pueblo da cuenta anualmente a  la 
Legislatura de la labor realizada en un informe que le presenta el 15 de marzo de 
cada año. Cuando la gravedad o urgencia de los hechos lo aconsejen, puede 
presentar informes especiales. Los informes anuales y los especiales son públicos 
y deben ser enviados al Poder Ejecutivo para su conocimiento. 
 
 Art. 38º - El informe anual debe contener el número y tipo de quejas 
presentadas, de aquéllas que hubiesen sido rechazadas  y  sus  causas,   de   las   
que   fueron   objeto  de  
investigación, de las medidas adoptadas para su resolución y del resultado de las 
mismas. En el informe no deben constar datos personales que permitan la pública 
identificación de los quejosos. 
El informe debe contener un anexo que incluya la rendición de cuentas del 
presupuesto ejecutado en el periodo que corresponda. 
 
TÍTULO V. Recursos humanos y materiales 
 
 Art. 39º - Los recursos para atender los gastos que demande el 
cumplimiento de la presente provienen de las partidas que la ley de presupuesto 
asigne a la Defensoría del Pueblo. 
 
 Art. 40º - La Defensoría del Pueblo es continuadora jurídica de la 
Controladuría General Comunal 
 
 Art. 41º - Comuníquese, etc. 

 
 
Ley 10 y sus reformas  Código Contravencional 
 
Art. 42 
OBSTACULIZAR EL INGRESO O LA SALIDA 
Impedir u obstaculizar, intencionalmente y sin causa justificada, el ingreso o la 
salida de lugares públicos o privados. 
Es particularmente grave cuando la acción se lleva a cabo por razones o con 
pretexto de raza, etnia, género, orientación sexual, edad, religión, ideología, 
opinión, nacionalidad, caracteres físicos, condición psicofísica, social, económica o 
cualquier otra circunstancia que implique distinción, exclusión, restricción o 
menoscabo. 
Es muy grave cuando la conducta es de un funcionario público. 
 
Art. 43 bis 
Discriminar a otro o a otra, por razones de raza, etnia, género, orientación sexual, 
edad, religión, ideología, opinión, nacionalidad, caracteres físicos, condición 
psicofísica, social, económica o cualquier otra circunstancia que implique 
distinción, exclusión, restricción o menoscabo. 
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Ley 22  Personas con necesidades especiales 
 
 
Artículo 1º - Utilícese, en el ámbito del Gobierno de la Ciudad, la denominación 
"personas con necesidades especiales", para todas aquellas que tuvieren algún 
tipo de discapacidad. 
 
  
Ley 28  Espectáculos de concurrencia masiva 
 
Artículo 1º -Las personas físicas o jurídicas, de carácter estatal o privado, que 
organicen espectáculos públicos de concurrencia masiva deberán reservar, en el 
lugar en donde se lleven a cabo los mismos, un sector perfectamente delimitado y 
de fácil acceso, egreso y que garantice la visibilidad, cuya superficie será acorde 
con la magnitud del evento, para que sea ocupado en forma exclusiva por 
personas con necesidades especiales. 
 
 
Ley 64  Utilización de Sistema Braille 
 
Articulo 1º: Sustitúyese el primer párrafo del punto 1.2.3 de Capítulo 1.2, Sección I, 
Título I, A.D. 700.4, de la Ordenanza Nº 34.421, por el siguiente texto:  

"En los establecimientos en los que se preste servicio de salubridad al 
público deberán extremarse las medidas necesarias para el mantenimiento 
de un perfecto estado de aseo de los locales destinados a estos servicios y 
deberán poseer en sus puertas de acceso una placa identificatoria en 
sistema Braille o silueta en relieve, de fácil identificación, que determine el 
carácter del mismo." 
  

Artículo 2º El Poder Ejecutivo reglamentará en el término de sesenta (60) días lo 
dispuesto en el art. 1º, y fijará la fecha de su entrada en vigencia. 
  
Artículo 3º - Comuníquese, etc. 
  
 
Ley 66  Carta de menú en Braille  
 
Artículo 1º - Los comercios donde se sirven o expenden comidas comprendidos en 
el A.D. 700.10, parágrafo 4.4.2 del Código de Habilitaciones y Verificaciones, 
deberán contar con una carta de menú en sistema Braille. 
  
Artículo 2º - Exceptúase de lo dispuesto en el Art. 1º las denominadas "carta del 
día".  
  
Artículo 3º - El incumplimiento de la presente ley será sancionada con multa de 
cuatro a cuarenta (4 a 40) unidades de multa. 
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Artículo 4º - El Poder Ejecutivo reglamentará en el término de 90 días la presente 
ley. 
 
 
Ley 81  Principios rectores de las políticas públicas para la tercera edad 
 
Artículo 1º: La Ciudad de Buenos Aires adopta como criterios rectores de sus 
políticas públicas para las personas mayores, los principios de dignidad, 
independencia, participación, cuidados, autorrealización, aprobados por la 
Organización de Naciones Unidas mediante la Resolución 46/91 del 16 de 
diciembre de 1991. 
  
Artículo 2º: Principio de Dignidad: Las personas mayores deben poder vivir con 
dignidad y seguridad, y verse libres de explotaciones y de malos tratos físicos o 
mentales. 
Las personas mayores deben recibir un trato digno, independientemente de la 
edad, sexo, orientación sexual, raza o procedencia étnica, discapacidad u otras 
condiciones, y han de ser valoradas independientemente de su contribución 
económica. 
  
 
Ley 103  Programa de acciones positivas a favor de las jefas de hogar y las 
mujeres embarazadas  
 
  Artículo 1º: Créase el "Programa de Acciones positivas en favor de 
las Jefas de hogar y las mujeres embarazadas" en el ámbito de la Dirección de la 
Mujer, de la Secretaría de Promoción Social del Gobierno de la Ciudad. 
 
  Art. 2º: El objeto del Programa a que se refiere el artículo anterior es 
el de garantizar los siguientes derechos a las jefas de hogar y mujeres 
embarazadas de bajos recursos económicos: el ejercicio de una maternidad digna, 
responsable y libremente elegida, condiciones de salud, no discriminación y 
equidad social en cumplimiento de la Constitución de la Ciudad. 
 
  Art. 3º: La Dirección de la Mujer o el área que, en el futuro atienda los 
temas de mujer en el Poder Ejecutivo, debe implementar y coordinar las acciones 
del programa. Debe también requerir información a las áreas responsables del 
cumplimiento de la presente ley e informar sobre el desarrollo del mismo, a los 
efectos de su evaluación y ejecución. 
 
  Art. 4º: Este Programa tiene como funciones básicas la asistencia y 
el asesoramiento a las jefas de hogar de menores recursos económicos y mujeres 
embarazadas, prestando particular atención a mujeres portadoras de HIV y 
madres de niños con necesidades especiales. 
 
  Art. 5º: El Programa comprende las siguientes acciones: 
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a) Gestionar ante el Banco Ciudad de Buenos Aires la apertura de un plan de 
créditos personales para las jefas de hogar y mujeres embarazadas , de bajos 
recursos económicos. Contemplará condiciones de mayor accesibilidad que los 
planes existentes de créditos personales en relación con sus requisitos –garantías, 
tasas de interés, etc.- 
b) Gestionar ante las autoridades responsables de vivienda del Gobierno de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la instrumentación de planes para jefas de 
hogar y mujeres embarazadas en condiciones económicas desfavorables. 
c) Garantizar la existencia de escuelas infantiles en los lugares de trabajo 
dependientes del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
d) Crear una base de datos con las escuelas infantiles gratuitas y otros 
establecimientos de nivel inicial con aranceles mínimos para facilitar el acceso a la 
información. 
e) Asegurar que en el ámbito de la administración pública, en la selección de 
personal, a igualdad de condiciones para la cobertura de vacantes, no se 
discrimine a jefas de hogar con hijos menores de edad ni a mujeres embarazadas. 
f) Destinar del catastro de inmuebles ociosos de propiedad de la Ciudad, 
aquellos que puedan ser utilizados como hogares de tránsito y talleres de 
capacitación laboral para mujeres de bajos recursos económicos. 
g) Difundir masiva y permanentemente el presente programa y todos aquellos 
que contribuyan a lograr los objetivos de la presente ley. 
Artículo 6º.- El Poder Ejecutivo en relación a las jefas de hogar y mujeres 
embarazadas de escasos recursos económicos debe: 
a) Destinar a jefas de hogar y mujeres embarazadas, desocupadas o con NBI, 
un 15% del monto total de los subsidios que otorga la Secretaría de Promoción 
Social del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
b) Incluir, en el Plan Plurianual de Inversiones, recursos para la construcción 
de Hogares de Tránsito para mujeres embarazadas y madres de niños menores 
de edad. 
c) Priorizar en las políticas de promoción de la zona sur de la ciudad, la   inclusión 
de los Programas creados por la presente ley. 
 
  Art. 7º: El Programa Municipal de Microempresas (PROMUDEMI), 
debe incluir y prestar apoyo a emprendimientos y microempresas familiares 
constituidas por jefas de hogar y mujeres embarazadas de escasos recursos 
económicos a través de las siguientes acciones: 
a) Privilegiar la calidad técnica-económica del proyecto y la capacidad de 
ahorro sobre las garantías tradicionales del crédito  
b) facilitar las condiciones para la concesión del crédito a las beneficiarias. 
c) Brindar capacitación y asistencia técnica para el estudio de viabilidad, 
desarrollo y la continuidad de los proyectos. 
d) Establecer plazos de pago flexibles adecuados a las características de cada 
unidad productiva. 
 
  Art. 8º.- Los gastos que demande el cumplimiento de la presente se 
imputarán a la Jurisdicción 45, Secretaría de Promoción Social del Presupuesto 
General de Gastos y Cálculo de Recursos correspondientes al ejercicio 1999. 
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  Art. 9°. Comuníquese, etc.- 
 
 
Ley 114  Protección integral de los derechos de niños, niñas y adolescentes 
de la Ciudad de Buenos Aires  
 
Art. 20º. - Derecho a la Igualdad Los niños, niñas y adolescentes tienen idéntica 
dignidad y son iguales ante la ley. 
Se les reconoce y garantiza el derecho a ser diferente, no admitiéndose 
discriminaciones que tiendan a la segregación por razones o con pretexto de raza, 
etnia, género, orientación sexual, edad, ideología, religión, opinión, nacionalidad, 
caracteres físicos, condición psicofísica, social, económica, creencias culturales o 
cualquier otra circunstancia que implique exclusión o menoscabo de ellos,  de sus 
padres o responsables. 
 Las normas legales y reglamentarias de cualquier naturaleza deben aplicarse a 
todas las niñas, niños y adolescentes sin discriminación alguna. 
 
Art. 21º. - Necesidades especiales Las niñas, niños y adolescentes con 
necesidades especiales de cualquier índole tienen derecho a disfrutar de una vida 
plena en condiciones que aseguren su dignidad e integración igualitaria. 
 
 
Ley 120  Ley de Empleo 
 
Art. 2º – Son objetivos de la política de empleo de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires: 
 
b) Promover la igualdad de oportunidades y la erradicación de toda forma de 
discriminación. 
 
 
Ley 137  Centros de Estudiantes Secundarios 
 
Art. 3º - Los objetivos de dichos Centros serán: 
 
d) Desterrar todo hábito de aislamiento, discriminación y comodidad delegativa, 
fomentando la participación protagónica de los alumnos en pos de la consecución 
de los ideales libertarios, de igualdad, de solidaridad y de justicia. 
 
 
Ley 153  Ley Básica de salud de la Ciudad de Buenos  
 
ART. 4º. Derechos. Enumeración. Son derechos de todas las personas en su 
relación con el sistema de salud y con los servicios de atención: 
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b )        La inexistencia de discriminación de orden económico, cultural, 
social, religioso, racial, de sexo, ideológico, político, sindical, moral, de 
enfermedad, de género o de cualquier otro orden; 
 
 

Ley 161  Normas sobre ascensores 
 

Artículo 1º - Adhiérese a lo dispuesto por el artículo 21° de la Ley Nº 22.431, 
modificada por la Ley Nº 24.314 y su decreto reglamentario Nº 914-PEN-97, 
artículos 1º, 2º y 3º , en lo referido al acceso y traslado de personas con 
necesidades especiales en ascensores. 
  
 
Ley 175 Programa de reflexión y capacitación sobre igualdad de 
oportunidades  
 
  Artículo 1º.- Créase el Programa de Reflexión y Capacitación sobre 
la igualdad de oportunidades y responsabilidades de mujeres y varones en los 
ámbitos públicos y privados, para los docentes de todas las áreas y niveles 
dependientes de la Secretaría de Educación de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires. 
 
  Art. 2º.- Dicho programa se desarrollará a través de diversas 
actividades de capacitación y perfeccionamiento docente a cargo de los 
organismos competentes de la Secretaría de Educación. Cada dos años se 
destinará a esta temática una de las Jornadas de Reflexión Docente que se 
establecen en el calendario escolar. 
 
  Art. 3º.- Son objetivos del Programa: 
 
  Capacitar a los/las docentes para el cumplimiento de lo previsto en la 
Ordenanza Nº 48.829, B.M. 19.955, Publ. 17/1/95, que incorpora al Diseño 
Curricular de las escuelas de nivel primario, con carácter de actividad sugerida, la 
realización de experiencias de reflexión sobre la igualdad de oportunidades y 
responsabilidades entre mujeres y varones. 
 
  Capacitar a los/las docentes de otras áreas y niveles para incorporar 
a sus asignaturas esta perspectiva, promoviendo además la igualdad y la no 
discriminación desde su actividad concreta. 
 
  Promover el conocimiento del marco conceptual de la perspectiva de 
género, mediante la lectura y comentario de bibliografía pertinente. 
 
  Reflexionar acerca de los mecanismos de discriminación 
sociocultural y laboral y la reproducción de estereotipos en la educación familiar y 
en el ámbito escolar. 
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  Promover la capacidad de lectura crítica de los estereotipos 
discriminatorios en los libros de texto, en la literatura en general y en los diversos 
medios de comunicación. 
 
  Art. 4º.- El Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, en forma 
conjunta con la Secretaría de Educación y la Dirección de la Mujer de la Secretaría 
de Promoción Social, elaborarán materiales de apoyo que incluyan el marco 
conceptual de la perspectiva de género, y las resoluciones fundamentales de los 
tratados internacionales relacionados con los derechos de las mujeres, entre ellos 
la Convención para la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer, la plataforma de acción de la IV Conferencia Internacional sobre la Mujer 
llevada a cabo en Beijing, 1995 y los artículos 36, 37 y 38 de la Constitución de la 
Ciudad. 
 
  Art. 5º.- Las Jornadas se desarrollarán en talleres relacionados con la 
temática propuesta, tales como Género y Educación, Discriminación, violencia y 
estereotipos de género, Roles tradicionales y sociedad actual, Incorporación de las 
niñas y de las jóvenes a la ciencia y la técnica y otros. 
 
   Art. 6º.- Se invitará a participar en el Programa a las organizaciones 
no gubernamentales del movimiento de mujeres y a especialistas reconocidos/as 
en el tema. 
 
  Art. 7º.- Comuníquese..etc.- 
 
 
Ley 188  Premio Lola Mora 
 
ARTICULO 1° Institúyese el premio "Lola Mora" al mejor programa o comercial de 
radio o televisión que promueva los derechos de la mujer, incentiva la cooperación 
y solidaridad entre los sexos, contribuya a la superación de los estereotipos 
negativos para la mujer, reivindique en general los derechos igualitarios, su 
cumplimiento en todos los ámbitos y la no discriminación contra la mujer. 
 
 
 
 
Ley 203  Inscripción de alumnos sin documentos en las escuelas 
 
  Artículo 1º - En los Establecimientos Educativos dependientes del 
Gobierno de la Ciudad, se inscribirá provisoriamente a los alumnos / as menores 
de dieciocho (18) años que, por sí o por sus representantes legales lo soliciten, 
aún cuando no cuenten con el documento de identidad correspondiente. 
 
  Art. 2º - En tales casos, la autoridad del establecimiento inscribirá al 
alumnota conforme los datos de la documentación que presente o a los que 
proporcione. En uso de sus facultades reglamentarias el Poder Ejecutivo 
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determinará un método fehaciente de identificación de los alumnos que se 
inscriben y del archivo de esa documentación de filiación, a fin de compararla con 
los datos de la documentación definitiva. 
  
  Art. 3º - Todo certificado que se extienda mientras el alumno no haya 
regularizado su situación documentaria o migratoria, se hará conforme a los datos 
registrados. 
 
  Art. 4º - En los casos en que el solicitante regularice su situación 
migratoria o documentaria y existan contradicciones entre los datos de la 
documentación expedida por la autoridad competente y los registrados al 
momento de la inscripción conforme lo establecido en el art. 1, se estará a los 
datos de la documentación definitiva, previa comprobación de coincidencia de 
éstos con los datos de filiación establecidos en el mecanismo dispuesto en el art. 
2. 
  
  Art. 5º - El  Poder Ejecutivo a través de la Secretaría de Educación 
deberá establecer los mecanismos de asesoramiento y asistencia a los alumnos / 
as extranjeros y a sus representantes legales, para la tramitación de la 
regularización de su situación migratoria permanente o temporaria. A tal fin deberá 
suscribir convenios con los organismos nacionales competentes en la materia. 
 
  Art. 6º - Comuníquese, etc.  
 
 
Decreto nº 62 Reglamentario de la Ley 203 
 
Artículo 1° —  Déjase establecido que los establecimientos educativos 
dependientes del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires inscribirán a 
los alumnos / as menores sobre la base de cualquier documentación que acredite 
identidad, nacional o extranjera, donde consten nombre, apellido y fecha de 
nacimiento. 
A los efectos de la presente reglamentación, se acreditará identidad por medio del 
Documento Nacional de Identidad (D.N.I.) argentino, los documentos de identidad 
de los países limítrofes, el pasaporte extranjero o la partida de nacimiento 
argentina o extranjera. 
Si el alumno / a no presentare documentación alguna, o la que presentare no 
contuviera los datos mínimos antes mencionados, se estará a lo que declaren bajo 
juramento los padres, tutores o responsables legales del alumno / a. 
Las copias certificadas de la documentación presentada o, en su caso, la 
declaración jurada original, deberán ser agregadas al legajo del alumno / a, y 
serán suficientes mientras no se presente otra documentación que acredite de 
modo más fehaciente la identidad. 
 
Artículo 2°—  Dentro de los quince (15) días hábiles de finalizado el período de 
inscripción, cada escuela deberá remitir copia certificada de los legajos de los/las 
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alumnos / as argentinos / as sin D.N.I. al Registro del Estado Civil y Capacidad de 
las Personas del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
En el mismo período, cada escuela enviará copia certificada de los legajos de 
los/las alumnos / as extranjeros/as sin DNI al Servicio Social Zonal del Centro de 
Gestión y Participación (C.G.P.) correspondiente. 
En todos los casos, la escuela remitirá otra copia certificada de los legajos a la 
Dirección General de Educación correspondiente. 
 
Artículo 3° —  En el caso de los alumnos / as argentinos/as el Registro del Estado 
Civil y Capacidad de las Personas del Gobierno de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, tomará las medidas necesarias para tramitar el DNI durante los 
procedimientos habituales de documentación en las escuelas. 
 
Artículo 4° —  Déjase establecido que el certificado a que hace referencia el 
artículo 3º de la Ley N° 203, será el mismo que el que se extiende a los alumnos 
con situación documentaria o migratoria regularizada. 
 
Artículo 5º —  La provisoriedad que se indica en el artículo 1º de la Ley N° 203 se 
refiere únicamente a los datos de identidad registrados, no al nivel educativo 
alcanzado por el alumno. En los certificados emitidos por las escuelas se 
especificará que dicha provisoriedad no impide la continuación de los estudios. 
 
Artículo 6° —  Cuando los datos consignados en la inscripción, certificados o 
diplomas anteriores no coincidan con los de la documentación definitiva, se estará 
a los datos consignados en esta última y se hará constar esta circunstancia en el 
legajo del alumno a fin de otorgarle validez a los certificados emitidos con 
anterioridad. 
 
Artículo 7° —  La Subsecretaría de Relaciones Políticas e Institucionales capacitará 
al personal de la Dirección General de Servicios Sociales Zonales de los Centros 
de Gestión y Participación (C.G.P.) para que el correspondiente a cada 
establecimiento educativo brinde asesoramiento y asistencia a los alumnos / as 
extranjeros/as y/o a sus representantes legales para la tramitación ante las 
autoridades nacionales de la regularización de su situación migratoria. 
 
Artículo 8° —  El presente decreto será refrendado por los señores Secretarios de 
Educación y de Hacienda y Finanzas y Jefe de Gabinete. 
 
Artículo 9° —  Dése al Registro, publíquese en el Boletín Oficial de la Ciudad de 
Buenos Aires, comuníquese a la Subsecretaría de Justicia y Coordinación 
Administrativa de la Secretaría de Justicia y Seguridad, a la Dirección General de 
Derechos Humanos y a la Subsecretaría de Relaciones Políticas e Institucionales 
de la Jefatura de Gabinete y a la Subsecretaría de Descentralización y para su 
conocimiento y demás efectos, remítase a la Secretaría de Educación. Cumplido, 
archívese. 
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Ley 223  Sistema Escolar de Convivencia 
 
Art. 6°: Son objetivos del Sistema Escolar de Convivencia:  
 

a) Propiciar la participación democrática de todos los sectores 
de comunidad educativa, según la competencia y 
responsabilidad de cada uno, en la elaboración, 
construcción y respeto de las normas que rijan la 
convivencia institucional con el fin de facilitar un clima de 
trabajo armónico para el desarrollo de la tarea pedagógica. 

b) Promover, en toda la comunidad educativa, los siguientes 
valores:  

- El respeto por la vida, la integridad física y moral de las 
personas; 

- La justicia, la verdad y la honradez; 
- La defensa de la paz y la no violencia; 
- El respeto y la aceptación de las diferencias; 
- La solidaridad, la cooperación y el rechazo de todo tipo de 

discriminación; 
- La responsabilidad ciudadana, el respeto a los símbolos 

patrios y el compromiso social; 
- La responsabilidad individual; 

 
c) Fomentar la práctica permanente de la evaluación de 

conductas según las pautas establecidas en el sistema 
Escolar de Convivencia, como fundamento del proceso de 
educar. 

d) Facilitar la búsqueda de consenso a través del diálogo para 
el reconocimiento, abordaje y solución de los conflictos. 

e) Generar las condiciones institucionales necesarias para la 
retención y finalización de estudios secundarios de los/las 
jóvenes. 

f) Posibilitar la formación de los alumnos en las prácticas de 
la ciudadanía democrática, mediante la participación 
responsable en la construcción de una convivencia 
armónica en los establecimientos educativos. 

g) Proveer a las instituciones educativas de mecanismos 
eficaces para la resolución de los conflictos. 

 
 
 
 
Ley 265  Autoridad Administrativa del Trabajo 
 
Artículo 1°: Establécense por esta Ley las funciones y atribuciones que deberá 
desarrollar la Autoridad Administrativa del Trabajo de la Ciudad de Buenos Aires, 
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en ejercicio del poder de policía conferido por el Artículo 44 de la Constitución de 
la Ciudad de Buenos Aires.  
  
Artículo 18°: Se consideran infracciones muy graves, las siguientes: 

- las decisiones del empleador que impliquen cualquier tipo de 
discriminación en el empleo o la ocupación por motivos de raza, color, 
ascendencia nacional, religión, sexo, edad, opinión política, origen 
social, gremiales, residencia o responsabilidades familiares; 
 

 
Ley 421  Protección contra la discriminación por razones genéticas 
 
Artículo 1º: La Ciudad garantiza y resguarda el derecho a la dignidad, identidad e 
integridad de todas las personas con relación a su patrimonio genético.  
Nadie podrá ser objeto de discriminaciones fundadas en su genoma. 
  
Artículo 2º: Queda prohibida en cualquier ámbito del Gobierno de la Ciudad de 
Buenos Aires la realización de estudios genéticos en exámenes preocupacionales, 
en exámenes para obras sociales, empresas de medicina prepaga o 
Aseguradoras de Riesgos de Trabajo. 
Esta prohibición comprende los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, las 
comunas, los organismos descentralizados, entidades autárquicas, las empresas y 
sociedades del Estado o con participación estatal mayoritaria, sociedades de 
economía mixta y todos aquellos otros organismos o entidades donde la Ciudad 
tenga participación en el capital o en la formación de las decisiones societarias. 
  
Artículo 3º: Invítase a empresas e instituciones privadas, con sede o que 
desarrollen su actividad en la ciudad, a adherir a la citada ley.  
  
Artículo 4°.- Prohíbese difundir o hacer pública por cualquier medio la información 
genética de las personas, con excepción de los casos autorizados por el propio 
interesado o judicialmente. 
 
 
Ley 447  Ley marco de las políticas para la plena participación e integración 
de las personas con necesidades especiales 
 
  Artículo 1º: Establécese por la presente Ley un Régimen Básico e 
Integral para la prevención, rehabilitación, equiparación de posibilidades y 
oportunidades y para la participación e integración plena en la sociedad de las 
personas con necesidades especiales. 
 

Art. 2º: La regulación de tales políticas se efectúa en esquemas de 
plena participación social y política de las personas, sus padres, sus madres, 
tutores o encargados  y organizaciones  e instituciones del área, garantizando que 
tales normas queden definitivamente integradas en la legislación general para 
asegurarles la igualdad de posibilidades y oportunidades en los campos del 
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trabajo, la salud en materia de prevención, atención y rehabilitación, la educación, 
el hábitat, el transporte, la cultura, el deporte, la recreación y en todos los demás 
planos de su desarrollo personal, social y económico. 

 
Art. 3º: Las personas con necesidades especiales son aquellas que 

padezcan alteración, parcial o total, y/o limitación funcional, permanente o 
transitoria, física, mental o sensorial, que en relación a su edad y medio social 
impliquen desventajas considerables en su desarrollo. 

 
Art. 4º: La Ciudad de Buenos Aires adopta e implementa medidas 

para que la sociedad tome mayor conciencia de los derechos, necesidades,  
posibilidades y participación de las personas con necesidades especiales. 

 
Garantiza que las autoridades competentes inicien y apoyen 

campañas informativas referentes a ellas y a las políticas que desarrolla  en 
materia de necesidades especiales. 

 
Reafirma sus derechos y obligaciones, justificando así las medidas 

encaminadas a eliminar todos los obstáculos que se opongan a su pleno 
desarrollo y participación.  

 
Art. 5º: Todos los poderes del Estado de la Ciudad de Buenos Aires 

deben, entre sus objetivos, programar y ejecutar políticas activas para la 
prevención, estimulación temprana, rehabilitación, equiparación de oportunidades 
y posibilidades para la plena participación socioeconómica de las personas con 
necesidades especiales. 

 
Art. 6º: Los funcionarios públicos del Estado de la Ciudad Autónoma 

y los funcionarios de los entes privados de servicios públicos son responsables, en 
sus respectivos ámbitos, de implementar las medidas necesarias para garantizar y 
controlar el cumplimiento de las normas referidas directa o indirectamente a las 
personas con necesidades especiales según los objetivos previstos en la presente 
ley. 

 
Art. 7º: Las instituciones públicas y las privadas de servicio público 

deben incluir contenidos programáticos de educación, concientización e 
información, a todo su personal, sobre las personas con necesidades especiales. 

 
Art. 8º:  Las instituciones públicas y las privadas de servicio público 

deben otorgar a todo su personal con necesidades especiales plena participación 
en sus programas de capacitación para el personal. 

 
Art. 9º: Los Poderes del Estado alientan, a las empresas e 

instituciones del sector privado, a incluir en todos los aspectos de sus 
actividades las cuestiones relativas a las personas con necesidades 
especiales. 
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Art. 10º: El Poder Ejecutivo conformará la “Comisión para la Plena 
Participación e Integración de las Personas con Necesidades Especiales” 
encargada de planificar y coordinar, supervisar, asesorar, capacitar y difundir todo 
lo necesario para el efectivo cumplimiento de toda norma referida a las personas 
con necesidades especiales, interactuando con las distintas áreas del Estado, de 
la Ciudad, Nacional y provinciales, responsables de su aplicación y ejecución. 

 
Será presidida por un funcionario designado por el Jefe de Gobierno 

de la Ciudad de Buenos Aires, e integrada por el número de vocales que el Poder 
Ejecutivo determine a través de la reglamentación de la presente ley. 

 
Art. 11º: La Comisión conformada en el artículo anterior será 

asesorada por un “Comité Consultivo Honorario” integrado por representantes de 
los Organismos y Entidades Públicas y de las Organizaciones No 
Gubernamentales (ONGs.) de la Ciudad, cuyo objeto social se vincule con la 
problemática de las personas con necesidades especiales y que tengan, como 
mínimo, dos (2) años de antigüedad legalmente reconocida. 

 
Art. 12º: Para la integración de los representantes de las ONGs. al 

Comité Consultivo Honorario, el Poder Ejecutivo ordenará la apertura de un 
Registro para la inscripción de todas las instituciones que cumplan con lo 
determinado en el artículo 11º de la presente ley.  

Entre las distintas Instituciones u Organizaciones, previamente 
registradas, elegirán representantes ante dicho Comité, por cada una de las 
distintas discapacidades, a saber: 

Visceral 
Mental 
Neurolocomotora 
Auditiva 
Visual 
 
A través de la reglamentación, el Poder Ejecutivo determinará la 

forma de convocatoria, número de representantes y condiciones para la 
inscripción en el Registro y los plazos de su actualización, así como también, la 
duración del mandato de los representantes ante el Comité Consultivo Honorario 

 
Art. 13º: La Ley de presupuesto determinará anualmente el 

monto que se destinará para dar cumplimiento a las previsiones de la 
presente ley. 

 
Art. 14º: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro del 

plazo de los noventa (90) días a partir de su promulgación. 
 
Art. 15º: Comuníquese, etc. 
 
 

Ley 451  Régimen de faltas de la Ciudad de Buenos Aires 
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4.1.10 
TRASLADO DE PERSONAS CON NECESIDADES ESPECIALES 
El/la titular y/o responsable de un vehículo afectado al servicio de taxis, remises, o 
transporte público de pasajeros que se niegue a trasladar a personas con 
necesidades especiales o que usen sillas de ruedas o aparatos ortopédicos o que 
se desplacen con perros guías, es sancionado/a con multa de $200 a $2000 y/o 
inhabilitación. 
 
5.1.6 
CONDICIONES DE INGRESO 
El/la titular o responsable de un establecimiento de espectáculos, audición, baile, o 
diversión pública que no exhiba en el frente de la boletería o lugar de acceso, en 
forma visible, los requisitos exigidos para el ingreso es sancionado con multa de 
$500 a $ 5000 y/o clausura. 
 
5.1.9 
CARTA DE MENU SISTEMA BRAILLE 
El/la titular o responsable de un establecimiento comercial donde se sirven o 
expenden comidas, que no cuente con una carta de menú en el sistema Braille, 
conforme a lo previsto en la normativa vigente, es sancionado  con multa de $100 
a $1000. 
 
Ley 471  Ley de Relaciones laborales en la Administración Pública de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
 
Artículo 2°.- Las relaciones de empleo público comprendidas en la presente ley se 
desenvuelven con sujeción a los siguientes principios: 
c) Igualdad de trato y no discriminación. 
 
Artículo 9°.- DERECHOS EN GENERAL. 
 
d) la igualdad de oportunidades en la carrera administrativa y a la no 

discriminación por razones de sexo, 
 
Artículo 31.- PRINCIPIOS A LOS QUE SE DEBE SUJETAR LA CARRERA 
ADMINISTRATIVA.  
c) igualdad de oportunidades y de trato, 
 
   
 ARTÍCULO 63.- PERSONAS CON NECESIDADES ESPECIALES. 
El Poder Ejecutivo establecerá los mecanismos y condiciones a los fines de 
garantizar el cumplimiento del cupo previsto para las personas con necesidades 
especiales de conformidad con lo establecido en el artículo 44 de la Constitución 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debiendo asegurarse además la 
igualdad de remuneraciones de estos trabajadores con los trabajadores que 
cumplan iguales funciones en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  
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La convocatoria de las personas con necesidades especiales deberá hacerse de 
manera tal que queden claramente establecidas las labores que se realizarán en 
la unidad administrativa que corresponda a fin de que en ningún caso tales 
derechos individuales que esta ley garantiza afecte la prestación de los servicios. 
A tales fines se elaborará un registro por unidad administrativa que contenga el 
listado de trabajadores con necesidades especiales y las labores que desempeñan 
o que pudieran desempeñar.  
 
ARTÍCULO 64.- EX COMBATIENTES DE LA GUERRA DEL ATLÁNTICO SUR. 
El Poder Ejecutivo debe establecer los mecanismos y condiciones a los fines de 
dar preferencia en la contratación a los ex combatientes de la Guerra del Atlántico 
Sur, residentes en la Ciudad, que carezcan, de suficiente cobertura social, de 
conformidad con la Cláusula Transitoria 21 de la Constitución de la Ciudad. 
 
 
Ley 474  Plan de igualdad real de oportunidades y de trato entre mujeres y 
varones 
 
 
  Capítulo I- Disposiciones generales - Fines y Objetivos. 
 
 Artículo 1º.- Plan de Igualdad. Créase el Plan de Igualdad Real de 
Oportunidades y de Trato entre Mujeres y Varones en el ámbito de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires. 
 
 Art. 2º.- Objeto. El plan establecido por la presente Ley tiene como objeto 
garantizar a las mujeres el pleno reconocimiento, goce y ejercicio de sus derechos 
y garantías, y promover la igualdad real de oportunidades y de trato entre varones 
y mujeres, tal como lo establece la Constitución de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, la Constitución Nacional y los Tratados Internacionales suscriptos 
por nuestro país. 
 
 Art. 3º.- Definición de la discriminación. Se entiende por discriminación de 
género la existencia de leyes, actos jurídicos o administrativos, las ausencias o 
deficiencias legales o reglamentarias y las situaciones fácticas que impliquen 
distinción, exclusión o restricción y que tengan por objeto o por resultado 
menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos y 
garantías de las personas, en razón de su género.  
 
 Art. 4º.- Medidas de acción positiva. No se considera discriminación por 
razón de género las medidas de acción positiva que establezcan distinciones, 
restricciones o preferencias con el fin de promover o garantizar la igualdad real de 
oportunidades y de trato entre mujeres y varones. 
 
 Art. 5º.- Incorporación de la perspectiva de género.  El Gobierno de la 
Ciudad incorpora la perspectiva de género en: 
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a) el diseño y ejecución de sus políticas públicas y de todos 
los planes y programas que de ellas  se deriven. 

b) la presentación de informes que eleve el Gobierno de la 
Ciudad a los comités de seguimiento de convenciones y a 
los organismos nacionales e internacionales. 

c) la elaboración de todas las estadísticas y la información 
resultante de las diversas áreas.   

 
 Art. 6º.- Garantías.  El Gobierno de la Ciudad garantiza la igualdad de 
oportunidades y de trato entre varones y mujeres a través de políticas, planes, 
programas y servicios integrales en las esferas civiles, políticas, económicas, 
sociales, laborales, educativas, culturales y de cualquier otra índole. Los poderes e 
instituciones de la Ciudad deben dar efectivo cumplimiento a los derechos 
consagrados en la presente ley. 
 
 Art.7º.- Medidas antidiscriminatorias. El Gobierno de la Ciudad toma las 
medidas y ejerce los controles necesarios para impedir discriminación alguna por 
razón de género, tanto en el ámbito público como en el privado, y elimina los 
obstáculos de hecho y de derecho que impiden la igualdad real de derechos,  de 
oportunidades y de  trato entre varones y mujeres. 
 
 Art.8º.- Interpretación.  Los poderes e instituciones  de la Ciudad deben dar  
a las leyes, decretos, reglamentos, actos administrativos y todo otro acto jurídico, 
la interpretación que resulte más favorable a la igualdad real de oportunidades y 
de trato entre mujeres y varones. 
 
 Art. 9º.- Objetivos Son objetivos del Plan de Igualdad: 
 

a) la inserción económica, social, laboral, política y 
ciudadana,  el acceso a puestos de decisión y la 
integración en las políticas de desarrollo, en condiciones 
igualitarias para mujeres y varones. 

b) la participación en condiciones de paridad de mujeres y 
varones en los procesos de elaboración y transmisión de 
conocimientos en todos los niveles y en el desarrollo de 
opciones educativas y profesionales. 

c) investigaciones y campañas tendientes a hacer visible y 
cuantificar el aporte de varones y mujeres en el trabajo 
doméstico y familiar y su contribución a la economía. 

d) el reparto equitativo de las tareas y responsabilidades 
domésticas y familiares. 

e) la integración de mujeres y varones en condiciones de 
igualdad en las políticas de desarrollo. 

f) la investigación y  diseño de los programas socio-
sanitarios que afectan a las mujeres en particular. 

g) el estímulo a la labor de las organizaciones para la 
defensa de los derechos de las mujeres y la igualdad de 
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oportunidades y su participación en la implementación de 
las acciones previstas en la presente ley. 

 
  Capítulo II - Áreas del Plan de Igualdad. 
 
 Art. 10º.- Derechos humanos. En el área de Derechos Humanos deben 
desarrollarse   políticas y acciones tendientes a:  
 

a) difundir y promover el conocimiento de los derechos 
humanos con perspectiva de género. 

 
b) capacitar en derechos humanos con perspectiva de 

género a los/las agentes públicos, incluidos / as los 
funcionarios / as del Poder Judicial, el personal policial, de 
seguridad y penitenciario. 

 
 
 Art.11º.- Ciudadanía, poder y toma de decisiones. En la temática referida a 
ciudadanía, poder y toma de decisiones deben desarrollarse políticas y acciones 
tendientes a: 
 

a) incluir la perspectiva de género en la elaboración y 
planificación de políticas referidas a la ciudadanía. 

 
b) incentivar la participación social y política de las mujeres 

en los más altos niveles de planificación y gestión de las 
políticas públicas y en la toma de decisiones políticas, 
sociales, económicas, culturales y de cualquier otra índole.   

 
c) garantizar la participación equitativa de varones y mujeres 

en todos los niveles de los Poderes, Instituciones y 
Organismos del Gobierno de la Ciudad mediante sistemas 
de cupo. 

 
d) promover la participación efectiva e igualitaria de mujeres 

y varones en los cargos de conducción, en las decisiones 
económicas y en el acceso a los  recursos financieros en 
todos los niveles y áreas de los partidos políticos, 
sindicatos, asociaciones de profesionales, de técnicos, 
deportivas y demás organizaciones de la sociedad civil. 

 
 Art 12º.- Economía, trabajo. En las áreas de Economía y Trabajo deben 
desarrollarse políticas y acciones tendientes a: 
 

a) incluir la perspectiva de género en la elaboración y 
planificación de políticas referidas a los derechos laborales 
y económicos. 
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b) promover el pleno goce de los derechos sociales y 

económicos, garantizar el acceso y equilibrar cualitativa y 
cuantitativamente la participación de mujeres y varones en 
el ámbito laboral. 

 
c) supervisar los concursos de ingreso y promoción, abiertos 

o cerrados, que se lleven a cabo en los distintos ámbitos 
del Gobierno de la Ciudad, velando por la no 
discriminación por razón de género. 

 
d) impulsar cambios y transformaciones estructurales que 

favorezcan la permanencia y promoción de las mujeres en 
el ámbito laboral. 

 
e) promover la regularización de las trabajadoras informales 

y en particular de las que realizan trabajos domiciliarios y 
domésticos. 

 
f) incorporar la dimensión de género en los programas de 

trabajo impulsados por el Gobierno de la Ciudad. 
 
g) alentar la participación de las mujeres en el mundo 

empresarial, microempresas y cooperativas. 
 
h) promover un mayor acceso de las mujeres a ocupaciones  

no tradicionales y a las nuevas tecnologías. 
 
i) promover programas de formación profesional dirigidos a  

mujeres desocupadas, empleadas en sectores no 
calificados y a aquellas que se encuentran fuera del 
mercado laboral con motivo de la atención de 
responsabilidades familiares. 

 
j) brindar a las mujeres asesoramiento y formación para 

garantizarles el acceso igualitario al crédito, a la  
propiedad, a los programas de desarrollo y al control de 
los recursos productivos. 

 
k) asesorar y orientar a las mujeres, y a las jóvenes en 

particular, en la búsqueda de empleo y los derechos 
laborales que le asisten. 

 
l) remover los obstáculos materiales y culturales que 

impiden conciliar la vida laboral y familiar de varones y 
mujeres. 
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m) incrementar la oferta de jardines maternales, escuelas 
infantiles y comedores escolares.  

 
n) aumentar la oferta de centros de día y servicios de 

enfermería para personas con necesidades especiales y 
adultos / as mayores. 

 
 Art.13º.- Educación, ciencia y tecnología. En las áreas de Educación, 
Ciencia y Tecnología deben desarrollarse políticas y acciones tendientes a: 
 

a) promover la participación equitativa de mujeres y varones 
en todos los procesos educativos y de producción y 
transmisión del conocimiento. 

 
b) producir las modificaciones necesarias en los planes de 

estudio, programas, métodos, textos y material didáctico 
para promover la igualdad de oportunidades, eliminando 
los estereotipos sexistas de los contenidos y las prácticas 
educativas. 

 
c) capacitar y sensibilizar a los/las docentes de todos los 

niveles en esta temática. 
 
d) incluir la educación sexual en base a los principios de 

igualdad y no discriminación establecidos en la presente 
ley en los planes de enseñanza  destinados a 
adolescentes  en el sistema educativo.  

 
e) remover los obstáculos que dificultan el acceso de las 

mujeres a los niveles más elevados de la docencia  y de la 
investigación en las diversas áreas. 

 
f) promover la investigación relacionada con los estudios de 

género. 
 
g) desarrollar programas adecuados a los intereses y 

necesidades de las mujeres adultas, con el objetivo de 
eliminar el analfabetismo, completar los niveles educativos 
y promover su acceso a la cultura, al trabajo, el descanso 
y la recreación. 

 
h) promover la participación de las niñas y de las mujeres en 

todas las actividades deportivas. 
 

 Art.14º.- Cultura y medios de comunicación. En las áreas de Cultura y 
Comunicación deben desarrollarse políticas y acciones tendientes a: 
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a) promover una imagen social plural y no discriminatoria de 
las mujeres y los varones en la cultura y la comunicación. 

 
b) procurar la eliminación de los estereotipos que presentan 

a la mujer como objeto sexual. 
 
c) evitar la utilización de imágenes de mujeres y varones  

que resulten vejatorias. 
 
d) desarrollar iniciativas de capacitación en la temática de 

género para quienes trabajan en  los medios de 
comunicación. 

 
e) impulsar campañas y programas tendientes a analizar y 

eliminar los estereotipos existentes sobre los/as adultos/as 
mayores, promoviendo su inserción en la sociedad. 

 
f) actuar en casos de publicidad o programas que atenten 

contra la dignidad de las mujeres, que transmitan una 
imagen discriminatoria, inciten a la discriminación o 
promuevan el odio o la violencia por razones de género. 

 
 
 Art.15º.- Salud.  En el área de Salud deben desarrollarse políticas y 
acciones tendientes a: 
 

a) promover un enfoque integral de la problemática de la 
salud de la mujer, que atienda sus necesidades 
específicas a lo largo de la vida. 

 
b) desarrollar investigación específica sobre la salud de las 

mujeres e incorporar la variable género en toda las 
investigaciones sobre salud. 

 
c) garantizar la atención del embarazo, el parto y el 

puerperio. 
 
d) velar para que no se efectúen estudios relativos a la salud 

que puedan ser utilizados con fines discriminatorios. 
 
e) difundir  y promover los derechos sexuales y reproductivos 

y prevenir el embarazo adolescente. 
 
f) promover el acceso de mujeres y varones  a la información 

y educación para la salud, en especial la salud 
reproductiva y sexual, la salud mental y la salud laboral. 
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g) implementar programas de información y educación 
sanitaria para la prevención y detección precoz de 
enfermedades. 

 
h) difundir y promover medidas que prevengan las 

enfermedades de transmisión sexual, entre ellas el 
VIH/SIDA. 

 
i) desarrollar programas de capacitación destinados a 

sensibilizar y formar a los agentes de los equipos de salud 
y representantes de organizaciones comunitarias en el 
cuidado y atención de la salud femenina, desde un 
enfoque que integre los avances en el conocimiento de la 
relación entre salud y género.    

 
 Art.16º.- Violencia y abuso contra las mujeres En relación a la Violencia y 
Abuso contra las mujeres deben desarrollarse políticas y acciones tendientes a: 
 

a) promover medidas en todos los ámbitos, y particularmente 
en los medios de comunicación, para modificar los 
modelos sexistas de conductas sociales y culturales de 
mujeres y varones. 

 
b) garantizar el acceso a las víctimas de violencia a los 

sistemas judiciales en condiciones de seguridad y 
confidencialidad. 

 
c) implementar servicios de albergues, de asesoría social, 

psicológica, legal y patrocinio para las niñas, niños y 
mujeres víctimas de violencia y abuso. 

 
d) promover servicios de orientación y rehabilitación para los 

autores de actos de violencia. 
 
e) diseñar, realizar convenios y financiar campañas de 

difusión destinadas a despertar la conciencia de que la 
violencia contra las mujeres constituye una violación de 
sus derechos humanos. 

 
f) prevenir y sancionar el acoso sexual. 
 
g) promover medidas tendientes a eliminar la explotación 

sexual y el tráfico de mujeres, niñas y niños. 
 
 Art.17º.-Grupos vulnerables. Deben desarrollarse políticas y acciones 
tendientes a: 
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a) promover la inserción social de las mujeres afectadas por 
procesos de marginación o exclusión y facilitar su acceso 
al trabajo, a la salud, a la educación y a la capacitación, al 
crédito y a la cultura. 

 
b) implementar acciones dirigidas a atender problemáticas 

específicas de  mujeres jefas de hogar de bajos recursos, 
mujeres de la tercera edad, madres adolescentes, mujeres 
inmigrantes, mujeres niñas y niños en la calle y mujeres 
niñas y niños en situación de prostitución.  

 
c) capacitar y sensibilizar a los profesionales y trabajadores 

del ámbito social sobre la problemática de las mujeres en 
situación de especial necesidad. 

 
 
 Art. 18º.- La ciudad y las mujeres: en las áreas de la formulación y gestión 
de las políticas urbanas: de descentralización, diseño y construcción del espacio 
público, la infraestructura social, los servicios administrativos y el transporte, se 
desarrollarán las siguientes políticas y acciones:  

a) incorporar en la evaluación de las medidas propuestas por el Plan 
Urbano Ambiental las perspectivas y necesidades de las mujeres en su 
doble rol con relación al equipamiento social, el espacio público y el 
transporte. 
b) impulsar a través de la Ley de Comunas y del Plan Urbano Ambiental, 
patrones de organización descentralizados con la perspectiva de mejorar el 
acceso de las mujeres a los servicios.  
c) armonizar los horarios de atención de los servicios públicos con los 
horarios de trabajo de las mujeres, en atención a la doble jornada. 

 
Art. 19.- Comuníquese, etc. 

 
 
Ley 554  Excluir el test de embarazo del examen preocupacional 
 

Artículo 1°: Se excluye el test de embarazo de la rutina de los exámenes 
preocupacionales efectuados a las empleadas del Gobierno Autónomo de la 
Ciudad de Buenos Aires. 

 Art. 2º: Se considerará trato discriminatorio, y por lo tanto no podrá llevarse a 
cabo, aquel acto que implique impedir el acceso al empleo de mujeres postuladas 
como agentes del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, luego de 
que las mismas hayan cumplimentado el examen preocupacional, cuando no 
medie comprobación fehaciente de patología que justifique el no ingreso al 
empleo. 
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Art. 3º: Se considerará trato discriminatorio y será nula de nulidad absoluta e 
insanable la rescisión del contrato o la no renovación de la situación de revista en 
Planta Transitoria en los organismos dependientes del Gobierno de la Ciudad, de 
mujeres embarazadas o que estén gozando de licencia por maternidad. 

 Art. 4°: Comuníquese, etc. 

 

Ley 672 Reconocimiento oficial del sistema de interpretación de señas 
 
Artículo 1º. - Se reconoce oficialmente el lenguaje e interpretación de señas como 
lengua y medio de comunicación para las personas con necesidades especiales 
auditivas en todo el territorio de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
 
Art. 2º.- Comuniquese, etc. 
 
 
Ley 709 Régimen especial de asistencia para alumnas embarazadas y 
alumnos en condición de paternidad 
 
Artículo 1°.- Objeto y ámbito de aplicación. Créase un Régimen Especial de 
Inasistencias Justificadas no computables a los fines de la reincorporación para 
alumnas embarazadas y alumnos en condición de paternidad que cursen estudios 
en instituciones del ámbito estatal o privado dependientes de la Secretaría de 
Educación de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
 
Art. 2°.- Derecho del solicitante. El Régimen Especial establecido en el artículo 
anterior es aplicable a solicitud del alumna/o quien deberá presentar certificado 
médico que acredite el  estado y período de gestación y alumbramiento. 
 
Art. 3°.- Plazos. Las alumnas embarazadas gozarán de un plazo máximo de 
inasistencias justificadas, continuas o fraccionadas, no computables a los fines de 
la reincorporación de cuarenta y cinco (45) días y podrán ser utilizadas antes o 
después del parto. Los estudiantes varones que acrediten su paternidad contarán 
con cinco (5) inasistencias justificadas continuas no computables, a partir del día 
del nacimiento o del siguiente. 
 
Art. 4°.- Extensión de plazos. En caso de nacimiento múltiple, embarazo de riesgo 
o que la alumna fuera madre de hijos menores de cuatro años de edad el plazo 
máximo de inasistencias se extenderá a quince (15) días más posteriores al 
nacimiento. Para el caso de los alumnos varones en idéntica situación el plazo se 
extenderá a diez (10) días.  
 
Art. 5º.- Lactancia. El Régimen Especial incluye el derecho de retirarse del 
establecimiento educativo durante una (1) hora diaria durante el primer año de 
lactancia para las alumnas que certifiquen estar en el período de 
amamantamiento. 
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Art. 6º.- Promoción. La Secretaría de Educación establecerá los mecanismos de 
apoyo, seguimiento, recuperación y evaluación de los aprendizajes que permitan 
alcanzar los objetivos requeridos para la promoción en su condición de alumna/o 
regular.  
 
Art. 7°.- Controles médicos. Los establecimientos educativos ejercerán funciones 
de apoyo a efectos de promover la concurrencia de las alumnas embarazadas y 
del progenitor masculino a los controles médicos correspondientes. 
 
Art. 8º.- Complementariedad. El Régimen Especial establecido por la presente ley, 
no excluye los beneficios otorgados por el Régimen de Inasistencia de Alumnos 
existente para cada nivel.  
 
Art. 9º.- Comuníquese, etc. 
 
 
 Ley 712 Garantías del patrimonio genético humano 
 
Artículo 1º.- Prohíbase en la Ciudad la discriminación de personas o miembros de 
sus familias, sobre la base de información genética o servicios genéticos. 
 
Art. 2º.- La Ciudad garantiza y resguarda el derecho a la dignidad, identidad e 
integridad de todas las personas con relación a su patrimonio genético. 
 
Art. 3º.- El término información genética no incluirá:  

a. Información sobre el sexo o edad de la persona  
b. Información sobre los análisis químicos, de sangre u orina de la persona, a 

menos que estos análisis sean análisis genéticos;  
c. Información sobre exámenes físicos de la persona, y cualquier otra 

información relevante que permita determinar el presente estado de salud 
de la persona.  

 
Art. 4º.- El contenido de la presente ley no limita el normal ejercicio de 
profesionales de la salud en el tratamiento de pacientes en los cuales sea 
necesaria la realización de estudios genéticos de cualquier índole. 
 
Art. 5º.- Prohíbase difundir o hacer pública por cualquier medio la información 
genética de las personas, con excepción de los casos autorizados por el propio 
interesado o judicialmente. 
 
Art. 6º.- Para el pago de estudios genéticos realizados a una persona por orden 
médica cuya cobertura estuviera a cargo de una coordinación de beneficios, 
compañía de seguros, obra social, empresa de medicina prepaga o aseguradora 
de riesgo de trabajo, sólo se exigirá un certificado expedido por el profesional que 
realice dichos estudios como comprobante. En ningún caso se exigirá el resultado 
de los mismos. 
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Art. 7º.- En caso de violación de cláusulas de discriminación genética o divulgación 
genética, el damnificado o sus derechohabientes podrán reclamar la reparación de 
los daños y perjuicios, de acuerdo a las normas del Código Civil. 
 
Art. 8º.- Prohíbase a las compañías de seguro, obras sociales, empresas de 
medicina prepaga o aseguradoras de riesgos de trabajo 

a. Solicitar análisis genéticos previos a la cobertura de seguros o servicios de 
salud;  

b. requerir, recopilar, canjear o comprar información genética;  
c. entregar bajo ningún concepto o condición, información genética a otras 

compañías de seguros, obras sociales, empresas de medicina prepaga o 
aseguradoras de riesgos de trabajo, ni a persona o empresa que recopile, 
compile, publique o difunda información sobre seguros, ni a un empleador 
respecto de sus empleados.  

 
Art. 9º.- Será una práctica de empleo ilegal de parte del empleador  

a. Dejar de o negarse a contratar, o despedir a cualquier persona, o de alguna 
forma discriminar con respecto a la indemnización, términos, condiciones o 
privilegios de empleo en razón de información genética referida a dicha 
persona o miembro de su familia;  

b. Limitar, segregar, o clasificar a los empleados en forma tal que privara o 
tendiera a privar de oportunidades de empleo, o de alguna forma afectar 
adversamente su condición como empleado, debido a información genética 
con respecto a él / ella, o miembro de su familia;  

c. Solicitar, requerir, recopilar o comprar información genética con respecto a 
una persona o miembro de su familia.  

 
Art. 10º.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo precedente, será además de 
los casos de los incisos a), b) y c) una práctica de empleo ilegal por parte de una 
agencia de empleo, hacer o intentar hacer que un empleador discrimine contra 
una persona en violación a esta ley. 
 
Art. 11º.- Es obligatoria la confidencialidad en el manejo de la información genética 
que formare parte de los informes médicos de un empleado. Su violación hará 
responsable al empleador por daños y perjuicios. 
 
Art. 12º.- Exceptúense del artículo anterior los siguientes supuestos: 

a. Al empleado que es el sujeto de la información y a su pedido;  
b. Bajo la obligación legal de una orden judicial, el empleador proporcionará al 

empleado de la adecuada notificación para impugnar la orden judicial a 
menos que ésta también imponga requisitos de confidencialidad; y  

c. A funcionarios de la autoridad de aplicación que estén investigando el 
cumplimiento de esta ley si la información es relevante para la 
investigación.  
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Art. 13.- Los organismos públicos están autorizados a utilizar la información 
genética con fines exclusivamente estadísticos y garantía de anonimato, destinada 
a la aplicación de políticas públicas, quedando en lo restante incluidos en las 
disposiciones de la presente ley.  
 
Art. 14°.- La Ciudad adopta como programa para la regulación e interpretación de 
las conductas relacionadas con las investigaciones sobre genoma humano y sus 
aplicaciones, la Declaración Universal sobre Genoma Humano y los Derechos 
Humanos de la UNESCO del 11 de noviembre de 1997, que en Anexo I se agrega 
a la presente 
 
Art. 15º.- Las palabras o expresiones idiomáticas específicas que se utilizan en 
esta ley tienen los alcances que se definen en el Anexo II que integra la presente. 
 
Art. 16º.- Derógase la Ley 421 y toda norma legal que se contraponga a los 
términos de la presente. 
 
Art. 17º.- Comuníquese, etc. 
  
 
Anexo I  
 
Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los Derechos Humanos 
UNESCO, 11 de Noviembre de 1997 
 
La Conferencia General,  
Recordando que en el Preámbulo de la Constitución de la UNESCO se invocan los 
principios democráticos de la dignidad, igualdad y el respeto mutuo de los 
hombres" y se impugna el "dogma de la desigualdad de los hombres y de las 
razas", se indica que "la amplia difusión de la cultura y la educación de la 
humanidad para la justicia, la libertad y la paz son indispensables a la dignidad del 
hombre y constituyen un deber sagrado que todas las naciones han de cumplir 
con un espíritu de responsabilidad y de ayuda mutua", se proclama que "esa paz 
debe basarse en la solidaridad intelectual y moral de la humanidad" y se indica 
que la Organización se propone alcanzar "mediante la cooperación de las 
naciones del mundo en las esferas de la educación, de la ciencia y de la cultura, 
los objetivos de paz internacional y de bienestar general de la humanidad, para el 
logro de los cuales se han establecido las Naciones Unidas, como proclama su 
Carta",  
Recordando solemnemente su adhesión a los principios universales de los 
derechos humanos afirmados, en particular, en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos del 10 de diciembre de 1948 y los dos Pactos Internacionales 
de las Naciones Unidas de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y de 
Derechos Civiles y Políticos, del 16 de diciembre de 1966, la Convención de las 
Naciones Unidas para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio del 9 de 
diciembre de 1948, la Convención Internacional de las Naciones Unidas sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial del 21 de diciembre de 
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1965, la Declaración de las Naciones Unidas de los Derechos del Retrasado 
Mental del 20 de diciembre de 1971, la Declaración de las Naciones Unidas de los 
Derechos de los Impedidos del 9 de diciembre de 1975, la Convención de las 
Naciones Unidas sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer del 18 de diciembre de 1979, la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de 
Delitos y del Abuso de Poder del 29 de noviembre de 1985, la Convención de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño del 20 de noviembre de 1989, las 
Normas Uniformes de las Naciones Unidas sobre la Igualdad de Oportunidades 
para las Personas con Discapacidad del 20 de diciembre de 1993, la Convención 
sobre la prohibición del desarrollo, la producción y el almacenamiento de armas 
bacteriológicas (biológicas) y tóxicas y sobre su destrucción del 16 de diciembre 
de 1971, la Convención de la UNESCO relativa a la Lucha contra las 
Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza del 14 de diciembre de 1960, la 
Declaración de Principios de la Cooperación Cultural Internacional de la UNESCO 
del 4 de noviembre de 1966, la Recomendación de la UNESCO relativa a la 
situación de los investigadores científicos del 20 de noviembre de 1974, la 
Declaración de la UNESCO sobre la Raza y los Prejuicios Raciales del 27 de 
noviembre de 1978, el Convenio de la OIT (Número 111) relativo a la 
discriminación en materia de empleo y ocupación del 25 de junio de 1958 y el 
Convenio de la OIT (Número 169) sobre pueblos indígenas y tribales en países 
independientes del 27 de junio de 1989,  
Teniendo presentes, y sin perjuicio de lo que dispongan, los instrumentos 
internacionales que pueden concernir a las aplicaciones de la genética en la 
esfera de la propiedad intelectual, en particular la Convención de Berna para la 
Protección de las Obras Literarias y Artísticas, del 9 de septiembre de 1886, y la 
Convención Universal de la UNESCO sobre Derecho de Autor, del 6 de 
septiembre de 1952, revisadas por última vez en París el 24 de julio de 1971, el 
Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial, del 20 de marzo 
de 1883, revisado por última vez en Estocolmo el 14 de julio de 1967, el Tratado 
de Budapest de la OMPI sobre el Reconocimiento Internacional del Depósito de 
Microorganismos a los fines del Procedimiento en materia de Patentes del 28 de 
abril de 1977, el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad 
Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC) anexado al Acuerdo por el que 
se establece la Organización Mundial del Comercio que entró en vigor el primero 
de enero de 1995,  
Teniendo presente también el Convenio de las Naciones Unidas sobre la 
Diversidad Biológica del 2 de junio de 1992 y destacando a este respecto que el 
reconocimiento de la diversidad genética de la humanidad no debe dar lugar a 
ninguna interpretación de tipo social o político que cuestione «la dignidad 
intrínseca (...) y los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la 
familia humana», de conformidad con el Preámbulo de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, 
Recordando sus resoluciones 22 C/13.1, 23 C/13.1, 24 C/13.1, 25 C/S.2, 25 C/7.3, 
27 C/S.1S, 28 C/D.12, 28 C/2.1 y 28 C/2.2, por las cuales la UNESCO se 
comprometió a promover y desarrollar la reflexión ética y las actividades conexas 
en lo referente a las consecuencias de los progresos científicos y técnicos en el 
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campo de la biología y de la genética, respetando los derechos y las libertades del 
ser humano,  
Reconociendo que las investigaciones sobre el genoma humano y sus 
aplicaciones abren inmensas perspectivas de mejoramiento de la salud de los 
individuos y de toda la humanidad, pero destacando que deben al mismo tiempo 
respetar plenamente la dignidad, la libertad y los derechos de la persona humana, 
así como la prohibición de toda forma de discriminación fundada en las 
características genéticas, proclama los principios siguientes y aprueba la presente 
declaración:  
 
A. LA DIGNIDAD HUMANA Y EL GENOMA HUMANO  
Artículo 1  
El genoma humano es la base de la unidad fundamental de todos los miembros de 
la familia humana y del reconocimiento de su dignidad y diversidad intrínsecas. En 
sentido simbólico, el genoma humano es el patrimonio de la humanidad.  
Artículo 2  
a) Cada individuo tiene derecho al respeto de su dignidad y derechos, 
cualesquiera que sean sus características genéticas.  
b) Esta dignidad impone que no se reduzca a los individuos a sus características 
genéticas y que se respete su carácter único y su diversidad.  
Artículo 3  
El genoma humano, por naturaleza evolutiva, está sometido a mutaciones. 
Entraña posibilidades que se expresan de distintos modos en función del entorno 
social de cada persona, que comprende su estado de salud individual, sus 
condiciones de vida, su alimentación y su educación.  
Artículo 4 
El genoma humano en su estado natural no puede dar lugar a beneficios 
pecuniarios.  
 
B. DERECHOS DE LAS PERSONAS INTERESADAS  
Artículo 5  
a) Una investigación, un tratamiento o un diagnostico en relación con el genoma 
de un individuo, sólo podrá efectuarse previa evaluación rigurosa de los riesgos y 
las ventajas que entraña y de conformidad con cualquier otra exigencia de la 
legislación nacional.  
b) En todos los casos, se recabará el consentimiento previo, libre e informado de 
la persona interesada. Si ésta no está en condiciones de manifestarlo, el 
consentimiento o autorización habrán de obtenerse de conformidad con lo que 
estipule la ley, teniendo en cuenta el interés superior del interesado.  
c) Se debe respetar el derecho de toda persona a decidir que se le informe o no 
de los resultados de un examen genético y de sus consecuencias.  
d) En el caso de la investigación, los protocolos de investigaciones deberán 
someterse, además, a una evaluación previa, de conformidad con las normas o 
directrices nacionales e internacionales aplicables en la materia.  
e) Si en conformidad con la ley una persona no estuviese en condiciones de 
expresar su consentimiento, sólo se podrá efectuar una investigación sobre su 
genoma a condición de que obtenga un beneficio directo para su salud, y a 
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reserva de autorizaciones y medidas de protección estipuladas por la ley. Una 
investigación que no represente un beneficio directo previsible para la salud sólo 
podrá efectuarse a título excepcional, con la mayor prudencia y procurando no 
exponer al interesado sino a un riesgo y una coerción mínimos, y si la 
investigación está encaminada a redundar en beneficio de la salud de otras 
personas pertenecientes al mismo grupo de edad o que se encuentren en las 
mismas condiciones genéticas, a reserva de que dicha investigación se efectúe en 
las condiciones previstas por la ley y sea compatible con la protección de los 
derechos humanos individuales. 
Artículo 6  
Nadie podrá ser objeto de discriminaciones fundadas en sus características 
genéticas, cuyo objeto o efecto sería atentar contra sus derechos y libertades 
fundamentales y el reconocimiento de su dignidad.  
Artículo 7  
Se deberá proteger en las condiciones estipuladas por ley la confidencialidad de 
los datos genéticos asociados con una persona identificable, conservados o 
tratados con fines de investigación o cualquier otra finalidad.  
Artículo 8  
Toda persona tendrá derecho, de conformidad con el derecho internacional y el 
derecho nacional, a una reparación equitativa del daño de que haya sido víctima, 
cuya causa directa y determinante haya sido una intervención en su genoma.  
Artículo 9  
Para proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales, sólo la 
legislación podrá limitar los principios de consentimiento y confidencialidad, de 
haber razones imperiosas para ello, y a reserva del estricto respeto del derecho 
internacional público y del derecho internacional relativo a los derechos humanos.  
 
C. INVESTIGACIONES SOBRE EL GENOMA HUMANO  
Artículo 10  
Ninguna investigación relativa al genoma humano ni sus aplicaciones, en 
particular en las esferas de la biología, la genética y la medicina, podrán 
prevalecer sobre el respeto de los derechos humanos, de las libertades 
fundamentales y de la dignidad humana de los individuos o, si procede, de los 
grupos humanos.  
Artículo 11  
No deben permitirse las prácticas que sean contrarias a la dignidad humana, como 
la clonación con fines de reproducción de seres humanos. Se invita a los Estados 
y a las organizaciones internacionales competentes a que cooperen para 
identificar estas prácticas y a que adopten en el plano nacional o internacional las 
medidas que correspondan, para asegurarse de que se respetan los principios 
enunciados en la presente Declaración.  
Artículo 12  
a) Toda persona debe tener acceso a los progresos de la biología, la genética y la 
medicina en materia de genoma humano, respetándose su dignidad y derechos.  
b) La libertad de investigación, que es necesaria para el progreso del saber, 
procede de la libertad de pensamiento. Las aplicaciones de la investigación sobre 
el genoma humano, en particular en el campo de la biología, la genética y la 
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medicina, deben orientarse a aliviar el sufrimiento y mejorar la salud del individuo y 
de toda la humanidad. 
 
D. CONDICIONES DEL EJERCICIO DE LA ACTIVIDAD CIENTÍFICA  
Artículo 13  
Las consecuencias éticas y sociales de las investigaciones sobre el genoma 
humano imponen a los investigadores responsabilidades especiales de rigor, 
prudencia, probidad intelectual e integridad, tanto en la realización de sus 
investigaciones como en la presentación y explotación de los resultados de éstas. 
Los responsables de la formulación de políticas científicas públicas y privadas 
tienen también responsabilidades especiales al respecto.  
Artículo 14  
Los Estados tomarán las medidas apropiadas para favorecer las condiciones 
intelectuales y materiales propicias para el libre ejercicio de las actividades de 
investigación sobre el genoma humano y para tener en cuenta las consecuencias 
éticas, legales, sociales y económicas de dicha investigación, basándose en los 
principios establecidos en la presente Declaración.  
Artículo 15  
Los Estados tomarán las medidas apropiadas para fijar el marco del libre ejercicio 
de las actividades de investigación sobre el genoma humano respetando los 
principios establecidos en la presente Declaración, a fin de garantizar el respeto 
de los derechos humanos, las libertades fundamentales y la dignidad humana y 
proteger la salud pública. Velarán por que los resultados de esas investigaciones 
no puedan utilizarse con fines no pacíficos.  
Artículo 16  
Los Estados reconocerán el interés de promover, en los distintos niveles 
apropiados, la creación de comités de ética independientes, pluridisciplinarios y 
pluralistas, encargados de apreciar las cuestiones éticas, jurídicas y sociales 
planteadas por las investigaciones sobre el genoma humano y sus aplicaciones.  
 
E. SOLIDARIDAD Y COOPERACIÓN INTERNACIONAL  
Artículo 17  
Los Estados deberán respetar y promover la práctica de la solidaridad para con los 
individuos, familias o poblaciones expuestos a riesgos particulares de enfermedad 
o discapacidad de índole genética. Deberían fomentar, entre otras cosas, las 
investigaciones encaminadas a identificar, prevenir y tratar las enfermedades 
genéticas o aquéllas en las que interviene la genética, sobre todo las 
enfermedades raras y las enfermedades endémicas que afectan a una parte 
considerable de la población mundial.  
Artículo 18  
Los Estados deberán hacer todo lo posible, teniendo debidamente en cuenta los 
principios establecidos en la presente Declaración, para seguir fomentando la 
difusión internacional del saber científico sobre el genoma humano, la diversidad 
humana y la investigación genética, y a este respecto favorecerán la cooperación 
científica y cultural, en particular entre países industrializados y países en 
desarrollo.  
Artículo 19  



 181 

a) En el marco de la cooperación internacional con los países en desarrollo, los 
Estados deben velar por que: 
I. Se prevengan los abusos y se evalúen los riesgos y ventajas de la investigación 
sobre el genoma humano;  
II. Se desarrolle y fortalezca la capacidad de los países en desarrollo para realizar 
investigaciones sobre biología y genética humanas;  
III. Los países en desarrollo puedan sacar provecho de los resultados de las 
investigaciones científicas y tecnológicas a fin de que su utilización en pro del 
progreso económico y social puedan redundar en beneficio de todos;  
IV. Se fomente el libre intercambio de conocimientos e información científicos en 
los campos de la biología, la genética y la medicina. 
b) Las organizaciones internacionales competentes deben apoyar y promover las 
medidas adoptadas por los Estados a los fines enumerados más arriba.  
 
F. FOMENTO DE LOS PRINCIPIOS DE LA DECLARACIÓN  
Artículo 20  
Los Estados tomarán las medidas adecuadas para fomentar los principios 
establecidos en la Declaración, a través de la educación y otros medios 
pertinentes, y en particular, entre otras cosas, mediante la investigación y 
formación en campos interdisciplinarios y mediante el fomento de la educación en 
materia de bioética en todos los niveles, en particular para los responsables de las 
políticas científicas.  
Artículo 21  
Los Estados tomarán las medidas adecuadas para fomentar otras formas de 
investigación, formación y difusión de la información que permitan a la sociedad y 
a cada uno de sus miembros cobrar mayor conciencia de sus responsabilidades 
ante las cuestiones fundamentales relacionadas con la defensa de la dignidad 
humana que puedan ser planteadas por la investigación en biología, genética y 
medicina y las correspondientes aplicaciones. Se comprometen, además, a 
favorecer al respecto un debate abierto en el plano internacional que garantice la 
libre expresión de las distintas corrientes de pensamiento socioculturales, 
religiosas y filosóficas.  
Artículo 22  
Los Estados intentarán garantizar el respeto de los principios enunciados en la 
presente Declaración y facilitar su aplicación por cuantas medidas resulten 
apropiadas.  
Artículo 23  
Los Estados tomarán las medidas adecuadas para fomentar mediante la 
educación, la formación y la información, el respeto de los principios antes 
enunciados y favorecer su reconocimiento y aplicación efectiva. Los Estados 
deberán fomentar también los intercambios y las redes entre comités de ética 
independientes, a medida que sean establecidos, para favorecer su plena 
colaboración.  
Artículo 24  
El Comité Internacional de Bioética de la UNESCO contribuirá a difundir los 
principios enunciados en la presente Declaración y a proseguir el examen de las 
cuestiones planteadas por su aplicación y por la evolución de las tecnologías en 
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cuestión. Deberá organizar consultas apropiadas con las partes interesadas, como 
por ejemplo los grupos vulnerables. Presentará, de conformidad con los 
procedimientos reglamentarios de la UNESCO, recomendaciones a la Conferencia 
General y presentará asesoramiento en lo referente al seguimiento de la presente 
Declaración, en particular en lo tocante a la identificación de prácticas que pueden 
ir en contra de la dignidad humana, como las intervenciones en línea germinal.  
Artículo 25  
Ninguna disposición de la presente Declaración podrá interpretarse como si 
confiriera a un Estado, un grupo o un individuo, un derecho cualquiera a ejercer 
una actividad o realizar un acto que vaya en contra de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales, y en particular los principios establecidos en la presente 
Declaración. 
  
 
Anexo II 
 
LEY DE GARANTÍAS DEL PATRIMONIO GENETICO HUMANO 
 
A los efectos de esta ley se entiende por: 
Genoma: conjunto de genes y regiones ínter genéticas de una célula de una 
especie.  
Información Genética: Comprende información sobre genes, productos de genes o 
herencia de características que pudieran derivar de una persona o miembros de 
su familia, especialmente de aquella que pudiera proporcionar información acerca 
de la incidencia de enfermedades, obtenida a través de exámenes genéticos.  
Miembro de la Familia: es miembro de la familia de una persona: su cónyuge, 
hijo/a y todas aquellas personas relacionadas por vínculo de sangre con la 
persona. 
Examen genético: consiste en la evaluación de la información genética de una 
persona para detectar posibles alteraciones cromosómicas y/o enfermedades 
genéticas; a los fines del diagnóstico, orientación terapéutica y asesoramiento 
genético familiar. Comprende además los análisis de ADN humano, cromosomas, 
proteínas y ciertos metabolitos para detectar genotipos, mutaciones o cambios de 
cromosomas usados como medio de diagnóstico.  
Servicios genéticos: Significa servicios para la salud que incluyen tests genéticos, 
suministrados para obtener, evaluar o interpretar información genética para 
diagnóstico y propósitos terapéuticos y para educación genética y asesoramiento. 
 
 
 Ley 732 Establécese que todos los organismos del G.C.A.B.A., en las Áreas 
de atención al público, deben contar con conocimiento de la Lengua de 
Señas Argentina 
 
Artículo 1º.- Todos los organismos del Gobierno de la Ciudad, en las áreas de 
atención general al público, deben contar con un agente por turno con 
conocimiento de la Lengua de Señas Argentina con el objeto de facilitar la 
atención a las personas sordas o hipoacúsicas que concurran. 
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Art. 2º.- La reglamentación establecerá los programas de estudio que el Gobierno 
de la Ciudad dictará por sí o a través de convenios que realice con entidades 
habilitadas a tal fin, a los efectos de capacitar en el uso de la Lengua de Señas 
Argentina a los agentes que actualmente prestan servicios en los organismos en 
cuestión y que deseen ser capacitados. 
 
Art. 3º.- El órgano de aplicación confeccionará un Registro con los nombres, 
funciones y horario en el que se desempeñan los agentes que ostentan la 
preparación exigida por la presente norma.  
 
Art. 4º.- Los organismos del Gobierno de la Ciudad deberán cumplir con las 
disposiciones de la presente ley en un plazo de doce (12) meses contados a partir 
de su reglamentación. 
 
Art. 5º.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los treinta (30) 
días de su promulgación y establecerá la forma de selección del personal inscripto 
en el Registro, creado en el artículo 3º de la presente y el reconocimiento a ésta 
tarea complementaria de sus habituales funciones. 
 
Art. 6º.- El Poder Ejecutivo alentará a los entes privados de servicios públicos, que 
brinden prestaciones en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires, para que 
adhieran a lo normado por la presente ley. 
 
Art. 7º.- Los gastos que demande la implementación de la presente ley serán 
imputados a la partida presupuestaria correspondiente. 
 
Art. 8º.- Comuníquese, etc. 
 

Ley 898 Obligatoriedad de la Eduación de Nivel Medio 

 
Artículo 3º —  El Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires desarrolla con 
carácter prioritario programas sectoriales e intersectoriales que garanticen la 
igualdad de oportunidades en el acceso, la permanencia y el logro académico de 
los alumnos en el sistema educativo, a través de: 
a) Programas de promoción y apoyo a la escolaridad, que concurran a la 
consecución de dichos objetivos, destinados a estudiantes cuya situación 
socioeconómica lo justifique. 
b) Asistencia técnica y pedagógica a los efectos de aumentar la retención y reducir 
la tasa de repitencia. 

c) Reformas curriculares y procesos de formación continua del personal docente 
para mejorar la calidad educativa del nivel medio. 

Ley 899 Pequeños Comercios para Personas con Necesidaes Especiales en 
Estaciones de Subterráneos 
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Artículo 1º —  Establécese que a los fines del emplazamiento de pequeños 
comercios destinados a personas con necesidades especiales, deberán incluirse 
en el Registro de Lugares Disponibles confeccionado por la Dirección General de 
Concesiones y Privatizaciones, los espacios existentes dentro de las estaciones 
de subterráneos de todas las líneas habilitadas y a habilitarse. 
 
Artículo 2º —  Las dimensiones de los espacios que se adjudiquen no podrán ser 
inferiores a las ya previstas por las autoridades respectivas, para los comercios 
que en dicho ámbito, desarrollan tareas similares a las contenidas en esta norma. 
 
Artículo 3º —  Los espacios deberán ubicarse en lugares expuestos, visibles y por 
cuyo frente circule un mínimo promedio de trescientas personas diarias. 
 
Artículo 4º —  La estructura y formas de los puestos de venta deberán garantizar el 
giro completo de 180º de una silla de ruedas en el interior del espacio comercial. 
 
Artículo 5º —  Establécese que los beneficiarios podrán explotar comercialmente 
estos espacios en el marco de lo previsto en el artículo 9º del Decreto Nº 795/94 
P.E.N., o los rubros de mercaderías y/o servicios que pudieran acordarse por 
razones de interés, entre el beneficiario y la Autoridad de Aplicación, siempre y 
cuando estén contemplados en el distrito de zonificación correspondiente. 
 
Artículo 6º —  Queda establecido que en el ámbito en el que funcione el espacio 
comercial adjudicado a las personas con necesidades especiales no 
podrá instalarse ni habilitarse otra explotación de idéntico rubro al autorizado al 
beneficiario. 
 
Artículo 7º —  El Poder Ejecutivo formulará la instrumentación de los permisos en 
el marco de la presente ley y para las distintas modalidades que se adopten. 
 
Artículo 8º —  Estipúlase que a los efectos de la asignación y explotación de los 
lugares otorgados regirá lo dispuesto por el Decreto N° 1.553/GCBA/97 y las 
Disposiciones Nº 97/DGCYP/2000, sus complementarias, y Nº 115/DGCYP/2001. 
 
Artículo 9º —  Dispónese que las personas con necesidades especiales que se 
desplacen en sillas de ruedas, tendrán prioridad en la asignación respecto de los 
otros aspirantes, para el caso de otorgamiento de lugares que cuenten con 
rampas de acceso o medios mecánicos de acceso, pudiendo antecederlos en el 
orden de inscripción que les corresponde conforme listado confeccionado por la 
Secretaría de Desarrollo Social. 
 
Artículo 10 —  Se establece que en el supuesto en que por su ubicación en el 
listado correspondiere la asignación a una persona en las condiciones descriptas 
en el artículo 9º y no existieren lugares con rampas o medios alternativos de 
elevación, hasta tanto obre disponible un espacio apto a tales fines, quedará 
suspendido su derecho sin que ello importe desplazamiento o pérdida de su 
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emplazamiento entre los aspirantes, procediéndose a efectivizar el otorgamiento a 
quien le sigue en orden turno. 
 
Artículo 11 —  Los responsables de las concesiones de subterráneos fiscalizadas 
por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires deberán garantizar como mínimo la 
ubicación de dos puestos por estación, a personas con necesidades especiales, 
haciendo caducar los contratos que se hubieren perfeccionado luego de entrada 
en vigencia la Ley N° 24.308 respecto de aquellas explotaciones comerciales que 
se contrapongan a lo manifestado en el artículo 6º. 
 
Artículo 12 —  Las personas con necesidades especiales a las que se les otorguen 
los espacios comerciales serán beneficiarias de la explotación de al menos dos 
máquinas expendedoras por cada estación del total que puedan autorizarse por 
razones de espacio y distribución. 
 
Artículo 13 —  Sin perjuicio del control que ejerza la Autoridad de Aplicación 
Subterráneos de Buenos Aires tendrá la obligación de informar a la Dirección 
General de Concesiones y Privatizaciones las Irregularidades que advierta en la 
higiene, seguridad estética, circulación, horarios, rubro autorizado y normas de 
atención a las que se hubieren obligado los beneficiarios en virtud del contrato 
oportunamente suscripto. 
 
Artículo14 —  Para los contratos vigentes a la fecha de la sanción de la presente, 
se aplicará lo dispuesto en el artículo 2º del Decreto Nacional N° 795/94. 
 
Artículo 15 —  El Poder Ejecutivo a través de la reglamentación correspondiente 
preverá una línea especial de créditos para todos los beneficiarios de 
explotaciones en los términos previstos por el Decreto Nº 1.553/GCBA/97 y a 
partir de las adjudicaciones que se efectivicen luego de entrada en vigencia la 
presente ley, en el Banco de la Ciudad de Buenos Aires , y con la intervención de 
la Secretaría de Desarrollo Social, al sólo efecto de financiar los gastos pertinentes 
a la puesta en funcionamiento del espacio comercial. 
 
Artículo 16 —  En el caso de que la persona con necesidades especiales no 
atienda en forma personal el espacio permisionado por un período mayor a treinta 
(30) días corridos, el permiso otorgado caducará de pleno derecho. En aquellos 
casos en que se comprobare que la atención por terceros del espacio 
permisionado fuera como consecuencia de una enfermedad sobreviniente 
vinculada o no a la discapacidad y la explotación comercial permi-sionada se 
acreditare fehacientemente como único medio de subsistencia, hasta tanto diera 
lugar el reintegro del titular podrá ser atendida por otra persona, pariente 
consanguíneo hasta en segundo grado. Y si el beneficiario no tuviera parientes 
consanguíneos en segundo grado podrá denunciar ante la autoridad competente 
una persona autorizada para reemplazarlo. En caso de fallecimiento del titular será 
de aplicación el artículo 14 de la Ley Nº 24.308. 
 
Cláusulas Transitorias: 



 186 

Artículo 17 —  Establécese que la concesionaria deberá informar fehacientemente 
a la Dirección General de Concesiones y Privatizaciones en un plazo no mayor de 
treinta (30) días de entrada en vigencia de la presente norma, la ubicación y 
características de los espacios actualmente instalados y habilitados puestos a 
disposición en cumplimiento de lo prescripto, para su inclusión en el Registro de 
Lugares Disponibles. 
 
Artículo 18 —  El Poder Ejecutivo dispondrá la ampliación de la cantidad de lugares 
disponibles en la actualidad, instruyendo a las dependencias a su cargo para que 
arbitren el efectivo cumplimiento de la Ley Nacional N° 24.308. 
 
Artículo 19 —  La Concesionaria elevará al Gobierno de la Ciudad en el plazo de 
noventa (90) días de sancionada la presente la planificación de los futuros 
espacios susceptibles de explotación comercial de acuerdo al parágrafo 6.5.1 
(estaciones subterráneas) del Código de Planeamiento Urbano. 
 
Artículo 20 —  Comuníquese, etc. 
 
 
Ley 917 Protección y Garantía del Pleno Ejercicio de sus Derechos a toda 
Persona que Padezca Epilepsia 
 

Artículo 1º.- Adhiérase a la Ley Nacional 25.404, de protección y garantía del 
pleno ejercicio de sus derechos a toda persona que padezca epilepsia. 

 

Ley 918 – Aprobación del Convenio 29/02 con UNICEF 
 
Artículo 1°.- Apruébase el Convenio N° 29/02 celebrado con el Fondo de las 
Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF).  
  
ANEXO 
PROGRAMA DE COOPERACIÓN BILATERAL 2002-2004 ENTRE EL 
GOBIERNO DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES Y UNICEF 
ARGENTINA 
 
El Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y la Oficina de Argentina del 
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia -UNICEF, acuerdan en este Anexo, 
como parte integrante de convenio de cooperación bilateral la realización de un 
programa de Cooperación Bilateral 2002-2004, en adelante "el Programa".  
El Programa procurará establecer las líneas prioritarias en la promoción de los 
derechos de niños, niñas, adolescentes y mujeres en nuestra ciudad, teniendo 
ejes transversales para esta acción: la incorporación de la perspectiva de género, 
la promoción de la salud sexual y reproductiva, así como el fortalecimiento de la 
demanda y la participación de la comunidad. 
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El Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y UNICEF Argentina, han 
identificado preliminarmente - a través de sus respectivos técnicos- cuatro grandes 
áreas de trabajo para el desarrollo del Programa con una serie de acciones 
prioritarias en cada caso. 
Una vez que ambas partes firmen el presente convenio, las partes elaborarán un 
documento de implementación del presente, en función de los lineamientos de la 
Ley N° 114, la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) y la Convención de 
las Naciones Unidas contra toda forma de Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW).  
 
ÁREAS DE TRABAJO DEL PROGRAMA DE COOPERACIÓN BILATERAL  
1. REFORMA LEGAL E INSTITUCIONAL      
   
Acciones Prioritarias:  
•  Realización de un anális is  de consis tencia conforme a la Ley N° 114 y la CDN 
sobre leyes, decretos, resoluciones, reglamentos, etc. existentes en el ámbito de 
la ciudad.  
•  Relevamiento de los programas y acciones que realiza la Ciudad dirigidos hacia 
niños, niñas, adolescentes, mujeres y familias para volcarlos en una matriz de 
acuerdo a ejes ordenadores de la acción de gobierno conforme a la Ley N° 114 y a 
la CDN. 
•  Programación integrada entre áreas a través  de la planificación participativa. 
•  Propiciar acciones  tendientes  a la elaboración de un procedimiento penal y civil 
conforme a la Ley N° 114 y la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN). 
•  Articulación de acciones tendientes a actualizar las  leyes  penales y civiles , a 
efectos de posibilitar medidas alternativas de resolución de conflictos en 
problemáticas relacionadas con la niñez y la adolescencia.  
•  Capacitación de jueces, policías y abogados en función de la Ley N° 114 y la 
CDN. 
•  Diseño del traspaso de un esquema de financiamiento a hogares e instituciones 
de internación hacia el de subsidios para las familias.  
•  Implementación de seis  experiencias  piloto en tres  Defensorías (1), as í como 
alrededor de tres efectores definidos por el área competente del Gobierno de la 
Ciudad en materia de Niñez y Adolescencia.  
•  Ampliación de la convocatoria al Área Metropolitana para discutir y aunar 
criterios en relación a niños, niñas, adolescentes, mujeres y familias.  
•  Fortalecimiento de la capacitación de la red de efectores del área competente 
en materia de Niñez y Adolescencia para el cambio de prácticas profesionales e 
institucionales conforme a la CDN.  
•  S eguimiento al área competente del Gobierno de la Ciudad en materia de Niñez 
y Adolescencia en el proceso de cambio institucional y en la preparación de la 
organización para la transferencia de los electores del Consejo Nacional del Menor 
y Familia, cuando acontezca la transferencia de la justicia al ámbito local.  
•  E laboración de un programa de formación de funcionarios del Gobierno de la 
Ciudad orientado a promover una incorporación transversal de las perspectivas - 
de género y de derechos- centrados en las herramientas de mediación, 
negociación y comunicación.  
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2. SALUD, SEGURIDAD ALIMENTARIA Y SANEAMlENTO AMBIENTAL  
Acciones Prioritarias:  
•  As is tencia técnica para el desarrollo de un diagnóstico en: S eguridad 
Alimentaria, Estado Nutricional y Saneamiento Ambiental.  
•  As is tir técnicamente para el seguimiento y monitoreo de los  servicios, 
programas y políticas del área con participación de la comunidad.  
•  As istencia técnica para la planificación e implementación de acciones, 
programas y políticas que articulen las áreas del Gobierno de la Ciudad y las 
organizaciones de la sociedad civil en torno a seguridad alimentaria, salud y 
saneamiento ambiental.  
•  Realización de capacitaciones  de equipos  comunitarios de áreas de riesgo, 
sobre Seguridad Alimentaria, Nutricional y Saneamiento Ambiental.  
•  Planificación de una política integral que permita la constitución de una Ciudad 
Amiga de los Niños desde el ámbito intersectorial, con plena participación de las 
ONG’s y organizaciones vecinales.  
•  Promoción de la capacitación y difus ión de programas que tiendan al 
saneamiento del medio ambiente y que permitan mejorar la calidad de vida de los 
habitantes de la ciudad priorizando las áreas de riesgo.  
•  Diagnóstico y S eguimiento ex post de la mortalidad infantil, en pos  de identificar 
las causas que permiten disminuir las muertes evitables.  
•  Incremento de acciones  en la prevención de la transm isión vertical de HIV y 
contra toda forma de discriminación hacia los portadores.  
•  Apoyo para la implementación de técnicas de programación local, para el mayor 
control de la salud de: las mujeres, los niños y niñas y los/las adolescentes.  
•  As is tencia técnica para la formulación de indicadores de calidad de atención e 
impacto de los servicios de salud y políticas alimentarias.  
3. ADOLESCENCIA, EDUCACIÓN, GÉNERO  
Acciones Prioritarias:  
•  Dise ño de un Programa orientado hacia adolescentes que han desertado del 
sistema escolar o que estén en riesgo de hacerlo, que tengan como finalidad 
prevenir la deserción y promover su re-escolarización.  
•  Realización de una investigación sobre temática de la de -serción escolar para 
establecer causas, incidencia de factores socioeconómicos y desarrollar 
propuestas de abordaje. 
•  Creación de nuevos  espacios de participación para adolescentes  y 
fortalecimiento de los ya existentes.  
4. COMUNICACIÓN Y GENERACIÓN DE CONOCIMIENTOS  
Acciones Prioritarias:  
•  Evaluación de imp acto sobre la gestión y proyección de las potencialidades de 
la información suministrada por el Registro Único de Programas Sociales y 
Beneficiarios de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  
•  Identificación conjunta de temas prioritarios  vinculados con la i nfancia 
adolescencia, mujeres y familias para desarrollar estudios e investigaciones que 
contribuyan a generar información relevante de carácter cuantitativo y cualitativo.
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•  Optimización de la utilización de los  recursos  exis tentes en UNICE F  y la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires en materia de desarrollo de estudios e 
investigaciones. 
•  Promoción de la cooperación horizontal con otros  municipios del país  para la 
transferencia de la experiencia de cooperación UNICEF-Ciudad de Buenos Aires.
  
•  Dise ño de una estrategia de comunicación conjunta entre UNlCEF y el Gobierno 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para difundir y promover, a través de la 
comunicación, los derechos de niños, niñas, adolescentes y mujeres de acuerdo al 
marco de la Convención sobre los Derechos del Niño y la CEDAW.  

•  Desarrollo de estrategias  conjuntas  que permitan generar la participación y 
expresión de niños, niñas y adolescentes sobre los diferentes temas que los 
afectan y difundir sus opiniones sobre dichos temas. 

 
Ley 921 – Banco de Elementos Ortopédicos 
 
Artículo 1º.- Banco de Elementos Ortopédicos: Créase en el ámbito de la 
Secretaría de Desarrollo Social, dependiente del Gobierno de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, el "Banco de Elementos Ortopédicos" que tendrá a su cargo la 
provisión de los elementos ortopédicos y ayuda técnica, con carácter de préstamo 
de uso gratuito y/o donación, a las personas con necesidades especiales que no 
cuenten, tanto ellas como las personas de quienes dependen, con los medios 
económicos para solventar la compra o alquiler de dichos elementos. 
 

Artículo 2º.- Beneficiarios - Requisitos: Se consideran alcanzados por los 
beneficios de la presente norma las personas con necesidades especiales, 
definidas como tales en el art. 3º de la Ley 447 de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires. 

 

Ley 930 Creación del Servicios de Salud y Asistencia Social de la Legislatura 
 
Artículo 18º.- Se entiende por grupo familiar primario el integrado por el/la cónyuge 
del beneficiario titular, el/la conviviente del beneficiario titular, soltero o separado 
legalmente; los hijos solteros hasta los veintiún años no emancipados por 
habilitación de edad o ejercicio de actividad profesional, comercial o laboral; los 
hijos solteros mayores de veintiún y hasta los veinticinco años inclusive que estén 
a exclusivo cargo del afiliado titular y que cursen estudios regulares oficialmente 
reconocidos por la autoridad pertinente; los hijos incapacitados y a cargo del 
beneficiario titular, mayores de veintiún años; los hijos menores del cónyuge o 
conviviente que no posean cobertura social por parte del padre o la madre y los 
menores cuya guarda y tutela hayan sido acordadas por autoridad competente con 
fines de adopción que reúnan los requisitos establecidos en este artículo. 
Podrán ser beneficiarios adherentes del SASS, con derecho a gozar de los 
servicios y prestaciones que brinde abonando el valor fijado por el Consejo de 
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Administración para la contraprestación del servicio de salud, los jubilados y 
pensionados que hubieran concluido su etapa activa en la Legislatura de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires con un mínimo de ocho (8) años de funciones en la 
misma inmediatos anteriores a la obtención del beneficio previsional, quedando 
excluidos de este requisito de antigüedad los jubilados de planta permanente. 

El Consejo de Administración autoriza la inclusión como beneficiarios de otros 
ascendientes o descendientes del beneficiario titular y que se encuentren a su 
exclusivo cargo, y las personas que convivan con el afiliado titular y reciban del 
mismo ostensible trato familiar, según la acreditación que determine la 
reglamentación, fijando las pautas a que debe ajustarse la concesión del beneficio. 

 

Ley 937 Detección, Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil 
 
CAPITULO I: DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 1º.- Objeto. La presente ley tiene por objeto la detección, prevención y 
erradicación del trabajo infantil, así como la atención de las niñas y los niños 
afectados por esta problemática y de sus familias. 
La Ciudad Autónoma de Buenos Aires adopta acciones positivas conforme al 
marco legal dispuesto en los artículos siguientes.  
 
Artículo 2º.- Trabajo infantil - Definición. A los efectos de la presente ley se 
considera trabajo infantil el que efectúa en forma remunerada o no, visible o no, 
una persona de menos de 15 años de edad en el ámbito de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires. 
 
CAPÍTULO II: DE LA DETECCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE LA POBLACIÓN 
AFECTADA Y EN SITUACIÓN DE RIESGO 
Artículo 3º.- Acciones dirigidas a la detección e identificación de la población 
afectada y en situación de riesgo. 
La autoridad de aplicación debe detectar a las niñas y niños que se encuentren en 
riesgo de insertarse o en situación de trabajo infantil. 
Asimismo, los identifica conforme su edad, sexo, actividad realizada, zona en la 
que se desempeña y reside, escolaridad, vinculación con un grupo familiar, la 
situación ocupacional de sus distintos integrantes y cualquier otra característica 
que se estime conveniente. La información obtenida debe mantenerse actualizada.  
 
Artículo 4º.- Información brindada por otros organismos. A efectos de 
cumplimentar lo dispuesto en el artículo anterior del presente Capítulo la autoridad 
de aplicación utiliza, además, la información proveniente de las Defensorías 
creadas por la Ley Nº 114, la Policía del Trabajo, las Secretarías de Desarrollo 
Social, Salud y Educación dependientes del Gobierno de la Ciudad, la Encuesta 
Permanente de Hogares y cualquier otra fuente que considere pertinente. 
 
CAPÍTULO III: DE LA PREVENCIÓN Y ERRADICACIÓN DEL TRABAJO 
INFANTIL 
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Artículo 5º.- La autoridad de aplicación debe realizar las siguientes acciones:  
Capacitar a la comunidad educativa de establecimientos primarios y secundarios 
para la detección de niñas y niños en situaciones de riesgo vinculadas a esta ley, 
a la protección de sus derechos, a su vinculación con los programas que en tal 
sentido se encaren y a la permanencia de los mismos en el sistema educativo. 
Promover la adecuación de los planes de estudio en relación a la particular 
situación en la que los mismos se encuentran, en aquellos establecimientos 
escolares de las zonas más afectadas por esta problemática y brindar la ayuda y 
contención que estas niñas y niños requieren.  
Promover y priorizar la asignación de vacantes en las escuelas de doble 
escolaridad, a los niños y niñas comprendidos/as dentro de la población objeto de 
la presente Ley y brindar asistencia a través de la entrega de útiles escolares, 
materiales de estudio y libros de texto.  
Desarrollar campañas de difusión respecto del trabajo infantil dirigidas a informar, 
concientizar y sensibilizar a la opinión pública en torno a esta problemática.  
Articular los programas destinados a promover la inclusión estable en un grupo 
familiar residente en el ámbito de la ciudad, de las niñas y niños que no se 
encuentren a cargo de ningún adulto o carezcan de toda vinculación con un grupo 
familiar, en el marco de la normativa vigente y en virtud de un criterio integrador y 
no sustitutivo.  
Desarrollar programas de ayuda económica a las familias de las niñas y niños 
alcanzados por la problemática descripta en esta ley en la medida que se 
garantice la incorporación y mantenimiento de los mismos en el sistema educativo 
y se cumpla con los demás requisitos que disponga la reglamentación. 
Simultáneamente, incluir a los adultos responsables en proyectos de capacitación 
y empleo productivo, que llevan a cabo las áreas competentes del Gobierno de la 
Ciudad, para que una vez insertos en el mercado laboral se elimine la ayuda 
económica otorgada.  
Proveer de asistencia sanitaria a las niñas y niños afectados y priorizar su 
incorporación a los programas ya existentes en ese sentido en el ámbito del 
Gobierno de la Ciudad.  
 
Artículo 6º.- La Autoridad Administrativa del Trabajo de la Ciudad debe contar con 
inspectores especializados en trabajo infantil debidamente capacitados. 
 
CAPÍTULO IV: DE LA OPINIÓN DE LAS NIÑAS Y NIÑOS AFECTADOS Y LA 
PARTICIPACIÓN DE LAS ORGANIZACIONES INTERMEDIAS. 
Artículo 7º.- Derecho de expresión de las niñas y niños afectados. Para la 
elaboración y ejecución de cualquier acción o programa que se desarrolle en el 
marco de esta ley deben considerarse y canalizarse las opiniones e inquietudes de 
las niñas y niños directamente afectados.  
 
Artículo 8º.- Participación de las organizaciones intermedias. Se promueve la 
participación de organizaciones sindicales, empresariales, universidades y otras 
organizaciones no gubernamentales y asociaciones intermedias en el diseño, 
ejecución y control de los programas y acciones que se realicen y apoya y 



 192 

refuerza las iniciativas comunitarias que, en consonancia con el espíritu de esta 
ley, se lleven a cabo.  
 
CAPÍTULO V: DISPOSICIONES FINALES 
Artículo 9º.- Autoridad de Aplicación. Es autoridad de aplicación de la presente ley, 
el Consejo de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes de la Ciudad que, 
en el abordaje de esta temática, actúa en interrelación con las áreas de Gobierno 
competentes en materia de desarrollo social, salud, educación, derechos humanos 
y trabajo. 
 
Artículo 10º.- Acciones y Políticas conjuntas. A los efectos de cumplir con el 
objetivo de la presente ley, el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
procura el desarrollo de acciones y la adopción de políticas conjuntas con los 
diferentes municipios que conforman el conurbano bonaerense, con el Gobierno 
Nacional y con la Comisión Nacional para la Erradicación del Trabajo Infantil 
(CONAETI). 
Asimismo se impulsa la adopción de medidas en el marco del Programa 
Internacional para la Erradicación del Trabajo Infantil. 
 
Artículo 11.- Asignación Presupuestaria. En el Presupuesto General de Gastos y 
Recursos de la Ciudad, se garantizan las previsiones presupuestarias necesarias 
para el cumplimiento de lo dispuesto en la presente ley. 
 
Artículo 12.- Modifícase el Articulo 49 de la Ley 114, que quedará redactado de la 
siguiente manera: 

"Artículo 49. Plenario. Integración. El Plenario está integrado por: a) el/la 
Presidente/a; b) El/la Vicepresidente/a; c) Un/a Subsecretario/a de la Secretaría de 
Salud; d) Un/a Subsecretario/a de la Secretaría de Educación; e) Un/a 
Subsecretario/a de la Secretaría de Promoción Social; f) Un/a Subsecretario/a de 
la Secretaría de Cultura; g) Un/a Subsecretario/a que tenga a su cargo la 
autoridad administrativa del trabajo en el ámbito del Gobierno de la Ciudad de 
Buenos Aires; h) Un/a Subsecretario/a o Funcionario/a de máxima jerarquía del 
organismo que se dedique a la promoción de los Derechos Humanos en el 
Gobierno de la Ciudad; i) Cinco (5) profesionales con formación y antecedentes 
científicos y técnicos, especializados en la temática de la niñez y adolescencia, 
designados por la Legislatura, que deben reflejar proporcionalmente la 
representación política de los bloques que la componen; j) Cinco (5) 
representantes designados por organizaciones no gubernamentales debidamente 
registradas, especializadas en los derechos contemplados por esta ley. Uno de los 
representantes debe pertenecer a las organizaciones no gubernamentales que se 
ocupen de niñas, niños y adolescentes con necesidades especiales; k) Dos (2) 
representantes designados por el Consejo de la Juventud; l) Un representante 
designado por la Asesoría General Tutelar; m) Cuatro (4) representantes de las 
defensorías de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes." 
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Ley 955 Talleres Protegidos de Rehabilitación Psiquiátrica 
 
Artículo 1º.- Los Talleres Protegidos de Rehabilitación Psiquiátrica son efectores 
estatales de la Red de Salud Mental y ejes esenciales en la implementación de las 
políticas de atención ambulatoria, reinserción y rehabilitación de las personas 
establecidas por la Ley Nº 448 de Salud Mental en sus arts.1, 2 3,10, 12, 13, 14 
inc n) y ccdtes. 
 
Artículo 2º.- Las acciones y servicios de los Talleres Protegidos de Rehabilitación 
Psiquiátrica tienen como objetivo la reinserción psicológica, social y laboral de las 
personas con sufrimiento o malestar psíquico por medio del trabajo terapéutico. 
Dichas acciones y servicios se dirigen a promover el desarrollo de capacidades 
útiles haciendo frente a las premisas de rehabilitación en un ámbito que articula 
las acciones terapéuticas con la producción de bienes de consumo, a través del 
aprendizaje de diferentes oficios. 
 
Artículo 3º.- Corresponde a la autoridad de aplicación: 
a. Ratificar e impulsar las condiciones de organización y funcionamiento de 
talleres existentes y futuros vinculados a costurería, industrialización de la chapa, 
herrería, carpintería, imprenta, bancos y máquinas, confección industrial y tejido a 
máquina, pintura, lustre, tapicería, armado y expedición, electricidad, gas, 
reparaciones edilicias, mecánica, termo electromecánica, entre otros.  
b. Ratificar e impulsar las condiciones de organización y funcionamiento de 
talleres existentes vinculados a la elaboración de medicamentos en producción y/o 
que se produzcan en el futuro.  
c. Crear, generar y garantizar las condiciones para la organización y 
funcionamiento de talleres vinculados a distintas expresiones de la cultura 
(Pintura, música, literatura, deportes, etc.) así como también todas las iniciativas 
inherentes al desarrollo y potenciación del ser humano.  
d. Generar y garantizar la capacitación y actualización permanente y continua 
de los recursos humanos afectados al programa de Talleres Protegidos de 
Rehabilitación Psiquiátrica teniéndose presente que los mismos han de recibir una 
doble formación: y la atinente a la de auxiliar en rehabilitación y aquella propia del 
oficio.  
e. Promover la conformación de una subred de Talleres Protegidos de 
Rehabilitación Psiquiátrica que articule los talleres hospitalarios, los vinculados a 
efectores ambulatorios de salud mental y organizaciones sin fines de lucro dentro 
de la red de Salud Mental de la Ciudad.  

Artículo 4º.- Se excluye de las previsiones del Decreto Nº1711/94 (BM. 19868), 
314/96 (BM 20268) de congelamiento de vacantes a los Talleres Protegidos de 
Rehabilitación Psiquiátrica. 
 
Ley 962 Modificación al Código de la Edificación de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires – Accesibilidad Física para todos 
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Artículo 1º.- Modifícase el Código de la Edificación de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, conforme al Anexo I y gráficos correspondientes, que forman parte 
a todos sus efectos de la presente Ley. 
ANEXO I 
MODIFICACIÓN AL CÓDIGO DE LA EDIFICACIÓN DE LA CIUDAD AUTÓNOMA 
DE BUENOS AIRES 
ACCESIBILIDAD FÍSICA PARA TODOS 
1. Incorpórase al Art. 1.3.2. "Definiciones" del Código de la Edificación, las 
siguientes definiciones 
A 
ACCESIBILIDAD AL MEDIO FÍSICO  
Es aquella que posibilita a las personas que, con discapacidad permanente o con 
circunstancias discapacitantes, desarrollen actividades en edificios y en ámbitos 
urbanos y utilicen los medios de transporte y sistemas de comunicación.  
ADAPTABILIDAD 
Posibilidad de modificar una estructura o un entorno físico para hacerlo accesible 
a las personas con discapacidad o con circunstancias discapacitantes.  
B 
BARRERAS ARQUITECTÓNICAS  
Impedimentos físicos que presenta el entorno construido frente a las personas con 
discapacidad o con circunstancias discapacitantes.  
BARRERAS EN LA COMUNICACIÓN  
Impedimentos que presentan las formas de emisión, transmisión y recepción de 
mensajes, (visuales, orales, auditivos, táctiles o gestuales) que presentan los 
sistemas de comunicación para con las personas con discapacidad o con 
circunstancias discapacitantes.  
BARRERAS EN EL TRANSPORTE  
Impedimentos que presentan los sistemas de transporte, particulares y colectivos 
(de corta, media y larga distancia), terrestres, marítimos, fluviales o aéreos para 
las personas con discapacidad o con circunstancias discapacitantes.  
BARRERAS FÍSICAS  
Expresión que involucra a las "barreras arquitectónicas", las "barreras 
urbanísticas", "las barreras en el transporte" y "las barreras en la comunicación".
  
BARRERAS URBANÍSTICAS  
Impedimentos que presentan la infraestructura, el mobiliario urbano y los espacios 
públicos (parquizados o no) frente a las personas con discapacidad o con 
circunstancias discapacitantes.  
H 
HERRAJES SUPLEMENTARIOS  
Barras o elementos tubulares de sección circular que se colocan en las hojas o en 
el marco de las puertas para facilitar el accionamiento, especialmente para 
personas en sillas de ruedas.  
HUELGO 
Espacio vacío que queda entre dos piezas o elementos materiales.  
L 
LOCAL DE DESCANSO  
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Local ubicado en edificios de uso determinado, vinculado a un servicio de 
salubridad, destinado al reposo, retiro o colocación de prótesis y ortesis y al 
cambio de apósitos para personas con discapacidad o con circunstancias 
discapacitantes.  
LUGAR DE DESCANSO  
Zonas reservadas en zonas parquizadas o reservas naturales, circulaciones y 
halles de edificios públicos y privados que prestan servicios públicos, estaciones 
terminales e intermedias en la infraestructura de los medios de transporte, etc., al 
margen de las circulaciones peatonales o vehiculares pero vinculada con ellas, 
donde se ubica el mobiliario urbano adecuado para el reposo de las personas con 
discapacidad o con circunstancias discapacitantes y se reserva espacios para 
ubicar sillas de ruedas.  
LUZ ÚTIL DE PASO  
Ancho libre de paso efectivo, uniforme en toda la altura exigida del cerramiento, 
que ofrece la apertura de la o las hojas de un cerramiento, definida por la distancia 
entre la hoja de una puerta abierta y la jamba opuesta del mismo marco, o la 
distancia entre hojas abiertas.  
M 
MEDIOS ALTERNATIVOS DE ELEVACIÓN  
Dispositivos especiales mecánicos ó electromecánicos destinados a salvar 
desniveles 
MÓDULO DE ESTACIONAMIENTO PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD 
MOTORA 
Superficie de estacionamiento de dimensiones particulares para el 
estacionamiento de vehículos de personas con discapacidad motora  
P 
PERSONA CON DISCAPACIDAD O CON CIRCUNSTANCIAS 
DISCAPACITANTES  
Persona con capacidad diferente a la del modelo humano antropométrica, mental 
y funcionalmente perfecto, que es tomado como módulo en el diseño del entorno. 
Comprende a las personas con deficiencias permanentes, mentales, físicas 
(sensoriales, motoras, viscerales o patológicas) y casos asociados, juntamente 
con las personas afectadas por circunstancias discapacitantes como los factores 
cronológicos (los ancianos y los niños menores de nueve años) y antropométricos 
(la obesidad, el enanismo, el gigantismo), y situaciones transitorias (el embarazo, 
llevar bultos pesados o niños pequeños en los brazos o en cochecito).  
PRACTICABILIDAD 
Posibilidad de modificar una estructura o un entorno físico para hacerlo 
parcialmente accesible. La practicabilidad brinda grado restringido de la 
adaptabilidad.  
S 
SERVICIO DE SALUBRIDAD CONVENCIONAL  
El o los locales destinados a servicios sanitarios que no permiten el acceso y uso 
de gran parte de personas con discapacidad o con circunstancias discapacitantes.
   
SERVICIO DE SALUBRIDAD ESPECIAL  
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El o los locales destinados a servicios sanitarios que permiten la accesibilidad y 
uso de las personas con discapacidad o con circunstancias discapacitantes.  
SUPERFICIE DE APROXIMACIÓN  
Área libre de obstáculos y a un mismo nivel, que necesita una persona con 
discapacidad o con circunstancias discapacitantes para usar o aproximarse a un 
elemento o disposición constructiva. (p. ej.: abrir una puerta, aproximarse a un 
inodoro)  
SUPERFICIE DE MANIOBRA  
Área libre de obstáculos y a un mismo nivel, necesaria para la movilización y giro 
de las personas que se desplazan en silla de ruedas, o con ayudas técnicas para 
la marcha.  
V 
VISITABILIDAD 
Posibilidad de las personas con discapacidad o con circunstancias discapacitantes 
de franquear la entrada, acceder a algunos locales y usar un servicio de 
salubridad en un edificio. La visitabilidad es un grado restringido de accesibilidad.
  
VOLUMEN LIBRE DE RIESGOS  
Espacio de circulación cubierto o descubierto apto para las personas con 
discapacidad o con circunstancias discapacitantes, en el cual los solados no 
presentan irregularidades ni elementos que lo invadan.  

Como mínimo el volumen libre de riesgos debe tener una altura uniforme de 2,00 
m un ancho de 0,90 m por el largo del recorrido. 

 
Ley 974 Régimen de los Talleres Protegidos de Producción para los 
Trabajadores Discapacitados 
 

Artículo 1º.- La Ciudad Autónoma de Buenos Aires adhiere al "Régimen de los 
Talleres Protegidos de Producción para los Trabajadores Discapacitados", 
establecido por la Ley Nacional Nº 24.147. 

 

Ley 1004 Unión Civil 
 
Artículo 1º.-- Unión Civil: A los efectos de esta Ley, se entiende por Unión Civil: 
a. A la unión conformada libremente por dos personas con independencia de 
su sexo u orientación sexual.  
b. Que hayan convivido en una relación de afectividad estable y pública por un 
período mínimo de dos años, salvo que entre los integrantes haya descendencia 
en común.  
c. Los integrantes deben tener domicilio legal en la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, inscripto con por lo menos dos años de anterioridad a la fecha en la 
que solicita la inscripción.  
d. Inscribir la unión en el Registro Público de Uniones Civiles.  
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Artículo 4º.- Derechos: Para el ejercicio de los derechos, obligaciones y beneficios 
que emanan de toda la normativa dictada por la Ciudad, los integrantes de la 
unión civil tendrán un tratamiento similar al de los cónyuges. 

 

Ley 1041 Incorporación del uso Taller Protegido de Producción al Código de 
Edificación 
 
Artículo 1º.- Incorpórese a la Sección 1º, Art. 1.2 "definición de términos técnicos" 
(AD610.4), parágrafo 1.2.1.1 "relativo al uso", inciso b. "de los tipos de uso", del 
Código de Planeamiento Urbano, el uso "Taller Protegido de Producción", cuya 
definición se detalla a continuación: 
Taller Protegido de Producción: se considera taller protegido de producción a la 
entidad estatal o privada bajo dependencia de asociaciones con personería 
jurídica y reconocidas como de bien público, que tenga por finalidad la producción 
de bienes o servicios, cuya planta esté integrada por trabajadores con 
necesidades especiales preparados y entrenados para el trabajo, en edad laboral, 
y afectados de una incapacidad tal que les dificulte obtener y conservar un empleo 
competitivo, conforme a lo dispuesto por la Ley Nacional Nº 24.147, sus 
modificatorias y su reglamentación. 
 

Artículo 2º.- Incorpórese al cuadro de usos 5.2.1 b) ClaNAE 3699.9 Industrias 
Manufactureras ncp, el uso "Taller Protegido de Producción" el cual estará 
permitido en todos los distritos de zonificación. Los Distritos de Zonificación R1 y 
C1 serán de consulta al COPUA. 

 

Ley 1080 Estacionamiento de Vehículos de Personas con Necesidades 
Especiales 
 
Artículo 1º.- Modifícase el artículo 1º de la Ley Nº 438 (B.O.C.B.A. Nº 1002), el que 
queda redactado de la siguiente forma: 
"Se autoriza la reserva de espacio en la vía pública para estacionamiento de 
vehículos de personas con necesidades especiales con las limitaciones 
establecidas en la presente Ley." 
 
Artículo 2º.-Modifícase el inciso b) del artículo 2º de la Ley Nº 438 (B.O.C.B.A. Nº 
1002), el que queda redactado de la siguiente forma: 
"b) Ser ascendiente, descendiente, cónyuge, conviviente, colateral en primer grado 
o tutor de persona que padezca en forma permanente deficiencia motora de los 
miembros inferiores y manifiesta dificultad de traslación, habitar ambos en el 
mismo domicilio, ser titular del dominio del automotor para el que se requiere este 
permiso y poseer licencia de conductor otorgada de acuerdo con las condiciones 
establecidas por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires." 
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Artículo 3º.-Modifícase el artículo 9º de la Ley Nº 438 (B.O.C.B.A. Nº 1002), el que 
queda redactado de la siguiente forma: 
"La detención o estacionamiento en los espacios reservados por parte de otro 
vehículo, aunque sea también un automóvil adaptado para personas con 
necesidades especiales, es considerado infracción al artículo 12, inciso e) de la 
Ley Nº 634." 
 
Artículo 5º.--Incorpórase el artículo 17 a la Ley Nº 634 (B.O.C.B.A. Nº 1293), el 
que queda redactado de la siguiente forma: 
"Los vehículos identificados con el Emblema Internacional de la Discapacidad 
gozan de la franquicia de libre estacionamiento, sea que fueren conducidos por 
personas que ostenten el correspondiente Certificado Nacional de Discapacidad 
otorgado de acuerdo a la Ley Nº 22.431 o por quienes los asistan, en oportunidad 
de trasladarlos. Esta franquicia no rige en los sitios especificados en el artículo 12 
de la presente Ley y en los determinados por la Ley Nº 525 (B.O.C.B.A. Nº 1098)." 
 
Artículo 6º.- Incorpórase el artículo 18 a la Ley Nº 634 (B.O.C.B.A. Nº 1293), el 
que queda redactado de la siguiente forma: 

"Queda prohibido el acarreo de los vehículos identificados con el Emblema 
Internacional de la Discapacidad, en uso de la franquicia de libre estacionamiento 
especificada en el artículo 17 de la presente Ley." 

 

Ley 1156 Creación del Registro de Búsqueda de Personas Adultas con 
Padecimientos Mentales o Adultos Incapaces 
 
Artículo 1º.- Créase el Registro de Búsquedas de Personas Adultas con 
Padecimientos Mentales y Adultos Incapaces, cuya función será centralizar su 
búsqueda en caso de haberse ausentado con paradero desconocido. 
 
Artículo 2°.- La autoridad de aplicación de la presente Ley es el área encargada de 
Derechos Humanos del Gobierno de la Ciudad, dependencia que establecerá las 
modalidades de funcionamiento del Registro de Búsqueda de Personas Adultas 
con Padecimientos Mentales y Adultos Incapaces. 
 

Artículo 3º.- En los casos en que las personas buscadas hayan sido declaradas 
incapaces en los términos del Art. 54, incs. 3 y 4 y del Art. 141 del Código Civil, la 
autoridad de aplicación debe coordinar la búsqueda con la Asesoría General de 
Incapaces del Ministerio Público dependiente del Poder Judicial de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires y el organismo de seguridad que correspondiere. 

 

Ley 1225 Prevención y Sanción de la Violencia Laboral 
 
Artículo 1º.- Objeto. La presente Ley tiene por objeto prevenir y sancionar la 
violencia laboral de los/las superiores jerárquicos hacia el personal dependiente de 
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cualquier organismo de los instituidos por los títulos Tercero a Séptimo del Libro 
Segundo de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
 
Artículo 2º.- Ámbito de Aplicación. Está sancionada por esta Ley toda acción 
ejercida sobre un/una trabajador/a por personal jerárquico que atente contra la 
dignidad, integridad física, sexual, psicológica o social de aquél/aquélla mediante 
amenaza, intimidación, abuso de poder, acoso, acoso sexual, maltrato físico o 
psicológico, social u ofensa ejercida sobre un/a trabajador/a. 
 
Artículo 3 º.- Maltrato Psíquico y Social. Se entiende por maltrato psíquico y social 
contra el trabajador/a a la hostilidad continua y repetida del/de la superior 
jerárquico en forma de insulto, hostigamiento psicológico, desprecio y crítica. Se 
define con carácter enunciativo como maltrato psíquico y social a las siguientes 
acciones ejercidas contra el/la trabajador/a: 
a. Bloquear constantemente sus iniciativas de interacción generando 
aislamiento.  
b. Cambiar de oficina, lugar habitual de trabajo con ánimo de separarlo/a de 
sus compañeros/as o colaboradores/as más cercanos/as.  
c. Prohibir a los empleados/as que hablen con él/ella.  
d. Obligarlo/a a ejecutar tareas denigrantes para su dignidad personal.  
e. Juzgar de manera ofensiva su desempeño en la organización.  
f. Asignarle misiones sin sentido, innecesarias, con la intención de humillar.  
g. Encargarle trabajo imposible de realizar.  
h. Obstaculizar o imposibilitar la ejecución de una actividad, u ocultar las 
herramientas necesarias para concretar una tarea atinente a su puesto.  
i. Promover su hostigamiento psicológico.  
j. Amenazarlo/a repetidamente con despido infundado.  
k. Privarlo/a de información útil para desempeñar su tarea o ejercer sus 
derechos.  
 
Artículo 4º.- Maltrato Físico. Se entiende por maltrato físico a toda conducta del/de 
la superior jerárquico que directa o indirectamente esté dirigida a ocasionar un 
daño o sufrimiento físico a los/las trabajadores/as. 
 
Artículo 5º.- Acoso. Se entiende por acoso a la acción persistente y reiterada de 
incomodar con palabras, gestos, bromas, o insultos en razón de su género, 
orientación sexual, ideología, edad, nacionalidad u origen étnico, color, religión, 
estado civil, capacidades diferentes, conformación física, preferencias artísticas, 
culturales, deportivas, situación familiar, social, económica, o cualquier 
circunstancia que implique distinción, exclusión, restricción o menoscabo. 
 
Artículo 6º.- Acoso Sexual. Se entiende por acoso sexual el solicitar por cualquier 
medio favores de naturaleza sexual para sí o para un tercero, prevaliéndose de 
una situación de superioridad, cuando concurriere alguna de las siguientes 
circunstancias: 
a. Cuando se formulare con anuncio expreso o tácito de causar un daño a la 
víctima respecto de las expectativas que pueda tener en el ámbito de la relación.  
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b. Cuando el rechazo o negativa de la víctima fuere utilizado como 
fundamento de la toma de decisiones relativas a dicha persona o a una tercera 
persona vinculada directamente con ella.  
c. Cuando el acoso interfiriere el habitual desempeño del trabajo, estudios, 
prestaciones o tratamientos, provocando un ambiente intimidatorio, hostil u 
ofensivo.  
El acoso sexual reviste especial gravedad cuando la víctima se encontrare en una 
situación de particular vulnerabilidad, por razón de su edad, estado de salud, u 
otra condición. 
 
Artículo 7º.- Sanciones. Las conductas definidas en los artículos 3º al 6º deben ser 
sancionadas con suspensión de hasta 30 días, cesantía o exoneración, sin 
prestación de servicios ni percepción de haberes, teniendo en cuenta la gravedad 
de la falta y los perjuicios causados. Puede aplicarse la suspensión preventiva 
del/la agente. 
En el caso de un diputado o diputada la comisión de alguno de los hechos 
sancionados por esta Ley es considerada inconducta grave en el ejercicio de las 
funciones, en los términos del artículo 79 de la Constitución de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires. 
En el caso de los funcionarios comprendidos por el artículo 92 de la Constitución 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la comisión de alguno de los hechos 
sancionados por esta Ley es considerada causal de mal desempeño a los fines del 
juicio político. 
 
Artículo 8º.- Procedimiento Aplicable. La víctima debe comunicar al superior 
jerárquico inmediato la presunta comisión del hecho ilícito sancionado por esta 
Ley, salvo que fuere éste quien lo hubiere cometido, en cuyo caso debe informarlo 
al/la funcionario/a superior al/la denunciado/a. La recepción de la denuncia debe 
notificarse al área de sumarios correspondiente, a los efectos de instruir la 
actuación sumarial pertinente. 
Para la aplicación de las sanciones disciplinarias que pudieren corresponder rige 
el procedimiento establecido por el artículo 51 y subsiguientes de la Ley Nº 471 de 
Relaciones Laborales en la Administración Pública de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires. 
Cuando existiere un órgano de colegiación o disciplina que regule el ejercicio de la 
profesión del/la denunciado/a debe notificársele la denuncia. 
 
Artículo 9º.- Superiores Jerárquicos. La máxima autoridad jerárquica del área es 
responsable de las conductas previstas por la presente Ley ejercidas por el 
personal a su cargo si a pesar de conocerlas no tomó las medidas necesarias para 
impedirlas. 
 
Artículo 10.- Aplicación. Es responsabilidad prioritaria de cada organismo 
establecer un procedimiento interno, adecuado y efectivo en cumplimiento de esta 
Ley, facilitar y difundir su conocimiento, y establecer servicios de orientación a la 
víctima. 
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Artículo 11.- Reserva de Identidad. Desde el inicio y hasta la finalización del 
procedimiento sancionatorio, la autoridad interviniente debe adoptar todos los 
recaudos necesarios que garanticen la confidencialidad, discrecionalidad y el 
resguardo absoluto de la identidad de todos los involucrados.  

La reserva de la identidad del damnificado se extiende aún después de concluido 
el procedimiento. 

 

Ley 1279 Convenio de Cooperación Institucional para el Patrocinio Jurídico 
Gratuito a la Víctima de Delito 
 
Artículo 1º.- Apruébase el Convenio de Cooperación Institucional para el 
Patrocinio Jurídico Gratuito a la Víctima del Delito, suscripto en fecha 26 de 
noviembre de 2003, entre el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el 
Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación, la 
Procuración General de la Nación y el Colegio Público de Abogados de la Capital 
Federal, que como Anexo I forma parte integrante del presente. 
 
 
ANEXO I 
CONVENIO DE COOPERACION INSTITUCIONAL PARA EL 
PATROCINIO JURIDICO GRATUITO A LA VICTIMA DE DELITO 
 
En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los veintiséis días del mes de 
noviembre del año dos mil tres, entre el Ministerio de Justicia, Seguridad y 
Derechos Humanos de la Nación (en adelante, el Ministerio), representado por el 
Ministro doctor Gustavo Osvaldo Béliz, la Procuración General de la Nación (en 
adelante, la Procuración), representada por el Procurador General, doctor Nicolás 
Eduardo Becerra, el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (en 
adelante, el Gobierno), representado en este acto por la Subsecretaría de Justicia 
y Legal y Técnica, doctora Alejandra Tadei, conforme Decreto Nº 2353-GCBA-
2003, y el Colegio Público de Abogados de la Capital Federal (en adelante, el 
Colegio), representado por su Presidente, doctor Hugo Germano, se acuerda 
celebrar el presente convenio de cooperación institucional, a tenor de las 
condiciones que se establecen, con fundamento en la siguiente declaración: 
Que reconocen la pertinencia y utilidad de coordinar y complementar los recursos 
de los que disponen en procura de facilitar a la ciudadanía el acceso a los órganos 
jurisdiccionales, promoviendo –a tal efecto- la asistencia jurídica gratuita para ser 
oídos en el proceso penal a quienes carecieren de recursos económicos, en el 
deber de asegurar “la eficaz prestación de los servicios de justicia” (art. 114, inc. 6 
de la Constitución Nacional). 
Que asumen la obligación de garantizar el pleno ejercicio de los derechos de la 
víctima de delito, en particular, el “derecho a la tutela judicial efectiva” o “derecho a 
la jurisdicción” y “acceso a la justicia de todos los habitantes de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires” (art. 18 y 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, en 
función de los arts. 8.1 y 25 Convención Americana sobre Derechos Humanos, y 
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14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 12 inc. 6 
Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires), reconociendo en tal 
sentido la Declaración de la Organización de las Naciones Unidas sobre Principios 
Fundamentales de Justicia y Asistencia para las Víctimas de Delitos, en cuanto 
recomienda a los estados miembros facilitar la adecuación de los procedimientos 
judiciales y administrativos a las necesidades de las víctimas, prestando la 
asistencia apropiada durante todo el proceso judicial. 
Que convienen en la trascendencia que posee la participación de la víctima en el 
proceso penal como medio para proporcionar la más ajustada atención a la 
consideración de su interés, y para permitir la dirección más eficaz de la 
persecución penal oficial, al imponer entre los objetivos de la actuación estatal, los 
de quien ha sido directamente afectado por la comisión del delito. 
Que acuerdan la necesidad de optimizar el servicio asistencial favoreciendo la 
atención, información y orientación de la víctima y los perjudicados por el delito, en 
unidades institucionales con la mayor proximidad territorial a los ámbitos del 
conflicto que diere lugar a la formación del proceso penal. 
Con base en ello, las partes signatarias instruyen las siguientes cláusulas: 
PRIMERA: 
El Colegio facilitará la labor individual de 25 (veinticinco) letrados de la matrícula 
para patrocinar en forma gratuita, a las víctimas de delitos, que carecieren de 
recursos económicos, a los fines de intervenir en los procesos que se sustancien 
por los hechos que las damnifiquen, ante los órganos judiciales penales ordinarios 
o federales con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
El Colegio seleccionará para la actividad propuesta por el presente convenio a los 
profesionales idóneos en la materia penal mediante la realización de un concurso 
de antecedentes, y dirigirá el diseño y ejecución de actividades de capacitación 
específica destinadas a aquellos elegidos. Asimismo designará a 5 (cinco) letrados 
acreditados con relevante experiencia profesional en el ámbito de la especialidad 
penal, quienes tendrán a su cargo la coordinación de la asignación de casos y de 
la entrega de informes periódicos. 
SEGUNDA: 
El Ministerio, la Procuración, y el Gobierno, promoverán y organizarán el servicio 
asistencial jurídico primario a las víctimas de delito en las oficinas que a esos 
efectos habilitarán de acuerdo al detalle dispuesto en el anexo I y, acreditada la 
carencia de recursos económicos conforme a la reglamentación dispuesta en el 
anexo II, requerirán la actuación del Colegio para la designación del profesional 
interviniente. Asimismo instruirán a los funcionarios que de ellos dependen, a los 
fines de la derivación de las víctimas de delito a las oficinas dispuestas en los 
casos de la actividad propuesta por el presente convenio. 
El Ministerio aportará los fondos que considere necesarios, para afrontar los 
gastos correspondientes a traslados y viáticos de los letrados actuantes, cuyo 
pago se efectuará mediante el procedimiento que establezca el Colegio a ese 
efecto, el cual asegurará el cobro en oportunos tiempo y forma, una vez disponible 
la partida pertinente. 
TERCERA: 
El Ministerio, la Procuración, el Gobierno y el Colegio, diseñarán y difundirán 
catálogos instructivos, diagramas orientativos, informativos y de asistencia a la 
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víctima, a través de mecanismos de comunicación que permitan la divulgación de 
las distintas herramientas puestas al alcance de las víctimas para el tratamiento de 
un hecho ilícito. 
CUARTA: 
A los efectos de determinar y supervisar las actividades que deriven del presente 
convenio, las partes acuerdan la constitución de una Unidad de Coordinación 
Integrada por un miembro titular y un miembro suplente por cada una de ellas. 
Dicha Unidad de Coordinación deberá constituirse y proceder a la aplicación de 
las cláusulas establecidas dentro de los 30 (treinta) días de la firma del presente 
convenio. 
En toda circunstancia o hecho que tenga relación con este convenio, las partes 
mantendrán la individualidad y autonomía de sus respectivas estructuras técnicas 
y administrativas, asumiendo –por lo tanto- las responsabilidades 
correspondientes. 
QUINTA: 
El presente convenio entrará en vigor a partir de la fecha y tendrá una duración de 
un año prorrogable tácitamente por períodos sucesivos, salvo que una de las 
partes comunique a la otra, con 90 (noventa) días de antelación, su voluntad de 
resolverlo antes del plazo establecido, o de no prorrogarlo. 

Leído que fue por las partes y en prueba de conformidad, se firman cuatro 
ejemplares de un mismo tenor y a un solo efecto, en la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, a los veintiséis días del mes de noviembre del año dos mil tres. 

 

Ley 1281 Convenio de Cooperación entre el Ministerio de Desarrollo Social 
de la Nación y el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
 
Artículo 1º.- Apruébase el Convenio Nº 40/03, celebrado el día 8 de septiembre de 
2003, entre el Ministerio de Desarrollo Social de la Nación, y el Gobierno de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el que como Anexo forma parte integrante de 
la presente. 
 
ANEXO - LEY Nº 1.281  
CONVENIO DE COOPERACION ENTRE EL MINISTERIO DE DESARROLLO 
SOCIAL DE LA NACION Y EL GOBIERNO DE LA CIUDAD AUTONOMA DE 
BUENOS AIRES 
Entre el MINISTERIO SOCIAL DE LA NACION, en adelante "EL MINISTERIO", 
representado por su titular, Dra. Alicia Kirchner, con domicilio en Avda. 9 de Julio 
1925, piso 14, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por una parte, y EL 
GOBIERNO DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, en adelante "LA 
CIUDAD", representada por su Jefe de Gobierno, Dr. Aníbal Ibarra, con domicilio 
en Bolívar 1, por la otra, convienen en celebrar el presente Convenio de 
Cooperación en el marco del Plan Nacional de Desarrollo Local y Economía Social 
"MANOS A LA OBRA". 
Considerando 
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Que el Plan Nacional de Desarrollo Local y Economía Social "MANOS A LA 
OBRA" tiene por finalidad la promoción de los actores e iniciativas de la economía 
social en localidades y regiones de todo el país. 
Que el citado Plan Nacional puesto en marcha por "EL MINISTERIO" requiere del 
concurso de las distintas instancias estatales para la consolidación de espacios 
asociativos de carácter local y la promoción del trabajo a través de proyectos 
productivos de inclusión social en sectores de menores recursos. 
Que en este sentido deviene necesario acordar criterios y acciones conjuntas para 
la atención de la población en situación de pobreza, la asistencia técnica y 
financiera para proyectos productivos y la reincorporación de beneficiarios de 
programas asistenciales a la actividad productiva en el ámbito territorial de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
Por ello, las partes convienen: 
PRIMERA: El objeto del presente Convenio es procurar la colaboración recíproca 
entre los organismos firmantes, en el marco del Plan Nacional de Desarrollo Local 
y Economía Social "Manos a la Obra", a fin de contribuir a la inclusión social 
mediante la creación y desarrollo de emprendimientos productivos y proyectos 
comunitarios. 
SEGUNDA: La cooperación involucrará los siguientes tipos de acciones: 
1. Fortalecimiento de consejos consultivos y espacios asociativos locales.  
2. Apoyo técnico y financiero a proyectos productivos.  
3. Capacitación productiva, de gestión y comercialización.  
4. Asistencia Técnica para la formulación, evaluación y monitoreo del Plan de 
Trabajo especificado en la Cláusula CUARTA.  
5. Asistencia Técnica para el acompañamiento y la evaluación de alternativas 
de incorporación tecnológica apropiada a este tipo de emprendimientos.  
TERCERA: "EL MINISTERIO" y "LA CIUDAD" cooperarán principalmente en los 
siguientes aspectos: 
a. Articular y facilitar la participación del Consejo Consultivo de la Ciudad y los 
Centros de Gestión y Participación, organizaciones no gubernamentales y actores 
institucionales locales en las acciones de capacitación y asistencia técnica. 
b. Aportar sus recursos humanos, técnicos y logísticos para los fines de este 
Convenio particularmente en: 
1. Identificar proyectos productivos, procurando preferentemente la 
reincorporación de beneficiarios de los programas sociales, a la actividad 
económica local. 
2. Proponer alternativas de subsidios y/o créditos para la puesta en marcha y/o la 
consolidación de los proyectos productivos. 
3. Acciones de capacitación y apoyo técnico para la gestión de los proyectos 
productivos. 
4. Coordinación de las acciones territoriales de seguimiento técnico de las 
actividades comprendidas en el marco de este Convenio. 
5. Integrar las acciones de evaluación y seguimiento, en particular en cuanto a la 
evaluación de resultados e impacto de las acciones del Plan. 
6. Promover la más amplia difusión de las actividades y alcances del Plan en toda 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
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CUARTA: Las partes acuerdan conformar un EQUIPO DE COORDINACIÓN, 
integrado por DOS (2) representantes por cada parte. El Equipo deberá elevar a 
las partes, dentro de los TREINTA (30) días a partir de la fecha de suscripción de 
este Convenio, un Plan de Trabajo conforme los criterios establecidos en la 
Cláusula TERCERA.  
QUINTA: El Convenio tendrá una duración de UN (1) año a partir de la fecha de su 
firma, renovable automáticamente por períodos iguales, de no mediar notificación 
fehaciente en contrario por alguna de las partes, con una antelación no inferior a 
TREINTA (30) días corridos. 
SEXTA: Para todos los efectos judiciales y extrajudiciales derivados del presente 
Convenio, las partes fijan sus domicilios en los lugares indicados 
precedentemente, los que se considerarán válidos mientras no exista notificación 
fehaciente de su modificación, sometiéndose a la Jurisdicción del los Tribunales 
Federales en lo Contencioso Administrativo con asiento en la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires. Las notificaciones judiciales que deban ser cursadas al Gobierno de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, deberán realizarse en Uruguay 440, piso 2º, 
oficina 27, conforme lo establecido por el Decreto Nº 3758/85, Oficio 868-CSJN-87 
y Decreto Nº 294/GCBA/97. 

En prueba de conformidad, las partes enunciadas en el encabezamiento suscriben 
el presente acuerdo en dos (2) ejemplares de un mismo tenor y a un solo efecto, 
en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los ocho días del mes de septiembre 
de 2003.- 

 

Ley 1340  
 
Artículo 1º.- Incorpórase como artículo 80 bis, del Capítulo V, de la Ley Nº 114, 
BOCBA N° 624, por el siguiente texto: 
“Artículo 80 bis. Toda Organización No Gubernamental que posea un objeto 
vinculado a la promoción y protección de los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes, y que desarrolle su actividad en el ámbito de la Ciudad de Buenos 
Aires, debe comunicar, al Registro de publicación y búsqueda de chicos perdidos, 
de modo inmediato y de la manera que la reglamentación lo determine, toda 
denuncia que reciba, con motivo de la pérdida de un niño, niña o adolescente. 
Junto con la comunicación debe remitir una copia de la denuncia recibida y toda 
otra información relativa al caso, que se encuentre en su conocimiento”. 
 
Ley 1417 Registro Único de Aspirantes a Guarda con fines Adoptivos de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
 
Título I - De la creación 
 
Artículo 1°.- Créase el Registro Único de Aspirantes a Guarda con fines Adoptivos 
(R.U.A.G.A.) de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, bajo la órbita del Consejo 
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires de conformidad con el artículo 54 inciso r de la Ley N° 114. 
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Artículo 2°.- El R.U.A.G.A. deberá conformarse con: 
a. Los postulantes que cumplieren todos los requisitos que el Consejo de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes disponga para su aceptación.  
b. Los que se hallaren inscriptos en el Registro del Consejo Nacional de 
Niñez, Adolescencia y Familia, y que estuvieren domiciliados en la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires.  
c. Los que se hallaren inscriptos en las organizaciones no gubernamentales 
dedicadas a la temática de adopción, según lo dispuesto por los artículos 74 y 75 
de la Ley N° 114.  
Los aspirantes a adopción que a la fecha de sanción de la presente se encuentren 
inscriptos en alguno de los registros previstos en el presente artículo, pasarán 
automáticamente a conformar el R.U.A.G.A., conservando el mismo orden de 
prelación. Asimismo deberán cumplir los requisitos establecidos por el Consejo de 
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.  
 
Artículo 3°.- Serán funciones del R.U.A.G.A.:  
a) La incorporación, gestión y actualización de la información relativa a los 
postulantes a la inscripción en el R.U.A.G.A. y de los datos requeridos por el 
Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.  
b) La confección de una nómina única de aspirantes a adopción.  
c) El archivo de las copias de las resoluciones de adopción emanadas de 
autoridad judicial. 
 
Título II - De los requisitos para los aspirantes a adopción  
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
 
Artículo 4°.- Los postulantes que se inscriban con posterioridad a la sanción de la 
presente, deberán cumplir los siguientes requisitos para su inscripción en el 
R.U.A.G.A.: 
Estar domiciliado en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires.  
Acreditar su aptitud para ser adoptantes, mediante la presentación de los estudios 
psicosocioambientales realizados por el Consejo de los Derechos de Niñas, Niños 
y Adolescentes de la Ciudad de Buenos Aires, las ONGs acreditadas, o por quien 
éste determine.  
Declarar su voluntad de adopción en lo que refiere a: 
1 - Edad y número de niños, niñas y adolescentes que desearían adoptar. 
2 - Posibilidad de adoptar hermanos. 
3 - Posibilidad de adoptar niños, niñas o adolescentes con necesidades 
especiales.  
Indicar si previamente el postulante hubiere tenido niños, niñas y adolescentes en 
guarda y, en su caso, el resultado de la misma.  
Presentar la información complementaria que establezca la autoridad de 
aplicación.  
 
Artículo 5°.- En caso que el postulante no cumpliera los requisitos para la 
inscripción en el R.U.A.G.A., se deberá comunicar fehacientemente la resolución 
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denegatoria. Sin perjuicio de ello, el postulante nuevamente podrá intentar su 
inscripción, la que será otorgada si el solicitante cumpliere la totalidad de los 
requisitos previstos. 
 
Artículo 6°.- Recibidas las solicitudes de inscripción el R.U.A.G.A deberá: 
a. Efectuar la anotación del postulante en la base de datos, respetando el 
orden de prelación.  
b. Generar un legajo para cada uno de los postulantes.  
 
Artículo 7°.- Las inscripciones en el registro tendrán una vigencia de dos (2) años, 
contados desde la notificación de su aceptación al solicitante. Cumplido dicho 
plazo, los postulantes registrados deberán ratificar en forma expresa su voluntad 
de permanecer inscriptos. En caso contrario, vencido el plazo originario de dos (2) 
años operará la caducidad automática de la inscripción. 
 
Artículo 8°.- El R.U.A.G.A. tendrá carácter de registro público de acceso 
restringido. Sólo los aspirantes a adopción podrán requerir información relativa a 
su número de orden y cantidad de guardas efectivamente otorgadas desde la 
fecha de su inscripción. 
 
 
Título III - Del funcionamiento 
 
Artículo 9°.- El R.U.A.G.A. anualmente deberá confeccionar un informe destinado 
a las autoridades del Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a 
la Dirección de Niñez y a la Comisión de Mujer, Infancia, Adolescencia y Juventud 
de la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Dicho informe deberá 
contener el número de guardas para adopción otorgadas en el ámbito de la 
Ciudad de Buenos Aires anualmente, la cantidad de aspirantes seleccionados que 
se encontraren registrados en el R.U.A.G.A. y toda otra información pertinente. 
 
Artículo 10.- El Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires deberá suscribir con el Consejo Nacional de 
Niñez, Adolescencia y Familia, y con las ONGs acreditadas, los convenios que 
sean necesarios para el cumplimiento de los objetivos de la presente Ley. 
 
Artículo 11.- El diseño del formato del R.U.A.G.A. y el soporte para su inscripción 
deberá adecuarse a las pautas, variables y condiciones que fije la Ley N° 25.854 
de Creación del Registro Único de Aspirantes a Guarda con Fines Adoptivos y su 
reglamentación. 
 
Artículo 12.- La Ciudad Autónoma de Buenos Aires adhiere a la Ley N° 25.854 de 
Creación del Registro Único de Aspirantes a Guarda con Fines Adoptivos. La 
Ciudad de Buenos Aires deberá suscribir un Convenio con el Ministerio de Justicia 
Nacional de acuerdo al Art. 3° de la Ley N° 25.854. 
 



 208 

Artículo 13.- El Poder Ejecutivo deberá disponer la reasignación de las partidas 
presupuestarias y el personal correspondiente, a efectos de dotar al Consejo de 
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes de los recursos necesarios para su 
actuación. 
 
 
Ley 1441 Creación del Programa Porteño de Promoción de la Resiliencia 
 
Artículo 1º.- Créase el Programa Porteño de Promoción de la Resiliencia. Está 
orientado a incorporar, en la ejecución de las políticas públicas, prácticas que 
fomenten el desarrollo de las capacidades resilientes de la población infantil y 
adolescente, especialmente las afectadas por situaciones individuales o colectivas 
adversas. 
 
Artículo 2°.- A los fines de esta Ley se entiende por: 
1. "Resiliencia": capacidad de los seres humanos que permite al individuo, 
grupo o comunidad sobreponerse a los efectos nocivos de condiciones 
psicosociales desfavorables, y mantener su capacidad de crecimiento e inserción 
social, del modo más propicio para ellos mismos y más cercano a su bienestar y 
felicidad, aun en el contexto de dichas situaciones adversas.  
2. Promoción de la resiliencia: implementación de un enfoque interdisciplinario 
preventivo desde la actuación de los agentes y operadores comunitarios de las 
políticas públicas de educación, sociales y de salud, para fomentar en la población 
infantil y adolescente el conjunto de aptitudes que facilitan el proceso de 
crecimiento acompañado de un desarrollo personal y comunitario sano.  
 
Artículo 3°.- El Programa tiene como objetivos: 
a. Fortalecer la conciencia de la puesta en práctica de los derechos de los 
niños y adolescentes, con participación de sus entornos sociales y afectivos, 
fomentando la capacidad de evolución hacia un desarrollo saludable, aun en 
medio de situaciones adversas, en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires.  
b. Mejorar la calidad de vida de aquellos sectores de la población de la Ciudad 
de Buenos Aires excluidos del desarrollo económico y social, a través de la 
recuperación y fortalecimiento de las capacidades de los niños y adolescentes.  
c. Capacitar y actualizar a los educadores, profesionales y técnicos de la 
salud, psicólogos, trabajadores sociales, terapistas ocupacionales, y demás 
operadores comunitarios, para un mejor desempeño en la estimulación de la 
resiliencia.  
d. Identificar los factores de riesgo, elementos protectores y fuentes de 
resiliencia en los ámbitos donde ejercen su tarea cada uno de estos agentes.  
 
Artículo 4°.- El vehículo para la consecución de los objetivos del artículo 3° de esta 
Ley es el sistema educativo; el de atención primaria de la salud y el de desarrollo 
social. A esos fines se considera sistema educativo tanto al escolarizado como al 
no escolarizado. La capacitación y actualización en resiliencia de educadores, 
trabajadores sociales, psicólogos, médicos y otros operadores comunitarios se 
utilizan como primera etapa y principal recurso del programa.  
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Asimismo pueden utilizarse otros recursos institucionales con las modalidades que 
la autoridad de aplicación determine. En especial contempla la incorporación al 
programa del conjunto de organizaciones e instituciones dedicadas a la educación, 
el desarrollo social y la salud en tanto su objeto social sea compatible con el 
espíritu de la presente Ley. 
 
Artículo 5°.- La ejecución de la presente Ley salvaguarda en toda instancia la 
satisfacción del interés superior del niño en el pleno goce de sus derechos y 
garantías, con eje rector en la interpretación de la Convención Internacional de los 
Derechos del Niño, Ley N° 23.849. 
 
Artículo 6°.- Los objetivos, contenidos, metodológicas y códigos específicos para 
el cumplimiento de la presente Ley son definidos por la autoridad de aplicación 
quien debe diseñar las estrategias y pautas temporales de implementación del 
Programa. Los contenidos de promoción de la resiliencia se incorporan 
expresamente en todos los ámbitos de educación escolarizada preescolar, 
primaria y media, así como en los propios de la formación docente -regulares o ad 
hoc- en un plazo de tres (3) años. La autoridad de aplicación puede promover 
acciones en este sentido también en la educación no escolarizada, y en la 
capacitación de agentes de salud y promoción social. 
 
Artículo 7°.- La autoridad de aplicación determina expresamente para cada zona 
de la ciudad las vías concretas de introducción y promoción de la resiliencia en 
todos los establecimientos del sistema educativo, en espacios institucionales de la 
salud pública y en las organizaciones no gubernamentales (ONGs) que colaboren 
en la implementación de las políticas públicas sociales. 
 
Artículo 8°.- La autoridad de aplicación del Programa constituye una Comisión 
Técnica Interdisciplinaria con representantes de los organismos e instituciones a 
cargo de la ejecución de los contenidos de la presente Ley. Tiende a conseguir 
una composición pluralista, en lo que hace a la participación de los organismos no 
gubernamentales. 
 
Artículo 9°.- Son funciones de la Comisión Técnica Interdisciplinaria: 
1. Proponer a la Autoridad de aplicación estrategias para la implementación 
del Programa;  
2. Realizar la capacitación y actualización especializada de los educadores, 
trabajadores sociales, psicólogos, médicos y demás operadores comunitarios a fin 
de formar agentes aptos para:  
2.1 Identificar, en los ámbitos donde se encuentran niños y adolescentes, a sus 
familias y la eventual presencia de factores de riesgo y/o protectores, así como de 
las fuentes de resiliencia y ejecutar acciones de promoción de las características 
resilientes en los sujetos o grupos así identificados.  
2.2 Organizar una red social y de pertenencia conformada por establecimientos 
educativos, sanitarios, de seguridad social, con participación de la sociedad civil a 
través de las ONGs, que aporten ayuda y apoyo al individuo resiliente y su grupo. 
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2.3 Crear en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires una Red de Supervisión de 
Profesionales específica para el desarrollo del Programa.  
2.4 Desarrollar la investigación sobre la temática.  
2.5 Auspiciar en ámbitos internacionales, especialmente en el Mercosur, la 
realización de acciones normativas y de financiamiento conjuntas para programas 
equivalentes. 
2.6 Realizar un seguimiento crítico sobre los subprogramas, proyectos, trabajos de 
campo, campañas y acciones desarrolladas en el marco del Programa a fin de 
efectuar las pertinentes recomendaciones a la autoridad de aplicación.  
 
Artículo 10.- Los Programas y Subprogramas de Capacitación ya existentes en las 
Secretarías de Educación, de Salud y de Desarrollo Social que tengan como 
beneficiarios directos o indirectos a los niños y adolescentes incluidos en los 
alcances de la presente Ley, son readecuados o redimensionados por la autoridad 
correspondiente para su cumplimiento en forma progresiva. 
 
Artículo 11.- La autoridad de aplicación de la presente Ley es la Secretaría de 
Educación, que coordina su actuación con las Secretarías de Salud y de 
Desarrollo Social y el Consejo de las Niñas, Niños y Adolescentes. 
 
Artículo 12.- Hasta tanto el Programa de Promoción de Resiliencia no tenga 
partida propia, autorízase al Poder Ejecutivo a reasignar partidas presupuestarias 
correspondientes a programas de formación, capacitación y difusión de las 
jurisdicciones 40, 45 y 55 respectivamente, con el objeto de evitar el incremento 
del gasto presupuestario para cumplir con los fines de la presente Ley. 
 
 
Ley 1502 Incorporación de Personas con Necesidades Especiales al Sector 
Público de la Ciudad 
 
Capítulo I  
Incorporaciones 
Artículo 1°.- Objeto. La presente Ley tiene por objeto regular la incorporación, en 
una proporción no inferior al cinco (5) por ciento, de personas con necesidades 
especiales al Sector Público de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a fin de dar 
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 43 de la Constitución de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires. 
 
Artículo 2°.- Ámbito de Aplicación. La incorporación de personas con necesidades 
especiales será obligatoria, cuando se deban cubrir cargos de Planta Permanente 
en el Sector Público de la Ciudad de Buenos Aires, el cual comprende los poderes 
Legislativo, Ejecutivo y Judicial, las comunas, los organismos descentralizados, 
entidades autárquicas, organismos de la seguridad social, las empresas y 
sociedades del Estado, sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, 
sociedades de economía mixta y todas aquellas otras organizaciones 
empresariales donde el Estado de la Ciudad tenga participación mayoritaria en el 
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capital o en la formación de las decisiones societarias y las entidades, siempre 
que no se cumpla con el cupo del cinco (5) por ciento. 
En el caso de las sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, 
sociedades de economía mixta y todas aquellas otras organizaciones 
empresariales donde el Estado de la Ciudad tenga participación mayoritaria en el 
capital o en la formación de las decisiones societarias y las entidades, el cupo del 
cinco (5) por ciento para las personas con necesidades especiales deberá 
cumplirse respecto de la participación que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
tenga en ellas.  
En todo contrato de concesión de servicios, de transferencia de actividades del 
Estado al sector privado, o de renovación y/o modificación de los vigentes se 
deberán establecer cláusulas que dispongan el cumplimiento y modalidad de 
control de aplicación de la presente Ley. 
 
Artículo 3°.- Autoridad de Aplicación. La máxima autoridad en materia de recursos 
humanos de cada una de las jurisdicciones y entidades enunciadas en el Art. 2° 
será la autoridad de aplicación de la presente Ley. 
 
Artículo 4°.- Caracteres de la Incorporación. Plazo. La incorporación de personas 
con necesidades especiales deberá ser gradual y progresiva para cubrir el cupo 
del cinco (5) por ciento, calculado sobre la base de la totalidad del personal que 
revista en la planta permanente de cada una de las jurisdicciones y entidades 
enunciadas en el artículo 2°. 
Dicha incorporación deberá efectuarse en el plazo máximo e improrrogable de 
cinco (5) años a partir de la sanción de la presente Ley.  
Para alcanzar dicha incorporación en tiempo y forma, la misma debe ser gradual, 
efectuándose en al menos un dos (2) por ciento en los dos (2) primeros años. 
 
Artículo 5°.- Prioridad. A los fines del efectivo cumplimiento de lo previsto en el 
artículo 4° de la presente ley, las vacantes que se produzcan en las jurisdicciones 
y entidades enunciadas en el artículo 2°, deberán prioritariamente ser cubiertas 
por las personas con necesidades especiales que acrediten las condiciones e 
idoneidad para el puesto o cargo que deba cubrirse. 
 
Artículo 6°.- Prohibición. En ningún caso podrá establecerse preferencia alguna 
respecto de la tipología de la discapacidad, siendo única condición que la 
capacidad del aspirante permita el ejercicio de la función a desempeñar. 
 
Artículo 7°.- Compatibilidad Previsional. Declárese para las personas con 
necesidades especiales, en las jurisdicciones y entidades enunciadas en el 
artículo 2°, la compatibilidad entre la percepción de remuneración por cargo y/o 
función y la percepción de los beneficios previsionales encuadrados en las Leyes 
Nacionales Nros. 20.475, 20.888 y en el artículo 53 de la Ley N° 24.241 y sus 
modificatorias. 
 
Artículo 8°.- Ubicación, Capacitación y Adaptación Laboral. La Comisión para la 
Plena Participación e Integración de las Personas con Necesidades Especiales 
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(COPINE) elaborará los planes y políticas tendientes a la ubicación, capacitación, 
adaptación laboral y accesibilidad al puesto de trabajo de personas con 
necesidades especiales, a los fines de una apropiada utilización del potencial 
humano y de los recursos físicos y pecuniarios. Asimismo, efectuará las 
recomendaciones que considere pertinentes respecto de los contenidos 
programáticos sobre educación, concientización e información a los que se refiere 
el artículo 7° de la Ley N° 447 (B.O.C.B.A. N° 1022 del 7/9/00). 
 
Capítulo II  
Registros 
Artículo 9°.- Registro Laboral Único de Aspirantes con Necesidades Especiales. La 
Comisión para la Plena Participación e Integración de las Personas con 
Necesidades Especiales (COPINE) elaborará un registro de personas con 
necesidades especiales que aspiren a obtener un empleo en las jurisdicciones y 
entidades enunciadas en el artículo 2°, con el objeto de facilitar su incorporación 
en los plazos y condiciones establecidos en la presente Ley. 
El Registro de Aspirantes contendrá, como mínimo, la siguiente información: 
a. Datos personales;  
b. Constancia del certificado de discapacidad emitido por autoridad 
competente;  
c. Estudios;  
d. Antecedentes laborales.  
La información del Registro de Aspirantes estará a disposición de las 
jurisdicciones y entidades enunciadas en el artículo 2°.  
Las inscripciones existentes en el Registro de Aspirantes a ingresar al Gobierno 
de la Ciudad de Buenos Aires, dispuestas por el Decreto N° 3.649/988 -B.M. N° 
18.300- publicado el 14/6/88, serán automáticamente incorporadas al registro 
establecido en el presente artículo. 
 
Artículo 10.- Inscripción. Las personas con necesidades especiales que aspiren a 
obtener un empleo en las jurisdicciones y entidades enunciadas en el artículo 2° 
de la presente Ley podrán inscribirse en el Registro Laboral Único de Aspirantes 
con Necesidades Especiales, en las formas y condiciones que la reglamentación 
establezca. 
 
Artículo 11.- Publicidad. La apertura del Registro Laboral Único de Aspirantes con 
Necesidades Especiales y las formas y condiciones de inscripción, se publicarán 
en el Boletín Oficial de la Ciudad, en todo otro medio de difusión gráfica, radial e 
informático de los que disponga el Gobierno de la Ciudad y en los medios masivos 
de comunicación que la reglamentación determine. Asimismo, la existencia del 
Registro y las formas y condiciones de inscripción, se publicarán periódicamente 
en los medios de comunicación establecidos por dicha reglamentación. 
 
Artículo 12.- Registro de Trabajadores con Necesidades Especiales. Las áreas 
con competencia en recursos humanos de cada una de las jurisdicciones y 
entidades enunciadas en el Art. 2°, deberán elaborar, en el plazo de ciento 
ochenta (180) días a partir de la publicación de la presente Ley, un Registro de 
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Trabajadores con Necesidades Especiales, con el objeto de establecer el grado de 
cumplimiento del cupo del cinco (5) por ciento. 
El Registro de Trabajadores deberá ser actualizado y contendrá, como mínimo, la 
siguiente información: 
a. Datos personales;  
b. Constancia del certificado de discapacidad emitido por autoridad 
competente;  
c. Dependencia en la que presta servicios.  
Cada una de las jurisdicciones y entidades enunciadas en el Art. 2° deberá 
mantener actualizado, en su página de Internet, la cantidad de personal con 
necesidades especiales que preste servicios en su dependencia y el porcentaje de 
cumplimiento del cupo del cinco (5) por ciento. 
 
Artículo 13.- Beneficios. Los trabajadores con necesidades especiales que prestan 
servicios en la planta permanente de las jurisdicciones y entidades enunciadas en 
el Art. 2° y que hayan presentado el certificado de discapacidad emitido por 
autoridad competente, así como también aquellos que lo presenten dentro de los 
ciento ochenta (180) días de su publicación, gozarán de los siguientes beneficios: 
a. Prioridad para ocupar cargos que deban cubrirse por concurso a igual 
puntaje sobre los demás postulantes;  
b. Prioridad para su reubicación cuando pasen a disponibilidad como 
consecuencia de la reestructuración o disolución de las dependencias en donde 
presten servicios.  
Los trabajadores que presenten el certificado de discapacidad con posterioridad al 
plazo establecido, gozarán de los mencionados beneficios a partir de los dos (2) 
años de su presentación. 
Las jurisdicciones y entidades enunciadas en el artículo 2° deben informar a todos 
sus trabajadores lo establecido en el presente artículo, en el plazo de treinta (30) 
días de la publicación de esta Ley. 
 
Capítulo III  
Disposiciones Finales 
 
Artículo 14.- Control. La Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires incluirá en cada 
uno de los planes anuales de la Auditoría General de la Ciudad, el control del 
cumplimiento de la presente Ley. 
Asimismo, las jurisdicciones y entidades enunciadas en el artículo 2° deberán 
confeccionar y remitir a la Legislatura, en ocasión de estimar sus gastos anuales o 
efectuar sus balances, sus respectivas nóminas de puestos ocupados, vacantes y 
altas y bajas de empleados de Planta Permanente producidas durante el período, 
consignando quienes tienen necesidades especiales. 
 
Artículo 15.- Incumplimiento. El incumplimiento total o parcial de la presente Ley 
constituirá, para los funcionarios responsables, mal desempeño en sus funciones 
o falta grave, según corresponda. 



 214 

En caso de incumplimiento de la presente Ley por parte de las empresas 
concesionarias, el Poder Ejecutivo, a través de su reglamentación, establecerá las 
sanciones que corresponda aplicar. 
 
Artículo 16.- Reglamentación. La presente Ley deberá ser reglamentada en el 
plazo de noventa (90) días a partir de su publicación en el Boletín Oficial. 
 
Cláusula transitoria 
En tanto no se realicen concursos que permitan el ingreso a la Planta Permanente, 
cuando se deban cubrir cargos mediante la modalidad de contratos de locación de 
servicios en las jurisdicciones y entidades enunciadas en el artículo 2°, párrafo 
primero, la incorporación de personas con necesidades especiales será 
obligatoria, siempre que reúnan las condiciones de idoneidad conforme a lo 
previsto en el artículo 5° de la presente Ley, hasta cubrir el cupo del cinco (5) por 
ciento calculado sobre la base de la totalidad del personal contratado. 
 
 
Ley 1506 Apoyo al Ingreso Ciudadano Mediante Asistencia Alimentaria 
 
Artículo 1º.- Créase el "Vale Ciudad" de Apoyo al Ingreso Ciudadano mediante 
Asistencia Alimentaria, destinado a asistir a la población de la Ciudad de Buenos 
Aires, que se encuentra en situación de emergencia alimentaria y vulnerabilidad 
social, de conformidad con los objetivos y alcances que se establezcan en la 
presente Ley. 
 
Artículo 2°.- La asistencia alimentaria brindada por el Vale Ciudad se efectúa a 
través de "pequeños comercios" barriales habilitados en los rubros frescos y/o 
almacén y de los permisionarios de las Ferias Itinerantes de Abastecimiento 
Barrial (F.I.A.B.) creadas por Decreto N° 1.795/GCBA/02 (B.O. N° 1604), que 
reúnan las características que, a los efectos de ser encuadrados como tales, se 
establecen en los artículos 19 y 20, respectivamente de la presente Ley. 
 
Artículo 3°.- Objetivo General: El Vale Ciudad busca priorizar la autonomía familiar 
a partir del incremento del ingreso para la satisfacción de las necesidades básicas 
alimentarias y promueve el desarrollo económico local a partir del 
direccionamiento del consumo familiar a los pequeños comercios, ferias de la zona 
y las formas cooperativas, garantizando la soberanía en la elección del consumo. 
 
Artículo 4° - Objetivos Específicos: 
a. Asistir al grupo familiar y a los hogares en su conjunto, con estrategias de 
asistencia directa, de promoción del desarrollo, de capacitación a los beneficiarios 
y de fortalecimiento al ingreso familiar.  
b. Favorecer y acompañar la construcción de capacidades en las familias y 
promueve y fortalece el armado de redes sociales.  
c. Fortalecer la economía local a partir de promover el incremento del 
consumo en comercios y ferias de la zona, promoviendo las formas de asociación 
cooperativa. 
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Artículo 5° - Modalidad: Cada familia beneficiaria recibe mensualmente, durante un 
período de doce meses (12), una chequera/plancha con vales canjeables en los 
locales integrantes de la Red de Pequeños Comercios Barriales y Ferias 
Itinerantes de Abastecimiento Barrial (F.I.A.B.) habilitados a los efectos del 
cumplimiento de la presente Ley. Dichas chequeras son modulares para garantizar 
la cobertura del hogar, contemplando la diversidad de su composición y situación 
nutricional. 
 
Artículo 6°.- Renovación: 
a. Vencido el plazo de doce meses (12), el beneficiario debe solicitar su 
renovación en los plazos y modalidades que se establezcan en la reglamentación 
de la presente.  
b. Es condición para su renovación que el hogar beneficiario haya cumplido 
con las obligaciones a su cargo y que se encuentre dentro de los criterios de 
selección vigentes al momento de su renovación. 
 
Artículo 7°.- Los vales son intransferibles y no comercializables. Sólo pueden ser 
canjeados por alimentos excluyendo bebidas alcohólicas.  
Las chequeras/planchas y los vales que las integran son insustituibles. Cualquier 
extravío, robo o daño que las inhabilite para su uso y procesamiento determina la 
caducidad del beneficio por el término de su validez. 
 
Artículo 8°.- La titularidad del beneficio recae en la Jefa o Jefe de Familia o en 
quien ostente la calidad de Jefe del Hogar. En caso de que la familia sea 
biparental la titularidad del beneficio recaerá en la mujer. 
 
Artículo 9°.- El titular del beneficio debe poseer documento que acredite su 
identidad y ser mayor de dieciocho (18) años de edad. 
 
Artículo 10.- Monto: 
a. El monto total debe alcanzar el 20% del fijado por el Instituto Nacional de 
Estadísticas y Censos (INDEC) para determinar la línea de indigencia, siempre 
que resulte suficiente para cubrir como mínimo el 30% de las necesidades 
nutricionales del hogar.  
b. El valor total de cada subsidio otorgado resulta de multiplicar el porcentaje 
de cobertura asignado por el valor que arroje el cálculo que surja de la 
composición de la familia en términos de unidades de referencia (adulto 
equivalente) según las tablas producidas por el INDEC, que determinará el valor 
que asuma la línea de indigencia. 
 
Beneficiarios y Destinatarios 
Artículo 11.- Son beneficiarios del Vale Ciudad las familias que se encuentran bajo 
la línea de indigencia conforme a los criterios y datos publicados mensualmente 
por el INDEC o en situación de emergencia alimentaria y vulnerabilidad social con 
domicilio real en la Ciudad de Buenos Aires. 
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La atención de los sectores de la población que enuncia el Art. 1° de la presente 
Ley, se llevará a cabo en forma gradual y en etapas, priorizando los sectores de la 
población más vulnerables, con arreglo al siguiente esquema: 
 
Primera Etapa: Beneficiarios: 
a. Población bajo la línea de indigencia: embarazadas y niños de cero (0) a 
cinco (5) años de edad y adultos mayores a partir de los sesenta (60) años, sin 
cobertura y que sean beneficiarios de Programas de Asistencia Alimentaria al 
momento del dictado de la presente Ley.  
b. Grupos Familiares con algún miembro que padezca desnutrición en grado 
1, 2 y 3. 
Segunda Etapa Beneficiarios: 
Se incorporarán a la población anterior la población bajo la línea de pobreza: 
a. Familias monoparentales con menores de edad.  
b. Grupos Familiares con menores de seis (6) años de edad.  
c. Grupos Familiares con menores de quince (15) años de edad.  
d. Grupos Familiares con mayores de sesenta y cinco (65) años, sin cobertura 
social.  
e. Grupos Familiares con personas con necesidades especiales.  
f. Personas solas. 
 
Artículo 12.- Se entiende por "grupo familiar" al originado en el matrimonio o en las 
uniones de hecho, incluyendo a los ascendientes, descendientes, colaterales y/o 
consanguíneos y a convivientes o descendientes directos de algunos de ellos. 
 
Artículo 13.- Condiciones de Ingreso. Para obtener el Vale Ciudad se consideran 
tres etapas: 
a. Presentación de la solicitud del beneficio.  
b. Evaluación de la familia solicitante.  
c. Asignación del beneficio. 
Para la evaluación de las familias solicitantes se realizará un censo de los mismos 
en el que se registrará: 
*Composición familiar. 
*Situación habitacional. 
*Escolarización. 
*Situación de empleo. 
*Ingresos. 
*Inclusión en otros programas alimentarios. 
*Acceso a servicios públicos. 
*Cobertura médica. 
*Enfermedades de los integrantes del grupo. 
*Discapacidades. 
La ficha censal reviste carácter de declaración jurada. 
La preselección de los beneficiarios debe hacerse sobre estas fichas censales. 
Las aprobadas son elevadas a la Autoridad de Aplicación para la asignación del 
beneficio. 
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Una vez otorgado, se notificará a los beneficiarios quienes deben firmar la 
aceptación de las normas que rigen el uso del Vale Ciudad. 
Desde la presentación de la solicitud del beneficio hasta la asignación del mismo, 
en caso de corresponder, no deberá exceder el plazo de sesenta (60) días. 
En caso de no corresponder el beneficio, esta decisión debe ser fundamentada y 
notificada. 
 
Artículo 14.- Obligaciones. Son obligaciones del beneficiario: 
a. Presentarse a retirar la chequera en las fechas previamente establecidas 
por la Autoridad de Aplicación.  
b. La chequera será entregada al titular del beneficio en persona con el 
Documento respectivo que acredite su identidad.  
c. Denunciar ante la Autoridad de Aplicación el extravío o robo de las 
chequeras.  
d. Presentar los certificados de escolaridad de los integrantes del grupo 
familiar o conviviente censados al momento de la inscripción o renovación del 
beneficio y al inicio y finalización del ciclo lectivo si estos no coincidieran con las 
situaciones antes mencionadas.  
e. Presentar los certificados de vacunación de los integrantes del grupo 
familiar o conviviente de acuerdo con el cronograma obligatorio de vacunación, 
que deberán formar parte de la ficha censal.  
f. Las familias donde hubiera mujeres embarazadas deben presentar en 
forma trimestral el certificado médico de control del embarazo. Estos certificados 
deben incorporarse a la ficha de seguimiento del grupo familiar.  
g. Las familias donde hubieran miembros con peso y talla inferiores a los 
valores esperados para la edad, deben presentar el certificado de atención médica 
correspondiente al seguimiento y tratamiento del caso. Estos certificados deben 
incorporarse a las fichas de seguimiento de las familias.  
h. Informar a la Autoridad de Aplicación modificaciones del grupo familiar o 
conviviente, de ingresos, cambio de domicilio, o cualquier modificación a la 
información registrada en el censo.  
i. Avalar al momento de cada compra la nominalidad de los vales mediante la 
exhibición del Documento que acredite su Identidad. 
Artículo 15.- Sanciones a los beneficiarios. La Autoridad de Aplicación determinará 
por vía reglamentaria las sanciones que correspondan al beneficiario del Vale 
Ciudad por incumplimiento de las obligaciones a su cargo, pudiendo apercibirlo, 
suspenderlo o excluirlo del beneficio. 
 
Artículo 16.- Cotitular: 
a. El titular del beneficio puede designar un cotitular (mayor de 18 años), quien 
podrá reemplazar al titular del beneficio toda vez que este no pueda retirar las 
chequeras en el tiempo establecido en la reglamentación. El cotitular no podrá 
representar a más de dos beneficiarios.  
b. Al momento de retirar la chequera debe presentar la documentación 
identificatoria perteneciente al titular del beneficio y su propia documentación.  
c. El titular del beneficio puede reemplazar al cotitular ante la simple denuncia 
al organismo correspondiente. 
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Artículo 17.- Aquellos beneficiarios que presenten los certificados médicos 
enunciados en el artículo 14, incisos f) y g), reciben una chequera adicional, 
cuando mediante certificación médica expedida al efecto, se determine la 
necesidad de un refuerzo alimentario. En los casos de miembros del grupo familiar 
con peso y talla inferior a los valores esperados para la edad, el médico determina 
que el refuerzo alimentario es necesario para superar la patología diagnosticada. 
 
Artículo 18.- Red de pequeños comercios barriales: 
a. La identificación de los comercios barriales se realiza a través de un censo 
que registre datos sobre identificación del comercio, localización, rubro, aceptación 
de vales o tarjeta de crédito, facturación mensual o anual.  
b. La red se integra de conformidad con las áreas prioritarias que defina la 
Autoridad de Aplicación y debe incluir a comercios con cobertura en la zona.  
c. La red se integra con los comercios que reúnan los requisitos establecidos 
para incorporarse a la misma y acepten las condiciones de la operatoria a nivel 
individual o por medio de cooperativas de pequeños comercios barriales. 
 
Artículo 19.- Establécese que para ser considerado "Pequeño Comercio Barrial" a 
los fines establecidos en la presente Ley los comercios deben reunir las siguientes 
características: 
a. Ser locales comerciales de atención primaria a destinatarios finales de 
venta por unidad, envasados, fraccionados o sueltos de los productos alimenticios 
en general. Productos de abasto, verdura, frutas, carnes, aves, productos de 
granja y pescado. Bebidas envasadas en general, excepto bebidas alcohólicas. 
Despacho de pan, masas, facturas y productos afines.  
b. Estar inscripto en el impuesto sobre los ingresos brutos.  
c. Poseer número de CUIT.  
d. Expender productos incluidos dentro de la Canasta Básica Alimentaria.  
e. Poseer habilitación para el expendio de productos alimenticios Suscribir el 
Acta Compromiso con la Secretaría de Producción, Turismo y Desarrollo 
Sustentable.  
f. No pueden formar parte de esta red los comercios categorizados como 
Supermercados y/o Hipermercados. 
 
Artículo 20.- Los permisionarios de Ferias Itinerantes de Abastecimiento Barrial - 
F.I.A.B. (Decreto N° 795/02) deben reunir las siguientes características: 
a. Ser titular de un permiso otorgado de acuerdo a la normativa vigente para 
operar en las F.I.A.B.  
b. Operar en una F.I.A.B.  
c. Expender productos incluidos dentro de la Canasta Básica alimentaria.  
d. Suscribir el Acta Compromiso con la Secretaría de Producción, Turismo y 
Desarrollo Sustentable. 
 
Artículo 21.- Son obligaciones de los Comercios y F.I.A.B. prestadores de la red: 
a. Canjear los vales exclusivamente por productos autorizados.  
b. Tomar los vales a valor nominal.  
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c. Aplicar a la operatoria Vale Ciudad, idénticos precios y ofertas al público 
que a los fijados para pagos en efectivos.  
d. Exhibir en los establecimientos o puestos el autoadhesivo y exhibidores 
(vidriera y mostrados respectivamente) identificatorios del Vale Ciudad.  
e. Facilitar la documentación e información estadística relativa al Vale Ciudad 
que le sea solicitada por el Gobierno de la Ciudad.  
f. Exigir la presentación del Documento de Identidad del titular o cotitular, 
según corresponda, al momento del canje.  
g. Denunciar cualquier anomalía que detecte el intento de uso indebido del 
Vale Ciudad por parte del beneficiario o de terceros.  
h. Queda expresamente prohibida la venta de bebidas alcohólicas. 
 
Artículo 22.- Sanciones a los comercios. La Autoridad de Aplicación determinará 
por vía reglamentaria las sanciones que correspondan a los comercios y F.I.A.B., 
prestadores de la red, por incumplimiento de las obligaciones a su cargo, pudiendo 
apercibirlo, suspenderlo o excluirlo como prestador del Vale Ciudad. 
 
Artículo 23.- La Secretaría de Producción, Turismo y Desarrollo Sustentable o el 
Organismo que en el futuro la reemplace, tiene las siguientes funciones: 
a. La fiscalización de los "Pequeños Comercios Barriales" y de los 
permisionarios de las Ferias Itinerantes de Abastecimiento Barrial (F.I.A.B.) que 
presten servicios dentro de la red del Vale Ciudad, quedando facultada para dictar 
las disposiciones complementarias que considere pertinentes para el cumplimiento 
de las competencias que le confiere la presente Ley.  
b. Confeccionar y mantener actualizado el Registro de Pequeños Comercios 
Barriales y Cooperativas de pequeños comercios barriales y las Ferias Itinerantes 
Abastecimiento Barrial (F.I.A.B.), integradas a la red.  
c. Desarrollar las actividades de capacitación y asistencia técnica a los 
comercios integrantes de la red, que sean necesarias para un adecuado 
cumplimiento de los objetivos de la presente Ley a través de encuentros con los 
comerciantes orientados a abordar temáticas relativas a asociativismo, 
abaratamiento de costos y precios y mejoras en la calidad del servicio.  
d. Contar con un Libro de Denuncias debidamente foliado y rubricado donde 
se asienten las denuncias relativas a incumplimientos de las obligaciones por 
parte de los comercios y F.I.A.B., prestadores de la red. 
La comprobación de la denuncia constituirá causa suficiente para ser excluidos de 
la red, previa notificación fehaciente, sin perjuicio de otras sanciones que fije la 
reglamentación de la presente Ley. 
 
Artículo 24.- La Secretaría de Desarrollo Social, o el Organismo que en el futuro la 
reemplace, es la autoridad de aplicación de la presente y debe: 
a. Coordinar las acciones a realizar a fin de descentralizar los aspectos 
operativos necesarios.  
b. Remitir a la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires un informe 
trimestral sobre la implementación de la presente, para ser girado a la Comisión 
de Políticas de Promoción e Integración Social. 
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Artículo 25.- Cuando la persona a quien corresponda la titularidad del beneficio se 
encuentre indocumentada, el Poder Ejecutivo arbitrará los medios necesarios para 
gestionar, a través de los organismos correspondientes, la tramitación inmediata 
de los documentos de identidad que correspondan. (tanto a esa persona como a 
todos los integrantes del grupo familiar). 
 
Artículo 26.- La totalidad de los beneficiarios de la presente y su grupo familiar, 
deben ser inscriptos en el Registro Único de Beneficiarios (R.U.B.). 
 
Artículo 27.- El Gobierno de la Ciudad, a través de todos los medios de difusión a 
su disposición, informará a la población sobre los objetivos y alcances del 
programa. 
 
Artículo 28.- Aféctase para el cumplimiento de la presente Ley el presupuesto, 
patrimonio y personal afectados al programa 4518 (Vale Ciudad) de la Secretaría 
de Desarrollo Social. 
 
Artículo 29.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley, dentro de los 
sesenta (60) días de su promulgación. 
 
Artículo 30.- A los fines del cumplimiento de la presente ley, anualmente el 
Presupuesto General de Gastos Cálculo de Recursos, imputará la partida 
presupuestaria correspondiente. 
 
Ley 1.521  Día de las Personas con Necesidades Especiales 
 
Artículo 1º.- Declárese el día 3 de diciembre como el "Día de las Personas con 
Necesidades Especiales" en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
en adhesión a la Ley Nacional N° 25.346 que declara ese mismo día como "Día 
Nacional de las Personas con Discapacidad". 
 
Artículo 2°.- Determínese la realización de actividades informativas y educativas 
en las escuelas de gestión pública, en el ámbito de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, en relación al "Día de las Personas con Necesidades Especiales", 
dentro del calendario escolar y en fecha cercana al 3 de diciembre de cada año. 
 
Ley 1.523 Régimen para el Empleo de Personas con Necesidades Especiales 
en el Gobierno de la Ciudad 
 
Artículo 1º.- Modifícase el artículo 63 de la Ley N° 471 de Relaciones Laborales en 
la Administración Pública de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 
“Artículo 63 - Personas con necesidades especiales. 
El Poder Ejecutivo establecerá los mecanismos y condiciones a los fines de 
garantizar el cumplimiento del cupo previsto para las personas con necesidades 
especiales de conformidad con lo establecido en el artículo 43 de la Constitución 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debiendo asegurarse además la 
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igualdad de remuneraciones de estos trabajadores con los trabajadores que 
cumplan iguales funciones en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
  
La convocatoria de las personas con necesidades especiales deberá hacerse de 
manera tal que queden claramente establecidas las labores que se realizarán en 
la unidad administrativa que corresponda a fin de que en ningún caso tales 
derechos individuales que esta Ley garantiza afecte la prestación de los servicios. 
A tales fines se elaborará un registro por unidad administrativa que contenga el 
listado de trabajadores con necesidades especiales y las labores que desempeñan 
o que pudieran desempeñar.” 


